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Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e 
interdependientes y están relacionados entre sí. La comunidad 

internacional debe tratar los derechos humanos de forma globa/ 
y de manera justa y equitativa, en píe de igualdad y dándoles o 
todos el mismo peso. Debe tenerse en cuenta la importancia de 

las particularidades nocionales y regionales. así como de los 
diversos patrimonios h,stóricos, culturales y religiosos, pero los 

Estados tienen el deber, sean cuales fueren sus sistemas 
políti cos. económicos y culturales, de promover y proteger todos 

los derechos humanos y /0$ libertades fundamenta/es 

Declaración y Programa de Acción de Viena 
Parte 1, párrafo 5) 

INTRODUCCIÓN 

La Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Nociones Unidos 
para los Derechos Humanos trabaja sobre la base de un acuerdo 
celebrado, el 29 de noviembre de 1996, entre el Gobierno colombiano 
y la ONU. 

En el marco de su mandato, la Oficina observa la situación de los 
derechos humanos y de derecho internacional humanitario con el 
objeto de asesorar a las autoridades colombianas en la formulación 
y aplicación de políticas, programas y medidas paro la promoción y 
protección de los derechos humanos, en el contexto de violencia y 
conflicto armado interno que vive el país. 

La Oficina, considera como parte fundamental de su tarea la difusión 
de los derechos humanos, facilitando el conocimiento por parte de 
toda la población de todos los derechos, civiles, políticos, económicos, 
sociales y culturales. La universalidad e interdependencia de todos 
estos derechos es una premisa esencial para interpretar y garantizar 
plenamente los derechos humanos. Esta noción básica fue reconocida 
por la comunidad internacional y recogida de manera explícita en 
la llamada Declaración de Viena, producto de la Conferencia Mundial 
sobre Derechos Humanos, celebrada en esa ciudad en junio de 1993. 

La Oficina busca con la presente publicación promover el respeto 
de los derechos económicos, sociales y culturales, y contribuir a 
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la comprensión de los mismos. Tiene igualmente el propósito de 
difundir las normas internacionales que los desarrollan, la 
interpretación de éstas por los órganos internacionales encargados 
de velar por su cumplimiento, así como los mecanismos de 
seguimiento de los derechos económicos, sociales y culturales. 

Si bien el cumplimiento efectivo de las obligaciones internacionales 
en materia de derechos económicos, sociales y culturales puede 
verse afectado por la disponibilidad de los recursos económicos, 
no debe olvidarse que el respeto y la garantía de estos derechos 
constituye una obligación que debe ser efectivamente implementada 
sin discriminación alguna. El Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Cultura/es toma en cuenta esta premisa y 
aclara el compromiso preciso de cada uno de los Estados Partes. 
Este tratado expresa que los Estados " ... se comprometen a adoptar 
medidas, tanto por separado como mediante la asis tencia y la 
cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, 
hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr 
progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en 
particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad 
de .. .[estos} derechos ... � Las nociones de progresividad hacia la 
plena vigencia de los derechos, la utilización del máximo de los 
recursos disponibles y la no discriminación, son entonces los pilares 
básicos que deben guiar la elaboración y aplicación de medidas, 
normas, recursos, programas y políticas de los Estados en esta 
materia. 

El presente documento contiene el ·Pacto internacional de derechos 
económicos, sociales y culturales". el "Protocolo adicional a la 
Convención americana sobre derechos humanos en materia de 
derechos económicos, sociales y culturales - Protocolo de San 
Salvador", la "Declaración sobre el derecho al desarrollo", un 
extracto del "Folleto Informativo No. 16 sobre el Comité de 
derechos económicos, sociales y culturales", los "Principios de 
Limburgo sobre la aplicación del Pacto internacional de derechos 
económicos, sociales y culturales", las "Observaciones generales 
del Comité de derechos económicos, sociales y culturales" y las 
"Recomendaciones de órganos internacionales de derechos humanos 
al Estado colombiano en materia de derechos económicos, sociales 
y culturales". 



Pacto internacional 

de derechos económicos, 

sociales y culturales 

7 





Pacto internacional de derechos económicos, 
sociales y culturales 

Adoptado y abierto o firma, ratificación y adhesión por la Asamblea 
General en su resolución 2200 A [XXI}, de 16 de diciembre de 1996 

Entrada en vigor: 3 de enero de 1976, de conformidad con el artículo 27 

Preámbulo 

Entrada en vigor para Colombia; 3 de enero de 1976 
En virtud de la Ley T4 de 1976 

Los Estados partes en el presente Pacto, 

Considerando que, conforme a 105 principios enunciados en la Carta de las 
Naciones Unidas, la l ibertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base 
el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia 
humana y de sus derechos iguales e inalienables, 

Reconociendo que estos derechos se desprenden de la dignidad inherente a 
la persona humana, 

Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
no puede realizarse el ideal del ser humano libre, l iberado del temor y de la 
miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar 
de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos 
civiles y políticos, 

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la 
obligación de promover el respeto universal y efectivo de los derechos y 
l ibertades humanos, 

Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos 
y de la comunidad a que pertenece, está obligado a procurar la vigencia y 
observancia de los derechos reconocidos en este Pacto, 

Convienen en los artículos siguientes: 

Pa"te 1 

Artículo 1 

1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En  virtud de 
este derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo 
a su desarrollo económico, social y cultural. 
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2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer l ibremente 
de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que 
derivan de la cooperación económica internacional basada en el principio 
de beneficio recíproco. así como del derecho internacional. En ningún caso 
podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia. 

3 .  Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la 
responsabilidad de administrar territorios no autónomos y territorios en 
fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determinación, 
y respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones de la Carta 
de las Naciones Unidas. 

Parte Ir 

Artículo 2 

1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar 
medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación 
internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de 
los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los 
medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas. 
la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos. 

2. Los Estados Partes en el presente Pacto Se comprometen a garantizar el 
ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna 
por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social. 

3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos 
humanos y su economía nacional, podrán determinar en qué medida 
garantizarán los derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a 
personas que no Sean nacionales suyos. 

Artículo 3 

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los 
hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, 
sociales y culturales enunciados en el presente Pacto. 

Artículo 4 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de los 
derechos garantizados conforme al presente Pacto por el Estado, éste podrá 
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someter tales derechos únicamente a limitaciones determinadas por ley, sólo 
en la medida compatible con la naturaleza de esos derechos y con el exclusivo 
objeto de promover el bienestar general en una sociedad democrática. 

Artículo 5 

1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido 
de reconocer derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender 
actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera 
de los derechos o l ibertades reconocidos en el Pacto, o a su l imitación en 
medida mayor que la prevista en él. 

2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos 
humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un país en virtud de leyes, 
convenciones, reglamentos o costumbres, a pretexto de que el presente 
Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado. 

Parte III 

Artículo 6 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar, 
que comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad de ganarse 
la vida mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y tomarán 
medidas adecuadas para garantizar este derecho. 

2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de 1"., Estados Partes 
en el presente Pacto para lograr la plena efectividad de este derecho deberá 
figurar la orientación y formación técnico-profesional, la preparación de 
programas, normas y técnicas encaminadas o conseguir un desarrollo 
económico, social y cultural constante y la ocupación pleno y productiva, 
en condiciones que garanticen los l ibertades políticas y económicas 
fundamentales de la persona humana. 

Artículo 7 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona 
al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren 
en especial: 

a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores: 

i )  Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones 
de ninguna especie; en particular, debe asegurarse a los mujeres 
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condiciones de trabajo no inferiores a las de los hombres, con salario 
igual por trabajo igual; 

i i) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias 
conforme a las disposiciones del presente Pacto; 

b) La seguridad y la higiene en el trabajo; 

c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos. dentro de su trabajo, a 
la categoría superior que les corresponda, sin más consideraciones que los 
factores de tiempo de servicio y capacidad; 

d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas 
de trabajo y las variaciones periódicas pagadas, así como la remuneración 
de los días festivos. 

Artículo 8 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar: 

a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de 
su elección, con sujeción únicamente a los estatutos de la organización 
correspondiente. poro promover y proteger sus intereses económicos 
y sociales. No padrón imponerse otras restricciones al ejercicio de 
este derecho que las que prescriba la ley y que sean necesarias en 
uno sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del 
orden público, o para la protección de los derechos y l ibertades 
ajenos: 

b) El derecho de los sindicatos a formar federaciones o confederaciones 
nacionales y el de éstos a fundar organizaciones sindicales 
internacionales o a afiliarse a las mismas; 

c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos y sin otras 
limitaciones que las que prescriba la ley y que sean necesarias en 
una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del 
orden público, o para lo protección de los derechos y libertades 
ajenos; 

d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada 
país. 

2. El presente artículo no impedirá someter a restricciones legoles el ejercicio 
de tales derechos por los miembros de las fuerzas armadas, de la policía 
o de la administración del Estado. 
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3.  Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los Estados Partes en 
el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 1948 relativo 
a la libertad sindical y o la protección del derecho de sindicación a adoptar 
medidas legislativas que menoscaben las garantías previstas en dicho Convenio 
o a aplicar la ley en forma que menoscabe dichas garantías. 

Artículo 9 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona 
a la seguridad social, incluso al seguro social. 

Artículo 10 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que: 

1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental 
de la sociedad, la más amplia protección y asistencia posibles, especialmente 
para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación 
de los hijos a su cargo. El matrimonio debe contraerse con el l i bre 
consentimiento de los futuros cónyuges. 

2. Se debe conceder especial protección a las madres durante un período de 
tiempo razonable antes y después del parto. Durante dicho período, a las 
madres que trabajen se les debe conceder licencia con remuneración o con 
prestaciones adecuadas de seguridad social. 

3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor 
de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de 
f i l iación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y 
adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo en trabajos 
nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el 
riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los 
Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales 
quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra 
infantil. 

Artículo 11 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, 
vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continuo de las condiciones 
de existencia. Los Estados Partes tomorón medidas apropiadas para 
asegurar lo efectividad de este derecho, reconociendo o este efecto la 
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importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre 
consentimiento. 

2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho 
fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, 
individualmente y mediante la cooperación internacional, las medidas, incluidos 
los programas concretos, que se necesitan para: 

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de 
alimentos mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos 
y científicos, la divulgación de principios sobre nutrición y el 
perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo 
que se logren la explotación y la utilización más eficaces de las 
riquezas naturales; 

b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en 
relación con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas que 
se plantean tanto a los países que importan productos alimenticios 
como a los que los exportan. 

Artículo 12 

l. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mentol. 

2. Entre los medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto o 
fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias 
para: 

a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el 
sano desarrollo de los niños; 

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y 
del medio ambiente; 

c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, 
endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; 

d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica 
y servicios médicos en caso de enfermedad. 

Artículo 13 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a la educación. Convienen en que la educación debe orientarse hacia 
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el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, 
y debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y las libertades 
fundamentales. Convienen asimismo en que la educación debe capacitar a 
todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre, 
favorecer lo comprensión, lo tolerancia y lo amistad entre todas las nociones 
y entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y promover las 
actividades de las Naciones Unidos en pro del mantenimiento de la paz. 

2. Los Estados Portes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr 
el pleno ejercicio de este derecho: 

a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible o todos 
gratuitamente: 

b) Lo enseñanza secundario, en sus diferentes formas, incluso lo 
enseñanza secundaria técnico y profesional, debe ser generalizada 
y hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, 
y en particular por lo implantación progresiva de la enseñanza 
gratuito; 

e) La enseñanza superior debe hacerse igualmente acceSible a todos, 
sobre la base de la capacidad de coda uno, por cuantos medios sean 
apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la 
enseñanza gratuita: 

d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la 
educación fundamental para aquellas personas que no hayan recibido 
o terminado el ciclo completo de instrucción primaria; 

e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar 
en todos los ciclos de la enseñanza, implantar un sistema adecuado 
de becas, y mejorar continuamente las condiciones materiales del 
cuerpo docente. 

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen o respetar la 
l ibertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger 
para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las autoridades 
públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas que el Estado 
prescriba o apruebe en materia de enserlanza, y de hacer que sus hijos o 
pupilos reciban la educación religiosa o moral que esté de acuerdo con sus 
propios convicciones. 

4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restricción 
de la l ibertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir 
instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten los principios 
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enunciados en el párrafo 1 y de que la educación dada en esas instituciones 
se ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado. 

Artículo 14 

Todo Estado Parte en el presente Pacto que, en el momento de hacerse parte 
en él, aún no haya podido instituir en su territorio metropolitano o en otros 
territorios sometidos a su jurisdicción la obligatoriedad y la gratuidad de la 
enseñanza primaria, se compromete a elaborar y adoptar, dentro de un plazo 
de dos años, un plan detallado de acción para la aplicación progresiva, dentro 
de un número razonable de años fijado en el plan, del principio de la enseñanza 
obligatorio y gratuita para todos. 

Artículo 15 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a: 

a) Participar en la vida cultural; 

b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones; 

c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales 
que le correspondan por razón de las producciones científicas, 
l iterarias o artísticas de que sea autora. 

2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto deberán 
adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las 
necesarias poro la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y 
de la cultura. 

3. Los Estados Partes en el presente Pacto Se comprometen a respetar la 
indispensable l ibertad para la investigación científica y para la actividad 
creadora. 

4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que derivan 
del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales 
en cuestiones científicas y culturales. 

Parte IV 

Artículo 16 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar, en 
conformidad con esta parte del Pacto, informes sobre las medidas que hayan 
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adoptado, y los progresos realizados, con el fin de asegurar el respeto a 
los derechos reconocidos en el mismo. 

2. a) Todos los informes serán presentados al Secretario General de las 
Naciones Unidas, quien transmitirá copias al Consejo Económico y 
Social para que las examine conforme a lo dispuesto en el presente 
Pacto; 

b) El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá también a los 
organismos especializados copias de los informes, o de las partes 
pertinentes de éstos, enviados por los Estados Partes en el presente 
Pacto que además sean miembros de estos organismos especializados, 
en la medida en que tales informes o partes de ellos tengan relación 
con materias que sean de la competencia de dichos organismos conforme 
a sus instrumentos constitutivos. 

Artículo 17 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto presentarán sus informes por etapas, 
con arreglo al programa que establecerá el Consejo Económico y Social en 
el plazo de un año desde la entrada en vigor del presente Pacto, previa 
consulta con los Estados Partes y con los organismos especializados 
interesados. 

2. Los informes podrán señalar las circunstancias y dificultades que afecten 
el grado de cumplimiento de las obligaciones previstas en este Pacto. 

3. Cuando la información pertinente hubiera sido ya proporcionada a las 
Naciones Unidas o a algún organismo especializado por un Estado Parte, 
no será necesario repetir dicha información, sino que bastará hacer 
referencia concreta a la misma. 

Artículo 18 

En virtud de las atribuciones que la Carta de las Naciones Unidas le confiere 
en materia de derechos humanos y libertades fundamenta/es, el Consejo 
Económico y Social podrá concluir acuerdos con los organismos especial izados 
sobre la presentación por tales organismos de informes relativos al cumplimiento 
de las disposiciones de este Pacto que corresponden a su campo de actividades. 
Estos informes podrán contener detalles sobre las decisiones y recomendaciones 
que en relación con ese cumplimiento hayan aprobado los órganos competentes 
de dichos organismos. 
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Artículo 19 

El Consejo Económico y Social podrá transmitir o lo Comisión de Derechos 
Humanos, paro su estudio y recomendación de carácter general, o poro 
información, según procedo, los informes sobre derechos humanos que presenten 
o los Estados conforme a los artículos 16 y 17, Y los informes relativos a los 
derechos humanos que presenten los organismos especializados conforme 01 
artículo 18. 

Artículo 20 

Los Estados Partes en el presente Pacto y los organismos especializados 
interesados podrán presentar al Consejo Económico y Social observaciones 
sobre toda recomendación de carácter general hecho en virtud del artículo 
19 o toda referencia a tal recomendación general que conste en un informe 
de lo Comisión de Derechos Humanos o en un documento allí mencionado. 

Artículo 21 

El Consejo Económico y Social podrá presentar de vez en cuando a la Asamblea 
General informes que contengan recomendaciones de carócter general, así 
como un resumen de la información recibido de los Estados Portes en el presente 
Pacto y de los organismos especializados acerca de las medidas adoptadas y 
los progresos realizados para lograr el respeto general de los derechos 
reconocidos en el presente Pacto. 

Artículo 22 

El Consejo Económico y Social podrá señalar a la atención de otros órganos 
de los Naciones Unidos, sus órganos subsidiarios y los organismos especializados 
interesados que se ocupen de prestar asistencia técnica, toda cuestión surgido 
de los informes a que se refiere esta parte del Pacto que pueda servir paro 
que dichas entidades se pronuncien, cada uno dentro de su esfera de  
competencia, sobre lo conveniencia de  las medidas internacionales que puedon 
contribuir a la aplicación efectiva y progresiva del presente Pacto. 

Artículo 23 

Los Estados Portes en el presente Pacto convienen en que las medidos de 
orden internacional destinados a asegurar el respeto de los derechos que se 
reconocen en el presente Pacto comprenden procedimientos toles como la 
conclusión de convenciones, la aprobación de recomendaciones, la prestación 
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de asistencia técnico y lo celebración de reuniones regionales y técnicas, paro 
efectuar consultas y realizar estudios, organizadas en cooperación con los 
gobiernos interesados. 

Arrfculo Z4 

Ninguno disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo 
de las disposiciones de lo Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones 
de los organismos especializados que definen las atribuciones de los diversos 
órganos de las Naciones Unidas y de los organismos especializados en cuanto 
a las materias a que se refiere el Pocto. 

Artículo 25 

Ninguno disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo 
del derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y 
libremente sus riquezas y recursos naturales. 

Parte V 

Artículo 26 

1.  El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados Miembros 
de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado, así 
como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Internacional de 
Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas a ser parte en el presenté Pacto. 

2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de ratificación 
se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los Estados 
mencionados en el párrafo 1 del presente artículo. 

4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión 
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados 
que hayan firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a él, del depósito 
de cada uno de los instrumentos de ratificación o de adhesión. 

Artículo 27 

1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de 
la fecha en que haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento de 

1 9  



ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él después 
de haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de rotificación 
o de adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir 
de la fecha en que tal Estado hayo depositado su instrumento de ratificación 
o de adhesión. 

Artículo 28 

Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes 
componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna. 

Artículo 29 

1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y 
depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El 
Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los Estados Partes 
en el presente Pacto, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque 
una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las propuestas 
y someterlas a votación. Si un tercio al menos de los Estados se declara 
en favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará una conferencia 
bajo los auspicios de las Nociones Unidas. Toda enmienda adoptada por la 
mayoría de Estados presentes y votantes en la conferencia se someterá a 
lo aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 

2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de 
dos tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, de conformidad 
con sus respectivos procedimientos constitucionales. 

3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Estados 
Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes 
seguirán obligados por las disposiciones del presente Pacto y por toda 
enmienda anterior que hayan aceptado. 

Artículo 30 

Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del artículo 
26, el Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados 
mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo: 
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a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto 
en el artículo 26: 



PACTO If'fTI:RlffoClONAI. DE I)Ii:RCHOfi F-CONOIoIU::OS, BOCIAlJ!S y eut.roJ/AlD; 

b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo 
dispuesto en el artículo 27. Y la fecha en que entren en vigor las 
enmiendas a que hace referencia el artículo 29. 

Artículo 31 

1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español ,  francés, inglés y ruso 
son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones 
Unidas. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas 
del presente Pacto a todos los Estados mencionados en el artículo 26. 
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condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, 
sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos; 

Teniendo presente que si bien los derechos económicos, sociales y culturales 
fundamentales han sido reconocidos en anteriores instrumentos internacionales, 
tanto de ámbito universal como regional, resulta de gran importancia que éstos 
sean reafirmados: desarrollados, perfeccionados y protegidos en función de 
consolidar en América, sobre la base del respeto integral a los derechos de 
la persona, el régimen democrático representativo de gobierno así como el 
derecho de sus pueblos al desarrollo, a la libre determinación y a disponer 
l ibremente de sus riquezas y recursos naturales, y 

Considerando que la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece 
que pueden someterse a la consideración de los Estados partes reunidos con 
ocasión de la Asamblea Generol de la Organización de los Estados Americanos 
proyectos de protocolos adicionales a esa Convención con la finalidad de incluir 
progresivamente en el régimen de protección de la misma otros derechos y 
libertades, 

Han convenido en el siguiente Protocolo Adicional o lo Convención Americana 
sobre Derechos Humanos "Protocolo de San Salvador"; 

Artículo 1. Obligación de Adoptar Medidos 

Los Estados partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos se comprometen a adoptar las medidas necesarias 
tanto de orden interno como mediante la cooperación entre los Estados, 
especialmente económica y técnica, hasta el máximo de los recursos disponibles 
y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente, 
y de conformidad con la legislación interna, la pleno efectividad de los derechos 
que se reconocen en el presente Protocolo. 

Artículo 2. Obligación de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 

Si el ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo no 
estuviera ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, 
los Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de este Protocolo, las medidas legislativas 
o de otro carócter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos. 

Artículo 3. Obligación de no Discriminación 

Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen o garantizar el 
ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier 
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otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social. 

Artículo 4. No Admisión de Restricciones 

No podrá restringirse o menoscabarse ninguno de los derechos reconocidos 
o vigentes en un Estado en virtud de su legislación interna o de convenciones 
internacionales, a pretexto de que el presente Protocolo no los reconoce o 
los reconoce en menor grado. 

Artículo 5. Alcance de las Restricciones y Limítaciones 

Los Estados partes sólo podrán establecer restricciones y limitaciones al goce 
y ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo mediante 
leyes promulgodas con el objeto de preservar el bienestar general dentro 
de una sociedad democrática, en lo medida que no contradigan el propósito y 
razón de los mismos. 

Artículo 6. Derecho al Trabajo 

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad de 
obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa a través del 
desempeño de una actividad lícito libremente escogido o aceptado. 

2. Los Estados portes se comprometen a adoptar las medidas que garanticen 
plena efectividad 01 derecho al trabajo, en especial las referidas al logro 
del pleno empleo, a lo orientación vocacional y al desarrollo de proyectos 
de capacitación técnico-profesional, particularmente aquellos destinados 
a los minusválidos. Los Estados partes se comprometen también o ejecutar 
y a  fortalecer programas que coadyuven a una adecuada atención familiar, 
encaminados a que lo mujer pueda contar con uno efectiva posibilidad de 
ejercer el derecho al trabajo. 

Artículo 7. Condiciones Justas, Equitativas y Satisfactorias de Trabajo 

Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen que el derecho al trabajo 
al que se refiere el artículo anterior supone que toda persona goce del mismo 
en condiciones justas, equitativas y satisfactorias, poro lo cual dichos Estados 
garantizarón en sus legislaciones nacionales, de manera particular: 

a. una remuneración que asegure como mínimo a todos los 
trabajadores condiciones de subsistencia digna y decorosa 
para ellos y sus familias y un salario equitativo e igual por 
trabajo igual, sin ninguno distinción; 
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b.  el derecho de todo trabajador a seguir su vocación y a 
dedicarse a la actividad que mejor responda a sus expectativas 
y a cambiar de empleo, de acuerdo con la reglamentación 
nacional respectiva; 

c .  el derecho del trabajador a lo promoclon o ascenso dentro 
de su trabajo, para lo cual se tendrán en cuenta sus 
calificaciones, competencia, probidad y tiempo de servicio; 

d. la estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo 
con las características de las industrias y profesiones y con 
las causas de justa separación.  En casos de despido 
injustificado, el trabajador tendrá derecho a una indemnización 
o a la readmisión en el empleo o a cualesquiera otra prestación 
prevista por la legislación nacional; 

e. la seguridad e higiene en el trabajo: 

f. la prohibición de trabajo nocturno o en labores insalubres o 
pel igrosas a los menores de 18 años y, en general, de todo 
trabajo que pueda poner en peligro su salud, seguridad o moral. 
Cuando se trate de menores de 16 años, la jornada de trabajo 
deberá subordinarse a las disposiciones sobre educación 
obligatoria y en ningún caso podrá constituir un impedimento 
para la asistencia escolar o ser una limitación para beneficiarse 
de la instrucción recibida; 

g. la limitación razonable de las horas de trabajo, tanto diarias 
como semanales. Las jornadas serán de menor duración cuando 
se trate de trabajos peligrosos, insalubres o nocturnos; 

h. el descanso, el disfrute del tiempo libre, las vacaciones 
pagadas, así como la remuneración de los días feriados 
nacionales. 

Artículo 8. Derechas Sindicales 

1.  Los Estados partes garantizarán: 
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a. el derecho de los trabajadores a organizar sindicatos y a 
afiliarse al de su elección, para la protección y promoción de 
sus intereses. Como proyección de este derecho, los Estados 
partes permitirán a los sindicatos formar federaciones y 
confederaciones nacionales y asociarse a las ya existentes, 
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así como formar organizaciones sindicales internacionales y 
asociarse a la de su elección. Los Estados partes también 
permitirán que los sindicatos, federaciones y confederaciones 
funcionen libremente: 

b. el derecho o lo huelga. 

2. El ejercicio de los derechos enunciados precedentemente sólo puede estar 
sujeto a las limitaciones y restricciones previstas por la ley, siempre que 
éstos sean propios a una sociedad democrática, necesarios para salvaguardar 
el orden público, para proteger la salud o la moral públicas, así como 105 
derechos y las libertades de los demás. Los miembros de las fuerzas armadas 
y de policía, al igual que los de otros servicios públicos esenciales, estarán 
sujetos a las limitaciones y restricciones que imponga la ley. 

3. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a un sindicato. 

Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social 

1.  Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra 
las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física 
o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digno y decorosa. 
En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social 
serán aplicadas a sus dependientes. 

2. Cuando Se trate de personas que se encuentran trabajando, el derecho a 
la seguridad social cubrirá al menos la atención médica y el subsidio o 
jubilación en casos de accidentes de trabajo o de enfermedad profesional 
y, cuando se trate de mujeres, licencia retribuida por maternidad antes y 
después del parto. 

Artículo 10. Derecho a la Salud 

1. Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del más 
alto nivel de bienestar físico, mental y social. 

2. Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud los Estados partes se 
comprometen a reconocer la salud como un bien público y particularmente 
a adoptar las siguientes medidas para garantizar este derecho: 

a. la atención primaria de la salud, entendiendo como tal la 
asistencia sanitaria esencial puesta al alcance de todos los 
individuos y famil iares de la comunidad; 

b. la extensión de los beneficios de los servicios de salud a todos 
los individuos sujetos a la jurisdicción del Estado: 
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c. la total inmunización contra las principales enfermedades 
infecciosas; 

d. la prevención y el tratamiento de las enfermedades endémicas, 
profesionales y de otra índole; 

e. la educación de la población sobre la prevención y tratamiento 
de los problemas de salud, y 

f. la satisfacción de las necesidades de salud de los grupos de 
más alto riesgo y que por sus condiciones de pobreza sean 
más vulnerables. 

Artículo 1 J. Derecho a un Medio Ambiente Sano 

1. Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar 
con servicios públicos básicos. 

2. Los Estados partes promoverán la protección, preservación y mejoramiento 
del medio ambiente. 

Artículo 12. Derecho a la Alimentación 

1. Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure lo 
posibilidad de gozar del más alto nivel de desarrollo físico, emocional e 
intelectual. 

2. Con el objeto de hacer efectivo este derecho y a erradicar la desnutrición, 
los Estados partes se comprometen a perfeccionar los métodos de 
producción, aprovisionamiento y distribución de alimentos, para lo cual se 
comprometen a promover una mayor cooperación internacional en apoyo de 
las políticas nacionales sobre la materia. 

Artículo 13. Derecho a la Educación 

1. Toda persona tiene derecho a la educación. 

2. Los Estados partes en el presente Protocolo convienen en que la educación 
deberá orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y 
del sentido de su dignidad y deberá fortalecer el respeto por los derechos 
humanos, el pluralismo ideológico, las l ibertades fundamentales, la justicia 
y la paz. Convienen, asimismo, en que la educación debe capacitar a todas 
las personas para participar efectivamente en una sociedad democrática 
y pluraHsta, lograr una subsistencia digna, favorecer la comprensión, la 
tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los grupos raciales, 
étnicos o religiosos y promover las actividades en favor del mantenimiento 
de la paz. 
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3. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen que, con objeto 
de lograr el pleno ejercicio del derecho a la educación: 

Q. la enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos 
gratuitamente; 

b. la enseñanza secundaria en sus diferentes formas, incluso la 
enseñanza secundaria técnica y profesional, debe Ser 
generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos medios 
sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva 
de la enseñanza gratuita: 

c. la enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a 
todos, sobre la base de la capacidad de coda uno, por cuantos 
medios sean apropiados y, en particular. por la implantación 
progresiva de la enseñanza gratuita: 

d. se deberá fomentar o intensificar. en la medida de lo posible, 
la educación básica para aquellas personas que no hayan 
recibido o terminado el ciclo completo de instrucción primaria: 

e. se deberán establecer programas de enseñanza diferenciada 
para los minusválidos a f in de proporcionar una especial 
instrucción y formación a personas con impedimentos físicos 
o deficiencias mentales. 

4. Conforme con la legislación interna de los Estados partes, los padres tendrán 
derecho a escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos, 
siempre que ella se adecue a los principios enunciados precedentemente. 

5. Nada de lo dispuesto en este Protocolo se interpretará como una restricción 
de la libertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir 
instituciones de enseñanza, de acuerdo con la legislación interna de los 
Estados partes. 

Artículo 14. Derecho a los Beneficios de la Cultura 

1. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen el derecho de toda 
persona a: 

a. participar en la vida cultural y artístico de la comunidad: 

b. gozar de los beneficios del progreso científico y tecnológico: 

c. beneficiarse de la protección de los intereses morales y 
materiales que le correspondan por rozón de las producciones 
científicas, literarias o artísticas de que sea autora. 
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2. Entre las medidas que los Estados partes en el presente Protocolo deberán 
adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho figurarán las 
necesarias para la conservación, el desarrol lo y la difusión de la ciencia, 
la cultura y el arte. 

3. Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a respetar 
la indispensable libertad para la investigación científica y para la actividad 
creadora. 

4. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen los beneficios que 
Se derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones 
internacionales en cuestiones científicas, artísticas y culturales, y en este 
sentido Se comprometen a propiciar una mayor cooperación internacional 
sobre la materia. 

Artículo 15. Derecho a la Constitución y Protección de lo Familia 

1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser 
protegida por el Estado, quien deberá velar por el mejoramiento de su 
situación moral y material. 

2. Toda persona tiene derecho a constituir familia, el que ejercerá de acuerdo 
con las disposiciones de la correspondiente legislación interna. 

3. Los Estados partes mediante el presente Protocolo se comprometen a brindar 
adecuada protección al grupo familiar y en especial a:  

a. conceder atención y ayuda especiales a la madre antes y 
durante un lapso razonable después del parto: 

b. garantizar a los niños una adecuada al imentación, tanto en la 
época de lactancia como durante la edad escolar; 

c. adoptar medidas especiales de protección de los adolescentes 
a fin de garantizar la plena maduración de sus capacidades 
física, intelectual y moral; 

d. ejecutar programas especiales de formación familiar a fin de 
contribuir a la creación de un ambiente estable y positivo en 
el cual los niños perciban y desarrollen los valores de 
comprensión. solidaridad, respeto y responsabilidad. 

Artículo 16. Derecho de lo Niñez 

Todo niño sea cual fuere su filiación tiene derecho a las medidas de protección 
que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad 

32 



y del Estado. Todo niño tiene el derecho a crecer al amparo y bajo la 
responsabilidad de sus padres: salvo circunstancias excepcionales. reconocidas 
judicialmente, el niño de corta edad no debe ser separado de su madre. Todo 
niño tiene derecho Q la educación gratuita y obligatoria, al menos en su fase 
elemental, y a continuar SU formación en niveles más elevados del sistema 
educativo. 

Artículo 17. Protección de los Ancianos 

Toda persona tiene derecho a protección especial durante su ancianidad. En 
tal cometido, los Estados partes se comprometen a adoptar de manera 
progresiva las medidas necesarias a fin de llevar este derecho a la práctica 
y en particular a: 

Q. proporcionar instalaciones adecuadas, así como alimentación 
y atención médica especializada, a las personas de edad 
avanzada que carezcan de el la y no se encuentren en 
condiciones de proporcionársela por sí mismas; 

b. ejecutar programas laborales específicos destinados a 
conceder a los ancianos la posibilidad de realizar una actividad 
productiva adecuada a sus capacidades respetando su vocación 
o deseos; 

c. estimular la formación de organizaciones sociales destinadas 
a mejorar la calidad de vida de los ancianos. 

Artículo J 8. Prot�cción d� los Minusválidos 

Toda persona afectada por una disminución de sus capacidades físicas o 
mentales tiene derecho a recibir una atención especial con el fin de alcanzar 
el máximo desarrollo de su personalidad. Con tal fin, los Estados partes se 
comprometen a adoptar las medidas que sean necesarias para ese propósito 
y en especial a: 

a. ejecutar programas específicos destinados a proporcionar a 
los minusválidos los recursos y el ambiente necesario para 
alcanzar ese objetivo, incluidos programas laborales adecuados 
a sus posibil idades y que deberán ser libremente aceptados 
por ellos o por sus representantes legales, en su caso; 

b. proporcionar formación especial a los famil iares de los 
minusválidos a fin de ayudarlos a resolver los problemas de 
convivencia y convertirlos en agentes activos del desarrollo 
físico, mental y emocional de éstos; 
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c. incluir de manera prioritaria en sus planes de desarrollo urbano 
la consideración de soluciones a los requerimientos específicos 
generados por las necesidades de este grupo; 

d. estimular la formación de organizaciones sociales en las que 
los minusválidos puedan desarrollar una vida plena. 

Artículo J 9. Medios de Protección 

1 .  Los Estados portes en el presente Protocolo se comprometen a presentar, 
de conformidad con lo dispuesto por este artículo y por las correspondientes 
normas que al efecto deberá elaborar la Asamblea General de la Organización 
de los Estados Americanos, informes periódicos respecto de las medidas 
progresivas que hayan adoptado para asegurar el debido respeto de los 
derechos consagrados en el mismo Protocolo. 

2. Todos los informes serán presentados al Secretario General de la 
Organización de los Estados Americanos, quien los transmitirá 01 Consejo 
Interamericano Económico y Social y al Consejo Interamericano para la 
Educación, /0 Ciencia y la Cultura, a fín de que los examinen conforme a /0 
dispuesto en el presente artículo. El Secretario General enviará copia de 
tales informes a la Comisión Interamericano de Derechos Humanos. 

3. El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos 
transmitirá también a los organismos especializados del sistema 
Interamericano, de los cuales sean miembros los Estados partes en el 
presente Protocolo, copias de los informes enviados o de las partes 
pertinentes de éstos, en la medida en que tengan relación con materias 
que sean de la competencia de dichos organismos, conforme a sus 
instrumentos constitutivos. 

4. Los organismos especia/izados del sistema Interamericano podrán presentar 
al Consejo Interamericano Económico y Social y al Consejo Interamericano 
para la Educación, la Ciencia y la Cultura informes relativos al cumplimiento 
de las disposiciones del presente Protocolo, en el campo de sus actividades. 

5. Los i nformes anuales que presenten o lo Asamblea General el Consejo 
Interamericano Económico y Social y el Consejo Interamericano para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura contendrán un resumen de la información 
recibida de los Estados partes en el presente Protocolo y de los organismos 
especializados acerca de las medidas progresivas adoptadas a fin de asegurar 
el respeto de los derechos reconocidos en el propio Protocolo y las 
recomendaciones de carácter general que al respecto se estimen pertinentes. 
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6. En el caso de que los derecnos establecidos en el párrafo a) del artículo 
8 y en el artículo 13 fuesen violados por una acción imputable directamente 
a un Estado parte del presente Protocolo, tal situación podría dar lugar, 
mediante la participación de la Comisión Interamericano de Derechos 
Humanos. y cuando proceda de la Corte Interamericano de Derechos 
Humanos. a la aplicación del sistema de peticiones individuales regulado 
por los artículos 44 a 51 y 61  a 69 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. 

7. S in  perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la Comisión 
Interamericano de Derechos Humanos podrá formular las observaciones 
y recomendaciones que considere pertinentes sobre la situación de los 
dered\os económicos, sociales y culturales establecidos en el presente 
Protocolo en todos o en algunos de los Estados partes, las que podrá incluir 
en el Informe Anual a la Asamblea General o en un Informe Especial, según 
lo considere más apropiado. 

8. Los Consejos y la Comisión Interamericano de Derechos Humanos en ejercicio 
de las funciones que se les confieren en el presente artículo tendrán en 
cuenta la naturaleza progresiva de la vigencia de los derechos objeto de 
protección por este Protocolo. 

Artículo 20. Reservas 

Los Estados partes podrán formular reservas sobre una o más disposiciones 
específicas del presente Protocolo al momento de aprobarlo, firmarlo, ratificarlo 
o adherir a él, siempre que no sean incompatibles con el objeto y el fin del 
Protocolo. 

Artículo 21. Firma, Ratificación o Adhesión. Entrada en Vigor 

1. El presente Protocolo queda abierto a la firma y a la ratificación o adhesión 
de todo Estado parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

2. La ratificación de este Protocolo o la adhesión al mismo se efectuará 
mediante el depósito de un instrumento de ratificación o de adhesión en 
la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 

3 .  El Protocolo entrará en vigor tan pronto como once Estados hayan depositado 
sus respectivos instrumentos de ratificación o de adhesión. 

4. El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la 
Organización de la entrada en vigor del Protocolo. 
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Artículo 22. Incorporación de otros Derechos y Ampliación de los 
Reconocidos 

1. Cualquier Estado parte y la Comisión Interamericano de Derechos Humanos 
podrán someter a la consideración de los Estados partes. reunidos con ocasión 
de la Asamblea General, propuestas de enmienda con el fin de incluir el 
reconocimiento de otros derechos y libertades, o bien otras destinadas a 
extender o ampliar los derechos y l ibertades reconocidos en este Protocolo. 

2, Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas 
en la fecha en que se haya depositado el respectivo instrumento de 
ratificación que corresponda al número de los dos tercios de los Estados 
partes en este Protocolo. En cuanto al resto de los Estados partes, entrarán 
en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de 
ratificación. 
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Declaración sobre el derecho al desarrollo 

Adoptada por /0 Asamblea General en su resolución 41/128, 
de 4 de diciembre de 1986 

La Asamblea General, 

Teniendo presentes los propósitos y principios de la Corta de las Naciones 
Unidas relativos a la realización de la cooperación internacional en lo solución 
de los problemas internacionales de carácter económico, social. cultural o 
humanitario y en el desarrollo y estímulo del respeto Q los derechos humanos 
y las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de 
roza, sexo, idioma o religión, 

Reconociendo que el desarrollo es un proceso global económico, social, cultural 
y político, que tiende al mejoramiento constante del bienestar de toda la 
población y de todos los individuos sobre la base de su participación activa, 
libre y significativa en el desarrollo y en la distribución justa de los beneficios 
que de él se derivan, 

Considerando que, conforme a las disposiciones de lo Declaración Universal 
de Derechos Humanos, toda persono tiene derecho a un orden social e 
internacional en el que se puedan realizar plenamente los derechos y las 
l ibertades enunciados en esa Declaración, 

Recordando las disposiciones del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

Recordando además los acuerdos, convenciones, resoluciones, recomendaciones 
y demás instrumentos pertinentes de las Naciones Unidas y de sus organismos 
especializados relativos 01 desarrollo integral del ser humano y al progreso 
y desarrollo económicos y sociales de todos los pueblos, incluidos los 
instrumentos relativos a la descolonización, la prevención de discriminaciones, 
el respeto y la observancia de los derechos humanos y las l ibertades 
fundamentales, el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y 
el ulterior fomento de relaciones de amistad y cooperación entre los Estados 
de conformidad con la Carta, 

Recordando el derecho de los pueblos a lo libre determinación, en virtud del 
cual tienen derecho a determinar l ibremente su condición política y a realizar 
su desarrollo económico, social y cultural, 

Recordando también el derecho de los pueblos a ejercer, con sujeción a las 
disposiciones pertinentes de ambos Pactos internacionales de derechos humanos, 
su soberanía plena y completa sobre todos sus recursos y riquezas naturales, 

Consciente de la obligación de los Estados, en virtud de la Carta, de promover 
el respeto universal y la observancia de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales para todos, sin distinción de ninguna clase por motivos de raza, 
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color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional 
o sodal, situación económica, nacimiento u otra condición, 

Considerando que la eliminación de las violaciones masivas y patentes de los 
derechos humanos de los pueblos e individuos afectados por situaciones tales 
como las resultantes del colonialismo, el neocolonialismo, el apartheid, todas 
las formas de racismo y discriminación racial, la dominación y Jo ocupación 
extranjeras, la agresión y las amenazas contra la soberanía nacional, la unidad 
nacional y la integridad territorial y las amenazas de guerra, contribuirá a 
establecer circunstancias propicias para el desarrollo de gran parte de la 
humanidad, 

Preocupada por la existencia de graves obstáculos, constituidos, entre otras 
cosas. por la denegación de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales 
y culturales. obstáculos que se oponen al desarrollo y o la completa realización 
del ser humano y de los pueblos, y considerando que todos los derechos humanos 
y las l ibertades fundamentales son indivisibles e interdependientes y que, a 
fin de fomentar el desarrollo, debería examinarse con la misma atención y 
urgencia la aplicación. promoción y protección de los derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales, y que, en consecuencia, la promoción, el 
respeto y el disfrute de ciertos derechos humanos y libertades fundamentales 
no pueden justificar la denegación de otros derechos humanos y l ibertades 
fundamentales, 

Considerando que la paz y la seguridad internacionales son elementos esenciales 
para la realización del derecho al desarrollo, 

Reafirmando que hay una estrecha relación entre el desarme y el desarrollo, 
que los progresos en la esfera del desarme promoverían considerablemente 
los progresos en la esfera del desarrollo y que los recursos liberados con 
las medidas de desarme deberían destinarse al desarrollo económico y social 
y al bienestar de todos los pueblos, y, en particular, de los países en desarrollo, 

Reconociendo que la persona humana es el sujeto central del proceso de 
desarrollo y que toda política de desarrollo debe por ello considerar al ser 
humano como participante y beneficiario principal del desarrollo, 

Reconociendo que lo creación de condiciones favorables al desarrollo de los 
pueblos y las personas eS el deber primordial de los respectivos Estados, 

Consciente de que los esfuerzos para promover y proteger los derechos humanos 
a nivel internacional deben ir acompañados de esfuerzos paro establecer un 
nuevo orden económico internacional, 

Confirmando que el derecho al desarrollo es un derecho humano inalienable 
y que la igualdad de oportunidades para el desarrollo es una prerrogativa tanto 
de las naciones como de los individuos que componen las nociones, 

Proclama la siguiente Declaración sobre el derecho al desarrollo: 
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Artículo J 

1. El derecho al desarrollo es un derecho humano inalienable en virtud del 
cual todo ser humano y todos los pueblos están facultados para participar 
en un desarrollo económico, social, cultural y político en el que puedan 
realizarse plenamente todos los derechos humanos y l i bertades 
fundamentales, a contribuir a ese desarrollo y a disfrutar del él. 

2. El derecho humano al desarrollo implica también la plena realización del 
derecho de los pueblos a la libre determinación, que incluye, con sujeción 
a las disposiciones pertinentes de ambos Pactos internacionales de derechos 
humanos, el ejercicio de su derecho inalienable a la plena soberanía sobre 
todas sus riquezas y recursos naturales. 

Artículo 2 

1. La persona humana es el sujeto central del desarrollo y debe ser el 
participante activo y el beneficiario del derecho al desarrollo. 

2. Todos los seres humanos tienen, individual y colectivamente, la 
responsabil idad del desarrollo, teniendo en cuenta la necesidad del pleno 
respeto de sus derechos humanos y libertades fundamentales, así como 
sus deberes para con la comunidad, único ámbito en que se puede asegurar 
la libre y plena realización del ser humano, y, por consiguiente, deben 
promover y proteger un orden político, sociol y económico apropiado para 
el desarrollo. 

3. Los Estados tienen el derecho y el deber de formular poHt:cas de desarrollo 
nacional adecuadas con el fin de mejorar constantemente el bienestar de 
la población entero y de todos los individuos sobre la base de su participación 
activo, libre y significativa en el desarrollo y en lo equitativo distribución 
de los beneficios resultantes de éste. 

Artículo 3 

1. Los Estados tienen el deber primordial de crear condiciones nacionales e 
internacionales favorables para la realización del derecho 01 desarrollo. 

2. La realización del derecho 01  desarrollo exige el pleno respeto de los 
principios de derecho internacional referentes a las relaciones de amistad 
y o la cooperación entre los Estodos de conformidad con la Carta de las 
Nociones Unidas. 

3 .  Los Estados tienen el deber de cooperar mutuamente para lograr el desarrollo 
y eliminar los obstáculos al desarrollo. Los Estados deben realizar sus 
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derechos y sus deberes de modo que promuevan un nuevo orden económico 
internacional basado en la igualdad soberana, la interdependencia, el interés 
común y /0 cooperación entre todos los Estados, y que fomenten la 
observancia y el disfrute de los derechos humanos. 

Artículo 4 

1. Los Estados tienen el deber de adoptar, individual y colectivamente, medidas 
para formular políticas adecuadas de desarrollo internacional a fin de facilitar 
la plena realización del derecho al desarrollo. 

2. Se requiere una acción sostenida para promover un desarrollo más rápido 
de los países en desarrollo. Como complemento de los esfuerzos de los países 
en desarrollo es indispensable una cooperación internacional eficaz para 
proporcionar a esos países los medios y las facilidades adecuados para fomentar 
su desarrollo g/obal. 

Artículo 5 

Los Estados adoptarán enérgicas medidas para eliminar las violaciones masivas 
y patentes de los derechos humanos de los pueblos y los seres humanos 
afectados por situaciones tales como las resultantes del apartheid, todas las 
formas de racismo y discriminación racial, el colonialismo, la dominación y 
ocupación extranjeras, la agresión, la injerencia extranjera y las amenazas 
contra la soberanía nacional, la unidad nacional y lo integridad territorial, 
las amenazas de guerra y lo negativa a reconocer el derecho fundamental de 
los pueblos a la libre determinación. 

Artículo 6 

1. Todos los Estados deben cooperar con miras a promover, fomentar y reforzar 
el respeto universal y la observancia de todos los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de todos, sin ninguna distinción por motivos de 
raza, sexo, idioma y religión. 

2. Todos los derechos humanos y las l ibertades fundamentales son indivisibles 
e interdependientes: debe darse igual atención y urgente consideración a 
lo aplicación, promoción y protección de los derechos civi/es, políticos, 
económicos, sociales y culturales. 

3. Los Estados deben adoptar medidas para eliminar los obstáculos al desarrollo 
resultantes de la inobservancia de los derechos civiles y políticos, así como 
de los derechos económicos, sociales y culturales. 

Artículo 7 

Todos los Estados deben promover el establecimiento, mantenimiento y 
fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales y, con ese fin, deben 
hacer cuanto esté en su poder por lograr el desarme general y completo bajo 
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un control internacional eficaz, así como lograr que los recursos liberados 
con medidas efectivas de desarme se utilicen para el desarrollo global, en 
particular de los países en desarrollo. 

Artículo 8 

1. Los Estados deben adoptar, en el plano nacional, todas las medidas necesarias 
para la realización del derecho al desarrollo y garantizarán, entre otras 
cosas, la igualdad de oportunidades para todos en cuanto al acceso a los 
recursos básicos, la educación, los servicios de salud, los alimentos, la 
vivienda, el empleo y la justa distribución de los ingresos. Deben adoptarse 
medidas eficaces para lograr que la mujer participe activamente en el proceso 
de desarrollo. Deben hacerse reformas económicas y sociales adecuadas 
con objeto de erradicar todas las injusticias sociales. 

2. Los Estados deben alentar la participación popular en todas las esferas 
como factor importante para el desarrollo y para la plena realización de 
todos los derechos humanos. 

Artículo 9 

1. Todos los aspectos del derecho al desarrollo enunciados en la presente 
Declaración son indivisibles e interdependientes y cada uno debe ser 
interpretado en el contexto del conjunto de ellos. 

2. Nada de lo dispuesto en la presente Declaración debe ser interpretado 
en menoscabo de los propósitos y principios de las Naciones Unidas, ni en 
el sentido de que cualquier Estado, grupo o persona tiene derecho a 
desarrollar cualquier actividad o realizar cualquier acto cuyo objeto sea 
la violación de los derechos establecidos en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y los Pactos internacionales de derechos humanos. 

Artículo 10 

Deben adoptarse medidas para asegurar el pleno ejercicio y la consolidación 
progresiva del derecho al desarrollo, inclusive la formulación, adopción y 
aplicación de medidas políticas, legislativas y de otra índole en el plano nacional 
e internacional. 
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FOLLETO IrífORMATtVO No. 16 {REY. 1} CoMJTt DE DERECHOS ECOMONIC'OS. IIOCWZS Y CUL1'UIW.M 

Folleto Informativo No. 16 (rev. 1) 
Comité de derechos económicos, 

sociales y culturales' 

J. Introducción 

El derecho internacional concerniente a los derechos humanos se ha elaborado 
con el propósito de amparar toda la gama de derechos humanos que es preciso 
hacer efectivos para que las personas puedan vivir una vida pleno, libre, segura 
y sano. El derecho o llevar una vida digna nunca podrá hacerse efectivo a 
menos que todos puedan satisfacer de manero adecuado y equitativa sus 
necesidades de trabajo, al imentación, vivienda, atención médica, educación 
y cultura. Basóndose firmemente en este principio fundamental del sistema 
mundial de derechos humanos, el derecho internacional concerniente a los 
derechos humanos ha establecido derechos individuales y colectivos en los 
ámbitos civil ,  cultural, económico, político y social. 

La base primordial de las actividades de las Naciones Unidas encaminadas a 
promover, proteger y vigilar la observancia de los derechos humanos y las 
l ibertades fundamentales es la Carta Internacional de Derechos Humanos, 
que es un conjunto integrado por tres textos: la Declaración Universal de 
Derechos Humanos (1948), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (1966) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos (1966) y sus dos protocolos optativosl . 

Estos instrumentos proclaman normas mundiales de derechos humanos y vienen 
inspirando desde hace más de 50 años los pactos, declaraciones y compendios 
de normas mínimas internacionales de derechos humanos proclamados por las 
Naciones Unidas y también otros principios reconocidos universalmente. Estas 
normas adicionales han constituido otros tantos refinamientos de las normas 
jurídicas internacionales relativas o una gama muy amplio de cuestiones, entre 
ellos los derechos de la mujer, la protección contra la discriminación racial, 
la protección de los trabajadores migrantes, los derechos del niño y muchas 
otras. 

Extracto del FoUdo Informativo de Naciones Unidas No. lb sobre el Comité. de derechos 
económicos, socia/es y culturales. 19960 

I Los textos respectivos se el'lContrarón en Derechos humanos: Recopilación de instrumentos 
internacionales. Vol. 1 (primera porte), Instrumentos de carócter universal (publicación de 
las Naciones Unidas, N° de venta: S.94.XIV.1). 
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Los dos Pactos mencionados son instrumentos jurídicos internacionales. Esto 
significa que cuando los Estados Miembros y los Estados no miembros de las 
Naciones Unidas ratifican un Pacto y se convierten en "Estado ParteU en él, 
están aceptando voluntariamente una serie de obligaciones jurídicas de defender 
y promover los derechos y disposiciones proclamados en el texto en cuestión. 

Cuando un Estado ratifica uno de los Pactos, acepta la responsabilidad solemne 
de aplicar cada una de las obl igaciones que aquél impone y de asegurar de 
buena fe la compatibil idad de sus leyes nacionales con sus deberes 
internacionales. Por consiguiente, al ratificar los tratados de derechos humanos, 
los Estados se hacen responsables ante la comunidad internacional, an1e otros 
Estados que han ratificado los mismos textos y ante sus propios ciudadanos 
y otras personas residentes en sus territorios. 

En el presente folleto informativo se analizan muchas de las cuestiones 
fundamentales relativas al Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales y también la labor del Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, al que la comunidad internacional ha encargado la vigilancia 
del cumplimiento por los Estados Partes de las disposiciones del Pacto. El 
propósito de este folleto es proporcionar una visión de conjunto del Pacto y 
del Comité que contribuya a fortalecer aún más el disfrute por todos y en 
todas partes de los derechos económicos, sociales y culturales. 

2. La indivisibilidad e interdependencia de todos los derechos humanos 

En lo que respecta a la legislación internacional de derechos humanos (y también 
a su aplicación en el plano nacional), los derechos civiles y políticos han sido 
objeto, en muchos sentidos, de mayor atención, codificación jurídica e 
interpretación judicial, y se han grabado en la conciencia pública en mucho 
mayor grado que los derechos económicos, sociales y culturales. A esto se 
debe que, a veces, se suponga erróneamente que sólo los derechos civiles y 
políticos (es decir, el derecho a un juicio justo, el derecho a lo igualdad de 
trato, el derecho a la vida, el derecho de voto, el derecho a no ser objeto 
de discriminación, etc.) pueden ser objeto de infracción, de medidas de 
reparación y de escrutinio jurídico internacional. A menudo se considera que 
los derechos económicos, sociales y culturales son en la práctica Uderechos 
de segunda clase" inaplicables, no sometidos a 105 tribunales y que sólo se 
irán cumpliendo "progresivamente" con el tiempo. 

Sin embargo, esta manera de ver las cosas pasa por alto un postulado del 
sistema global de derechos humanos que se formuló ya en 1948 con la aprobación 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y según el cual la 
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indivisibilidad e interdependencia de los derechos civiles y políticos y de los 
derechos económicos, sociales: y culturales son principios fundamentales de 
la legislación internacional de derechos humanos. Este punto de vista se ha 
reafirmado muchas veces, la más reciente de ellas en la Conferencia Mundial 
de Derechos Humanos de 19932 . 

Los derechos económicos, sociales: y culturales están plenamente reconocidos 
por la comunidad internacional y también en toda la legislación internacional 
de derechos humanos. Aunque estos derechos han recibido menos atención 
que los derechos civiles: y políticos, en la actualidad son objeto de mucha mayor 
consideración que la que antes conocieron. La cuestión no consiste en saber 
si se trata de derechos humanos básicos, sino en saber a qué dan derecho y 
qué carácter jurídico tienen las obl igaciones de los Estados de hacerlos 
efectivos. 

Los derechos económicos, sociales y culturales tienen por objeto asegurar 
la protección plena de las personas en tanto que tales, partiendo de la base 
de que las personas pueden gozar de derechos, libertades y justicia social 
simultáneamente. En un mundo donde, según el Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD), "la quinta parte de la población del mundo 
en desarrollo está hambrienta al ir a dormir cada noche, donde la cuarta 
parte carece de acceso a necesidades básicas como el agua de beber no 
contaminada, y la tercera parte vive en estado de abyecta pobreza, tan al 
margen de la existencia humana que no hay palabras para describirlo"3, la 
importancia de prestar una atención renovado y de comprometerse más con 
la realización efectivo de los derechos económicos, sociales y culturales 
resulta evidente. 

z Una d� las reafirmaciones más importantes d�1 caráct�r �qu¡vol�nt� d� �stos dos conjuntos 
d� d�r�chos u hallo �n lo resolución 321130 d� la Asamblea General de 16 de diciembre 
de 1977, qu� afirma (en su pórrofo 1): 

"o) Todos los derechos humanos y libertad�s fundom�ntoles son indivisibles e 
int�rdependi�nte.s: deberá prestarse Jo misma atención y urgente consideración o lo 
aplicación, la promoción y lo protección tanto de los derechos civiles y políticos como 
de los derechos económicos, sociales y culturales: 

b) -La plena realización de los d�rechos civiles y políticos sin el goce de los derechos 
económicos, sociales y culturales resulta imposibl�; la consecución de un progreso duradero 
en lo aplicación de los derechos humanos depende d� unas buenas y dicaces políticos 
nocionales e internacionales de desarrollo económico y socialN, como se r�conoce en lo 
Proclamación de Teherán de 1968." 

J PNUD, Informe sobre Desarrollo Humano 1994 (Fondo de Culturo Económico, 1994), 
pág. 2. 

49 



A pesar de los importantes progresos realizados desde la creación de las 
Naciones Unidas en la superación de los problemas de las privaciones que 
padecen los seres humanos, más de 1.000 millones de personas viven en 
circunstancias de pobreza extrema, falta de vivienda, hambre y malnutrición, 
desempleo, analfabetismo y mala salud crónica. Más de 1.500 mil lones de 
personas carecen de acceso a agua de beber no contaminada y a instalaciones 
sanitarias; cerca de 500 millones de niños no tienen acceso ni siquiera a la 
educación primaria; y más de 1.000 millones de adultos no saben leer ni escribir. 
Esta marginación a escala descomunal, que se produce a pesar del constante 
crecimiento y desarrollo económico mundial, plantea graves interrogantes no 
sólo sobre el desarrollo sino también sobre los derechos humanos básicos. 

De todas las codificaciones g/obales de derechos humanos, el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales proporciona el 
marco jurídico internacional más importante para /0 protección de los derechos 
humanos básicos. 

3. El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sodales y Culturales 

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (véase 
el anexo I) fue aprobado y abierto a la firma, ratificación y adhesión mediante 
la resolución 2200 A (XXI) de la Asamblea General de 16 de diciembre de 
1966, después de casi 20 años de debates sobre su contenido. Adquirió por 
fin fuerza de ley 10 años más tarde, entrando en vigor el 3 de enero de 1976. 

El Pacto contiene algunas de las disposiciones jurídicas internacionales más 
importantes para el establecimiento de los derechos económicos, sociales y 
culturales, comprendidos los derechos relativos al trabajo en condiciones justas 
y favorables, a la protección social, a un nivel de vida adecuado, a los niveles 
de salud física y mental más altos posibles, a la educación y al goce de los 
beneficios de la l ibertad cultural y el progreso científico. 

Hasta el 12 de abril de 1996 habían ratificado el Pacto 133 Estados (véase 
e/ anexo II), que al hacerlo se han comprometido voluntariamente a aplicar 
sus normas y disposiciones. 

El cumplimiento por los Estados Partes de las obl igaciones que les impone el 
Pacto y el grado de efectividad de los derechos y las obl igaciones en cuestión 
son vigilados por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturoles. 

Este Comité realiza su labor basándose en muchas fuentes de información, 
entre ellas informes presentados por los Estados Portes e información 
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suministrada por organismos especializados de las Naciones Unidas tales como 
la Organización Internacional del Trabajo ,  la Organización de las Naciones 
Unidas para la Educación, la Ciencia y lo Cultura, lo Organización Mundial de 
la Salud, la Organización de las Naciones Unidas para lo Agricultura y lo 
Al imentación, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados, el Centro de las Naciones Unidos para los Asentamientos 
Humanos (Hábitat) y otras. Además recibe información de organizaciones no 
gubernamentales y organizaciones comunitarias de base que actúan en los 
Estados que han ratificado el Pacto, de organizaciones internacionales de 
derechos humanos y otros organizaciones no gubernamentales y de otros 
órganos de las Naciones Unidos creados mediante tratados, además de acudir 
a lo l iteratura de conocimiento público. 

[ . . .  ] 

6. Vigilancia de la aplicación del Pacto: el Comité de Derechos Económicos� 
Sociales y Culturales 

Creación y composición del Comité 

A diferencia de los otros cinco órganos de derechos humanos creados en virtud 
de tratados, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales no se 
creó en virtud del instrumento correspondiente. Antes bien, el Comité fue 
creado por el Consejo Económico y Social, a raíz de lo defectuosa actuación 
de dos órganos a los que se había encomendado anteriormente la vigilancia 
del Pacto. 

El Comité, creado en 1985, se reunió por primera vez en 1987 y hasta la fecha 
ha celebrado 14 períodos de sesiones. En un principio el Comité se reunía 
anualmente, pero ahora lo hoce dos veces al año, celebrando dos períodos de 
sesiones de tres semanas cada uno que por lo general tienen lugar en mayo y 
en noviembre-diciembre. Celebro todas sus sesiones en la Oficina de las 
Naciones Unidas en Ginebra. 

El Comité lo integran 18 expertos de reconocida competencia en materia de 
derechos humanos. Los miembros del Comité son independientes y actúan a 
título personal, no como representantes de los gobiernos. Actualmente integran 
el Comité 13 hombres y 5 mujeres. El propio Comité elige su Presidente, tres 
Vicepresidentes y un Relator. 

Los miembros del Comité son elegidos por el Consejo Económico y Social para 
mandatos de cuatro años y pueden ser reelegidos si se les selecciona para 
ello. As¡, el Comité es un órgano subsidiario del Consejo Económico y Social 
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y su autoridad oficial dimana de ese órgano. Las elecciones se realizan por 
votación secreta a partir de una lista de personas propuesta por los Estados 
Partes en el Pacto. Por lo tanto, los Estados que no han ratificado el Pacto 
no pueden nombrar a sus propios nacionales para cargos en el Comité. En el 
proceso de selección se observan los principios de distribución geográfica 
equitativa y de representación de distintos sistemas sociales y jurídicos. El 
Centro de Derechos Humanos de las Naciones Unidas presta sus servicios al 
Comité. 

¿Qué hace el  Comité? 

La función primordial del Comité es vigilar la aplicación del Pacto por los Estados 
Partes. Para ello se esfuerza en fomentar un diálogo constructivo con los 
Estados Partes y procura determinar por diversos medios si los Estados Partes 
aplican adecuadamente o no las normas contenidas en el Pacto, y cómo podrían 
mejorarse la aplicación y el cumplimiento del Pacto para que todas las personas 
con derecho a gozar de los derechos consagrados en el Pacto puedan 
efectivamente gozar de ellos plenamente. 

Inspirándose en la competencia jurídica y la experiencia práctica de sus 
miembros, el Comité también puede ayudar a los gobiernos a cumplir con sus 
obl igaciones en virtud del Pacto, formulando sugerencias y recomendaciones 
específicas legislativas, de politica y de otra ¡ndole, para la realización más 
eficaz de los derechos económicos, sociales y culturales. 

¿Cómo presentan los Estados Partes sus informes al Comité.? 

De conformidad con los artículos 16 y 17 del Pacto, los Estados Partes se 
comprometen a presentar informes periódicos al Comité -en el plazo de dos 
años a contar desde de la entrada en vigor del Pacto en el Estado de que se 
trate, y de ahí en adelante una vez cada cinco años- en los que se señalarán 
las medidas legislativas, judiciales, de política y de otra índole que hayan 
adoptado con el fin de asegurar el goce de los derechos previstos en el Pacto. 
También se pide a los Estados Partes que presenten información detallada 
sobre el grado de cumplimiento de los derechos en zonas en que se haya 
tropezado con dificultades específicas a este respecto. 

El Comité ha contribuido al proceso de presentación de informes proporcionando 
a los Estados Partes un conjunto detallado de directrices relativas a los 
informes, de 24 páginas de extensión, en el que se especifica el tipo de 
información que necesita el Comité para vigilar eficazmente el cumplimiento 
del Pacto. 

52 



PRIl'ICIPIOS DE L.lIoIUURGO lIOSO LA o\.PI.lCACION DEL PACTO uvncRNAC1ONAI. 01 OEdCHOS ECONO!olICOS, SOCtAUtB .,  CULTURALU 

El requisito de la presentación de informes es mucho más que un mero 
compromiso formalista. Aunque el proceso de presentación de informes 
experimenta diversas dificultades, entre ellas la del incumplimiento de ese 
requisito por muchos Estados Partes y la de los problemas relacionados con 
las limitaciones económicas de los Estados, el mecanismo cumple varias funciones 
importantes. Entre éstas figuran la función de examen inicial, la función de 
supervisión, la función de formulación de política, la función de escrutinio 
público, la función de evaluación, la función de reconocimiento de los problemas 
y la función de intercambio de información4• 

El Comité ha hecho hincapié en que las obligaciones de presentar informes 
que impone el Pacto cumplen siete objetivos principales. En su Observación 
general N° 1 (1989), el Comité enunció estos objetivos en los términos 
siguientes: 

1. Asegurar que el Estado Parte emprenda un examen amplio de la 
legislación, las normas y procedimientos administrativos y las diversas 
prácticas nacionales para ajustarlas en todo lo posible a las 
disposiciones del Pacto. 

2. Garantizar que el Estado Parte vigile de manera constante la situación 
real con respecto a cada uno de los derechos enumerados para evaluar 
la medida en que todos los individuos que se encuentran en el país 
disfrutan de los diversos derechos. 

3 .  Proporcionar una base para que el gobierno elabore políticas 
claramente formuladas y cuidadosamente adaptadas para la aplicación 
del Pacto. 

4. Facilitar el examen público de las políticas de los gobiernos con 
respecto a la aplicación del Pacto y estimular la participación de 
los diversos sectores de la sociedad en la formulación, aplicación y 
revisión de las políticas pertinentes. 

5. Proporcionar una base sobre la cual el propio Estado Parte, así como 
el Comité, puedan evaluar de manera efectiva los progresos hechos 
hacia el cumplimiento de las obligaciones contenidos en el Pacto . 

• P. Alston, MFines de lo presentación de informes", en Manual de preparación de informes 
sobre los derechos humanos (Centro de Derechos Humanos de los Nociones Unidos/Instituto 
de los Nociones Unidos poro lo Formoción Profesional y lo Investigoci6n, 1991), (N° de vento: 
S.91.XIV.l), Pág. 14 Y 15. 
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6. Permitir que el Estado Parte comprenda mejor los problemas y 
l imitaciones que impiden la realización de los derechos económicos, 
sociales y culturales. 

7. Facilitar el intercambio de información entre los Estados Partes y 
ayudar a comprender mejor los problemas comunes y el tipo de 
medidas que pueden adoptarse para la realización efectiva de cada 
uno de los derechos contenidos en el Pacto'. 

El Comité examina normalmente unos cinco o seis informes de Estados Partes 
cada período de sesiones. Si un Estado Parte que ha presentado un informe 
programado para su examen por el Comité en un determinado período de sesiones 
procura diferir la presentación del informe a última hora, el Comité no le 
concede ese aplazamiento, y procede realizar el examen, incluso en ausencia 
de representantes del Estado Parte. 

El Comité también ha tenido que resolver problemas de no presentación 
de informes, y de presentación de los informes con un atraso considerable. 
Respondiendo a tales situaciones, el Comité notifica a los Estados Partes 
morosos su intención de examinar esos informes en futuros períodos de 
sesiones específicos. S i  no se presenta el informe, el Comité procede 
entonces a examinar la situación de 105 derechos económicos, sociales y 
culturales en e l  Estado de que se trate tomando en cuenta toda la 
información disponible. 

Lo presentación de informes y el Grupo de Trabajo anterior 01 período 
de sesiones 

Cuando los Estados Partes presentan sus informes, el Comité sigue un 
procedimiento de examen estándar. Una vez recibidos, tramitados y traducidos 
por la Secretaría, los informes de los Estados Partes son examinados 
inicialmente por un Grupo de Trabajo anterior al período de sesiones del Comité 
integrado por cinco personas, el cual se reúne seis meses antes de que el 
Comité en pleno examine un informe. El Grupo de Trabajo anterior al período 
de sesiones efectúa un estudio preliminar del informe, nombra a un miembro 
para que examine específicamente cada informe y prepara listas escritas de 
preguntas basadas en las disparidades encontradas en los informes que luego 
se remiten a los Estados Partes pertinentes. A continuación se pide a los 
Estados Partes que respondan por escrito a esas preguntas antes de comparecer 
ante el Comité. 

5 E/1989122, anexo III, Observación general � 1 (1989), párrs. 2 a 9. 
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La presentación de informes 

Se recomienda muchísimo a los representantes de los Estados que presentan 
un informe que asistan a las sesiones en que el Comité examina sus respectivos 
informes. Esas delegaciones están casi siempre presentes durante el proceso, 
que por lo general abarca un período de dos días. Las delegaciones hacen 
primeramente algunas observaciones introductorias y responden a las preguntas 
formuladas por escrito por el Grupo de Trabajo anterior al período de sesiones. 
A continuación los organismos especializados de los Naciones Unidas presentan 
información atinente al informe que se examino. Luego los miembros del Comité 
formulo n preguntas y observaciones al Estado Porte que comparece ante él. 
A continuación se concede un nuevo plazo a los representantes de los Estados 
Partes para que respondan, con la mayor precisión posible, por lo general no 
el mismo día, a las preguntas y observaciones que se les hicieron. Si no se 
responde adecuadamente a las preguntas, el Comité suele pedir al Estado Parte 
que le facilite información adicional para su examen en futuros períodos de 
sesiones. 

Observaciones finales: el Comité decide 

Una vez que el Comité ha terminado su análisis de los informes y que los Estados 
Partes han comparecido ante él, el Comité concluye su examen de los informes 
presentados por los Estados Partes publicando unas Itobservaciones finales" 
que constituyen la decisión a que ha llegado el Comité acerca de la situación 
del Pacto en el Estado Parte en cuestión. Las observaciones finales se dividen 
en cinco secciones: a) introducción: b) aspectos positivos; e) factores y 
dificultades que obstaculizan la aplicación del Pacto; d) principales motivos 
de preocupación; e) sugerencias y recomendaciones. Las observaciones finales 
se aprueban en sesión privada, y se dan a conocer al público el último día de 
cada período de sesiones. 

En algunas ocasiones el Comité ha llegado o la conclusión de que se han producido 
violaciones del Pacto, y ha instado posteriormente a los Estados Partes o que 
desistan de toda nueva violación de los derechos de que se trate. 

Todos los derechos humanos son susceptibles de violación, y los derechos 
económicos, sociales y culturales no son ninguno excepción. En los Principios 
de Limburgo relativos a la Aplicación del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturalest' se señalan las siguientes circunstancias 

• Aprobados por un grupo de expertos en derecho internacional humanitario convocados en 
Masstritcnt (Países Bajos) del 2 al 6 de junio de 1986. Véase La Revisto, No. 37 (1986) 
pág. 49 
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que constituyen violaciones del Pacto por un Estado Parte (principio 72): a) 
el Estado Parte no logra adoptar una medida exigida por el Pacto; b) no logra 
remover, a la mayor brevedad posible y cuando deba hacerlo, todos los 
obstáculos que impidan la realización inmediata de un derecho; c) no logra 
aplicar con rapidez un derecho que el Pacto exige que aplique sin dilación; d) 
no logra, intencionalmente, satisfacer una norma internacional mínima de 
realización, generalmente aceptada y para cuya satisfacción está capacitado; 
e) aplica una limitación a un derecho reconocido en el Pacto por vías contrarias 
al mismo; f) retrasa, deliberadamente, o detiene la realización progresiva de 
un derecho, a menos que actúe dentro de los límites permitidos en el Pacto 
o que dicha conducta se deba a una falta de recursos; g) no logra presentar 
los informes exigidos por el Pacto. 

Aunque las observaciones finales del Comité, en particular sus sugerencias y 
recomendaciones, no son de carácter legalmente vinculante, revelan la opinión 
del único órgano de expertos encargado de hacer esas declaraciones y capaz 
de hacerlas. En consecuencia, los Estados Partes que hicieran caso omiso de 
esas opiniones o que no las acataran en la práctica estarían demostrando mala 
fe en el cumplimiento de sus obl igaciones derivadas del Pacto. En varios casos 
se han observado cambios en materia de política, práctica y legislación que 
se debieron por lo menos en parte a las observaciones finales del Comité. 

Además de estaS observaciones finales, a veces el Presidente dirige cartas 
a los Estados Partes informándoles de las preocupaciones del Comité. 

El Comité también adopta proyectos de decisiones para su eventual aprobación 
por el Consejo Económico y Social, siempre que esa aprobación sea necesaria. 
Tal es en general el caso cuando el Comité pide a un Estado Parte que le expida 
una invitación para visitar el país y proporcionar al gobierno la asistencia técnica 
y de otra índole que pueda necesitar para aplicar más cabalmente las 
disposiciones del Pacto y hacerlas cumplir. Hasta la fecha el Comité ha pedido 
en dos ocasiones que se le invitara a visitar los territorios de Estados Partes 
(la República Dominicana y Panamá). Sin embargo, sólo en uno de estos casos 
(Panamá) recibió la invitación necesaria del Estado Parte, y la misión se realizó 
en abril de 1995. 

Facilitando la claridad interpretativa 

a) Observaciones genera/es 

En 1988 el Comité decidió comenzar a preparar unas "observaciones generales" 
sobre los derechos y las disposiciones contenidos en el Pacto con miras a 
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asistir a los Estados Partes en el cumplimiento de sus obligaciones concernientes 
a la presentación de informes y contribuir a aclarar más la interpretación 
de 10 intención, el significado y el contenido del Pacto. Además, el Comité 
considera que lo aprobación de observaciones generales es una manera de 
promover la aplicación del Pacto por los Estados Partes, al señalarse a la 
atención de éstos las carencias reveladas en muchos de sus informes y promover 
que determinadas disposiciones del Pacto reciban mayor atención de los Estados 
Partes, los organismos de las Naciones Unidas y otras entidades, con miras 
a lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos proclamados 
en el Pocto. 

Las observaciones generales son un medio decisivo para la generación de 
jurisprudencia, y ofrecen a los miembros del Comité un método para llegar a 
un acuerdo consensuado sobre la interpretación de las normas incorporadas 
en el Pacto. 

( ... ] 

b) Debates genera/es 

En cada uno de sus períodos de sesiones, el Comité dedica un "día de debate 
general" a disposiciones concretas del Pacto, en particular a temas de 
derechos humanos o de otra índole que le incumben directamente, con el 
propósito de profundizar su comprensión de los asuntos en cuestión. El Comité 
ha procurado aprovechar una gama muy amplia de conocimientos especializados 
durante esos debates, y a tal fin ha dialogado con relatores especiales de 
las Naciones Unidas, expertos de organizaciones no gubernamentales 
pertinentes y representantes de organismos especializados de las Naciones 
Unidas. 

Hasta la fecha se han celebrado debates generales sobre el derecho a la 
alimentación (1989); los derechos a la vivienda (1990): los indicadores 
económicos y sociales (1991); el derecho a participar en la vida cultural (1992); 
el derecho de las personas de edad y los ancianos (1993); el derecho a la 
salud (1993); la función de las redes de seguridad social como medio de proteger 
los derechos económicos, sociales y culturales, con particular referencia a 
las situaciones que suponen un importante ajuste estructural y/o la transición 
a una economía de mercado (1994); la educación en la esfera de los derechos 
humanos (1994); la interpretación y aplicación práctica de las obl igaciones 
que incumben a los Estados Partes (1995); y un proyecto de protocolo facultativo 
del Pacto (1995). 
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7. La sociedad civí/ y la labor del Comité 

La Conferencio Mundial de Derechos Humanos afirma que la pobreza 
extrema y la exclusión social constituyen un atentado contra la 

dignidad humana y que urge tomar medidas para comprender mejor la 
pobreza extrema y sus causas, en particular las relacionadas con el 

problema del desarrollo, a fin de promover los derechos humanos de 
los más pobres, poner fin a la pobreza extrema y o la exclusión social 

y favorecer el goce de los frutos del progreso social. Es indispensable 
que los Estados favorezcan lo partic ipación de los más pobres en las 
decisiones adoptadas por la comunidad en que viven, la promoción de 

los derechos humanos y la lucha contra la pobreza extrema. 

Declaración y Programa de Acción de Viena (parte 1, pórr. 25)1 

El Comité ha reconocido desde hace mucho tiempo la importante contribución 
que la sociedad civil puede aportar a la obtención de información sobre la 
situación del Pacto en los Estados Partes. El Comité fue el primer órgano 
creado mediante un tratado que proporcionó a las organizaciones no 
gubernamentales la oportunidad de presentar declaraciones por escrito y 
oralmente sobre cuestiones relativas al disfrute o no disfrute de los derechos 
enunciados en el Pacto en países concretos. 

El primer día de cada período de sesiones del Comité, la sesión de la tarde 
se dedica a ofrecer a las organizaciones no gubernamentales internacionales 
y nacionales y también a las organizaciones de base de la comunidad la 
oportunidad de expresar sus opiniones sobre la medido en que los Estados 
Partes aplican o no el Pacto. El Comité escuchará los declaraciones orales de 
los organizaciones no gubernamentales siempre que la información se centre 
específicamente en las disposiciones del Pacto, guarde estrecha relación con 
las cuestiones examinadas sometidas a su consideración, sea fidedigna y no 
sea abusiva. En los últimos años las organizaciones no gubernamentales y las 
organizaciones comunitarias de base han aprovechado cada vez más este 
procedimiento y han proporcionado al Comité testimonios por escrito, 
grabaciones y vídeos en los que se sostenía que en algunos Estados Partes 
no se respetan algunos derechos económicos, sociales y culturales. 

El Comité ha indicado que los objetivos del procedimiento seguido en el caso 
de las organizaciones no gubernamentales son formarse una opinión lo más 

7 Aprobodos pro lo Confere.ncia Mundial de Derechos Humanos, Vie.na, 25 de junio de 1993 
[AlCONF.157124] (Part 1), cap. 111] 
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cabal posible de la situación, sondear la exactitud y pertinencia de información 
que seguramente habría conocido de todas formas, y hacer que el proceso 
de recepción de la información proporcionada por las organizaciones no 
gubernamentales sea más transparente. 

Las organizaciones no gubernamentales y las organizaciones de base de la 
comunidad que deseen proporcionar al Comité información nueva y fidedigna 
pueden dirigirse por escrito a la secretaría del Comité varios meses antes 
de cada período de sesiones, solicitando concretamente que se les autorice 
a participar en el procedimiento seguido con los organizaciones no 
gubernamentales. Los grupos que posean material escrito también pueden 
remitirlo a la secretaría y asistir a las sesiones del Comité. Pueden asistir 
igualmente a las sesiones del Comité las organizaciones no gubernamentales 
reconocidas como entidades consultivas por las Naciones Unidas y también 
otros grupos relacionados con esas organizaciones. De conformidad con las 
resoluciones pertinentes del Consejo Económico y Social, las organizaciones 
no gubernamentales reconocidas como entidades consultivas pueden presentar 
declaraciones por escrito al Comité en todo momento. Las sesiones del Comité 
están por lo general abiertas al público, con la excepción de las reuniones en 
que aquél prepara sus observaciones finales, que se celebran en privado. 

La participación activa de organizaciones no gubernamentales en la labor del 
Comité también ha resultado fundamental para lograr la distribución amplia 
de información sobre el Pacto y el Comité a nivel nacional y local. En muchos 
casos esas organizaciones han recibido considerable atención de los medios 
de información de sus países respectivos tras la adopció" de observaciones 
finales concernientes a los Estados en cuestión. 

8. Hacia un procedimiento de denuncio oficial 
(protocolo facultativo) 

En la actualidad los individuos o grupos que estiman que se han violado sus 
derechos reconocidos en el Pacto no pueden presentar denuncias oficiales 
ante el Comité. La falta del procedimiento pertinente limita considerablemente 
la capacidad del Comité de elaborar jurisprudencia y, desde luego, limita 
enormemente las posibil idades de que las víctimas de infracciones del Pacto 
obtengan reparación internacional. 

Muchos argumentos apoyan la adopción de un procedimiento de denuncia 
conforme al Pacto. Esos argumentos incluyen el mejor goce por parte de las 
personas de los derechos económicos, sociales y culturales; el incremento de 
la responsabilidad de los Estados Partes ante la comunidad internacional; mayor 
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congruencia en la categoría j urídica y la seriedad atribuidas a ambos pactos 
internacionales; mayor precisión de los derechos y deberes que dimanan de 
las disposiciones del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales; y la afirmación estructural y concreta de la indivisibilidad e 
interdependencia de todos los derechos humanos. También se afirma que ese 
procedimiento alentaría a los Estados Partes a instituir recursos similares a 
nivel local y nacional. 

El Comité viene dedicando cada vez mayor atención a la posibilidad de elaborar 
un protocolo facultativo de esa índole desde 1990 y en varias ocasiones ha 
debatido el asunto a fondos . En su sexto período de sesiones, celebrado en 
1991, el Comité se declaró favorable a la redacción de un protocolo facultativo 
"porque así se reforzarían a la vez la aplicación práctica del Pacto y el diálogo 
con los Estados Partes, lo que permitiría fijar más la atención de la opinión 
pública en los derechos económicos, sociales y culturales"\! . 

La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, celebrada en Viena en junio 
de 1993, dio nuevo impulso a esta iniciativa al afirmar, en la Declaración y 
Programa de Acción de Viena por ella aprobados, que el Comité debía proseguir 
sus esfuerzos encaminados a ese fin. El Comité ha preparado un proyecto de 
protocolo facultativo que aún debe ser aprobado oficialmente por los órganos 
pertinentes de las Naciones Unidas. 

Muchas otras iniciativas también Se han referido a la conveniencia de incluir 
un procedimiento de denuncia conforme al Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, iniciativas que han hecho que aumente el 
apoyo con que cuenta este medio de fortalecer tan esencial tratado de derechos 
humanos 10 • 

Mientras llega la adición de eSe protocolo facultativo, los beneficiarios de 
los derechos proclamado en el Pacto pueden seguir recurriendo a 105 
procedimientos generales del Comité, y pueden seguir utilizando el denominado 

• Vwe. por ejemplo. P. Alston. -Estoblishing o right to petition under the Covet1Qnt on Economic. 
Social ond Cultural Rights", en Co/lected Courses of the Acodemy of Europeon Low: The 
Protection of Humon Rights in Europe {Florencio. Instituto Universitario Europeo}, vol. IV. 
tomo 2 (l993), pág. 115. 

, E/19921Z3. pórr. 362. 
10 Véase F. Coomons y G J. H. van Hoot. eds., The Right to Comploin about Economic, Social 

and Cultural Rights: Proceedings of the Expert Meeting on the Adoption of an OptionoJ 
Protocol to the Internotionol Covenont on Economic. Social ond Culturol Rights (Utrecht, 
25 o 28 de enero de 1995) (Utrecht, Instituto de Derechos Humanos de los Países Bajos. 
1995). 
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IIprocedimiento de petición oficioson previsto en las modalidades de actuación 
del Comité!' . 

[ .. .  ] 

ANEXO III 

Participación de las organizaciones no gubernamentales en las 
actividades del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

En su octavo período de sesiones, celebrado en mayo de 1993, el Comité adoptó 
el siguiente procedimiento en relación con la participación de las organizaciones 
no gubernamentales en sus actividades (E/1994/23 ,  párr.354) : 

A. Información facilitada por escrito 

1. El Comité reitera la invitación de larga data que ha hecho a las organizaciones 
no gubernamentales para que sometan por escrito, en cualquier momento, 
información relacionada con cualquier aspecto de su labor. 

8. Información facilitada oralmente 

2. Además de la información presentada por escrito, al comienzo de cada reunión 
del grupo de trabajo del Comité anterior al período de sesiones se dedicará 
un breve espacio de tiempo para que las organizaciones no gubernamentales 
puedan presentar la información oral pertinente o los miembros del grupo 
de trabaja. 

3. Además, el Comité dedicará porte de lo primero tarde de codo uno de los 
períodos de sesiones paro poder recibir información oral de las organizaciones 
no gubernamentales. Esa información deberá: a) centrarse específicamente 
en las disposiciones del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales: b) guardar estrecha relación con las cuestiones examinadas 
sometidas a la consideración del Comité; e) ser fidedigna; y d) no ser abusivo. 

u véase. M. Craven, ·Towards an unofficial petition procedure: A review of the role. of the. 
UN Committee on Economic, Social and Cultural Rlghts· en Social Rights as Human Rights; 
A European Challenge, K. Drzewicki, C. Krause. y A. Rosas, eds. (Abo/Turku (Finlandio), 
Universidad Abo Akademi, Instituto de Derechos Humanos, 1994), pág. 91. 
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Se abrirá la seslo n  correspondiente, que contará con serVICIOS de 
interpretación, pero las actuaciones no Se harán constar en las actas 
resumidas. Los objetivos de la reunión son los siguientes: permitir que el 
Comité se forme una opinión lo mós cabal posible de la situación; sondear 
la exactitud y pertinencia de información que seguramente habría conocido 
de todas formas; hacer que el proceso de recepción de la información 
proporcionada por las organizaciones no gubernamentales sea más 
transparente y abierto de lo que permite el sistema actual. 

4. Las organizaciones no gubernamentales que deseen presentar información 
oral deberán informar al Comité con antelación. En los casos en que el Comité 
reciba más solicitudes de las que pueda estudiar en el escaso tiempo de 
que dispone, el Presidente del Comité, en consulta con la Mesa, determinará 
con un criterio objetivo a qué organizaciones no gubernamentales se invitará 
a que hagan exposiciones orales. 

5. En la medida en que cualquier miembro del Comité aluda a la información 
que se haya proporcionado por escrito al Comité con arreglo a esos 
procedimientos en las preguntas que se formulen al Estado Parte, el gobierno 
en cuestión y todas las demás partes interesadas deberán poder consultar 
la información pertinente. 

6. El Comité pide al Presidente que, conjuntamente con la secretaría, dé la 
mayor publicidad posible a estos procedimientos. 

El Comité acordó que ese procedimiento se reflejara en el reglamento de la 
forma debida y en estos mismos términos. 

Toda solicitud de más información sobre el Pacto o la labor del Comité, o 
cualquier información que se desee señalar a la atención del Comité. puede 
dirigirse a: 
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Secretario 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

Polais Wilson, Rue des Poquis 52, Geneva 

Dirección Postal : Palais de Nations, Avenue de la Paix 8-14, 1211 Geneva 10 

FaX' (41 22) 917-9046 

Ema;l: atikhonov.hchr@unog.ch 
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Principios de Limburgo sobre la aplicación del 
Pacto internacional de derechos económicos, 

sociales y culturales 

Aprobados por un grupo de expertos en derecho internacional convocados 
en Masstritch (Países Bajos) del 2 al 6 de junio de 1986. 

Introducción 

(1) Un grupo de distinguidos expertos en el campo del derecho internacional, 
convocados por la Comisión Internacional de Juristas, lo Facultad de 
Derecho de la Universidad de limburgo (Maastricht, los Países Bajos) 
y el Instituto de Derechos Humanos Urban Morgon, Universidad de 
Cincinnati (Ohio, Estados Unidos de América), se reunió en Masstricht 
el 2-6 de junio de 1986 con el propósito de considerar la naturaleza y 
el alcance de las obligaciones de los Estados Partes conforme al Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la 
consideración por parte del recientemente constituido Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales del ECOSOC, de los informes 
presentados por los Estados Partes; y, la cooperación internacional bajo 
la Parte IV del Pacto. 

(j i) Los 29 Participantes provenían de Australia, la República Federal de 
Alemania, Hungría, Irlanda, México, los Países Bajos, Noruega, Senegal, 
España, Reino Unido, Estados Unidos de América, Yugoslavia, el Centro 
de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, la Organización 
Internacional del Trabajo (OIn, la Organización de las Naciones Unidas 
para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), la Organización 
Mundial de Salud (OMS), la Secretaría del Commonwealth y las 
organizaciones patrocinadoras. Cuatro de los participantes eran miembros 
del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales del ECOSOC. 

(i i i) Los Participantes convinieron unánimemente en los siguientes principios 
los que según su criterio reflejan la situación actual del derecho 
internacional, con la excepción de ciertas recomendaciones que se indican 
por medio del tiempo condicional del verbo (p.e. "deberíall en vez de deberá 
[en inglés "should" instead of "sha//"jJ. 
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Parte I: La Naturaleza y el Alcance de las Obligaciones de los 
Estados Partes 

A .  Obs�rvQcione.s generale.s 

1. Los derechos económicos, sociales y culturales forman parte integral del 
derecho internacional de derechos humanos. Estos derechos son el objeto 
de obligaciones específicas contratadas en el contexto de varios instrumentos 
internacionales, especialmente el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. 

2. El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, junto 
con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Protocolo 
Facultativo, entraron en vigencia en 1976. Estos Pactos ayudan a ampliar 
el contenido de la Declaración Universal de Derechos Humanos: estos 
instrumentos en su conjunto constituyen la Carta Internacional de Derechos 
Humanos. 

3. En vista de que los derechos humanos y las l ibertades fundamentales son 
indivisibles e ínterdependientes, se debería dedicar la misma atención y 
consideración urgente en la aplicación, promoción y protección de ambos 
los derechos civiles y políticos y los derechos económicos, sociales y 
culturales. 

4. Conforme a la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados (Viena, 
1969), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(en adelante OIel Pactoll) debería interpretarse de buena fé, teniendo en 
cuenta el objetivo y propósito, el sentido ordinario. el trabajo preparatorio 
y la práctica pertinente. 

5. Se debería tener en cuenta la experiencia de las agencias especializadas 
relevantes, los organismos de las Naciones Unidas y las organizaciones 
intergubernamentales, incluyendo los grupos de trabajo de las Naciones 
Unidas y los relatores especiales de derechos humanos, en la aplicación 
del Pacto y la supervisión de los logros alcanzados por los Estados Partes. 

6. Es posible lograr la efectividad de los derechos económicos. sociales y 
culturales en distintos contextos políticos. La plena realización de estos 
derechos no responde a un solo camino. Se han registrado éxitos y también 
fracasos tanto en economías de mercado como en economías dirigidas. en 
estructuras políticas centralizadas como descentralizadas. 

7. Los Estados Partes deberán en todo momento actuar de buena fé en el 
cumplimiento de las obligaciones que han aceptado conforme al Pacto. 

66 



8. Aunque la plena efectividad de los derechos reconocidos en el Pacto se 
logra progresivamente, la aplicación de algunos de estos derechos puede 
hacerse justiciable de inmediato mientras otros derechos pueden hacerse 
justiciables con el paso del tiempo. 

9. Las organizaciones no gubernamentales pueden jugar un popel importante 
en el sentido de fomentar la aplicación del Pacto. Por lo tanto, se debería 
apoyar el papel de estas organizaciones a los niveles nacional e internacional. 

10. Los Estados Partes deben rendir cuentas ante la comunidad internacional 
y ante sus propios pueblos con respecto al cumplimiento de sus obl igaciones 
bajo el Pacto. 

11. Por lo tanto, para avanzar en lo realización de los derechos económicos, 
sociales y culturales, es indispensable unir todos los esfuerzos a nivel 
nacional con el fin de convocar la participación de todos los sectores de 
la sociedad. La participación popular es necesaria en cada etapa del proceso, 
incluyendo la formulación, aplicación y revisión de políticas nacionales. 

12. Se debería emprender la tarea de supervisar la efectividad del Pacto con 
un espíritu de cooperación y diálogo. En este sentido, el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, en adelante "El Comitéll, al considerar 
los informes de los Estados Partes, debería analizar Jas causas y los factores 
que obstaculizan lo realización de los derechos consagrados en el Pacto 
y, hasta donde sea posible, señalar soluciones. Este enfoque de ninguna 
manero debería impedir una conclusión, cuando la información disponible 
la justifique, de que un Estado Parte no haya cumplido sus obl igaciones 
bajo el Pacto. 

13. Al evaluar el cumplimiento del Pacto por parte de los Estados Partes, los 
organismos de supervisión del Pacto deberían de tener muy en cuenta los 
principios de no discriminación e igualdad ante la ley. 

14. Debido a que la realización progresiva de los derechos estipulados en el 
Pacto es relevante para el desarrollo, se debería dar atención especial a 
la adopción de medidas para mejorar el nivel de vida de los pobres y otros 
grupos desfavorecidos, teniendo en cuenta la posible necesidad de adoptar 
medidas especiales para proteger los derechos culturales de los pueblos 
indígenas y las minarías. 

15. En la evaluación de los esfuerzos de la comunidad internacional en el 
cumplimiento de los objetivos del Pacto, se debería tener en cuenta las 
tendencias de las relaciones económicas internacionales existentes. 
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B .  Principios de carácter interpretativo específicamente relacionados 
con la Porte 11 del Pacto . 

Artículo 2 (1): Na adoptar medidas ... por todos los medios apropiodos. inclusive 
en particular la adopción de medidas legislativas. N 

16.  Todos los Estados Partes tienen la obligación de comenzar de inmediato 
a adoptar medidas que persigan la plena realización de los derechos 
reconocidos en el Pacto. 

17. Los Estados Partes utilizarán todos los medios apropiados a nivel nacional, 
incluyendo medidas legislativas. administrativas, judiciales, económicas, 
sociales y educacionales, coherentes con la naturaleza de los derechos, 
con el fin de cumplir sus obl igaciones bajo el Pacto. 

18. Las medidas legislativas por sí solas no son suficientes para cumplir las 
obligaciones del Pacto. Sin embargo, se debe de notar que conforme al 
artículo 2(1) a menudo será necesario adoptar medidas legislativas en casos 
en los que la legis/ación existente viola las obligaciones adquiridas bajo 
el Pacto. 

19. Los Estados Partes proveerán de recurSoS efectivos inc/uyendo, cuando 
sea apropiado, los de tipo legal. 

20. La adecuación de los medios a ser utilizados en un Estado particular será 
determinada por el Estado Parte de que se trate, y será sujeta a revisión 
por el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas con el 
asesoramiento del Comité. Dicha revisión se realizará sin perjuicio de la 
competencia de otros órganos establecidos conforme a la Carta de las 
Naciones Unidas. 

"para lograr progresivamente .. Ja plena efectividad de los derechos ... " 

21. La obligación de "lograr progresivamente .. .Ia plena efectividad de los 
derechos" requiere que los Estados Partes actúen con toda la rapidez posible 
para lograr la efectividad de los derechos. Bajo ninguna circunstancia esto 
será interpretado de manera que implique que los Estados tienen el derecho 
de aplazar indefinidamente esfuerzos destinados a asegurar la plena 
efectividad. Al contrario, todos los Estados Partes tienen la obligación 
de comenzar inmediatamente a adoptar medidas dirigidas a cumplir sus 
obligaciones bajo el Pacto. 

22. Algunas de las obligaciones previstas en el Pacto exigen la plena e inmediata 
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aplicación por parte de cada uno de los Estados Parte, como la prohibición 
contra la discriminación estipulada en el artículo 2 (2) del Pacto. 

23. La obligación del logro progresivo existe independientemente de cualquier 
aumento de recursoS; requiere de una utilización eficaz de los recursos 
de que se disponga. 

24. Además de mediante un aumento en los recursos, también se puede lograr 
la aplicación progresiva por medio de desarrollar los recursos dentro de 
la sociedad que sean necesarios para lograr lo plena realización de los 
derechos consagrados en el Pacto para todas las personas. 

"hasta el máximo de los recursos de que disponga" 

25. Los Estados Partes tienen la obligación, independientemente de su nivel 
de desarrollo económico, de garantizar el respeto de los derechos de 
subsistencia mínima de todas las personas. 

26. "Los recurSOS de que disponga" se refieren a los recursos con que cuenta 
un Estado así como también los recursos provenientes de la comunidad 
internacional mediante la cooperación y asistencia internacionales. 

27. Al determinar la adecuación de las medidas adoptadas para hacer efectivos 
los derechos reconocidos en el Pacto, se tendrá en cuenta el acceso y 
uso equitativos y eficaces de los recursos disponibles. 

28. En la utilización de los recursos disponibles, se dará la debida prioridad 
a la efectividad de los derechos previstos en el Pacto, teniendo en cuenta 
la necesidad de garantizar o todos la satisfacción de sus necesidades de 
subsistencia y la prestación de servicios esenciales. 

"tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación 
internacionales, especialmente económicas y técnicas" 

29. La cooperación y asistencia internacionales, conforme a la Carta de las 
Naciones Unidas (arts. 5 5  y 56) Y el Pacto, tendrán en cuenta de manera 
prioritaria la efectividad del conjunto de los derechos humanos y l ibertades 
fundamentales, inclusive los derechos económicos, sociales y culturales 
así como también los civiles y políticos. 

30. Lo asistencia y cooperación internacionales deberán orientarse al 
establecimiento de un orden social e internacional en el que los derechos 

69 



y l ibertades previstos en el Pacto pueden lograr su plena realización (d. 
arto 28 Declaración Universal de Derechos Humanos). 

31 .  Los Estados cooperarán recíprocamente en la promoción del progreso 
económico, social y cultural a nivel internacional, y en particular el 
crecimiento económico de Jos países en desarrollo, independientemente 
de las diferencias entre sus sistemas políticos, económicos y sociales y 
libre de discriminaciones fundadas en dichas diferencias. 

32. Los Estados Partes adoptarán medidas de ayuda y cooperación, a través 
de mecanismos internacionales, orientados a la realización de los derechos 
reconocidos en el Pacto. 

33. La cooperación y asistencia internacionales se fundamentarán en la igualdad 
soberana de los Estados y tendrán como objeto la realización de los 
derechos consagrados en el Pacto. 

34. A l  emprender la cooperación y asistencia internacionales bajo el artículo 
2(1), se tendrá en cuenta el papel de las organizaciones internacionales 
y la contribución de las organizaciones no gubernamentales. 

Artículo 2 (2): Sin discriminación 

35. El artículo 2 (2) es de aplicación inmediata y requiere de una garantía 
explícita por parte de cada uno de los Estados Partes. Por lo tanto, esto 
debería ser sujeto a la revisión judicial y a otros recursos procesales. 

36. Los motivos de discriminación mencionados en el artículo 2(2) no son 
exhaustivos. 

37. Al ratificar el Pacto, los Estados eliminarán de Jure la discriminación 
mediante la abolición inmediata de toda legislación, regulación y práctica 
discriminatoria (incluyendo acciones de omisión y comisión) que afectan 
el disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales. 

38. Se debería poner fin con toda la rapidez posible a cualquier discriminación 
de facto que resulte de una desigualdad en el goce de los derechos 
económicos, sociales y culturales debida a una escasez de recursos u otros 
factores. 

39. No se considerará como discriminación la adopción de medidas especiales 
cuyo único fin sea asegurar el progreso adecuado de determinados grupos 
o individuos que requieren de la protección que sea necesaria para 
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garantizar a dichos grupos o individuos igualdad en el disfrute de los 
derechos económicos, sociales y culturales, siempre que dichos medidas 
no resulten en el mantenimiento de derechos separados para distintos 
grupos y que los mismas no sigan vigentes después de lograr los objetivos 
planteados. 

40. El artículo 2 (2) exige que los Estados Partes prohíban que particulares 
y entidades privadas practiquen lo discriminación en cualquier esfera de 
la vida pública. 

41. En la aplicación del artículo 2 (2) se debería dar la debida consideración 
a todos los instrumentos internacionales relevantes, incluidas la Declaración 
y la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación Racial y las actividades realizadas por el Comité para 
lo Eliminación de la Discriminación Racial establecido conforme o dicho 
Convención. 

Artículo 2 (3): Personas que no son nacionales en los países en desarrollo 

42. Como reglo general, el Pacto aplica por igual o los nacionoles y no nacionoles 
de un país determinado. 

43. El propósito original del artículo 2 (3) era poner fin a la dominación de 
determinados grupos económicos no nacionales en la época de la colonización. 
Por lo tanto, la excepción estipulada en el artículo 2 (3)  debería 
interpretarse en un sentido restringido. 

44. Dicha interpretación restringida del artículo 2 (3) se refiere en particular 
a la noción de los derechos económicos y la noción de los países en desarrollo. 
Esta última se refiere a aquellos países que han logrado su independencia 
y se incluyen en las clasificaciones de las Naciones Unidas relativas a los 
países en desarrollo. 

Artículo 3: Asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar de 
todos los derechos 

45. En la aplicación del artículo 3 ,  se debería dar la debida atención a la 
Declaración y la Convención sobre la eliminación de todos las formas de 
discriminación contra la mujer, los otros instrumentos pertinentes y las 
actividades realizadas por el Comité paro la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer conforme o dicha Convención. 
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Artículo 4: Limitaciones 

46. El artículo 4 tenía como objeto principal ser protector de los derechos 
de los individuos en lugar de ser permisivo en cuonto a la imposición de 
l imitaciones por parte de los Estados. 

47. El propósito de este artículo no era sujetar los derechos a limitaciones 
que perjudicaran la subsistencia o supervivencia de los individuos o la 
integridad de las personas. 

Udeterminadas por ley"12 

48. No se permite sujetar el ejercicio de los derechos económicos, sociales 
y culturales Q ninguna limitación que no sea prevista por una ley nacional 
de aplicación general coherente con el Pacto y vigente en el momento de 
aplicar la limitación. 

49. Las leyes que limitan el ejercicio de los derechos económicos, sociales y 
culturales no serán arbitrarias, irrazonables o discriminatorias. 

50. Los reglamentos legales limitando el ejercicio de los derechos económicos, 
sociales y culturales serán claros y accesibles a todos. 

51. La ley establecerá las protecciones adecuadas y recursos efectivos contra 
la imposición ilegal o abusiva de l imitaciones a los derechos económicos, 
sociales y culturales. 

"promover el bienestar general" 

52. Este término se entenderá como la promoción del bienestar del pueblo 
en su totalidad. 

'lEn una sociedad democrática"l3 

53. La expresión "en una sociedad democrática" se interpretará en el sentido 
de restringir aun más la aplicación de limitaciones. 

54. El Estado que impone limitaciones tiene la obligación de comprobar que 
éstas no impiden el funcionamiento democrático de la sociedad. 

11 Los Principios de Limburgo [Limburg Principies 48-51] se. derivan de los Principios de Sil"Qcusa 
[Sir-ocusa Principies 15-18]. Nociones Unidos Doc. E/CN.4/1984/4. 28 de septiembre de 1984 
y 7 Human Rights Quorterly 3 (1985). p. 5. 

u Comparar con los Principios de Siracusa [S¡racuso Principies] 19-21, ibíd., p. 5. 
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55. Si bien no existe un modelo único de sociedad democrática, se podría 
considerar que una sociedad que satisface esta definición es la que reconoce 
y respeta los derechos previstos en la Carta de las Naciones Unidas y la 
Declaración Universal de Derechos Humanos. 

"compatible con la naturaleza de esos derechos" 

56. La restricción "compatible con la naturaleza de esos derechos" requiere 
que una limitación no deberá interpretarse o apl icarse en menoscabo de 
la naturaleza intrínseca de un determinado derecho. 

Artículo 5 

57. El artículo 5 (1) hace hincapié en el hecho de que el Estada na tiene ningún 
derecho general, implícito o residual a imponer limitaciones que no sean 
específicamente previstas por la ley. Ninguna disposición legal puede 
interpretarse en el sentido de destruir "cualquiero de los derechos o 
l ibertades reconocidos" .  Por añadidura, el propósito del artículo 5 es 
asegurar que ninguna parte del Pacto Se interpretará en menoscabo del 
derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y 
libremente sus riquezas y recursos naturales. 

58. El propósito del artículo 5 (2) es asegurar que ninguna disposición prevista 
en el Pacto se interprete en menoscabo de las disposiciones de la legislación 
interna o de los tratados, convenciones o convenios bi laterales o 
multilaterales vigentes, o que puedan entrar en vigencia, y que garanticen 
a las personas protegidas un tratamiento más favornble. Tampoco se 
interpretará el artículo 5 (2) en menoscabo del ejercicio de cualquier 
derecho humano protegido en mayor grado conforme a las obligaciones 
nacionales o internacionales aceptadas por el Estado Parte. 

c .  Principios inte.rpretativos específicamente relacionados con la Parte 
III del Pacto 

Artículo 8: "que presCriba la ley"· 

59. Véanse los principios interpretativos mencionados bajo el término sinónimo 
IIdeterminado por ley" en el artículo 4. 

"necesarias en una sociedad democrática" 

l. Los Principios de Limburg 59-69 se deriyon de los Principios de Sirocu$o [SirocusQ PrincipIes 
10, 15-26, 29-32 ond 35-37, ibíd., p. 4-7]. 
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60. Además de los principios interpretativos mencionados bajo el artículo 4 
relativos a la frase "en una sociedad democrática". el artículo 8 impone 
una mayor restricción sobre un Estado Parte que ejerza limitaciones sobre 
los derechos sindicales. Dicho artículo exige que esa limitación sea de 
hecho necesaria. El término "necesaria" implica que la limitación: 

responda a una urgente necesidad pública o social; 
persiga un objetivo legítimo; y 
sea en proporción a dicho objetivo. 

61. Cualquier evaluación en cuanto a la necesidad de una limitación se basará 
en consideraciones objetivas. 

"segur/dad nacional" 

62. Se permite invocar la seguridad nacional para justificar medidas que limitan 
determinados derechos sólo cuando éstas se adopten con el fin de proteger 
la existencia de la nación o su integridad territorial o independencia política 
contra alguna fuerza o amenaza de fuerza. 

63. No se permite invocar la seguridad nacional como motivo para imponer 
limitaciones con el fin de prevenir una amenaza al orden público meramente 
local o relativamente aislada. 

64. La seguridad nacional no Se puede utilizar como pretexto para la imposición 
de l imitaciones vagas o arbitrarias y la misma se puede invocar sólo cuando 
existen protecciones adecuadas y recursos efectivos contra el abuso. 

65. La violación sistemática de 105 derechos económicos, sociales y culturales 
socava la seguridad nacional verdadera y podría perjudicar la seguridad 
y la paz internacionales. Un Estado responsable de dicha violación 
sistemática no invocaró la seguridad nacional para justificar medidas 
dirigidas a suprimir la oposición a la misma o incurrir en prácticas represivas 
contra su población. 

"orden público (ordre pub/ic)" 

66. La expresión "orden público (ordre pub/ic)" tal como se utiliza en el Pacto, 
se puede definir como el compendio de reglas que aseguran el funcionamiento 
de la sociedad o el conjunto de principios fundamentales sobre los cuales 
se funda una sociedad. El respeto de los derechos económicos, sociales y 
culturales constituye un elemento del orden público (ordre publ/c). 
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67. El orden público (ordre pub/ic) se interpretará en el contexto de la finalidad 
de los derechos económicos, sociales y culturales específicos que se limiten 
por ese motivo. 

68. Los órganos o agentes estatales encargados de mantener el orden público 
(ordre public) serán sujetos a controles sobre el ejercicio de su autoridad 
a través del parlamento, los tribunales y otras entidades competentes. 

"derechos y libertades ajenos" 

69. El alcance de los derechos y l ibertades ajenos que podrían actuar como 
limitación sobre los derechos previstos en el Pacto se extiende más allá 
de los derechos y l ibertades reconocidos en el Pacto. 

D .  Violaciones a los Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

70. El incumplimiento por parte de un Estado Parte de uno obligación prevista 
en el Pacto constituye, bajo el derecho internacional, uno violación del 
Pacto. 

71. Para determinar en qué consiste el incumplimiento, es necesario tomar e 
n cuenta que el Pacto permite al Estado Parte cierto margen de discreción 
con respecto a la selección de los mecanismos que utilizará para llevar a 
cabo sus objetivos y que existen factores ajenos a su control inmediato 
que pueden ejercer un efecto adverso sobre su capacidad de hacer 
efectivos ciertos derechos. 

72. Un Estado Parte incurre en una violación del Pacto, in ter a/io, si: 

no toma alguna medida que le es requerida por el Pacto: 
no elimina rápidamente los obstáculos a que está obligado a eliminar 
para permitir la efectividad inmediata de un derecho: 
no aplica sin demora un derecho a que está obligado a garantizar de 
inmediato conforme 01 Pacto: 
incumple intencionalmente una norma mínima internacional de realización 
ampliamente reconocida y cuya efectividad está dentro de sus 
posibi lidades: 
impone una l imitación a un derecho reconocido en el Pacto en 
contraposición con lo estipulado en el Pacto: 
retrasa o interrumpe intencionalmente la realización progresiva de un 
derecho, al menos que se actúe dentro del contexto de una l imitación 
admitida por el Pacto o por razones de la falta de recursos disponibles 
o de fuerza mayor; 
no presenta informes tal como lo estipula el Pacto. 
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73. De conformidad con el derecho internacional, cada Estado Parte al Pacto 
tiene derecho a expresar su posición de que otro Estado Parte está 
incumpliendo sus obl igaciones conforme al Pacto y hacer del conocimiento 
de ese Estado Parte dicha posición. Cualquier disputa que pueda surgir 
se resolverá de conformidad con las reglas del derecho internacional 
pertinentes a la resolución pacífica de disputas. 

Parte II. Consideración de los Informes de los Estados Partes y 
la Cooperación Internacional Bajo la Parte IV del Pacto 

A .  Preparación y presentación de los informes de los Estados Partes 

74. La eficacia de Jos mecanismos de supervisión previstos en la Parte IV del 
Pacto depende en gran parte de la dualidad y puntualidad de los informes 
presentados por los Estados Partes. Por lo tanto, se insta a los gobiernos 
a asegurar que sus informes sean lo más significativos posible. Con este 
propósito, se deberían crear mecanismos internos para la realización de 
consultas con las agencias e instancias gubernamentales competentes, lo 
recopilación de datos pertinentes, la capacitación del personal, el acopio 
de información básica y consultas con las instituciones no gubernamentales 
e internacionales relevantes. 

75. La preparación de los informes estipulados en el artículo 16 del Pacto se 
podría facilitar con la puesta en marcha de algunos aspectos del programa 
de servicios de asesoramiento y asistencia técnica, tal como lo recomendaron 
los presidentes de los principales órganos de supervisión de derechos 
humanos en su informe de 1984 a la Asamblea General (Documento de 
las Naciones Unidas A 39/484). 

76. Los Estados Partes deberían ver a la obl igación de presentar informes 
como una oportunidad para promover un amplio debate público en torno a 
los objetivos y políticas dirigidos a la realización de los derechos económicos, 
sociales y culturales. Con este propósito, los informes deberían recibir 
una amplia divulgación y cuando sea posible circularse en forma de borrador. 
La redacción de los informes también debe servir para examinar hasta 
qué punto las políticas nacionales pertinentes reflejan adecuadamente el 
alcance y contenido de cada derecho y para especificar los mecanismos 
que Se emplearán para dar cumplimiento a dicho derecho. 

77. Se aliento a los Estados Partes considerar la posibil idad de involucrar 
a las organizaciones no gubernamentales en la redacción de sus 
informes. 
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78. Al informar sobre las medidas legales adoptadas para dar efectividad al 
Pacto, los Estados Partes no deberían limitarse a una mera descripción 
de las disposiciones legales correspondientes. En cambio, ellos deberían 
describir, de la manera adecuada, los recursos legales, procedimientos 
administrativos y otras medidas que se hayan adoptado para dar efectividad 
a dichos derechos y se debería incluir también una descripción de la práctica 
asociada a dichos recursos y procedimientos. 

79. Los informes de los Estados Partes deberían incluir información cuantitativa 
a fin de demostrar hasta qué punto Jos derechos son protegidos en la 
realidad. Para tales efectos, se debería incluir datos estadísticos e 
información sobre las asignaciones y gastos presupuestarios a manera de 
facilitar una evaluación del cumplimiento de las obligaciones adquiridas 
conforme 01 Pacto. Los Estados Partes deberían adoptar, en lo posible, 
objetivos e indicadores bien definidos en la aplicación del Pacto. Para 
aumentar la relevancia y comparabilidad de los datos presentados en los 
informes de los Estados Partes, los objetivos e indicadores escogidos 
deberían de regirse, en la medida de los posible, por criterios establecidos 
en el ámbito de la cooperación internacional. 

80. Si fuese necesario, los gobiernos deberían llevar a cabo o encargar estudios 
que les permitieran suplir cualquier vacío de información sobre los progresos 
obtenidos y las dificultades enfrentadas en el afán de lograr el respeto 
de los derechos previstos en el Pacto. 

81. Los Estados Partes deberían destacar en sus informes las áreas en las 
cuales se podría avanzar aun más con el apoyo de la cooperación internacional 
y proponer programas de cooperación económico y técnico que podrían 
contribuir a ello. 

82. Paro asegurar un dialogo sustantivo entre los Estados Partes y los órganos 
responsables de evaluar el cumplimiento de éstos con las disposiciones 
previstas en el Pacto, los Estados Partes deberían designar representantes 
que conocen a profundidad los temas planteados en el informe. 

B .  La función del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

83. Al Comité se le ha encargado la responsabilidad de asesorar al Consejo 
Económico y Social en lo que respecta al trabajo sustantivo que el Pacto 
le asigna. En particular, su función incluye la consideración de los informes 
presentados por los Estados Partes y la formulación de sugerencias y 
recomendaciones generales, incluyendo sugerencias y recomendaciones sobre 
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como los Estados Partes pueden cumplir mejor sus deberes para con el 
Pacto. La decisión del Consejo Económico y Social de sustituir el Grupo 
de Trabajo del período de sesiones por un comité de expertos 
independientes debería mejorar la eficacia de la supervisión del 
cumplimiento de los Estados Parte. 

84. El Consejo Económico y Social debería asegurar al Comité un número de 
sesiones suficiente para el pleno ejercicio de sus responsabilidades. Para 
la ejecución efectiva de las funciones del Comité conforme o la resolución 
del ECOSOC 1985/17. es imprescindible que éste cuente con el personal 
y las instalaciones necesarios. 

85. Para abordar en toda su extensión los temas sustantivos cubiertos en el 
Pacto, el Comité podría considerar la posibilidad de delegar algunas tareas 
a sus miembros. Por ejemplo, se podrían establecer criterios de redacción 
para preparar formulaciones preliminares o recomendaciones generales 
o resúmenes de la información recibida. Asimismo, se podría designar 
relatores que aSeSoren al Comité, especialmente en la preparación de 
informes sobre determinados temas. Con esta finalidad, dichos relatores 
harían consultas con los Estados Partes, las agencias especializadas y 
expertos en la materia y formularían propuestas sobre proyectos de 
asistencia económica y técnica que podrían contribuir a superar las 
dificultades experimentadas por los Estados Partes en el cumplimiento 
de sus obligaciones bajo el Pacto. 

86. De conformidad a los artículos 22 y 23 del Pacto, el Comité, junto con 
otros órganos de las Naciones Unidas, agencias especializados y otras 
organizaciones interesadas. debería considerar la posibil idad de adoptar 
otras medidas internacionales que pudieran contribuir a la aplicación 
progresiva del Pacto. 

87. El Comité debería examinar nuevamente el actual ciclo de seis años para 
la presentación de informes a la luz de retrasos que han resultado en la 
consideración simultánea de informes presentados en distintas fases del 
ciclo. Asimismo, el Comité debería revisar las directrices elaboradas para 
asesorar a los Estados Partes con la redacción de sus informes y proponer 
cualquier modificación necesaria. 

88. El Comité debería considerar la posibil idad de invitar a los Estados Partes 
a hacer comentarios sobre algunos temas seleccionados con el fin de iniciar 
un dialogo directo y sostenido con el Comité. 

89. El Comité debería dar la atención adecuada a los aspectos metodológicos 
relacionados con la evaluación del cumplimiento de las obligaciones prescritas 
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en el Pacto. Para la evaluación de los informes presentados conforme al 
Pacto, podría ser útil incluir referencias a indicadores en la medida que 
éstos faciliten la medición de los progresos obtenidos en la realización 
de determinados derechos. El Comité debería tomar debidamente en cuenta 
indicadores seleccionados por, o en el marco de, las agencias especializadas 
y cuando identifique algún vacío, debería recurrir a o promover 
investigaciones adicionales, en consulta con los agencias especializados 
correspondientes. 

90. Siempre que el Comité no esté convencido de que la información 
proporcionada por el Estado Parte es adecuada para llevar o cabo uno 
evaluación sustantiva de los progresos obtenidos y los dificultades 
enfrentadas, debería solicitar información suplementaria, especificando, 
cuando seo necesario, los temas o preguntas que quisiera que el Estado 
Parte abordara. 

91. El Comité, al redactor sus informes de conformidad a la resolución 1985/ 
17 del ECOSOC, debería considerar, además del "sumario de sus 
consideraciones de los informes!!, resaltar los asuntos temóticos planteados 
en sus deliberaciones. 

c. Relaciones entre el Comité, las agencias especial izados y otros órganos 
internacionales 

92. La creación del Comité debería verse como una oportunidad para desarrollar 
una relación positiva y de beneficio recíproco entre el Comité, las agencias 
especializadas y otros órganos internacionales. 

93. De conformidad con el artículo 18 del Pacto, se debería considerar la 
concertación de nuevos acuerdos siempre y cuando éstos puedan mejorar 
lo contribución de las agencias especializadas o la labor del Comité. Tomando 
en cuenta que los métodos de trabajo con respecto o lo aplicación de los 
derechos económicos, sociales y culturales varían de una agencia 
especializado a otra, es conveniente ser flexible en lo referente o los 
acuerdos mencionados en el artículo 18. 

94. Paro asegurar uno supervisión adecuada de la aplicación del Pacto bajo lo 
Parte IV, es imprescindible que se entable un dialogo entre las agencias 
especializadas y el Comité sobre asuntos de interés común. En las consultas, 
Se debería tratar de forma especial la necesidad de establecer indicadores 
de evaluación del cumplimiento del Pacto; redactor directrices para la 
presentación de los informes de los Estados Partes; acordar mecanismos 
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poro la presentación de Jos informes de Jas agencias especializadas conforme 
al artículo 18. Se debería también tener en cuenta cualquier procedimiento 
pertinente adoptado por las agencias. Sería muy beneficioso que 
representantes de estas últimas asistieran a las reuniones del Comité. 

95. Sería muy beneficioso que los miembros del Comité visitaran las agencias 
especializadas interesadas, que conocieran persona/mente los programas 
de las agencias que resultan relevantes para la realización de los derechos 
previstos en el Pacto y que además conversaran sobre las posibles áreas 
de colaboración con dichas agencias. 

96. Se debertan iniciar consultas entre el Comité, las instituciones financieras 
internacionales y las agencias de desarrollo para intercambiar información 
e ideas sobre la distribución de los recursos disponibles relativa a la 
efectividad de los derechos consagrados en el Pacto. En el contexto de 
estos intercambios se debería analizar el impacto de la asistencia económica 
internacional en los esfuerzos de los Estados Partes por aplicar el Pacto 
y las posibilidades de cooperación técnica y económica conforme al artículo 
22 del Pacto. 

97. Además de las responsabil idades consignadas en el artículo 19 del Pacto, 
lo Comisión de Derechos Humanos debería tener en cuenta el trabajo del 
Comité en el momento de tratar los puntos de su agenda relacionados con 
los derechos económicos, sociales y culturales. 

98. El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos son instrumentos 
complementarios. Aunque la mayoría de los derechos caben claramente 
dentro del marco de uno de los dos Pactos, existen varios derechos y 
disposiciones que se mencionan en ambos instrumentos y que no se prestan 
a una clara diferenciación. Es más, algunas disposiciones y artículos aporecen 
en ambos Pactos. En vista de lo anterior, es importante establecer 
mecanismos de consulta entre el Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales y el Comité de Derechos Humanos. 

99. Dada la relevancia que otros instrumentos legales internacionales tienen 
para el Pacto, el Consejo Económico y Social debería dar consideración 
prioritaria a la creación de mecanismos de consulta eficaces entre los 
distintos órganos de supervisión. 

100. Se les insta a las organizaciones intergubernamentoles internacionales 
y regionales dedicadas a la realización de los derechos económicos, sociales 
y culturales a adoptar medidas adecuadas para fomentar la aplicación 
del Pacto. 
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101. En vista de que el Comité es un órgano subsidiario del Consejo Económico 
y Social, se insta a las organizaciones no gubernamentales reconocidas 
como entidades consultivas por el Consejo Económico y Social a asistir 
y dar seguimiento a las reuniones del Comité y, cuando sea conveniente, 
presentar información de conformidad a la resolución 1296 (XLIV) del 
ECOSOC. 

102. El Comité debería crear conjuntamente con otras organizaciones 
intergubernamentoles, organizaciones no gubernamentales e instituciones 
de investigación, un sistema común para registrar, archivar, y facilitar 
el acceso a la jurisprudencia y otros materiales interpretativos 
relacionados a los instrumentos internacionales de derechos económicos, 
sociales y culturales. 

103. De acuerdo a las medidas recomendadas en el artículo 23,  se propone 
que periódicamente se celebren seminarios con el fin de revisar el trabajo 
del Comité y los progresos obtenidos por los Estados Partes en la 
realización de los derechos económicos, sociales y culturales. 
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Observaciones generales del Comité de derechos 
económicos, sociales y culturales 

1 .  Presentación de informes por los Estadas Partes' 

1. Las obligaciones en materia de presentación de informes contenidas en 
la parte IV del Pacto están destinadas principalmente Q prestar ayuda a 
cada Estado Parte en el cumplimiento de las obl igaciones que le incumben 
con arreglo al Pacto y. además. a proporcionar una base para que el Consejo, 
con ayuda del Comité, pueda cumplir sus funciones de vigilar el cumplimiento 
por 105 Estados Partes de sus obligaciones y facilitar el logro de los 
derechos económicos, sociales y culturales de conformidad con lo dispuesto 
en el Pacto. El Comité considera que sería inexacto asumir que la 
presentación de informes es, en lo fundamental, una mera cuestión de 
procedimiento, encaminada tan sólo a cumplir con las obl igaciones formales 
de cada Estado Parte en cuanto a la presentación de informes al órgano 
internacional de vigilancia que corresponda. Por el contrario, de conformidad 
con la letra y el espíritu del Pacto, los procesos de preparación y 
presentación de informes por los Estados pueden, y más aún deben, permitir 
el logro de diversos objetivos. 

2.  Un primer objetivo, de especial importancia en el caso del informe inicial 
que debe presentarse en un plazo de dos años a partir de la entrado en 
vigor del Pacto para el Estado Parte interesado, es asegurar que se 
emprenda un examen amplio de la legislación, las normas y procedimientos 
administrativos y las diversas prácticas nacionales en un esfuerzo por 
ajustarlas en todo lo posible a las disposiciones del Pacto. Ese examen 
podría llevarse a cabo, por ejemplo, en colaboración con cada uno de los 
ministerios nacionales pertinentes o con otras autoridades encargadas de 
la adopción y aplicación de políticas en las diversas esferas abarcadas 
por el Pacto. 

3. Un s.egundo objetivo es garantizar que el Estado Porte vigile de manero 
constante la situación real con respecto a cada uno de los derechos y, 
por consiguiente, se mantenga al corriente de la medida en que todos los 
individuos que se encuentran en su territorio o bajo su jurisdicción 
disfrutan, o no disfrutan, de los diversos derechos. De la experiencia 

Comité de der�chos econ6micos, sociales y culturoles. Observación generol No. 1 relativa a 
la pruentación de ¡"formes de los Estados Partes. Tercer período de sesiones. 1989. Figura 
en el documento E/1989/22. 
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adquirida hasta ahora por el Comité se deduce claramente que este objetivo 
no puede alcanzarse l imitándose a preparar estadísticos o estimaciones 
nacionales de carácter general, sino que exige también prestar especial 
atención o las regiones o zonas menos favorecidos, así como a determinados 
grupos o subgrupos que parezcan hallarse en situación particularmente 
vulnerable o desventajoso. Por eso, el primer paso indispensable para 
promover lo efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales 
es el diagnóstico y conocimiento de la situación existente. El Comité tiene 
presente que este proceso de vigilancia y de reunión de información puede 
requerir mucho tiempo y resultar muy costoso, y que tal vez seo necesario 
disponer de asistencia y cooperación internacionales, conforme o lo 
establecido en el párrafo 1 del artículo 2 y en los artículos 22 y 23 del 
Pacto, a f in de que algunos Estados Partes puedan cumplir con las 
obligaciones pertinentes. En tal caso, si el Estado Porte llego a la conclusión 
de que no cuento con la capacidad necesaria para llevar a cabo el procesa 
de vigilancia, que eS parte integrante del esfuerzo destinado a promover 
las metas aceptadas de política y resulta indispensable para una aplicación 
efectiva del Pacto, podrá señalar este hecho en su informe al Comité e 
indicar la naturaleza y el alcance de cualquier asistencia internacional que 
pueda necesitar. 

4. La vigilancia tiene por objeto proporcionar una visión general y detallada 
de la situación existente, y esta visión resulta importante sobre todo porque 
proporciona una base para elaborar políticas claramente formuladas y 
cuidadosamente adaptadas a la situación, entre ellas el establecimiento 
de prioridades que reflejen las disposiciones del Pacto. En consecuencia, 
un tercer objetivo del proceso de presentación de informes es permitir 
al gobierno que demuestre que se ha iniciado esta adopción de políticas 
en función de los principios. Si bien el Pacto enuncia de manera explícita 
esta obligación sólo en el artículo 14, cuando no se haya podido instituir 
"la obl igatoriedad y lo gratuidad de la enseñanza primariall para todos, 
existe una obligación comparable de lIelaborar y adoptar ... un plan detallado 
de acción para la aplicación progresiva" de cado uno de los derechos 
contenidos en el Pacto, según Se deduce claramente de la obligación previsto 
en el párrafo 1 del artículo 2 en el sentido de "adoptar medidos ... por todos 
los medios apropiados ... u .  

5. Un cuarto objetivo del proceso de presentación de informes es facilitar 
el exornen público de las políticos de los gobiernos con respecto o los 
derechos económicos, sociales y culturales y estimular lo participación 
de los diversos sectores económicos, sociales y culturales de lo sociedad 
en la formulación, aplicación y revisión de las políticas pertinentes. A l  
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examinar los informes que le han sido presentados hasto ahora, el Comité 
se ha felicitado de que un cierto número de Estados Partes, que reflejan 
sistemas políticos y económicos diferentes, hayan alentado los aportes 
hechos por dichos grupos no gubernamentales a la preparación de los 
informes que debían presentarse con arreglo al Pacto. Otros Estados 
han dispuesto la amplia difusión de sus informes, con miras a permitir 
que el público en general pueda presentar sus comentarios al respecto. 
De esta manera, la preparación del informe, asi como su examen a nivel 
nacional, puede resultar por lo menos de tanto valor como el diálogo 
constructivo que Se celebra a nivel internacional entre el Comité y los 
representantes del Estado que presenta el informe. 

6. Un quinto objetivo es proporcionar una base sobre la cual el propio Estado 
Parte, así como el Comité, puedan evaluar de manera efectiva la medida 
en que se han hecho progresos hacia el cumplimiento de las obligaciones 
contenidas en el Pacto. Con tal objeto, puede ser de utilidad para los 
Estados precisar los criterios u objetivos en función de los cuales podrán 
evaluarse los resultados obtenidos en una determinada esfera. Por ejemplo, 
suele convenirse que es importante fijar metas específicas con respecto 
a la reducción de la mortalidad infantil, el alcance de la vacunación de 
ni�os, el consumo de calorías por persona, el número de personas por coda 
miembro del personal médico, etc. En muchas de estas esferas, los criterios 
globales son de uso limitado, mientras que los criterios nocionales o incluso 
subnacionales pueden constituir una indicación en extremo valiosa de los 
progresos alcanzados. 

7. En tal sentido, el Comité desea se�alar que el Pacto atribuye especial 
importancia al concepto de "realizoción progresiva!! de los derechos 
pertinentes y, por tal razón, el Comité insta a los Estados Portes a que 
induyan en sus informes datos que permitan apreciar el progreso logrado 
en adecuados plazos con respecto a la aplicación efectiva de los derechos 
pertinentes. Por la misma razón, es evidente que se requieren datos tanto 
cualitativos como cuantitativos a fin de evaluar de manera adecuada la 
situación. 

8. Un sexto objetivo es permitir que el propio Estado Parte comprenda mejor 
los problemas y limitaciones que se presenten en sus esfuerzos por alcanzar 
progresivamente toda la gama de derechos económicos, sociales y culturales. 
Por esta razón, es fundamental que los Estados Partes informen de modo 
detallado acerca de las c ircunstancias y dificultades que inhiben la 
realización de esos derechos. Este proceso de identificación y 
reconocimiento de las dificultades pertinentes proporcionará luego el marco 
en el cual podrán elaborarse políticas más apropiadas. 

87 



9. Un séptimo objetivo es permitir que el Comité, y los Estados Partes en 
su conjunto, faciliten el intercambio de información entre Estados y lleguen 
a comprender mejor los problemas comunes a que hacen frente los Estados 
y a apreciar más cabalmente el tipo de medidas que pueden adoptarse 
con objeto de promover la realización efectiva de cada uno de los derechos 
contenidos en el Pacto. Esta parte del proceso permite también al Comité 
precisar los medios más adecuados con los cuales la comunidad internacional 
puede prestar asistencia a los Estados, de conformidad con los 
artículos 22 y 23 del Pacto. A fin de destacar la importancia que el Comité 
atribuye a este objetivo. en su cuarto período de sesiones examinará un 
comentario general separado sobre estos artículos. 

2. Medidas internacionales de asistencia técnica-

1.  El artículo 22 del Pacto establece un mecanismo para que el Consejo 
Económico y Social pueda señalar a la atención de Jos órganos competentes 
de las Naciones Unidas toda cuestión surgida de los informes presentados 
de conformidad con el Pacto " que pueda servir para que dichas entidades 
se pronuncien, cada una dentro de su esfera de competencia, sobre la 
conveniencia de las medidas internacionales que puedan contribuir a la 
aplicación efectiva y progresiva deL.. Pacto". Aunque la responsabilidad 
primordial en la materia a que se refiere el artículo 22 recae sobre el 
Consejo, es del todo procedente que el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales desempeñe un papel activo en asesorar y asistir al 
Consejo en este terreno. 

2.  Las recomendaciones que caen dentro del ámbito del artículo 22 podrán 
hacerse a cualesquiera "órganos de las Naciones Unidas, sus órganos 
subsidiarios y los organismos especializados interesados que se ocupen 
de prestar asistencia técnica". El Comité considera que esta disposición 
hay que interpretarla en el sentido de que incluye prácticamente todos 
los órganos de las Naciones Unidas y organismos que intervienen en cualquier 
aspecto de la cooperación internacional para el desarrollo. En consecuencia, 
procede que las recomendaciones que se hagan de conformidad con el 
artículo 22 se dirijan, entre otros, al Secretario General, a órganos 
subsidiarios del Consejo tales como la Comisión de Derechos Humanos, lo 
Comisión de Desarrollo Social y la Comisión de la Condición Jurídica y Social 
de lo Mujer, a otros órganos ton diversos como el PNUD, el UNICEF y el 

Comité de derechos económicos. sociales y culturales. Obs�rvación g�n�rol No. 2 r�/ativa 
a las m�dldas inf�rnacionale.s d� asist�ncia técnica (artículo 22 d�1 Pacto). Cuarto periodo 
de sesiones, 1990. figura en el documento E/1990123. 
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Comité de Planificación del Desarrollo, a organismos como el Banco Mundial 
y el FMI y a cualquiera de los organismos especializados restantes tales 
como la OIT, la FAO, la UNEseO y la OMs. 

3. Al amparo del artículo 22 podrían formularse recomendaciones de carácter 
general o recomendaciones más específicas relativas a una situación 
concreta. En el primero de estos contextos, la función principal del Comité 
sería alentar a Que se hagan mayores esfuerzos por fomentar los derechos 
económicos, sociales y culturales en el marco de las actividades de 
cooperación internacional para el desarrollo realizadas por las Naciones 
Unidas y sus organismos o con su asistencia. A este respecto, el Comité 
señala que la Comisión de Derechos Humanos, en su resolución 1989/13 
de 2 de marzo de 1989, le invitó a que "considere la forma en que los 
diversos organismos de las Naciones Unidas que operan en la esfero del 
desarrol lo  podrían integrar mejor en sus actividades las medidas 
encaminadas a promover el pleno respeto de los derechos económicos, 
sociales y culturales!!. 

4. Como una primero cuestión de orden práctico, el Comité observo que sus 
propios esfuerzos se verían facilitados, y los organismos pertinentes 
también estarían mejor informados, si estos organismos se interesaran 
más por lo labor del Comité. Aun reconociendo que ese interés se puede 
demostrar de varias maneras, el Comité pone de manifiesto que lo presencio 
de representantes de los órganos competentes de las Naciones Unidas 
en sus cuatro primeros períodos de sesiones ha sido, con las excepciones 
notables de la OIT, la UNE seo y la OMs, muy escasa. Asimismo han sido 
muy pocos los organismos que le han transmitido informaciones por escrito 
y otra documentación pertinente. El Comité considera que unos contactos 
más estrechos entre el Comité y los organismos apropiados ayudarían 
considerablemente a entender mucho mejor lo pertinencia de los derechos 
económicos, sociales y culturales en el contexto de las actividades de la 
cooperación internacional para el desarrollo. Cuando menos, el día del 
debate general sobre una cuestión concreta, que el Comité lleva a cabo 
en cada uno de sus períodos de sesiones, brinda una oportunidad ideal 
para que haya un cambio de impresiones que puede ser fructífero. 

5. Sobre la cuestión más amplia de la promoción del respeto de los derechos 
humanos en el contexto de las actividades de desarrollo, el Comité ha 
tenido hasta ahora muy pocas pruebas de los esfuerzos concretos hechos 
por órganos de las Naciones Unidas. A este respecto observo con 
satisfacción la iniciativa tomada conjuntamente por el Centro de Derechos 
Humanos y el PNUD de escribir a los Representantes Residentes de las 
Naciones Unidas y otros funcionarios destacados sobre el terreno para 
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invitarles a que comuniquen, a petición de cualquier gobierno, sus sugerencias 
y consejos, en particular con respecto a las posibles formas de una 
cooperación en los proyectos en curso de ejecución que se determine tienen 
algún elemento relacionado con los derechos humanos o en proyectos nuevos. 
También se ha informado al Comité de los esfuerzos iniciados hace tiempo 
por la OIT para vincular sus normas en materia de derechos humanos y 
otras normas laborales internacionales con sus actividades de cooperación 
técnica. 

6. Con respecto a esas actividades, son importantes dos principios generales. 
El primero es que los dos conjuntos de derechos humanos son indivisibles 
e interdependientes. En consecuencia, los esfuerzos por promover un 
conjunto de derechos deben también tener plenamente en cuenta el otro 
conjunto. Los organismos de las Naciones Unidas que participan de algún 
modo en el fomento de los derechos económicos, sociales y culturales 
deberían procurar por todos los medios posibles que sus actividades fueran 
plenamente compatibles con el disfrute de los derechos civiles y políticos. 
En términos negativos esto significa que los organismos internacionales 
deberían evitar escrupulosamente toda participación en proyectos que, 
por ejemplo, supongan la utilización de trabajo forzoso en violación de 
las normas internacionales, o que fomenten o fortalezcan la discriminación 
contra individuos o grupos contraria a las disposiciones del Pacto, o que 
entrañen la expulsión o desplazamiento en gran escala de seres humanos 
s in  proporcionarles toda la protección y compensación adecuadas. 
En términos positivos significa que, en lo posible, los organismos deberían 
hacerse los defensores de los proyectos y métodos que contribuyan no 
sólo a realizar el crecimiento económico u otros objetivos definidos de 
manero amplia, sino también a potenciar el disfrute de todo el abanico 
de derechos humanos. 

7. El segundo principio de importancia general es que no se puede concluir 
automáticamente que cualquier actividad de cooperación para el desarrollo 
vaya a contribuir a fomentar el respeto de los derechos económicos, sociales 
y culturales. Muchas actividades iniciados en nombre del Ifdesorrollo" han 
sido reconocidas posteriormente como actividades que estaban mal 
concebidas o que eran incluso contraproducentes desde el punto de vista 
de los derechos humanos. Para que se produzcan menos problemas de 
este género se debería, siempre que se pudiese y fuere procedente, 
considerar específica y cuidadosamente toda la gama de cuestiones tratadas 
en el Pacto. 

8. A pesar de que es importante trotar de integrar las cuestiones relativas 
a los derechos humanos en las actividades de desarrollo, es cierto que 
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las propuestas para poner en práctico esa integración pueden quedarse 
con mucho facilidad en el terreno de las generalidades. lo que no sirve 
de mucho. En consecuencia, y para alentar a que se ponga en práctica el 
principio enunciado en el artículo 22 del Pacto, el Comité desea hacer 
hincapié en las medidas siguientes que los órganos competentes deberían 
considerar: 

a) Como cuestión de principio, los órganos y organismos competentes 
de las Naciones Unidas deberían reconocer expresamente la estrecha 
relación que debería existir entre los actividades de desarrollo y 
los esfuerzos por promover el respeto de los derechos humanos 
en general y los derechos económicos, sociales y culturales en 
particular. El Comité pone de manifiesto a este respecto que esa 
relación no se reconoció en ninguna de las tres primeras Estrategias 
Internacionales del Desarrollo aprobadas por las Naciones Unidas, 
de modo que insta a que en la cuarta estrategia, que se aprobará 
en 1990, se corrija esa omisión. 

b) Los organismos de las Naciones Unidas deberían considerar la 
propuesta, hecha por el Secretorio General en un informe de 19791 , 
de que se exigiera la preparación de la correspondiente lIexposición 
de consecuencias sobre los derechos humanos" en relación con todas 
las principales actividades de cooperación para el desarrollo. 

c) La capacitación o las instrucciones que se dan al personal de 
proyectos y demás personal empleados por organismos de las 
Naciones Unidas deberían incluir la parte relativa a los principios 
y las normas en el campo de los derechos humanos. 

d)  En coda una de las fases de los proyectos de desarrollo debería 
hacerse todo lo posible por que se tengan en cuenta los derechos 
reconocidos en los Pactos. Esto se haría, por ejemplo, en la 
evaluación inicial de las necesidades prioritarios de un determinado 
país y en la selección, concepc tón, ejecución y evaluación final de 
los proyectos. 

9. Un aspecto que ha preocupado particularmente al Comité al examinar los 
informes presentados por los Estados Partes ha sido el efecto negativo 
de la carga de la deuda y de las medidas consiguientes de ajuste sobre 

I -Los dimensiones internocionales del derecho 01 desarrollo como derecho humano en reloción 
con otros derechos humanos basados en lo cooperación internacional. incluido el derecho o 
lo paz, teniendo en cuento los exigencias del nue.vo orden económico inte.rnacionolM (E/CN.4/ 
1334, párr. 314). 
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el disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales en muchos 
países. El Comité reconoce que los programas de ajuste son muchas veces 
inevitables y que a menudo suponen un elemento importante de austeridad. 
Ahora bien, en tales circunstancias, los esfuerzos por proteger los derechos 
económicos, sociales y culturales más fundamentales adquieren una urgencia 
mayor, no menor. Los Estados Partes en el Pacto, así como los organismos 
pertinentes de las Naciones Unidas, deberían, pues, hacer particulares 
esfuerzos por incorporar, en todo lo posible, esa protección en las políticas 
económicas y los programas destinados a l levar a cabo e l  ajuste. 
Este planteamiento, que a veces recibe el nombre de "ajuste con rostro 
humano" , exige que la meta de la protección de los derechos de los pobres 
y las capas vulnerables de la población llegue a ser un objetivo básico del 
ajuste económico. De la misma manera, en las medidas internacionales 
que se adopten para solucionar la crisis de la deuda habría que tener 

....:. plenamente en cuenta la necesidad de proteger los derechos económicos, 
sociales y culturales mediante, entre otras cosas, la cooperación 
internacional. En muchas situaciones esto justificaría la necesidad de tomar 
iniciativas de gran magnitud para aliviar la deuda. 

10. Por último, el Comité quiere poner de manifiesto la oportunidad importante 
que se ofrece a los Estados Partes, de conformidad con el artículo 22 
del Pacto, de especificar en sus informes las necesidades concretas de 
asistencia técnica o de cooperación para el desarrollo que puedan tener. 

3. La índole de las obligaciones de los Estados Partes' 

1. El  artículo 2 resulta especialmente importante para tener una comprensión 
cabal del Pacto y debe concebirse en una relación dinámica con todas las 
demás disposiciones del Pacto. En él se describe la índole de los obligaciones 
jurídicas generales contraídas por los Estados Partes en el Pacto. Estas 
obl igaciones inc/uyen tanto lo que cabe denominar (siguiendo la pauta 
establecido por la Comisión de Derecho Internacional) obl igaciones de 
comportamiento como obligaciones de resultado. Aunque algunos veces se 
ha hecho gran hincapié en las diferencias entre las formulaciones empleadas 
en esto disposición y las incluidas en el artículo 2 equivalente del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, no siempre se reconoce que 
también existen semejanzas importantes. En particular, aunque el Pacto 

Comiti! d� d�,.�chos �conómicos. sociales y cultu,.ales. Obseryoción General No. 3 relativo 
a lo fndole de los obligaciones de los Estados Portes (párrafo 1 del artículo 2 del Pacto). 
Quinto pe,.rodo de sesiones 1990. Figu,.o en el documento E/1991123. 
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OBSERVACIONES GEnERAlES DEL CO�n1: DE DERECHOS ECONO M ICOS, II!X:IAI.E8 V C'tIL'nJ1IAUS 

contempla una realización paulatina y tiene en cuenta las restricciones 
derivados de la limitación de los recursos con que se cuenta, también impone 
varias obl igaciones con efecto inmediato. De éstas, dos resultan 
particularmente importantes para comprender la índole exacta de los 
obligaciones contraídas por los Estados Partes. Una de ellas, que se analiza 
en una observación general aparte, que será examinada por el Comité en 
su sexto período de sesiones, consiste en que los Estados se "comprometen 
a garantizar!! que los derechos pertinentes se ejercerán "sin discriminación ... " .  

2. La otra consiste en el compromiso contraído en virtud del párrafo 1 del 
artículo 2 en el sentido de "adoptar medidas", compromiso que en sí mismo 
no queda condic ionado n i  l imitado por ninguna otra consideración. 
El significado cabal de la oración puede medirse también observando algunas 
de las versiones dadas en los diferentes idiomas. En inglés el compromiso 
es " fo take stepsl, en francés es IIs'engage a agir" ("actuarll) y en español 
es lIadoptar medidasll• Así pues, si bien la plena realización de los derechos 
pertinentes puede lograrse de manera paulatina, las medidas tendentes a 
lograr este objetivo deben adoptarse dentro de un plazo razonablemente 
breve tras la entrada en vigor del Pacto para los Estados interesados. Tales 
medidas deben ser deliberadas, concretas y orientadas lo más claramente 
posible hacia la satisfacción de las obligaciones reconocidas en el Pacto. 

3. Los medios que deben emplearse para dar cumplimiento a la obligación de 
adoptar medidas se definen en el párrafo 1 del artículo 2 como "todos los 
medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativasu• 
El Comité reconoce que en numerosos casos las medidas legislativas son 
muy deseables y en algunos pueden ser incluso indispensables. Por ejemplo, 
puede resultar difícil luchar con éxito contra la discriminación si se carece 
de una base legislativa sólida para las medidas necesarias. En esferas como 
la salud, la protección de los niños y las madres y la educación, así como 
en lo que respecta a las cuestiones que se abordan en los articulas 6 a 9, 
las medidas legislativas pueden ser asimismo un elemento indispensable a 
muchos efectos. 

4. El Comité toma nota de que los Estados Partes se han mostrado en general 
concienzudos a la hora de detallar al menos algunas de las medidas legislativas 
que han adoptado a este respecto. No obstante, desea subrayar que la 
adopción de medidas legislativas, como se prevé concretamente en el Pacto, 
no agota por sí misma las obligaciones de los Estados Partes. A l  contrario, 
se debe dar a la frase IIpor todos los medios apropiados" su significado 
pleno y natural. Si bien cada Estado Parte debe decidir poI" sí mismo qué 
medios son los más apropiados de acuerdo con las circunstancias y en relación 
con cada uno de los derechos contemplados, la "propiedad" de los medios 
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elegidos no siempre resultará evidente. Por consiguiente, conviene que los 
Estados Partes indiquen en sus informes no sólo las medidas que han adoptado 
sino también en qué Se basan para considerar tales medidas como las más 
"apropiadas" a la vista de las circunstancias. No obstante, corresponde 
al Comité determinar en definitiva si se han adoptado o no todas las medidas 
apropiadas. 

5. Entre las medidas que cabría considerar apropiadas, además de las legislativas, 
está la de ofrecer recursos judiciales en lo que respecta a derechos que, 
de acuerdo con el sistema jurídico nacional, puedan considerarse justiciables. 
El Comité observo, por ejemplo, que el disfrute de los derechos reconocidos, 
sin discriminación, se fomentará a menudo de manero apropiada, en porte 
mediante lo provisión de recursos judiciales y otros recursos efectivos. De 
hecho, los Estados Portes que son asimismo Partes en el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos están ya obl igados (en virtud de los 
artículos 2 (párrs. 1 y 3), 3 Y 26 de este Pacto) a garantizar que toda persona 
cuyos derechos o libertades (inclusive el derecho a la igualdad y o la no 
discriminación) reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados, "podrá 
interponer un recurso efectivo" (apartado a) del párrafo 3 del artículo 2). 
Ademós, existen en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales varias otras disposiciones, entre ellas las de los artículos 3 ,  7 
(inciso i) del apartado aJ), 8, 10 (párr. 3), 13  (apartado a) del párrafo 2 y 
párrafos 3 y 4) Y 15 (párr. 3), que cabría considerar de aplicación inmediata 
por parte de los órganos judiciales y de otra índole en numerosos sistemas 
legales nocionales. Parecería difíci lmente sostenible sugerir que los 
disposiciones indicadas son intrínsecamente no autoejecutables. 

6. En los casos en que la adopción de políticas concretas encaminadas 
directamente a hacer efectivos los derechos reconocidos en el Pacto ha 
tomado forma de disposiciones legislativos, el Comité desearía ser informado, 
entre otros cosas, de si tales leyes establecen algún derecho de actuación 
en nombre de los personas o grupos que consideren que sus derechos no 
se están respetando plenamente en lo práctica. En los casos en que se ha 
dado el reconocimiento constitucional de derechos económicos, sociales y 
culturales concretos, o en los que las disposiciones del Pacto se han 
incorporado d irectamente a las leyes nacionales, el Comité desearía que 
se le informase hasta qué punta tales derechos se consideran justiciables 
(es decir, que pueden ser invocados ante los tribunales). El Comité desearía 
recibir información concreta sobre todo caso en que las disposiciones 
constitucionales vigentes en relación con los derechos económicos, sociales 
y culturales hayan perdido fuerza o hayan sido modif icadas 
considerablemente. 
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7. Otras medidas que también cabe considerar "apropiadasll a los fines del 
párrafo 1 del artículo 2 incluyen. pero no agotan, las de carácter 
administrativo, financiero, educacional y social. 

8. El Comité observa que el compromiso de "adoptar medidas . . .  por todos los 
medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas" 
ni  exige ni excluye que cualquier tipo específico de gobierno o de sistema 
económico pueda ser utilizado como vehículo para la adopción de las medidas 
de que se trata, con la única salvedad de que todos los derechos humanos 
se respeten en consecuencia. Así pues, en lo que respecta a sistemas políticos 
y económicos el Pacto es neutral y no cabe describir lealmente sus principios 
como basados exclusivamente en la necesidad o conveniencia de un sistema 
socialista o capitalista, o de una economía mixta, de planificación centralizada 
o basada en el laisser-faire, o en ningún otro tipo de planteamiento específico. 
A este respecto, el Comité reafirma que los derechos reconocidos en el 
Pacto pueden hacerse efectivos en el contexto de una amplia variedad de 
sistemas económicos y políticos, a condición únicamente de que la 
interdependencia e indivisibil idad de los dos conjuntos de derechos humanos, 
como se afirma entre otros lugares en el preámbulo del Pacto, se reconozcan 
y queden reflejados en el sistema de que se trata. El Comité también señala 
la pertinencia a este respecto de otros derechos humanos, en particular 
el derecho al desarrollo. 

9. La principal obligación en lo que atañe a resultados que se refleja en el 
párrafo 1 del artículo 2 es la de adoptar medidas " para lograr 
progresivamente ... la plena efectividad de los derechos reconocidos {en el 
Pacto]". La expresión "progresiva efectividad" se usa con frecuencia para 
describir la intención de esta frase. El concepto de progresiva efectividad 
constituye un reconocimiento del hecho de que la plena efectividad de todos 
los derechos económicos, sociales y culturales en general no podrá lograrse 
en un breve período de tiempo. En este sentido, la obligación difiere de 
manera importante de la que figura en el artículo 2 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos e incorpora una obligación inmediata de 
respetar y garantizar todos los derechos pertinentes. Sin embargo, el 
hecho de que la efectividad a lo largo del tiempo, o en otras palabras 
progresivamente, se prevea en relación con el Pacto no se ha de interpretar 
equivocadamente como que priva a la obligación de todo contenido 
significativo. Por una parte, se requiere un dispositivo de flexibilidad 
necesaria que refleje las realidades del mundo real y las dificultades que 
implica para cada país el asegurar la plena efectividad de los derechos 
económicos, sociales y culturales. Por otra parte, la frase debe interpretarse 
a la luz del objetivo general, en realidad la razón de ser, del Pacto, que es 
establecer claras obligaciones para los Estados Partes con respecto a la 
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plena efectividad de los derechos de que se trata. Este impone así una 
obligación de proceder lo más expedita y eficazmente posible con miras a 
lograr ese objetivo. Además, todas las medidas de carácter deliberadamente 
retroactivo en este aspecto requerirón la consideración más cuidadosa y 
deberán justificarse plenamente por referencia a la totalidad de los derechos 
previstos en el Pacto y en el contexto del aprovechamiento pleno del máximo 
de los recursos de que Se disponga. 

10. Sobre la base de la extensa experiencia adquirida por el Comité, así como 
por el organismo que lo precedió durante un período de más de un decenio, 
al examinar los informes de los Estados Partes, el Comité eS de la opinión 
de que corresponde a cada Estado Parte una obligación mínima de asegurar 
lo satisfacción de por lo menos niveJes esenciales de cada uno de los 
derechos. Así, por ejemplo, un Estado Parte en el que un número importante 
de individuos está privado de alimentos esenciales, de atención primaria 
de salud esencial, de abrigo y vivienda básicos o de las formas más básicas 
de enseñanza, prima focie no está cumpliendo sus obligaciones en virtud 
del Pacto. Si el Pacto Se ha de interpretar de tal manera que no establezca 
una obligación mínimo, carecería en gran medida de su razón de ser. 
Análogamente, Se ha de advertir que toda evaluación en cuanto a si un 
Estado ha cumplido su obligación mínimo debe tener en cuenta también 
las l imitaciones de recursos que Se aplican al país de que se trata. 
El párrafo 1 del artículo 2 obliga a cada Estado Parte a tomar las medidas 
necesarias Ithasta el máximo de los recursos de que disponga". Paro que 
cada Estado Parte pueda atribuir su falta de cumplimiento de las 
obligaciones mínimas a una falta de recursos disponibles, debe demostrar 
que ha realizado todo esfuerzo para utilizar todos los recursos que están 
a su disposición en un esfuerzo por satisfacer, con carácter prioritario, 
esas obligaciones mínimas. 

11. El Comité desea poner de relieve, empero, que, aunque Se demuestre que 
los recursos disponibles son insuficientes, sigue en pie la obligación de 
que el Estado Parte Se empeñe en asegurar el disfrute más amplio posible 
de los derechos pertinentes dadas las circunstancias reinantes. Más aún, 
de ninguna manera Se eliminan, como resultado de los l imitaciones de 
recursos, las obligaciones de vigilar la medido de la realización, o más 
especialmente de la no realización, de los derechos económicos, sociales 
y culturales y de elaborar estrategias y programas para su promoción. 
El Comité ya ha tratado de estas cuestiones en su Observación general 
N° 1 (1989). 

12. De manera análoga, el Comité subraya el hecho de que, aun en tiempos 
de l imitaciones graves de recursos, causadas Sea por el proceso de ajuste, 
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de recesión económica o por otros factores, se puede y se debe en realidad 
proteger a los miembros vulnerables de la sociedad mediante la adopción 
de programas de relativo bajo costo. En apoyo de este enfoque, el Comité 
toma nota del análisis preparado por el UNICEF con el título de Ajuste 
con rostro humano: protección de los grupos vulnerables y promoción del 
crecimiento/, el análisis del PNUD en Desarrollo humano: informe 199Q2 , 
Y el análisis del Banco Mundial en el Informe sobre el Desarrollo 
Mundial, 1990' . 

13. Un elemento final del párrafo 1 del artículo 2 sobre el que se ha de llamar 
la atención, es que la obligación contraída por todos los Estados Partes 
consiste en "adoptar medidas, tanto por separado como mediante la 
asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y 
técnicas ... ". El Comité observa que la frase "hasta el máximo de los recursos 
de que disponga" tenía la intención, según los redactores del Pacto, de 
referirse tanto a los recursos existentes dentro de un Estado como a 
los que pone a su disposición la comunidad internacional mediante la 
cooperación y la asistencia internacionales. Más aún, el papel esencial de 
esa cooperación en facilitar la plena efectividad de los derechos pertinentes 
se destaca además en las disposiciones específicas que figuran en los 
artículos 11, 15, 22 Y 23. Con respecto al artículo 22, el Comité ya ha llamado 
la atención, en la Observación general N° 2 (1990), sobre algunas de las 
oportunidades y responsabilidades que existen en relación con la cooperación 
internacionaL El artículo 23 señala también específicamente que 
1110 prestación de asistencia técnica" y otras actividades se cuentan entre 
las medidas IIde orden internacional destinadas a asegurar el respeto de 
Jos derechos que Se reconocen en el.. . Pactoll. 

14. El Comité desea poner de relieve que de acuerdo con los Artículos 55 y 56 
de la Carta de las Naciones Unidas, con principios bien establecidos del 
derecho internacional y con las disposiciones del propio Pacto, la 
cooperación internacional para el desarrollo y, por tanto, para la 
efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales es una 
obligación de todos los Estados. Corresponde particularmente a los 
Estados que están en condiciones de ayudar a los demás a este respecto. 
El Comité advierte en particular la importancia de la Declaración sobre 
el derecho-- al desarrollo aprobada por la Asamblea General e n  su  
resolución 41/128 de 4 de diciembre de 1986 y la  necesidad de que los 

I G. A. Cornla. R. Jolly y F. Stewort, eds .. Oxford, ClarMdon Prus, 1987. 

l Oxford, Oxford University Prus, 1990. 

J Oxford University Prus, 1990. 
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Estados Partes tengan plenamente en cuenta la totalidad de los principios 
reconocidos en ella. Insiste en que si los Estados que están en situación 
de hacerlo no ponen en marcha un programa dinámico de asistencia y 
cooperación internacionales, la realización plena de los derechos 
económicos, sociales y culturales seguirá siendo una aspiración insatisfecha 
en muchos países. A este respecto, el Comité recuerda también los 
términos de su Observación general N° 2 (1990). 

4. El derecho a una vivienda adecuada· 

1. De conformidad con el párrafo 1 del artículo 11 del Pacto, los Estados Partes 
"reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para 
sí y su familia, inc/uso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una 
mejora continua de las condiciones de ex¡stencia�. Reconocido de este 
modo, el derecho humano a una vivienda adecuada tiene una importancia 
fundamental para el disfrute de todos los derechos económicos, sociales 
y culturales. 

2. El Comité ha podido acumular gran cantidad de información relativa a este 
derecho. Desde 1979, el Comité y sus predecesores han examinado 75 informes 
relativos al derecho a una vivienda adecuada. El Comité dedicó también un 
día de debate general a esa cuestión en sus períodos de sesiones tercero y 
cuarto (E/1989/22. párr. 312 y E/1990/23. párrs. 281 a 285). Además. el 
Comité tomó buena nota de la información obtenida en el Año Internacional 
de la Vivienda para las Personas sin Hogar (1987) y de la Estrategia Mundial 
de Vivienda hasta el Año 2000, aprobada por la Asamblea General en su 
resolución 42/191 de 11 de diciembre de 1987'. El Comité también ha 
examinado informes pertinentes y otra documentación de la Comisión de 
Derechos Humanos y de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones 
y Protección a las Minorías2 • 

• Comité. de derechos económicos, sociales y culturares. Observación General No. 4 relativo 
al derecho o una viviendo adecuad (párrafo 1 del artículo 11 del Pacto). Sveto período se 
sesiones 1991. Figura en el documento E/1992123. 

I Documentos Oficiales de la Asamblea Generar cuadragésjmo tercer período de sesiones 
Suplemento N° 8, adici6n (A/43/8/ Add.l). 

1 ResolUCIones 1986/36 y 1987122 de la ComiSIón de De.re:chos Humanos: Informes del Sr. Donila 
Türk, Relarar Especial de la Subcomisión (E/CN.4/Sub.211990/19. pórrs. 108 a 120; E/CN.4/ 
Sub.211991/17, pórrs. 137 a 139); vé.ase rombién ro resolución 1991/26 de la Subcomisión. 
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3. Aun cuando existe una amplia variedad de instrumentos internacionales que 
abordan los diferentes aspectos del derecho a una vivienda adecuadcr , el 
párrafo 1 del artículo 11 del Pacto es la más amplia, y quizás la más 
importante, de todas las disposiciones pertinentes. 

4. A pesar de que la comunidad internacional ha reafirmado con frecuencia 
la importancia del pleno respeto del derecho a una vivienda adecuada, sigue 
existiendo un abismo preocupante entre las normas fijadas en el párrafo 1 
del artículo 11 del Pacto y la situación reinante en muchas regiones del mundo. 
Aunque esos problemas suelen ser especialmente graves en algunos países 
en desarrollo que enfrentan limitaciones graves de recursos y de otra índole, 
el Comité observa que existen también considerables problemas de falta 
de vivienda y de viviendas inadecuadas en algunas de las sociedades más 
desarrolladas económicamente. Las Naciones Unidas calculan que hay más 
de 100 millones de personas sin hogar y más de 1.000 millones alojadas en 
viviendas inadecuadas en todo el mundo4 • No existe indicación de que estén 
disminuyendo esas cifras. Parece evidente que ningún Estado Parte está 
libre de problemas importantes de una clase u otra en relación con el derecho 
a la vivienda. 

5. En algunos casos, los informes de los Estados Partes examinados por el 
Comité reconocen y describen las dificultades para asegurar el derecho a 
una vivienda adecuada. Pero, en su mayoría, la información proporcionada 
ha sido insuficiente para que el Comité pueda obtener un cuadro adecuado 
de la situación que prevalece en el Estado interesado. Esto Observación 
general Se orienta, pues, a determinar algunos de las principales cuestiones 
que el Comité considera importantes en relación con este derecho. 

6. El derecho o uno vivienda adecuada se aplica o todos. Aun cuando la 
referencia "para sí y su familia" supone actitudes preconcebidas en cuanto 
al papel de los sexos y a las estructuras y actividad económica que eran 

3 Véase, par ejemplo, el párrafo 1 del artículo 25 de la Declaración Universal de Derecnos 
Humanos, el apartado iii) del párrafo e) del artículo 5 de la Convención Internacional sobre 
la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, el párrafo 2 del artículo 14 de 
la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 
el párrafo 3 del artículo 27 de la Convención sobre los Derechos del Niño, el artículo 10 
de la Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social, el pórrafo 8 de la sección lIT 
de la Declaración de Vancouver sobre los Asentamientos Humanos, 1976 (Informe de Hábitat: 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre los Asentamientos Humanos (publicación de los 
Naciones Unidas, N° de venta: 5.76.IV.7. y corrección), cap. I), el pórrafo 1 del artículo 8 
de la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo y la Recomendación � 115 de la Organización 
Internacional del Trabajo sobre la viviendo de los trabajadores. 1961. 

� Véase la nota 1. 
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de aceptación común cuando se adoptó el Pacto en 1966, esa frase no se 
puede considerar hoy en el sentido de que impone una limitación de algún 
tipo sobre la aplicabilidad de ese derecho a los personas o los hogares 
en los que el cabeza de familia es una mujer o a cualesquiera otros grupos. 
Así, el concepto de ufamilia" debe entenderse en un sentido lato. Además, 
tonto las personas como las familias tienen derecho a una vivienda adecuado, 
independientemente de la edad, la situación económica, la afiliación de 
grupo o de otra índole, la posición social o de cualquier otro de esos 
factores. En particular, el disfrute de este derecho no debe estar sujeto, 
según el párrafo 2 del artículo 2 del Pacto, a ninguna formo de 
discriminación. 

7. En opinión del Comité, el derecho a la vivienda no se debe interpretar en 
un sentido estricto o restrictivo que lo equipare, por ejemplo, con el cobijo 
que resulta del mero hecho de tener un tejado por encima de la cabeza o 
lo considere exclusivamente como una comodidad. Debe considerarse más 
bien como el derecho a vivir en seguridad, paz y dignidad en alguna parte. 
y así debe ser por lo menos por dos razones. En primer lugar, el derecho 
a la vivienda está vinculado por entero a otros derechos humanos y a los 
principios fundamentales que sirven de premisas al Pacto. Así pues, "la 
dignidad inherente a la persona humana", de la que se dice que se derivan 
los derechos del Pacto, exige que el término " vivienda" se interprete en 
un sentido que tenga en cuenta otras diversas consideraciones, y 
principalmente que el derecho a la vivienda se debe garantizar a todos, 
Sean cuales fueren sus ingresos o su acceSo a recursos económicos. En 
segundo lugar, la referencia que figura en el párrafo 1 del artículo 1 1  no 
se debe entender en sentido de vivienda a secas, sino de vivienda adecuada. 
Como han reconocido la Comisión de Asentamientos Humanos y la Estrategia 
Mundial de Vivienda hasta el Afio 2000 en su párrafo 5: "el concepto de 
"viviendo adecuada" ... significa disponer de un lugar donde poderse aislar 
si se desea, espacio adecuado, seguridad adecuada, iluminación y ventilación 
adecuadas, una infraestructura básica adecuada y una situación adecuada 
en relación con el trabajo y los servicios básicos, todo ello a un costo 
razonable" . 

8. Así pues, el concepto de adecuación es particularmente significativo en 
relación con el derecho a la vivienda, puesto que sirve para subrayar una 
serie de factores que hay que tener en cuenta al determinar si determinadas 
formas de vivienda se puede considerar que constituyen una "vivienda 
adecuada" a los efectos del Pacto. Aun cuando la adecuación viene 
determinada en parte por factores sociales, económicos, culturales, 
cl imatológicos, ecológicos y de otra índole, el Comité considera que, aun 
así, es posible identificar algunos aspectos de ese derecho que deben ser 
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tenidos en cuenta a estos efectos en cualquier contexto determinado. Entre 
esos aspectos figuron los siguientes: 

a) Se.guridad jurídica de la te.nencia. la tenencia adopto una variedad 
de formas, como el alquiler (público y privado), la vivienda en 
cooperativa, el arriendo, la ocupación por el propietario, lo vivienda 
de emergencia y los asentamientos informales, incluida la ocupación 
de tierra o propiedad. Sea cual fuere el tipo de tenencia, todas 
las personas deben gozar de cierto grado de seguridad de tenencia 
que les garantice una protección legal contra el desahucio, el  
hostigamiento u otras amenazas. Por consiguiente, los Estados Partes 
deben adoptar inmediatamente medidas destinadas o conferir 
seguridad legal de tenencia a las personas y los hogares que en la 
actualidad carezcan de eso protección consultando verdaderamente 
a las personas y grupos afectados. 

b) Disponibi l idad de servi c i o s ,  materiales,  faci l idades e 
infraestructura. Una vivienda adecuada debe contener ciertos 
servicios indispensables para la salud, la seguridad, la comodidad 
y la nutrición. Todos los beneficiarios del derecho a una vivienda 
adecuada deberían tener acceso permanente a recursos naturales 
y comunes, a agua potable, a energía para la cocina, la calefacción 
y el alumbrado, a instalaciones sanitarias y de aseo, de 
almacenamiento de alimentos, de eliminación de desechos, de drenaje 
y a servicios de emergencia. 

c) Gastos soportables. Los gastos personales o del hogar que entraña 
la vivienda deberían ser de un nivel que no impidiera ni comprometiera 
el logro y la satisfacción de otras necesidades básicas. Los Estados 
Partes deberían adoptar medidas para garantizar que el porcentaje 
de los gastos de vivienda sean, en general, conmensurados con los 
niveles de ingreso. Los Estados Partes deberían crear subsidios 
de vivienda para los que no pueden costearse una vivienda, así como 
formas y niveles de financiación que correspondon adecuadamente 
a las necesidades de vivienda. De conformidad con el principio de 
la posibilidad de costear la vivienda, se debería proteger por medios 
adecuados a los inqui l inos contra niveles o aumentos 
desproporcionados de los alquileres. En las sociedades en que los 
materia/es natura/es constituyen las principales fuentes de material 
de construcción de vivienda, los Estados Partes deberían adoptar 
medidas para garantizar la disponibilidad de esos materiales. 

d) Habitabilidad. Una vivienda adecuada debe ser habitable, en sentido 
de poder ofrecer espacio adecuado a sus ocupantes y de protegerlos 
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del frío, la humedad, el calor. la lluvia. el viento u otras amenazas 
para la salud, de riesgos estructurales y de vectores de enfermedad. 
Debe garantizar también lo seguridad física de los ocupantes. El 
Comité exhorta a los Estados Partes a que apliquen ampliamente 
los Principios de Higiene de la Vivienda5 preparados por la OMS, 
que consideran la vivienda como el factor ambiental que con más 
frecuencia está relacionado con las condiciones que favorecen las 
enfermedades en los análisis epidemiológicos: dicho de otro modo, 
que uno. vivienda y unas condiciones de vida inadecuadas y deficientes 
se asocian invariablemente a tasas de mortalidad y morbilidad más 
elevadas. 

e) Asequibilidad. La viviendo adecuado debe ser asequible a los que 
tengan derecho. Debe concederse a los grupos en situación de 
desventaja un acceso pleno y sostenible a los recursos adecuados 
para conseguir una vivienda. Debería garantizarse cierto grado de 
consideración prioritaria en la esfera de la vivienda a los grupos 
desfavorecidos como las personas de edad, los niños, los 
incapacitados físicos, los enfermos terminales, los individuos VIH 
positivos, las personas con problemas médicos persistentes, los 
enfermos mentales, las víctimas de desastres naturales, las personas 
que viven en zonas en que suelen producirse desastres, y otros grupos 
de personas. Tonto los disposiciones como la política en materia 
de viviendo deben tener plenamente en cuenta los necesidades 
especiales de esos grupos. En muchos Estados Partes, el mayor 
acceso o lo tierra por sectores desprovistos de tierra o 
empobrecidos de la sociedad, deberío ser el centro del objetivo 
de la política. Los Estados deben asumir obligaciones apreciables 
destinadas a apoyar el derecho de todos a un lugar seguro para 
vivir en paz y dignidad, incluido el acceSo a lo tierra como derecho. 

f) Lugar. La vivienda adecuada debe encontrarse en un lugar que 
permita el acceso a las opciones de empleo, los servicios de atención 
de la salud, centros de atención para niños, escuelas y otros servicios 
sociales. Esto es particularmente cierto en ciudades grandes y 
zonas rurales donde los costos temporales y financieros para llegar 
a los lugares de trabajo y volver de ellos puede imponer exigencias 
excesivas en los presupuestos de las famil ias pobres. De manero 
semejante, la vivienda no debe construirse en lugares contaminados 
ni en la proximidad inmediata de fuentes de contaminación que 
amenazan el derecho a la salud de los habitantes. 

5 Gine.bra, Organización Mundial de la Salud, 1990. 
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g) Adecuación cultural. La manera en Que se construye la vivienda, 
los materIales de construcción utilizados y las políticas en Que se 
apoyan deben permitir adecuadamente la expresión de la identidad 
cultural y la diversidad de la vivienda. Las actividades vinculadas 
al desarrollo o la modernización en la esfera de la vivienda deben 
velar por Que no se sacrifiquen las dimensiones culturales de la 
vivienda y por Que se aseguren, entre otros, los servicios tecnológicos 
modernos. 

9. Como se señaló anteriormente, el derecho a una vivienda adecuada no puede 
considerarse aisladamente de los demás derechos Que figuran en los dos 
Pactos Internacionales y otros instrumentos internacionales aplicables. 
Ya se ha hecho referencia a este respecto 01 concepto de la dignidad humana 
y al principio de no discriminación. Además, el pleno disfrute de otros 
derechos toles como el derecho o lo l ibertad de expresión y de asociación 
(como para los inquilinos y otros grupos basados en la comunidad), de elegir 
lo residencia, y de participar en la adopción de decisiones, son indispensables 
si se ha de realizar y mantener el derecho a una vivienda adecuada para 
todos los grupos de la sociedad. De manero semejante, el derecho a no 
ser sujeto a interferencia arbitraria o ilegal en la vida privada, la familia, 
el hogar o la correspondencia, constituye una dimensión muy importante 
al definir el derecho a una vivienda adecuada. 

10. Independientemente del estado de desarrollo de tal o cual país, hay ciertas 
medidas Que deben tomarse inmediatamente. Como lo ha reconocido la 
Estrategia Mundial de Vivienda y otros análisis internacionales, muchas 
de las medidas requeridas para promover el derecho a la vivienda requieren 
sólo la abstención del gobierno de ciertas prácticas y un compromiso para 
facilitar la autoayuda de los grupos afectados. En la medida en Que tales 
medidos se considera Que van más allá del máximo de recursos disponibles 
para el Estado Parte, es adecuado Que lo antes posible se haga una solicitud 
de cooperación internacional de conformidad con el párrafo 1 del artículo 11 
y los artículos 22 y 23 del Pacto, y Que se informe al Comité de ello. 

11 .  Los Estados Partes deben otorgar la debida prioridad a los grupos sociales 
Que viven en condiciones desfavorables concediéndoles una atención especial. 
Las políticas y la legislación, en consecuencia, no deben ser destinadas a 
beneficiar a los grupos sociales yo aventajados o expensas de los demás. 
El Comité tiene conciencia de Que factores externos pueden afectar al 
derecho a una continua mejora de las condiciones de vida y Que en muchos 
Estados Partes las condiciones generales de vida se han deteriorado durante 
el decenio de 1980. Sin embargo, como lo señala el Comité en su Observación 
general N° 2 (1990) (E/1990/23, anexo HI), a pesar de los problemas 
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causados externamente, las obligaciones dimanantes del Pacto continúan 
apl icándose y son quizás más pertinentes durante tiempos de contracción 
económica. Por consiguiente, parece al Comité que un deterioro general 
en las condiciones de vida y vivienda, que sería directamente atribuible 
a las decisiones de política general y a las medidas legislativas de los Estados 
Partes, y a falta de medidas compensatorias concomitantes, contradiría 
las obligaciones dimanantes del Pacto. 

12. Si bien los medios más apropiados para lograr lo pleno realización del 
derecho a la viviendo adecuada variarán inevitablemente de un Estado Parte 
a otro, el Pacto claramente requiere que cada Estado Parte tome todas 
las medidas que sean necesarias con ese fin.  Esto requerirá casi 
invariablemente la adopción de una estrategia nocional de vivienda que, 
como lo afirma lo Estrategia Mundial de Vivienda en su párrafo 32, "define 
los objetivos para el desarrollo de condiciones de viviendo, determina los 
recursos disponibles para lograr dichos objetivos y busca la forma más 
efectiva de utilizar dichos recursos, en función del costo, además de lo 
cual establece las responsabilidades y el calendario para la ejecución de 
las medidos necesarias". Por razones de pertinencia y eficacia, así como 
para asegurar el respeto de los demás derechos humanos, tal estrategia 
deberá reflejar una consulta extensa con todos las personas afectadas 
y su participación, incluidos las personas que no tienen hogar. las que están 
alojadas inadecuadamente y sus representantes. Además, deben adoptarse 
medidas paro asegurar lo coordinación entre los ministerios y las autoridades 
regionales y locales con objeto de conciliar las políticas conexas (economía, 
agricultura, medio ambiente, energía, etc.) con las obligaciones dimanantes 
del artículo 11 del Pocto. 

13.  La vigilancia eficaz de la situación con respecto a la vivienda es otra 
obligación de efecto inmediato. Para que un Estado Parte satisfaga sus 
obligaciones en virtud del párrafo 1 del artículo 11, debe demostrar, entre 
otras cosas, que ha tomado todas las medidas que son necesarias, sea solo 
o sobre la base de la cooperación internacional, para evaluar la importancia 
de la falta de hogares y la vivienda inadecuada dentro de su jurisdicción. 
A este respecto, las Directrices generales revisadas en materia de 
presentación de informes adoptadas por el Comité (E/C.l2l199111) destacan 
la necesidad de "proporcionar información detallada sobre aquellos grupos 
de [la] sociedad que se encuentran en una situación vulnerable y 
desventajosa en materia de vivienda". Incluyen, en particular, las personas 
sin hogar y sus familias, las alojadas inadecuadamente y las que no tienen 
acceso a instalaciones básicas, las que viven en asentamientos " i legales", 
las que están sujetas a desahucios forzados y los grupos de bajos ingresos. 
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14. Las medidas destinadas a satisfacer las obligaciones del Estado Parte con 
respecto al derecho o uno viviendo adecuado pueden consistir en uno mezcla 
de medidas del sector público y privado que consideren apropiados. Si 
bien en algunos Estados lo financiación público de lo vivienda puede ser 
utilizada más útilmente en la construcción directo de nuevos viviendas, 
en la mayoría de los casos lo experiencia ha demostrado lo incapocidad 
de los gobiernos de satisfacer plenamente los déficit de la vivienda con 
la vivienda construida públicamente. La promoción por los Estados Partes 
de Ilestrategias capaces", combinada con un compromiso pleno a las 
obligaciones relativas al derecho o uno vivienda adecuada, debe así alentarse. 
En esencia, la obligación consiste en demostrar que, en conjunto, las medidas 
que se están tomando son suficientes para realizar el derecho de cada 
individuo en el tiempo más breve posible de conformidad con el máximo 
de los recursos disponibles. 

15. Muchas de las medidas que se requerirán implicarán asignaciones de recursos 
e iniciativas de política de especie generaL Sin embargo, el papel de las 
medidas legislativas y administrativas oficiales no se debe subestimar en 
este contexto. La Estrategia Mundial de Vivienda, en sus párrafos 66 
y 67, ha destocado el tipo de medidas que pueden tomarse o este respecto 
y su importancia. 

16. En algunos Estados, el derecho o la vivienda adecuado está consagrado 
en lo constitución nacional. En tales casos, el Comité está interesado 
particularmente en conocer los aspectos jurídicos y los efectos concretos 
de tal enfoque. Desea, pues, ser informado en detalle de los casos 
específicos y otros circunstancias en que se ha revelado útil la aplicación 
de esas disposiciones constitucionales. 

17. El Comité considero que muchos elementos componentes del derecho a la 
viviendo adecuado Son por lo menos conformes con la disposición de recursos 
jurídicos internos. Según el sistema jurídico toles esferas incluyen, pero 
no están limitadas a: a) apelaciones jurídicos destinadas a evitar desahucios 
planeados o demoliciones mediante la emisión de mandatos de los tribunales: 
b) procedimientos jurídicos que buscan indemnización después de un 
desahucio ilegal; c) reclamaciones contra acciones ilegales realizadas o 
apoyadas por los propietarios (sean públicos o privados) en relación con 
los niveles de alquiler, mantenimiento de la vivienda y discriminación racial 
u otras formas de discriminación; d) denuncias de cualquier forma de 
discriminación en la asignación y disponibilidad de acceso a la vivienda; 
y e) reclamaciones contra los propietarios acerca de condiciones de viviendas 
insalubres o inadecuadas. En algunos sistemas jurídicos podría ser también 
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adecuado estudiar la posibil idad de facilitar juicios en situaciones que 
implican niveles de gran aumento de personas sin hogar. 

18, A este respecto, el Comité considera que las instancias de desahucios 
forzados son prima facie incompatibles con los requisitos del Pacto y sólo 
podrían justificarse en las circunstancias más excepcionales y de 
conformidad con los principios pertinentes del derecho internacional. 

19. Finalmente, el párrafo 1 del artículo 1 1  concluye con la obligación de los 
Estados Partes a reconocer "la importancia esencial de la cooperación 
internacional fundada en el libre consentimiento". Tradicionalmente, menos 
del 5'ro de toda la asistencia internacional se ha dirigido hacia la vivienda 
o los asentamientos humanos y con frecuencia la manera en que se dispone 
esa financiación se dirige poco a las necesidades de vivienda de los grupos 
en situación desventajosa. Los Estados Partes, tanto receptores como 
suministradores, deberían asegurar que una proporción sustancial de la 
financiación se consagre a crear condiciones que conduzcan a un número 
mayor de personas que adquieren vivienda adecuada. Las instituciones 
financieras internacionales que promueven medidas de ajuste estructural 
deberían asegurar que tales medidas no comprometen el disfrute del 
derecho a la vivienda adecuada. Cuando consideran la cooperación financiera 
internacional, los Estados Partes deberían tratar de indicar las esferas 
relativas al derecho a la vivienda adecuada en las que la financiación externa 
tendría el mayor efecto. Tales solicitudes deberían tener plenamente 
en cuenta las necesidades y opiniones de los grupos afectados. 

5, Personas con discapacidad .. 

1 .  La comunidad internacional ha subrayado a menudo la  importancia central 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
en relación con los derechos humanos de las personas con discapacidad' . 
Por eso el examen de la aplicación del Programa de Acción Mundial para 
los Impedidos y Decenio de las Naciones Unidas para los Impedidos, hecho 
por el Secretario General en 1992, llegaba a la conclusión de que "la 
discapacidad está estrechamente vinculada con los factores económicos 
y sociales", y que "las condiciones de vida en vastas zonas del mundo son 

Comité de derechos económicos, sociales y culturales. Observación generol No. 5 relativa 
a los derechos de los personas con discapacidad 11" periodo de sesiones1994. Figura en el 
documento E/1995/22. 

I En el informe final preparado por el Sr. Leandro Despouy, Relator Especial sobre derechos 
humanos y discapacidad (E/CN.4/Sub.2/1991131) se hoce un amplio examen de esta cuestión. 
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tan sumamente precarias que la atención de las necesidades básicas de 
todos, es decir, al imentación, agua, vivienda, protección de la salud y 
educación, debe ser lo piedra angular de los programas nacionales''l. Incluso 
en países que poseen un nivel de vida relativamente elevado, a las personas 
con discapacidad se les niega a menudo la oportunidad de disfrutar de 
toda la gama de derechos económicos sociales y culturales que se reconocen 
en el Pacto. 

2. La Asamblea GeneraP y la Comisión de Derechos Humanos" han recabado 
explícitamente del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
y el grupo de trabajo que lo precedió, que fiscalicen el cumplimiento, por 
los Estados Partes en el Pacto, de su obligación de lograr que las personas 
con discapacidad pueden disfrutar p lenamente de los derechos 
correspondientes. Ahora bien, la experiencia obtenida hasta ahora por 
el Comité indica que los Estados Partes han prestado muy poco atención 
a esta cuestión en sus informes. Esto parece explicar la conclusión a que 
ha l legado el Secretario General de que ula mayoría de los gobiernos no 
ha adoptado aún medidas concertadas decisivos que mejorarían en la 
práctica esa situación" de las personas con discapacidacfi. Por consiguiente, 
es natural que se examinen y subrayen algunas de los formas en que las 
cuestiones relativos a las personas con discapacidad se plantean en relación 
con los obligaciones que impone el Pacto. 

3. Todavía no hay una definición de aceptación internacional del término 
"discapacidad", pero de momento basta con basarse en el enfoque seguido 
por las normas uniformes aprobadas en 1993, según las cuales: 

"Con la palabra "discapacidad" se resume un gran número de 
diferentes limitaciones funcionales que se registran en las poblaciones .. . 
Lo discapacidad puede revestir la forma de una deficiencia física, 
intelectual o sensorial, una dolencia que requiera atención médica o una 
enfermedad mental. Tales deficiencias, dolencias o enfermedades pueden 
ser de carácter permanente o transitorio."6 

l Véase documento A/47/415. párr. 5. 

3 Véose el pórrafo 165 del Programo de Acción Mundial poro los Impedidos. aprobado por lo 
Asamblea General en su resolución 37/52 de 3 de diciembre de 1982 (párr. 1). 

4 véanse los resoluciones 1992/48. párr. 4. y 1993/29. párr. 7. de lo Comisión de Derechos 
Humanos. 

' Véase el documento A./47/415, párr. 6. 

� Normas Uniformes sobre lo igualdad de oportunidades poro las personas con discapacidad. 
anexo de lo resolución 48/96 de lo Asamblea General, de 20 de diciembre de 1993 
(Introducción, párr. 17). 
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4. De conformidad con el enfoque seguido en las Normas Uniformes, en la 
presente Observación general se uti l iza la expresión IIpersona con 
discapacidad" en vez de la antigua expresión, que era "persona discapacitada". 
Se ha sugerido que esta última expresión podía interpretarse erróneamente 
en el sentido de que se había perdido la capacidad personal de funcionar 
como persona. 

5. E l  Pacto no se refiere explícitamente a personas con discapacidad. 
Sin embargo, la Declaración Universal de Derechos Humanos reconoce que 
todos los seres humanos han nacido libres e iguales en dignidad y en derechos 
y, como las disposiciones del Pacto se aplican plenamente a todos los miembros 
de la sociedad, las personas con discapacidad tienen claramente derecho 
a toda la gama de derechos reconocidos en el Pacto. Además, en la medida 
en que se requiera un tratamiento especial, los Estados Partes han de adoptar 
medidas apropiadas, en toda la medida que se lo permitan los recursos 
disponibles, para lograr que dichas personas procuren superar los 
inconvenientes, en términos del disfrute de los derechos especificados en 
el Pacto, derivados de su discapacidad. Además, el requisito que se estipula 
en el párrafo 2 del artículo 2 del Pacto que garantiza "el ejercicio de los 
derechos que en él Se enuncian, sin discriminación alguna" basada en 
determinados motivos especificados "o cualquier otra condición social" se 
aplica claramente a la discriminación basada en motivos de discapacidad. 

6. El hecho de que en el Pacto no haya una disposición explícita que trate de 
la discapacidad se puede atribuir al desconocimiento de la importancia que 
tiene el ocuparse explícitamente de esta cuestión, en vez de hacerlo por 
inferencia, cuando se redactó e l  Pacto hace más de 2 5  años. Los 
instrumentos internacionales de derechos humanos más recientes, en cambio, 
tratan específicamente de esta cuestión. Entre estos últimos instrumentos 
figura la Convención sobre los Derechos del Niño (art. 23); la Carta Africana 
de Derechos Humanos y de los Pueblos (párrafo 4 del artículo 18); y el 
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
en materia de derechos económicos, sociales y culturales (art. 18). O sea 
que en la actualidad está ampliamente aceptado que los derechos humanos 
de las personas con discapacidad tienen que ser protegidos y promovidos 
mediante programas, normas y leyes generales, así como programas, normas 
y leyes de finalidad especial. 

7. De conformidad con este enfoque, la comunidad internacional ha afirmado 
su voluntad de conseguir el pleno disfrute de los derechos humanos para 
las personas con discapacidad en los siguientes instrumentos: a) el Programa 
de Acción Mundial para los Impedidos, que ofrece una estructura normativa 
encaminada a promover medidas eficaces para la prevención de la incapacidad, 
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la rehabilitación y la realización de los objetivos de " participación plena" 
[de los impedidos) en la vida social y el desarrol lo,  y de igualdad'; 
b) las Directrices para el establecimiento y desarrollo de comités nacionales 
de coordinación en la esfera de la discapacidad u órganos análogos. que 
se aprobó en 19908; e) los Principios para la protección de los enfermos 
mentales y para el mejoramiento de la atención de la salud mental, que se 
aprobaron en 19919; d) las Normas Uniformes sobre lo igualdad de 
oportunidades paro las personas con discapacidad (que en adelante se 
denominarán "Normas Uniformes" en el presente documento), que se 
adoptaron en 1993 y cuya finalidad es garantizar que todas las personas 
que padezcan discapacidad "puedan tener 105 mismos derechos y obligaciones 
que los demás" lo. Las Normas Uniformes son de gran importancia y 
constituyen una guía de referencia particularmente valiosa para identificar 
con mayor precisión las obligaciones que recaen en los Estados Partes en 
virtud del Pacto. 

1 .  Obligaciones generales de los Estados Partes 

8. Las Naciones Unidas han calculado que en el mundo actual hay más 
de 500 millones de personas con discapacidad. De esa cifra, el 80'rD viven 
en zonas rurales de países en desarrollo. El 70% del total se supone que 
no tiene acceSo o tiene acceso limitado a los servicios que necesitan. 
Por consiguiente, la obligación de mejorar la situación de las personas con 
discapacidad recae directamente en cada Estado Parte del Pacto. Los medios 
que se elijan para promover la plena realización de los derechos económicos, 
sociales y culturales de ese grupo variarán inevitablemente y en gran medida 
según los países, pero no hay un solo país en el que no se necesite desarrollar 
un esfuerzo importante en materia normativa y de programas! 1, 

9. La obligación de los Estados Partes en el Pacto de promover la realización 
progresiva de los derechos correspondientes en toda la medida que lo 

1 Programa de Acci6n Mundial para los Impedidos (véase la nota 3 supra), párr. l. 

• A/C.3/46/4, anexo I. También est6 1:1'1 1:1 informe sobrl: la Rl:unión Intl:rnacional sobrl: 1:1 
papel y los funciones de los comités nacior'ICIles de coordinación en la esfero de la discapacidad 
en los países en desarrollo, Beijing, 5 a 11 de noviembre de 1990 (CSDHAlDDP/NDC/4). Véase 
tombié:n la resolución 199118 del ConuJo Económico y Social, y la resoluci6n 46/96 de Jo 
Asamblea General. de 16 de diciembre de 1991. 

, Resolución 46/119 de lo Asamblea Genl:ral, de 17 de diciembre dI: 1991. anexo. 

10 Normas Uniformes (véase lo noto 6 supra). Introducción, párr. 15. 

11 Al47/415, passim. 
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permitan sus recursos disponibles exige claramente de los gobiernos que 
hagan mucho más que abstenerse sencillamente de adoptar medidas que 
pudieran tener repercusiones negativas para las personas con discapacidad. 
En el caso de un grupo tan vulnerable y desfavorecido, la obligación consiste 
en adoptar medidas positivas para reducir las desventajas estructurales 
y para dar el trato preferente apropiado a las personas con discapacidad, 
a fin de conseguir los objetivos de la plena participación e iguoldad dentro 
de la sociedad para todas ellas. Esto significa en la casi totalidad de los 
casos que se necesitarán recursos adicionales para esa finalidad, y que se 
requerirá la adopción de una extensa gama de medidas elaboradas 
especialmente. 

10. Según un informe del Secretario General, la evolución en los países 
desarrollados y en los países en desarrollo durante el último decenio ha 
sido particularmente desfavorable desde el punto de vista de las personas 
con discapacidad: 

••... el actual deterioro de la situación económica y social, caracterizado 
por tasas de crecimiento bajas, altos índices de desempleo, reducción 
de los gastos públicos y programas de ajuste estructural y p,'ivatización 
en curso, ha repercutido negativamente en los programa y servicios ... 
De continuar las tendencias negativas actuales, existe el peligro de 
que [las personas con discapacidad] se vean cada vez más marginadas 
socialmente, en la medida en que se les preste o no apoyo especial."12 

Como el Comité ha podido ya observar (Observación general N° 3 (quinto 
período de sesiones, 1990), párr. 12), la obligación de los Estados Partes 
de proteger a los miembros vulnerables de sus respectivas sociedades 
reviste una importancia más bien mayor que menor en momentos de grave 
escasez de recursos. 

11.  En vista de que los gobiernos de todo el mundo se orientan cada vez más 
hacia políticas basadas en los mercados, procede subrayar en dicho contexto 
algunos aspectos de las obligaciones de los Estados Partes. Uno de ellos 
es la necesidad de conseguir que no solamente los sectores públicos, sino 
también los privados, Se mantengan dentro de limites apropiados, acatando 
la ob l igación de velar por el trato equitativo de las personas con 
discapacidad. En un contexto en el que las disposiciones adoptadas para 
la prestación de servicios públicos revisten cada vez más frecuentemente 
carácter privado y en el que el mercado libre adquiere una preeminencia 

Il Ibid .. párr. 5. 
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cada vez mayor, es esencial que el empleador privado. el proveedor de 
artículos y servicios privado, y otras entidades no públicas queden sometidos 
o las mismas normas de no discriminación e igualdad en relación con las 
personas con discapacidad. En circunstancias en que dicha protección no 
se extiende a otras esferas que no sean la esfera pública, la capacidad 
de las personas con discapacidad para participar en la gama principal de 
actividades comunitarias y para realizar todas sus posibilidades como 
miembros activos de la sociedad quedol'ó limitada gravemente y a menudo 
arbitrariamente. Esto no quiere decir que las medidas legislativas sean 
siempre la forma más eficaz de luchar contra la discriminación en la esfera 
privada. Par ejemplo, las Normas Uniformes destacan particularmente que 
los Estados IIdeben adoptar medidas para hacer que la sociedad tome mayor 
conciencia de las personas con discapacidad, sus derechos, sus necesidades, 
sus posibilidades y su contribución"I). 

12. S i  los gobiernos no intervienen, habrá siempre casos en los que el 
funcionamiento del mercado libre produzca resultados poco satisfactorios 
para las personas con discapacidad, a título individual o como grupo, y en 
dichas circunstancias incumbe a los gobiernos el interver:ir y tomar medidas 
apropiadas para moderar, suplementar, contrarrestar o superar los 
resultados de las fuerzas del mercado. De forma análoga, aunque es 
adecuado que los gobiernos confíen en grupos privados y voluntarios para 
ayudar de diversas formas a las personas con discapacidad, ese tipo de 
arreglos no absolverán nunca a los gobiernos de su obligación de conseguir 
que se cumplan plenamente las obligaciones asumidas con arreglo al Pacto. 
Como se declara en el Programa de Acción Mundial para los Impedidos, 
1110 responsabilidad definitiva para poner remedio a las condiciones que 
llevan o la discapacidad y para tratar las consecuencias de lo discapacidad 
queda en manos de los gobiernos"I •. 

2 .  Medios de aplicación 

1 3 .  Los métodos que han de seguir los Estados Partes para esforzarse por 
cumplir los obligaciones que les impone el Pacto respecto de las personas 
con discapacidad son esencialmente los mismos que los que existen en 
relación con otros obligaciones (véase la Observación general N° 1 (tercer 
período de sesiones, 1989» . Entre ellas figuro la necesidad de determinar, 
mediante uno fiscalización regular, la naturaleza y el ámbito de los 

11 Normas Uniformu ('.liase la nota 6 S,W2tg). arto 1. 

•• Programa de Acción Mundial para los Impedidos (véase la nota 3 s.J,WfiI). pórr. 3. 
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problemas que se plantean en el Estado; la necesidad de adoptar programas 
y políticas debidamente adaptados a los necesidades que se hayan 
determinado de dicha manera; la necesidad de formular legislación cuando 
sea necesario y de suprimir todas las normas vigentes que sean 
discrim inatorias; y la necesidad de hacer las consignaciones 
presupuestarias apropiadas o, cuando sea preciso, de recabar la asistencia 
y cooperación internacionales. En relación con esta último cuestión, la 
cooperación internacional de conformidad con los artículos 22 y 23 del 
Pacto será probablemente un elemento particularmente importante para 
lograr que algunos países en desarrollo cumplan sus obligaciones con arreglo 
al Pacto, 

14. Además, la comunidad internacional ha reconocido en todo momento que 
la adopción de decisiones y la aplicación de programas en esta esfera deben 
hacerse a base de estrechas consultas con grupos representativos de las 
personas interesadas, y con la participación de dichos grupos. Por esa 
razón las Normas Uniformes recomiendan que se haga todo lo posible por 
facilitar el establecimiento de comités nacionales de coordinación, o de 
órganos análogos, para que actúen como puntos de convergencia respecto 
de las cuestiones relativas a la discapacidad. De esta manera los gobiernos 
tendrían en cuenta las Directrices de 1990 para el establecimiento y 
desarrollo de comités nacionales de coordinación en la esfera de la 
discapacidad u órganos análogos!5. 

3 .  Obligación de el iminar la discriminación por motivos de 
discapacidad 

15. La discriminación, de jure o de facto, contra las personas con discapacidad 
existe desde hace mucho tiempo y reviste formas diversas, que van desde 
la discriminación directa, como por ejemplo la negativa a conceder 
oportunidades educativas, a formas más "sutiles" de discriminación, como 
por ejemplo la segregación y el aislamiento conseguidos mediante la 
imposición de impedimentos físicos y sociales. A los efectos del Pacto, 
la "discriminación fundada en la discapacidad" puede definirse como una 
discriminación que incluye toda distinción, exclusión, restricción o 
preferencia, o negativa de alojamiento razonable sobre la base de la 
discapacidad, cuyo efecto es anular u obstaculizar el reconocimiento, el 
disfrute o el ejercicio de derechos económicos, sociales o culturales. 
Mediante la negligencia, Jo ignorancia, los prejuicios y falsas suposiciones, 

15 Véase la nota 8 supra. 
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así como mediante la exclusión, la distinción o la separación, las personas 
con discapacidad se ven muy a menudo imposibil itadas de ejercer sus 
derechos económicos, sociales o culturales sobre uno base de igualdad 
con las personas que no tienen discapacidad. Los efectos de la 
discriminación basada en la discapacidad han sido particularmente graves 
en las esferas de lo educación, el empleo, la vivienda, el transporte, la 
vida cultural, y el acceso o lugares y servicios públicos. 

16. A pesar de que en el último decenio se han conseguido algunos progresos 
por lo que se refiere a la legislaciónl6 , la situación jurídico de los personas 
con discapacidad sigue siendo precaria, A f i n  de remediar las 
discriminaciones pasadas y presentes, y para prevenir futuras 
discriminaciones, parece indispensable adoptar en prácticamente todos 
los Estados Partes una legislación amplia y antidiscriminatoria en relación 
con la discapacidad. Dicha legislación no solamente debería proporcionar 
o los personas con discapacidad lo posibilidad de recurso judicial en la 
medida de lo posible y apropiado, sino que brindaría asimismo programas 
de política social que permitirían que las personas con discapacidad pudieran 
l levar una vida integrada, independiente y de libre determinación, 

17. Los medidas contra la discriminación deberían basarse en el principio de 
la igualdad de derechos para las personas con discapacidad y para las 
personas que no tienen discapacidad, que, según se dice en el Programa 
de Acción Mundial para los Impedidos, "significa que las necesidades de 
todo individuo son de la misma importancia, que estas necesidades deben 
constituir la base de la planificación de las sociedades, y que todos los 
recursos deben emplearse de tal manera que garanticen una oportunidad 
igual de participación a cada individuo. Las políticas en materia de 
incapacidad deben asegurar el acceso de los impedidos a todos los servicios 
de la comunidad"17. 

18. Como hay que adoptar medidas apropiadas para eliminar la discriminación 
existente y para establecer oportunidades equitativas para las personas 
con discapacidad, las medidas que se adopten no serán consideradas 
discriminatorias en el sentido del párrafo 2 del artículo 2 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales mientras se 
bosen en el principio de la igualdad y se utilicen únicamente en la medida 
necesaria para conseguir dicho objetivo. 

l. Vé.au A./47/415, párrs. 37 y 38. 

11 Programa d� Acción Mundial para los Imp�didos ("ias� lo nota 3 supra), pórr. 25. 
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4. Disposiciones específicas del Pacto 

A. Artículo 3 - Igualdad de derechos para hombres y mujeres 

19. A las personas con discapacidad se las trata a veceS como si no 
pertenecieran a ninguno de los dos sexos. Como resultado de ello, a menudo 
se pasa por alto la doble discriminación que padecen las mujeres con 
discapacidadl8 . A pesar de los frecuentes llamamientos de la comunidad 
internacional para que se preste especial atención a su situación, han sido 
muy escasos los esfuerzos desarrollados durante el Decenio. El abandono 
de la mujer con discapacidad se menciona varias veces en el informe del 
Secretario General sobre la aplicación del Programa de Acción MundiaP9. 
En consecuencia, el Comité insta a los Estados Partes a que se ocupen de 
la situación de las mujeres con discapacidad. y a que en el futuro se dé 
alta prioridad a la aplicación de programas relacionados con los derechos 
económicos. sociales y culturales. 

B. Artículos 6 a 8 - Derechos relacionados con el trabajo 

20. La esfera del empleo es una de las esferas en las que la discriminación 
por motivos de discapacidad ha sido tan preeminente como persistente. 
En la mayor parte de los países la tasa de desempleo entre las personas 
con discapacidad eS de dos a tres veces superior a la tasa de desempleo 
de las personas sin discapacidad. Cuando se emplea a personas con 
discapacidad, por lo general se les ofrece puestos de escasa remuneración 
con poca seguridad social y legal Y a menudo aislados de lo corriente principal 
del mercado del trabajo. Los Estados deben apoyar activamente la 
integración de personas con discapacidad en el mercado laboral ordinario. 

21. El "derecho de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida 
mediante un trabajo l ibremente escogido o aceptado!! (párrafo 1 del 
artículo 6) no se lleva a la práctica en los casos en que la único verdadera 
oportunidad que tienen los trabajadores con discapacidad consiste en 
trabajar en los denominados talleres o lugares IIprotegidos" en condiciones 
inferiores a las normales. Los arreglos mediante los cuales las personas 
que padezcan determinadas clases de discapacidad quedan realmente 
limitadas a desempeñar determinadas ocupaciones o a fabricar determinados 
artículos pueden violar el mencionado derecho. De manero análogo, o la 
luz del párrafo 3 del principio 13 de los Principios para la protección de 

It E/CN.4/Sub.211991131 (véase. 'o noto 1 �). párr. 140. 

19 A/47/415. párrs. 35, 46. 74 Y 77. 
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los enfermos mentales y para el mejoramiento de la atención de la salud 
mental20, un tratamiento terapéutico en instituciones, que equivalga 
prácticamente a trabajos forzados, también es incompatible con el Pacto. 
A este respecto, conviene tener en cuenta la prohibición de los trabajos 
forzados que se hace en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos. 

22. Según las Normas Uniformes, las personas con discapacidad, tanto si viven 
en zonas rurales como si viven en zonas urbanas, han de tener las mismas 
oportunidades de empleo productivo y remunerado en el mercado de 
trabaj021. Para que sea así, es particularmente importante que se eliminen 
todos los obstáculos artificiales a la integración en general y al empleo 
en particular. Como ha indicado la Organización Internacional del Trabajo, 
muy a menudo son las barreras materiales que la sociedad ha erigido en 
esferas como el transporte, la vivienda y el puesto de trabajo las que se 
citan como justificación para no emplear a las personas con discapacida(fl . 
Por ejemplo, mientras los lugares de trabajo estén organizados y construidos 
de forma que les hagan inaccesibles a las personas que se desplazan en 
s i l las de ruedas, los empleadores estarán en condiciones de poder 
"justificar" su imposibilidad de emplear a los usuarios de dichas sillas. 
Los gobiernos deben desarrollar también políticas que promuevan y regulen 
disposiciones laborales flexibles y alternativas que permitan atender 
razonablemente las necesidades de los trabajadores con discapacidad. 

23. De igual manera, el hecho de que los gobiernos no puedan ofrecer medios 
de transporte que sean accesibles a las personas con discapacidad reduce 
sobremanera las posibilidades de que esas personas puedan encontrar 
puestos de trabajo adecuados e integrados, que les permitan beneficiarse 
de las posibilidades de capacitación educativa y profesional, o de que se 
desplacen a instalaciones de todo tipo. De hecho, la existencia de 
posibilidades de acceso a formas de transporte apropiadas y, cuando sea 
necesario, adaptadas especialmente, es de importancia capital para que 
las personas con discapacidad puedan realizar en la práctica todos los 
derechos que se les reconoce en el Pacto. 

24. La "orientación y formación tecnicoprofesional" que requiere el párrafo 2 
del artículo 6 del Pacto deben reflejar las necesidades de todas las personas 
con discapacidad, deben tener lugar en condiciones integradas, y deben 

10 VieSE. lo noto 9 supra. 

11 Normas Uniforme.s (véase lo nota 6 supra), orto 7. 

u véase. A/CONF.1571PC/61/Add.10. póg. 12. 
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planif icarse y l levarse a la práctica con la plena participación de 
representantes de personas con discapacidad. 

25. El derecho "al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias" 
(art. 7) se aplica a todos los trabajadores con discapacidad, tanto si 
trabajan en instalaciones protegidas como si trabajan en el mercado laboral 
l i bre. Los trabajadores con discapacidad no deben ser objeto de 
discriminación por lo que se refiere a sus salarios u otras condiciones si 
su labor es igual a la de los demás trabajadores. Los Estados Partes tienen 
la obl igación de velar por que no se utilice a la discapacidad como disculpa 
para instituir bajos niveles de protección laboral o para pagar salarios 
inferiores al salario mínimo. 

26. Los derechos sindicales (art. 8) se aplican también a los trabajadores 
con discapacidad, independientemente de que trabajen en lugares 
especiales o en el mercado laboral libre. Además, el artículo 8, leído 
en conjunción con otros derechos como el derecho a la l ibertad de 
asociación, sirve para destacar la importancia del derecho de las personas 
con discapacidad para constituir sus propias organizaciones. Si esas 
organizaciones han de ser efectivas para "promover y proteger [los] 
intereses económicos y sociales" (párrafo 1 del artículo 8) de dichas 
personas, los órganos gubernamentales y demás órganos deben consultarlas 
regularmente en relación con todas las cuestiones que les afecten; quizá 
Sea necesario también que reciban apoyo financiero y de otra índole para 
asegurar su viabil idad. 

27. La Organización Internacional del Trabajo ha elaborado instrumentos 
valiosos y completos con respecto o los derechos laborales de los personas 
con disclJpacidad, incluyendo en particular el Convenio N° 159 (1983) sobre 
la readaptación profesional y el empleo de personas inválidasll . El Comité 
estimula a los Estados Partes en el Pacto o que estudien la posibilidad 
de ratificar ese Convenio. 

C. Artículo 9 - Seguridad social 

28. Los regímenes de seguridad social y de mantenimiento de los ingresos 
revisten importancia particular para las personas con discapacidad. Como 
se indica en las Normas Uniformes, "Los Estados deben velar por asegurar 

l) Viase. también lo recome.ndación N° 99 (1955) relativo o lo readaptación profe.sionol de los 
invólidos, y la recome.ndaciÓn N" 168 (1983) relativa o lo readaptación profesional y e.1 empleo 
de personas inválidas. 
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la prestación de apoyo adecuado en materia de ingresos a las personas 
con discapacidad que, debido a la discapacidad o a factores relacionados 
con ésta, hayan perdido temporalmente sus ingresos, reciban un ingreso 
reducido o se hayan visto privadas de oportunidades de empleou24• Dicho 
apoyo debe reflejar las necesidades especiales de asistencia y otros gastos 
asociados a menudo con la discapacidad. Además, en la medida de lo posible, 
el apoyo prestado debe abarcar también a las personas (que en su inmensa 
mayoría son mujeres) que se ocupan de cuidar a personas con discapacidad. 
las personas que cuidan a otras personas con discapacidad, incluidos los 
famil iares de estas últimas personas, se hallan a menudo en la urgente 
necesidad de obtener apoyo financiero como consecuencia de su labor 
de ayuda2!1 . 

29. El ingreso de las personas con discapacidad en instituciones, de no ser 
necesario por otras razones, no debe ser considerado como sustitutivo 
adecuado de los derechos a la seguridad social y al mantenimiento del 
ingreso de dichas personas. 

D. Artículo 10 - Protección de lo fomi/ia, de los madres y los mños 

30. En el caso de las personas con discapacidad, el requisito del Pacto de que 
se preste Uprotección y asistencia" a la familia significa que hay que hacer 
todo lo que Se pueda a fin de conseguir que dichas personas vivan con 
sus familias, si  así lo desean. El artículo 10 implica también, con arreglo 
a los principios generales del derecho internacional en materia de derechos 
humanos, que las personas con discapacidad tienen der�cho a casarse y a 
fundar su propia familia. A menudo se ignoran o Se niegan esos derechos, 
especialmente en el caso de las personas con discapacidad mentafZ6 • En este 
y otros contextos, el término "familia" debe interpretarse ampliamente 
y de conformidad con las costumbres locales apropiadas. los Estados Partes 
deben velar por que las leyes y las prácticas y políticas sociales no impidan 
la realización de esos derechos. las personas con discapacidad deben tener 
acceso a los servicios de asesoramiento necesarios, a fin de poder realizar 
sus derechos y cumplir sus obl igaciones dentro de la familia27• 

l� Normas UniformEs (véaSE lo noto 6 supra), arto 8, párr. 1. 

H Véase A/47/415. párr. 78. 

tto Véase E/CN.4/Sub.2/1991131 (viase la nota 1 supra), párrs. 190 y 193. 

t1 Véase el Programa de Acción Mundial para los Impedidos (viase lo noto 3 supra). pérr. 74. 
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31. Las mujeres con discapacidad tienen derecho también a protección y apoyo 
en relación con la maternidad y el embarazo. Como se declara en las Normas 
Uniformes, "Las personas con discapacidad no deben Ser privadas de la 
oportunidad de experimentar su sexualidad, tener relaciones sexuales o 
tener hijos"ls . Esas necesidades y esos deseos deben reconocerse, y debe 
tratarse de ellos en los contextos del placer y la procreación. En todo 
el mundo es frecuente que se denieguen esos derechos a los hombres y 
las mujeres con discapacidadl9 . En el caso de Jas mujeres con discapacidad, 
una operación de esterilización o de aborto sin haber obtenido previamente 
su consentimiento, dado con conocimiento de causa, constituirá una grave 
violación del párrafo 2 del artículo 10. 

32. Los niños con discapacidad son especialmente vulnerables a la explotación, 
los malos tratos y la falta de cuidado y tienen derecho a una protección 
especial, de conformidad con el párrafo 3 del artículo 10 del Pacto 
(reforzado por las disposiciones correspondientes de la Convención sobre 
los Derechos del Niño). 

E. Artículo 11 - Derecho a un nivel de vida adecuado 

33. Además de la necesidad de conseguir que las personas con discapacidad 
tengan acceso a una alimentación adecuada, una vivienda accesible y otras 
necesidades materiales básicas, es indispensable también lograr que haya 
"servicios de apoyo ... incluidos los recursos auxiliares", para su util ización 
por las personas con discapacidad, "a fin de ayudarles a aumentar su nivel 
de autonomía en su vida cotidiana y a ejercer sus derechos"30. El derecho 
a disponer de ropa adecuada también reviste especial significación si se 
trata de personas con discapacidad que tienen necesidades especiales en 
materia de ropa para poder desempeñarse plena y eficazmente en la 
sociedad. Siempre que sea posible, debe prestarse también asistencia 
personal apropiada a este respecto. Dicha asistencia debe prestarse de 
forma que se respeten plenamente los derechos humanos de la persona o 
personas de que se trate. De forma análoga, como ya ha indicado el Comité 
en el párrafo 8 de su Observación general N° 4 (sexto período de sesiones, 
1991), el derecho a una vivienda adecuada incluye el derecho a una vivienda 
que sea accesible, en el caso de las personas con discapacidad. 

11 Normas Uniformes (véase. la noto 6 supra). arto 9, párr. 2. 

19 Véase. E/CN.6/199112, párrs. 14 y 59 o 68. 

JO Normas Uniformes (viou lo nota 6 supra). arto 4. 
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F. Artículo 12 - Derecho al d,sfrute de salud f(sica y mentol 

34. Según las Normas Uniformes, "Los Estados deben velar por que las personas 
con discapacidad, en particular lactantes y niños, reciban atención médica 
de igual calidad y dentro del mismo sistema que los demás miembros de 
la sociedad"l!. El derecho a la salud física y mental implica también el 
derecho o tener acceso a los servicios médicos y sociales -incluidos los 
aparatos ortopédicos- y a beneficiarse de dichos servicios, para que las 
personas con discapacidad puedan ser autónomas, evitar otras 
discapacidades y promover su integración sociof32 .  De manera análoga, 
esas personas deben tener a su disposición servicios de rehabilitación a 
fin de que logren "alcanzar y mantener un nivel óptimo de autonomía y 
movil idad"ll . Todos los servicios mencionados deben prestarse de forma 
que las personas de que se trate puedan conservar el pleno respeto de 
sus derechos y de su dignidad. 

G. Artículos 13 y 14 - Derecho o lo educación 

35. En la actualidad, los programas escolares de muchos países reconocen que 
la mejor manera de educar a las personas con discapacidad consiste en 
educarlas dentro del sistema general de educación34• Por su parte, las 
Normas Uniformes estipulan que "los Estados deben reconocer el principio 
de la igualdad de oportunidades de educación en 105 niveles primario, 
secundario y superior para los niños, los jóvenes y los adultos con 
discapacidad en entornos integrados"35. Para llevar a la práctica ese 
principio, los Estados deben velar por que los profesores estén adiestrados 
para educar a niños con discapacidad en escuelas ordinarias y se disponga 
del equipo y el apoyo necesarios para que las personas con discapacidad 
puedan alcanzar el mismo nivel de educación que las demás personas. Por 
ejemplo, en el caso de los niños sordos debería reconocerse al lenguaje 
de gestos como lenguaje al que los niños deberían tener acceso y cuya 
importancia debería reconocerse debidamente en su entorno,social general. 

JI Ibld., arto 2, párr. 3 . 

.u Vwe eJ párrafo 6 de la Declaración de los Derechos de los Impedidos (resoluci6n 3447 (XXX) 
de la Asamblea General, de 9 de diciembre de 1975). "y los pórrafos 95 a 107 del Programo 
de Acci6n Mundial paro los Impedidos (véase lo nota 3 supra). 

JI Normas Uniformes (véase lo nota 6 supra), arto 3. 

l. Véase A/47/415, pdrr. 73. 

n Normas Uniformes {véase. lo noto 6 supra}, orto 6. 
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H. Artículo 15 - Derecho a participar en la vida cultural y a gozar 
de los beneficios del progreso científico 

36. Las Normas Uniformes disponen que "Los Estados velarán por que las 
personas con discapacidad tengan oportunidad de utilizar su capacidad 
creadora, artística e intelectual, no solamente para su propio beneficio, 
sino también para enriquecer a su comunidad, tanto en las zonas urbanas 
como en las rurales. . .. Los Estados deben promover el acceso de las 
personas con discapacidad a los lugares en que se realicen actos culturales 
o en que se presten servicios culturales ... "]6. Lo mismo se aplica a los 
lugares de recreo, deporte y turismo. 

37. El derecho a la plena participación en la vida cultural y recreativa para 
las personas con discapacidad requiere también que se supriman en todo 
lo posible las barreras que se oponen a las comunicaciones. Las medidos 
de util idad a este respecto podrían incluir el "uso de libros sonoros, textos 
escritos en un idioma sencillo y con un formato claro y a colores para las 
personas con retardo mental, televisión y teatro adaptados poro los 
sordos"]7. 

38. Con objeto de facilitar la igualdad de participación de los personas con 
discapacidad en la vida cultural, los gobiernos deberíon informar y educar 
al público en general acerca de la discapacidad. En particular, hay que 
adoptar medidas para superar los prejuicios o las creencias supersticiosas 
contra los personas con discapacidad; por ejemplo, el caso de los que 
consideran que una persono t.piléptica está poseída por los espíritus o que 
un niño con discapacidad está sufriendo una forma de castigo impuesta a 
toda su familia. De manera análoga, debería educarse al público en general 
para que aceptase que las personas con discapacidad tienen tanto derecho 
como los demás a hocer uso de restaurantes. hoteles, centros recreativos 
y centros culturales. 

)6 Ibid., arto 10. pórrs. 1 y 2. 

17 M47/415. párr. 79. 
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6. Los derechos económicos; sociales y 
culturales de las personas mayores· 

1. Introducción 

1.  La población mundial está envejeciendo a un ritmo progresivo, 
verdaderamente espectacular. E l  número total de personas de 60 años y 
más pasó de 200 mil lones en 1950 a 400 mil lones en 1982 y se calcula que 
llegará a 600 millones en el año 2001 y a 1.200 millones en el año 2025, 
en el que más del 70'0 vivirá en los países que actualmente son países en 
desarrollo. El número de personas de 80 años y más, ha crecido y sigue 
creciendo a un ritmo aun más acelerado, pasando de 13 mil lones en 1950 a 
más de 50 millones en la actualidad, y se calcula que alcanzará los 137 millones 
en el año 2025. Es el grupo de población de crecimiento más rápido en 
todo el mundo, y, según Se calcula, Se habrá multiplicado por diez entre 
1950 y 2025, mientras que, en el mismo período, el número de personas 
de 60 años y más se habrá multiplicado por seis y la población total por 
algo más de tresl . 

2. Estas cifras reflejan la existencia de una revolución silenciosa, pero de 
imprevisibles consecuencias que ya está afectando, y afectará todavía más 
en el futuro, a las estructuras económicas y sociales de la sociedad, a escala 
mundial y en el ámbito interno de los países. 

3 .  La mayoría de los Estados Partes en el Pacto, en particular los países 
desarrollados, tienen que enfrentarse con la tarea de adaptar sus políticas 
sociales y económicas 01 envejecimiento de sus poblaciones, especialmente 
en el ámbito de la seguridad social. En  los países en vías de desarrollo, la 
falta o deficiencias de la seguridad social se ven agravadas con la emigración 
de la población más joven, que debilita el papel tradicional de la familia, 
principal apoyo para las personas de edad avanzada, 

2. Políticas aprobados internacionalmente en favor de las personas de edad 

4. En  1982 la Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento aprobó el Plan 
Internacional de Viena sobre el Envejecimiento. Este importante 

Comité d� d�r�chos �conómicos, sociales y cultural�s. Obs�rYOdón gen�rol No. 6 r�/Qt¡YO 
Q los d�r�chos �conóm¡cos, sociales y culturoles d� las �rsonas mayores. 13° período de 
sesiones 1995. Figuro en el documento E/19961Z2. 

I "Objetivos mundiales sobre el envejecimiento pora �I año 2001: Estrategia próctica-, i"forme 
del Secretario General (A/47/339), pórr. 5. 
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documento fue aprobado por la Asamblea General y constituye una guía muy 
útil, al señalar detalladamente las medidas que deben adoptar los Estados 
Miembros para garantizar los derechos de las personas mayores, en el ámbito 
de los derechos proclamados en los pactos de derechos humanos. 
Contiene 62 recomendaciones, muchas de las cuales están directamente 
relacionadas con el Pactol. 

5. En  1991, la Asamblea General aprobó los Principios de las Naciones Unidas 
en favor de las personas de edad que, debido a su carácter programático, 
constituyen también otro importante documento en este context03. Se divide 
en cinco secciones que se corresponden estrechamente con los derechos 
reconocidos en el Pacto. La "independencia" incluye el acceso a un alojamiento 
adecuado, comida, agua, vestido y atención a la salud. A estos derechos 
básicos se añade la oportunidad de realizar un trabajo remunerado y el 
acceso a la educación y o la formación. Por "participaciónu se entiende 
que las personas de edad deben participar activamente en la formulación 
y aplicación de las políticas que afecten a su bienestar y compartir sus 
conocimientos y aptitudes con las generaciones más jóvenes, y que puedan 
fundar movimientos o formar asociaciones. La sección titulada "cuidadosu 
proclama que las personas de edad deben gozar de atenciones familiares, 
contar con asistencia médica y poder disfrutar de los derechos humanos 
y las l ibertades fundamentales cuando se encuentren en residencias o 
instituciones de cuidados o de tratamientos. En  lo que se refiere a la 
Uautorrealización", los Principios proclaman que las personas de edad deben 
aspirar al pleno desarrollo de sus posibilidades mediante el acceso a los 
recursos educativos, culturales, espirituales y recreativos de sus respectivas 
sociedades. Por último, la sección titulada "dignidad" proclama que las 
personas de edad deben vivir con dignidad y seguridad y no sufrir 
explotaciones y malos tratos físicos y mentales, ser tratadas con decoro, 
con independencia de su edad, sexo, raza, etnia, discapacidad, situación 
económica o cualquier otra condición, y ser valoradas cualquiera que sea 
su contribución económica. 

6. E n  1992 la Asamblea aprobó ocho objetivos mundiales para el año 2001 y 
una guío breve para el establecimiento de objetivos nacionales. En diversos 

l Informe de lo Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento. Vi�na. 26 d� julio a 6 d� agosto 
de 1982. (publicación de las Naciones Unidas, N° d� venta: 5.8.82.I.16). 

1 Resoluci6n 46/91 d� la Asamblea Ge.neral de las Naciones Unidas, d� 16 d� diciembre de 1991, 
sobr� lo aplicaci6n del Plan de Acción Internacional de Viena sobre el Enve.jecimiento y 
actividades conexos, anexo. 
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aspectos importantes, estos objetivos mundiales sirven para reforzar las 
obl igaciones de los Estados Partes en el Pacto". 

7. También en 1992 y como conmemoración del lOl aniversario de la aprobación 
del Plan de Acción Internacional de Viena por la Conferencia sobre el 
Envejecimiento, la Asamblea General adoptó la "Proclamación sobre el 
Envejecimiento!', en la que se instaba a apoyar las iniciativas nacionales 
sobre el envejecimiento a fin de que se preste apoyo adecuado a las 
contribuciones, mayormente no reconocidas, que aportan las mujeres de 
edad a la sociedad y se aliente a los hombres de edad para desarrollar las 
capacidades sociales, educativas y culturales que no pudieron tal vez 
desarrollar durante los años en que debían ganarse la vida; se al ienta a 
todos los miembros de las familias a que presten cuidados, se amplíe la 
cooperación internacional en el contexto de las estrategias para alcanzar 
los objetivos mundiales del envejecimiento para el año 2001, y se proclama 
el año 1999 Año Internacional de las Personas de Edad en reconocimiento 
de la IImayoría de edad" demográfica de la humanidad' . 

8. Los organismos especializados de las Naciones Unidas, en especial la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), también han prestado su 
atención al problema del envejecimiento, en sus respectivas esferas de 
acción. 

3. Los derechos de las personas de edad en relación con el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

9. La terminología utilizada para identificar a las personas de edad es muy 
variada, incluso en los documentos internacionales: personas mayores, 
personas de edad avanzada, personas de más edad, tercera edad, ancianos 
y cuarta edad para los mayores de 80 años. El Comité opta por IIpersonas 
mayores", término utilizado en las resoluciones 47/5 y 8/98 de la Asamblea 
General (older persons, en inglés, personnes ógées, en francés). Estos 
calificativos comprenden, siguiendo las pautas de los servicios estadísticos 
de las Naciones Unidas, a las personas de 60 años y más. (En Eurostat, el 
servicio estadístico de la Unión Europea, se consideran personas mayores 
las de 65 años y mós, ya que los 65 años es la edad más común de jubilación, 
con tendencia a retrasarla) . 

.. ·Objdivos mundiales sobre el envejecimiento para el año 2001: estrategia próctico· (Al 
47/339), caps. nI y IV. 

� Resolución 47/5 de la Asamblea General, de 16 de octubre de 1992, ·Proc!omo:ción sobre el 
envejecimiento· . 
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10. El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales no  
contiene n inguno referencia explícito o los derechos de los personas de 
edad, excepto en el artículo 9, que dice lo siguiente: ulos Estados Portes 
en el presente Pacto reconocen el derecho de todo persono o lo seguridad 
social, inc/uso el seguro social" y en el que de formo implícito se reconoce 
el derecho o las prestaciones de vejez. Sin embargo, teniendo presente 
que las disposiciones del Pacto se aplican plenamente o todos los miembros 
de lo sociedad, es evidente que las personas de edad tienen derecho a 
gozar de todos los derechos reconocidos en el Pacto. Este criterio se 
recoge plenamente en el Plan de Acción Internacional de Viena sobre el 
Envejecimiento. Además, en lo medida en que el respeto de los derechos 
de los personas de edad exige la adopción de medidas especiales, el Pacto 
pide a los Estados Portes que procedan en ese sentido al máximo de sus 
recursos dispon ibles. 

11. Otro cuestión importante es determinar si la discriminación por rozones 
de edad está prohibida por el Pacto. Ni en el Pacto n i  en lo Declaración 
Universal de Derechos Humanos se hoce explícitamente referencia a la 
edad como uno de los factores prohibidos. En vez de considerar que se 
trota de una exclusión intencional, esta omisión se explica probablemente 
por el hecho de que, cuando se adoptaron estos instrumentos, el problema 
del envejecimiento de la población no ero tan evidente o tan urgente como 
en la actualidad. 

12. Ahora bien ,  este hecho no  es decisivo puesto que la discriminación basada 
en IIcualquier otra condición socialu podría interpretarse en el sentido que 
se aplica o la edad. El Comité observa que, si bien todavía no es posible 
llegar a la conclusión de que la discriminación por motivos de edad está 
en general prohibida por el Pacto, las situaciones en que se podría aceptar 
esto discriminación son muy ¡imitadas. Además, debe ponerse de relieve 
que el carácter de inaceptable de la discriminación contra las personas 
de edad se subraya en muchos documentos normativos internacionales y 
se confirmo en la legislación de la gran mayoría de Estados. En algunas 
de las pocas situaciones en que todavía se tolera esto discriminación, por 
ejemplo en relación con lo edad obligatoria de jubi lación o de acceso a la 
educación terciaria, existe uno clara tendencia hacia lo eliminación de estos 
obstáculos. El Comité considero que los Estados Partes deberían tratar 
de acelerar esta tendencia en lo medida de lo posible. 

13. Por consiguiente, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
es de la opin ión que los Estados Partes en el Pacto están obl igados a prestar 
especial atención o/ fomento y protección de los derechos económicos, 
sociales y culturales de las personas de edad. A este respecto, la propia 
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función del Comité adquiere más importancia por el hecho de que, a 
diferencia de otros grupos de población, tales como las mujeres y los niños, 
no existe todavía ninguna convención internacional general relacionada con 
los derechos de las personas de edad y no hay disposic iones obligatorias 
respecto de los diversos grupos de princ ipios de las Nac iones Unidas en 
esta materia. 

14. A l  finalizar su 13° período de sesiones, el Comité y anteriormente su 
predecesor, el Grupo de Trabajo de Expertos Gubernamentales del período 
de sesiones, habían examinado 144 informe iniciales, 70 segundos informes 
periódicos y 20 informes iniciales y periódicos sobre los artíc u los 
combinados 1 a 15. Este examen ha perm itido identificar muchos de los 
problemas que pueden plantearse al apl icar el Pacto en un número 
considerable de Estados Partes que representan todas las regiones del 
mundo, con diferentes sistemas políticos, socioeconómicos y culturales. 
E n  los informes examinados hasta la fecha no se han recogido de forma 
sistemática informaciones sobre la situac ión de las personas mayores, en 
lo que al cumplimiento del Pacto se refiere, salvo la informac ión, más o 
menos completa sobre el cumplimiento del artículo 9, relativa al derecho 
a la seguridad social. 

15. E n  1993, el Comité dedicó un día de debate general a este problema con 
el fin de orientar adecuadamente su actividad futura en la materia. Además, 
en recientes períodos de sesiones ha comenzado a dar m ucha  más 
importancia a la informac ión sobre 105 derechos de las personas mayores 
y en algunos casos sus debates han permitido obtener una informac ión 
muy valiosa. Sin embargo, el Comité observa que en la gran mayoría de 
los informes de los Estados Partes se sigue haciendo muy poca referencia 
a esta importante c uestión. Por consiguiente, desea indicar que, en el 
futuro, insistirá en que en los informes se trate de manera adecuada la 
situación de las personas mayores en relación con cada uno de los derechos 
reconocidos en el Pacto. Esta Observación general determina las cuestiones 
espec íficas que son pertinentes a este respecto. 

4. Obligaciones generales de los Estados Partes 

16. E l  grupo de las personas de edad es tan heterogéneo y variado como el 
resto de la población y depende de la situación económica y social del 
país, de factores demográficos, medioambientales, culturales y laborales 
y, del nivel individuo!. de la situac ión fam iliar, del grado de estudios, 
del medio urbano o rural y de la profesión de los trabajadores y de los 
jubilados. 

125 



17. Junto a personas de edad que gozan de buena salud y de una aceptable 
situación económico, existen muchas que carecen de medios económicos 
suficientes para subsistir, incluso en países desarrollados, y que figuran 
entre los grupos más vulnerables, marginales y no protegidos. En períodos 
de recesión y de reestructuración de la economía, las personas de edad 
corren mayores riesgos. Como ha puesto ya de relieve el Comité 
(Observación general N° 3 (1990), párr, 12), los Estados Portes tienen el 
deber de proteger a los miembros más vulnerables de la sociedad incluso 
en momentos de graves escaseces de recursos. 

18. Los métodos que los Estados Partes utilizan para cumplir las obl igaciones 
contraídas en virtud del Pacto respecto de las personas de edad serán 
fundamentalmente los mismos que los previstos para el cumplimiento de 
otras obl igaciones (véase la Observación general N° 1 (1989». Incluyen 
la necesidad de determinar, mediante una vigilancia regular, el carócter 
y el alcance de los problemas existentes dentro de un Estado, la necesidad 
de adoptar políticas y programas debidamente concebidos para atender 
las exigencias, la necesidad de legislar en caso necesario y de eliminar 
toda legislación discriminatoria, así como la necesidad de adoptar las 
disposiciones presupuestarias que correspondan o, según convenga, solicitar 
la cooperación internacional. Respecto de este último requisito, la  
cooperación internacional, de conformidad con los artículos 22 y 23 del 
Pacto, pueden resultar un elemento particularmente importante para que 
algunos países en desarrol lo cumplan las obligaciones contraídas en virtud 
del Pacto. 

19. A este respecto, cabe señalar a la atención el objetivo mundial N° 1 ,  
aprobado por l a  Asamblea General e n  1992, e n  e l  que S e  propugnan el 
establecimiento de infraestructuras nacionales de apoyo para impulsar, 
en los planes y programas nacionales e internacionales, las políticas y 
programas relacionados con el envejecimiento. A este respecto, el Comité 
observa que uno de los Principios de las Naciones Unidas para las Personas 
de Edad que los gobiernos debían incorporar a sus programas nacionales 
es que las personas de edad deben estar en situación de crear movimientos 
o asociaciones de personas de edad. 

5. Disposiciones específicas del Pacto 

Artículo 3 - Igualdod de derechos entre el hombre y lo mujer 

20. A tenor de lo dispuesto en el artículo 3 del Pacto, en el que se destaca 
el compromiso de los Estados Partes en "asegurar a los hombres y a las 
mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, sociales 
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y culturales", el Comité considera que los Estados Partes deberían prestar 
atención a las mujeres de edad avanzada que, por haber dedicado toda, 
o parte de su vida, a cuidar de su familia, sin haber desarrollado una 
actividad productiva que les haga acreedoras a percibir una pensión de 
vejez, o que no tengan tampoco derecho a percibir pensiones de viudedad, 
se encuentren en situaciones críticas de desamparo. 

21. Para hacer frente a tales situaciones y cumplir plenamente lo establecido 
en el artículo 9 del Pacto y en el párrafo 2 h) de la Proclamación sobre 
el Envejecimiento, los Estados Partes deberían establecer prestaciones 
de vejez no contributivas, u otras ayudas, para todas las personas, sin 
distinción de sexo, que al cumplir una edad prescrita, fijada en la legislación 
nacional, carezcan de recursos. Por la elevada esperanza de vida de las 
mujeres y por ser éstas las que, con mayor frecuencia, carecen de pensiones 
contributivas, serían ellas las principales beneficiarias. 

Artículos 6 a 8 - Derechos relacionados con el trabajo 

22. El artículo 6 del Pacto ins'ta a los Estados Partes a adoptar las medidas 
apropiadas para proteger el derecho de toda persona a tener la oportunidad 
de ganarse la vida mediante un trabajo l ibremente escogido o aceptado, 
Por ello, el Comité, teniendo en cuenta que los trabajadores mayores que 
no han alcanzado la edad de jubilación suelen tropezar con dificultades 
para encontrar y conservar sus puestos de trabajo, destaca la necesidad 
de adoptar medidas para evitar toda discriminación fundada en la edad, 
en materia de empleo y ocupació06. 

23. El derecho al "goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias", 
proclamado en el artículo 7 del Pacto, reviste particular relevancia en el 
entorno laboral de los trabajadores mayores para permitirles poder trabajar 
sin riesgos hasta su jubilación. Es aconsejable, en particular, emplear a 
trabajadores mayores habida cuenta de la experiencia y los conocimientos 
que poseen7, 

24. En los años anteriores a la jubilación, deberían ponerse en práctica 
programas de preparación para hacer frente a esta nueva situación, con 
la participación de las organizaciones representativas de empleadores y 
trabajadores y de otros organismos interesados. Tales programas deberían, 
en particular, proporcionar información sobre sus derechos y obl igaciones 

• Véase la rec.omendación N° 162 de lo OIT sobre trabajadores de edad, párl"s. 3 a 10. 

1 Ibid., pórrs. 11 a 19. 
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como pensionistas, posibil idades y condiciones de continuación de una 
actividad profesional, o de emprender actividades con carácter voluntario, 
medios de combatir los efectos perjudiciales del envejecimiento, facilidades 
para participar en actividades educativas y culturales y sobre la utilización 
del tiempo libre'. 

25. Los derechos protegidos en el artículo 8 del Pacto, es decir, los derechos 
sindicales, en particular después de la edad de jubi lación, deben ser 
apl icados a los trabajadores mayores. 

Artículo 9 - Derecho a la seguridad social 

26. El artículo 9 del Pacto prevé de manera general que los Estados Partes 
"reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social, inefuso el 
seguro social" , sin precisar la índole ni el nivel de la protección que debe 
garantizarse. Sin embargo, en el término "seguro socialu quedan incluidos 
de forma implícita todos los riesgos que ocasionen la pérdida de los medios 
de subsistencia por circunstancias ajenas a lo voluntad de las personas. 

27. De conformidad con el artículo 9 del Pacto y con las disposiciones de 
apl icación de los Convenios de la OIT sobre seguridad social -Convenio 
N° 102, relativo a la norma mínima de lo seguridad social (1952) y Convenio 
N° 128 sobre las prestaciones de invalidez, vejez y sobrevivientes (1967)­
los Estados Partes deben tomar las medidas adecuadas para establecer, 
con carócter general, sistemas de seguros de vejez obligatorios, a percibir 
a partir de una edad determinada, prescrita por las legislaciones nacionales. 

28. Conforme a lo dispuesto en ambos Convenios mencionados de la OIT y en 
la citada Recomendación N° 162, el Comité invita a los Estados Partes a 
fijar la edad de jubilación de manera flexible, de acuerdo con las actividades 
desempeñadas y la capacidad de las personas de edad avanzada, teniendo 
también en cuenta factores demogróficos, económicos y sociales. 

29. Para completar el mandato contenido en el artículo 9 del Pacto, los Estados 
Partes deberán garantizar la concesión de prestaciones de sobrevivientes 
y de orfandad, a la muerte del sostén de familia afiliado a la seguridad 
social o pensionista. 

30. Finalmente, para dar pleno cumplimiento al mandato del artículo 9 del Pacto, 
como yo se ha señalado en los párrafos 20 y 22, los Estados Portes deberán 
establecer, dentro de los recursos disponibles, prestaciones de vejez no 

• Ibíd., párr. 30. 
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contributivas u otras ayudas, para todas las personas mayores que, al cumplir 
la edad prescrita fijada en la legislación nacional, por no haber trabajado 
o no tener cubiertos los períodos mínimos de cotización exigidos, no tengan 
derecho a disfrutar de una pensión de vejez o de otra ayuda o prestación 
de la seguridad social y carezcan de cualquier otra fuente de ingresos. 

Artículo 10 - Protección a la familia 

31. De conformidad con el párrafo 1 del artículo 10 del Pacto y con las 
Recomendaciones Nos. 25 y 29 del Plan de Acción Internacional de Viena 
sobre el Envejecimiento, los Estados Partes deberán desplegar todos los 
esfuerzos necesarios para apoyar, proteger y fortalecer a las fam ilias y 
ayudarlas, de acuerdo con los valores culturales de cada sociedad, a atender 
a sus fami liares mayores dependientes o a su cargo. La Recomendación 
N° 29 al ienta a los gobiernos y a las organizaciones no gubernamentales 
a que establezcan servicios sociales de apoyo a las familias cuando existan 
personas mayores dependientes en el hogar y a que apliquen medidas 
especialmente destinadas a las fam ilias con bajos ingresos que deseen 
mantener en el hogar a familiares de edad con tales características. Estas 
ayudas deben también otorgarse a Jos personas que vivan solas y a las 
parejas de personas mayores que deseen permanecer en sus hogares. 

Artículo 11 - Derecho a un nivel de vida adecuado 

32. E l  principio 1 ,  de las Naciones Unidas en favor de Jas personas de edad, 
que inicia el capítulo correspondiente al derecho a la independencia, 
establece que: liLas personas de edad deberón tener acceso a alimentación, 
agua, vivienda, vestuario y atención de salud adecuados, mediante la provisión 
de ingresos, el apoyo de sus fam i l ias y de la comunidad y su propia 
autosuficiencia". El Comité estima de gran importancia este principio que 
reivindica para las personas mayores los derechos contenidos en el 
artículo 11 del Pacto. 

33. En Jos Recomendaciones Nos. 19 a 24 del Plan de Acción Internacional 
de Viena sobre el Envejecimiento se pone de relieve que la vivienda 
destinada a los ancianos es algo más que un mero albergue y que, además 
del significado material, tiene un significado psicológico y social que debe 
tomarse en consideración. Por ello, las politicas nacionales deben contribuir 
a que las personas de edad permanezcan en sus propios hogares, m ientras 
sea posible, mediante la restauración, el desarrollo y Jo mejora de sus 
viviendas y su adaptación a las posibilidades de acceso y de util ización 
por parte de las personas de edad (Recomendación N° 19). 
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La Recomendación N° 20 pone el acento en la necesidad de que en la 
legislación y en la planificación en materia de desarrollo y reconstrucción 
urbana se preste especial atención a los problemas de las personas de 
edad para contribuir a su integración social, y según la Recomendación 
N° 22, que se tenga en cuenta la capacidad funcional de los ancianos para 
facilitarles un entorno adecuado y la movilidad y la comunicación mediante 
el suministro de medios de transporte adecuados. 

Artículo 12 - Derecho a la salud física y mental 

34. Para hacer efectivo a las personas mayores el derecho al disfrute de un 
nivel satisfactorio de salud física y mental, acorde con lo dispuesto en 
el párrafo 1 del artículo 12 del Pacto, los Estados Partes deben tener en 
cuenta el contenido de las Recomendaciones Nos. 1 a 17 del Plan de Acción 
Internacional de Viena sobre el Envejecimiento que se dedican íntegramente 
o proporcionar orientaciones sobre la política sanitaria dirigida a preservar 
la salud de estas personas y comprende una visión integradora, desde la 
prevención y lo rehabilitación, hasta la asistencia a los enfermos terminales. 

35. Es evidente que no puede abordarse la incidencia, cada vez mayor, de las 
enfermedades cronicodegenerativas y los elevados costos de hospitalización, 
solamente mediante la medicino curativa. A este respecto, los Estados 
Partes deberían tener presente que mantener la salud hasta la vejez exige 
inversiones durante todo el ciclo vital de los ciudadanos, básicamente a 
través de la promoción de estilos de vida saludables (alimentación, ejercicio, 
eliminación del tabaco y del alcohol, etc.). La prevención, mediante controles 
periódicos, adaptados o las necesidades de las mujeres y de los hombres 
de edad, cumple un papel decisivo; y también lo rehabilitación, conservando 
la funcionalidad de las personas mayores, con la consiguiente disminución 
de costos en las inversiones dedicadas a la asistencia sanitaria y a los 
servicios sociales. 

Artículos 13 a 15 - Derecho a la educación yo la cultura 

36. El párrafo 1 del artículo 13 del Pacto reconoce el derecho de toda persona 
a la educación. En el caso de las personas mayores este derecho debe 
contemplarse en dos direcciones distintas y complementarias: a) derecho 
de las personas de edad a beneficiarse de los programas educativos, y 
b) aprovechamiento de los conocimientos y de la experiencia de las personas 
mayores en favor de las generaciones más jóvenes. 

37. Respecto o la primera, los Estados Partes deberían considerar: 
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a) las Recomendaciones contenidas en el principio 16 de las Naciones 
Unidas sobre las personas de edad: liLas personas de edad deberán 
tener acceso a programas educativos y de formación adecuados" y ,  en 
consecuencia, facilitarles, de acuerdo con su preparación, aptitudes y 
motivaciones, el acceso a los distintos niveles del ciclo educativo, 
mediante la adopción de medidas adecuadas para facil itarles la  
alfabeti2ación, educación permanente, acceso a la  universidad, etc., y 
b) la Recomendación N° 47 del Plan de Acción Internacional de Viena 
sobre el Envejecimiento en la que, de acuerdo con el concepto de la 
UNE seo sobre educación permanente, promulgada por la Organización 
de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
(UNESCO), se recomienda promover programas para personas mayores 
no estructurados, basados en la comunidad y orientados al esparcimiento, 
con el fin de desarrollar su sentido de autosuficiencia, así como la 
responsabilidad de la comunidad respecto de las personas de edad, 
programas que deben contar con el apoyo de los gobiernos nacionales 
y de las organizaciones internacionales. 

38. En lo que se refiere al aprovechamiento de los conocimientos y de la 
experiencia de las personas mayores, a que se hace referencia en el capítulo 
referente a la educación del Plan de Acción Internacional de Viena sobre 
el Envejecimiento (párrs. 74 y 76), Se destaca el importante papel que 
todavía en la actualidad desempeñan las personas mayores y los ancianos 
en la mayoría de las sociedades, ya que son los encargados de transmitir 
la información, los conocimientos , las tradiciones y los valores y que no 
debe perderse esta importante tradición. Por ello, el Comité valora 
especialmente el mensaje contenido en la Recomendación N° 44 de dicho 
Plan: " Deben establecerse programas de educación en los que las personas 
de edad sean los maestros y transmisores de conocimientos, cultura y 
valores espirituales". 

39. En los aportados al y bl del párrafo 1 del artículo 15 del Pacto se señala 
el compromiso de los Estados Partes de reconocer el derecho de toda 
persona a participar en la vida cultural y a gozar del progreso científico 
y de sus aplicaciones. A este respecto, el Comité encomiendo a los Estados 
Partes que tomen en consideración las recomendaciones contempladas en 
los Principios de las Naciones Unidas en favor de los personas de edad, 
en particular el principio 7: liLas personas de edad deberán permanecer 
integradas en la sociedad, participar activamente en la formulación y la 
aplicación de las políticas que afecten directamente a su bienestar y poder 
compartir sus conocimientos y pericias con las generaciones más jóvenes"; 
y el principio 16: "Las personas de edad deberán tener acceso a los recursos 
educativos, culturales , espirituales y recreativos de la sociedad". 

13 1 



DUKlt05 EcoNoMICO$, Socw.t:s y CUlT\IIW..ES 

40. En esta misma línea, la Recomendación N° 48 del Plan de Acción 
Internacional de Viena sobre el Envejecimiento insta a los gobiernos y a 
las organizaciones internacionales a apoyar programas encaminados a lograr 
un mayor y más fácil acceSo físico a instituciones culturales y recreativas 
(museos. teatros, salas de conciertos, cines, etc.). 

41. La Recomendación � 50 pone el acento en la necesidad de que los gobiernos, 
las organizaciones no gubernamentales y los propios interesados (es decir, 
las personas mayores) desplieguen esfuerzos tendientes a superar imágenes 
estereotipadas negativas que presenten Q las personas moyores como 
personas que padecen problemas físicos y psicológicos, que son incapaces 
de funcionar independientemente y que no desempeñan ningún papel ni  tienen 
ningún valor para la sociedad. Estos esfuerzos en los que deben colaborar 
los medios de comunicación y las instituciones educacionales son necesarios 
e indispensables para lograr una sociedad que abogue por la efectiva 
integración de las personas mayores. 

42. Finalmente, en lo que se refiere al derecho a gozar del progreso científico 
y de sus aplicaciones, los Estados Partes deberían tener en cuenta las 
Recomendaciones Nos. 60, 61 Y 62 del Plan de Acción Internacional de Viena 
y hacer esfuerzos por promover la investigación en los aspectos biológico, 
mental y social y las formas de mantener la capacidad funcional y evitar 
y retrasar la aparición de las enfermedades crónicas y las incapacidades. 
A este respecto, se recomienda la creación , por los Estados, las 
organizaciones intergubernamentaJes y las organizaciones n o  
gubernamentales, de instituciones especial izadas en la enseñanza d e  Jo 
gerontología, la geriatría y la psicología geriótrica en los países en que 
no existan dichas instituciones. 
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7. él derecho a una vivienda adecuada: los desalojos forrosos· 

1. En su Observación general N° 4 (1991) el Comité señaló que todas las 
personas deberían gozar de cierto grado de seguridad de tenencia que les 
garantice una protección legal contra el desalojo forzoso, el hostigamiento 
u otras amenazas. Llegó a la conclusión de que los desalojos forzosos son 
prima {acie incompatibles con los requisitos del Pacto. Habiendo examinado 
un número considerable de informes sobre desalojos forzosos en los últimos 
años, incluso de casos en que se ha comprobado que los Estados Partes no 
cumplían sus obligaciones, el Comité está en condiciones de ofrecer nuevas 
aclaraciones sobre las consecuencias de eSas prácticas para las obl igaciones 
enunciadas en el Pacto. 

2 .  La comunidad internacional reconoce desde hace mucho tiempo que la 
cuestión de los desalojos forzosos es grave. En 1976, la Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre los Asentamientos Humanos señaló que debería 
prestarse especial atención a " iniciar operaci ones importantes de 
evacuación sólo cuando las medidas de conservación y de rehabilitación 
no sean viables y se adopten medidas de reubicación"J. En 1988, en la 
Estrategia Mundial de Vivienda hasta el Año 2000. aprobada por la 
Asamblea General en su resolución 43/181, se reconoció la "obligación 
fundamental [de los gobiernos] de proteger y mejorar las casas y los 
barrios en lugar de perjudicarlos o destruirlos"2:. En el Programa 21 se 
declaraba que IIdebería protegerse legalmente a la  población contra el 
desalojo injusto de sus hogares o sus tierrasll]. En el Programa de Hábitat 
los gobiernos se comprometieron o "proteger a todas las personas contra 
los desalojos forzosos que sean contrarios a la ley. tomando en 
consideración los derechos humanos, y garantizar la protección y reparación 
judicial en esos casos; [y] cuando los desahucios sean inevitables trotar, 
según corresponda, de encontrar otras soluciones apropiados'''' . La Comisión 

• Comité de derechos económicos, sociales y culturales. Observación general No. 7 relativo 
al duecho o una 1I1111"o1da adecu(](io (párrafo 1 del artículo 11 del Pocto).- los desalojos forzados. 
16° período de. sesiones 1997. Figura en el documento E/1998/2Z, anexo IV. 

I Informe de. Hábitat: Conferencia de las Naciones Unidas sobre 105 Asentamientos Humanos, 
Vancouver, 31 de mayo a 11 de junio de 1976 (A/CONF.70/15), cap. II, recomendación B.8, 
pdrr. c) ii}. 

l Informe de lo Comisión de Asentamientos Humanos sobre. lo labor realizada en su 11° período 
de sesiones, adición (A/43/8/Add.1), pórr. 13. 

J Informe de lo Conferencio de las Naciones Unidas sobre. el Medio Ambiente y el Desarrollo, 
Rio de Janeiro, 3 a 14 de junio de 1992, vol. I (A/CONF.151126/Rev.1(vol. I» , anexo II, 
Programa 21, cap. 7, pórr. 9 b) . 

• Informe de lo Conferencia de las Naciones Unidas sobre los Asentamientos Humanos 
(Hábitat II) (A/CONF.165/14), anexo II, Programa de Hóbitat, pórr. 40 n). 
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de Derechos Humanos también ha señalado que "la práctica de los desalojos 
forzosos constituye una violación grave de los derechos humanos"5. Sin 
embargo, aunque estas declaraciones son importantes, dejan pendiente 
uno de los cuestiones más decisivas, a saber, determinar las circunstancias 
en que son admisibles los desalojos forzosos y enunciar las modalidades 
de protección que se necesitan para garantizar el respeto de las 
disposiciones pertinentes del Pacto. 

3. El empleo de la expresión IIdesalojos forzosos" es en cierto modo 
problemático. Esta expresión pretende transmitir el sentido de arbitrariedad 
e ilegalidad. Sin embargo, para muchos observadores Jo referencia a los 
"desalojos forzosos" es una tautología, en tanto que otros critican la 
expresión "desalojos i legales" por cuanto que supone que la legislación 
pertinente brinda una protección adecuada y se ajusta al Pacto, cosa que 
no siempre es así en absoluto. Asimismo, se ha señalado que el término 
"desalojos injustos" es aún más subjetivo dado que no Se refiere a ningún 
marco jurídico. La comunidad internacional, especialmente en el contexto 
de la Comisión de Derechos Humanos, ha optado por la expresión "desalojos 
forzosos" sobre todo teniendo en cuenta que todas los alternativas 
propuestas adolecían también de muchos de eSos defectos. Tal como se 
emplea en la presente Observación general, el término "desalojos forzosos" 
se define como el hecho de hacer salir a personas, familias y/o comunidades 
de los hogares y/o las tierras que ocupan, en forma permanente o provisional, 
sin ofrecerles medios apropiados de protección legal o de otra índole ni 
permitirles su acceSo a ellos. Sin embargo, la prohibición de los desalojos 
forzosos no se aplico a los desalojos forzosos efectuados legalmente y de 
acuerdo con las disposiciones de los Pactos Internacionales de Derechos 
Humanos. 

4. La práctica de los desalojos forzosos está muy difundida y afecta a las 
personas tanto en los países desarrollados como en los países en desarrollo. 
Dadas la interrelación y la interdependencia que existen entre todos los 
derechos humanos, los desalojos forzosos violan frecuentemente otros 
derechos humanos. Así pues, además de infringir claramente los derechos 
consagrados en el Pacto, la práctica de los desalojos forzosos también 
puede dar lugar a violaciones de derechos civiles y políticos, tales como 
el derecho a la vida, el derecho a la seguridad personal, el derecho a la 
no injerencia en la vida privada, la familia y el hogar, y el derecho a disfrutar 
en paz de los bienes propios. 

5 Comisión de Derechos Humanos. resolución 1993/77, párr. 1. 
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5. Aunque la práctica ante los desalojos forzosos parece darse principalmente 
en zonas urbanas densamente poblr'tdas, también se produce en relación 
con traslados forzados de población,  desplazamientos internos, 
reasentamientos forzados en caso de conflicto armado, éxodos en masa 
y movimientos de refugiados. En todas estas circunstancias puede haber 
una violación del derecho a una vivienda adecuada y o la protección contra 
el desalojo forzoso a causa de una serie de actos u omisiones atribuibles 
a los Estados Partes. Incluso en las situaciones en que pudiera ser necesario 
imponer limitaciones a ese derecho, se exige el pleno respeto del artículo 
4 del Pacto, en el sentido de que las limitaciones que se impongan deberán 
ser "determinadas por ley, sólo en la medida compatible con la naturaleza 
de esos derechos [económicos, sociales y culturales] y con el exclusivo 
objeto de promover el bienestar general en una sociedad democrática". 

6. Muchos casos de desalojos forzosos están relacionados con la violencia, 
por ejemplo, los causados por conflictos armados internacionales, las 
disensiones internas y la violencia comunitaria o étnica. 

7. Hay otros casos de desalojos forzosos que tienen lugar en nombre del 
desarrollo. Pueden efectuarse en relación con conflictos sobre derechos 
de tierras, proyectos de desarrollo e infraestructura como, por ejemplo, 
la construcción de presas u otros proyectos energéticos en gran escala, 
la adquisición de tierras para programas de renovación urbana, rehabilitación 
de viviendas o embellecimiento de ciudades, el desbroce de tierras para 
fines agrícolas, la especulación desenfrenada de terrenos o la celebración 
de grandes acontecimientos deportivos tales como los Juegos Olímpicos. 

8. Fundamentalmente, las obligaciones de los Estados Partes en el Pacto en 
relación con los desalojos forzosos se basan en el párrafo 1 del artículo 
11 interpretado junto con otras disposiciones pertinentes. En particular, 
el párrafo 1 del artículo 2 obliga a los Estados a util izar "todos los medios 
apropiados" para promover el derecho a una vivienda adecuada. Ahora 
bien, dada la naturaleza de la práctica de los desalojos forzosos, la 
referencia en el párrafo 1 del artículo 2 al logro progresivo de tales 
derechos basándose en los recursos disponibles rara vez será pertinente. 
El propio Estado deberá abstenerse de llevar a cabo desalojos forzosos 
y garantizar que se aplique la ley a sus agentes o a terceros que efectúen 
desalojos forzosos (tal como se definen en el párrafo 3 supra). Este 
planteamiento se ve reforzado además por lo  dispuesto en el párrafo 1 
del artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
que complementa el derecho a no ser desalojado forzosamente sin una 
protección adecuada. En esa disposición se reconoce, entre otras cosas, 
e/ derecho a /0 protección contra "injerencias arbitrarias o ilegales" en 
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el domicilio propio. Es de señalar que la obl igación del Estado de garantizar 
el respeto de ese derecho no está condicionada por consideraciones relativas 
a los recursos de que disponga. 

9. El párrafo 1 del artículo 2 del Pacto exige a los Estados Partes que utilicen 
"todos los medios apropiados", inclusive la adopción de medidas legislativas, 
para promover todos los derechos protegidos por el Pacto. Aunque el Comité 
ha señalado en su Observación general N° 3 (1990) que es posible que tales 
medidas no sean indispensables en relación con la totalidad de los derechos, 
es indudable que una legislación contra los desalojos forzosos es una base 
esencial para crear un sistema de protección eficaz. Esa legislación debería 
comprender medidas que a) brinden la máxima seguridad de tenencia posible 
a los ocupantes de viviendas y tierras, b) se ajusten al Pacto y c) regulen 
estrictamente las circunstancias en que se puedan llevar a cabo los 
desalojos. La legislación debe apl icarse además a todos los agentes que 
actúan bajo la autoridad del Estado o que responden ante él. Además, 
habida cuenta de la creciente tendencia que se da en algunos Estados a 
que el gobierno reduzca grandemente su responsabilidad en el sector de 
la vivienda, los Estados Partes deben velar por que las medidas legislativas 
y de otro tipo sean adecuadas para prevenir y, llegado el caso, castigar 
los desalojos forzosos que lleven a cabo, sin las debidas salvaguardias, 
particulares o entidades privadas. Por tanto, los Estados Partes deberían 
revisar la legislación y las políticas vigentes para que sean compatibles 
con las exigencias del derecho a una vivienda adecuada y derogar o enmendar 
toda ley o política que no sea conforme a las disposiciones del Pacto. 

10. Las mujeres, los niños, los jóvenes, los ancianos, los pueblos indígenas, 
las minorías étnicas y de otro tipo, así como otros individuos y grupos 
vulnerables, se ven afectados en medida desproporcionada por la práctica 
de los desalojos forzosos. En todos estos grupos las mujeres son 
particularmente vulnerables a causa de la discriminación jurídica y otras 
formas de discriminación que suelen darse en materia de derecho de 
propiedad (incluida la propiedad de una vivienda) o del derecho de acceso 
a la propiedad o a la vivienda, y de su particular vulnerabilidad a los actos 
de violencia y abuso sexual cuando Se quedan sin hogar. Las disposiciones 
contra la discriminación del párrafo 2 del artículo 2 y del artículo 3 del 
Pacto imponen a los gobiernos la obligación adicional de velar por que, cuando 
se produzca un desalojo, se adopten medidos apropiadas para impedir toda 
forma de discriminación. 

11.  Aunque algunos desalojos pueden ser justificables, por ejemplo en caso 
de impago persistente del alquiler o de daños a la propiedad alqui lada sin 
causo justificado, las autoridades competentes deberán garantizar que 
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los desalojos se l leven a cabo de manera permitida por una legislación 
compatible con el Pacto y que las personas afectadas dispongan de todos 
los recursos jurídicos apropiados. 

12. El desalojo forzoso y el derribo de viviendas como medido punitiva son 
también incompatibles con las normas del Pacto. Asimismo, el Comité toma 
nota de las obl igaciones contenidas en los Convenios de Ginebra de 1949 
y los Protocolos de 1977, en lo concerniente a las prohibiciones de los 
traslados de población civil y la destrucción de bienes de propiedad privada, 
en la medida en que guardan relación con la práctica de los desalojos 
forzosos. 

13. Antes de que se lleve a cabo cualquier desalojo forzoso, en particular 
los que afectan a grandes grupos de personas, los Estados Partes deberían 
velar por que se estudien en consulta con los interesados todas las demás 
posibil idades que permitan evitar o ,  cuando menos, minimizar la necesidad 
de recurrir a la fuerzo. Deberían establecerse recursos o procedimientos 
legales para los afectados por las órdenes de desalojo. Los Estados Partes 
deberón velar también por que todas las personas afectadas tengan derecho 
a la debida indemnización por los bienes personales o raíces de que pudieran 
ser privadas. A este respecto conviene recordar el pórrafo 3 del artículo 
2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos que exige a los 
Estados Partes que garanticen !lun recurso efectivo" a las personas cuyos 
derechos hayan sido violados y que "las autoridades pertinentes" cumplan 
"toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso". 

14. Cuando se considere que el desalojo estó justificado, d\..::'ería llevarse a 
cabo con estricto cumplimiento de las disposiciones pertinentes de las 
normas internacionales de derechos humanos y respetando los principios 
generales de la razón y la proporcionalidad, A este respecto, cabe recordar 
en particular la Observación general N° 16 del Comité de Derechos Humanos 
relativa al artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
que señala que la injerencia en el domicilio de una persona sólo puede tener 
lugar Olen los casos previstos por la ley". El Comité observó que en tales 
casos la ley debía "conformarse a las disposiciones, propósitos y objetivos 
del Pacto", El Comité señaló también que "en la legislación pertinente se 
deben especificar con detalle las circunstancias precisas en que padrón 
autorizarse esas injerencias". 

15. Aunque la debida protección procesal y el proceso con las debidas garantías 
son aspectos esenciales de todos Jos derechos humanos, tienen especial 
pertinencia para la cuestión de los desalojos forzosos que guarda relación 
directa con muchos de los derechos reconocidos en los pactos 
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internacionales de derechos humanos. El Comité considera que entre las 
garantías procesales que se deberían aplicar en el contexto de los desalojos 
forzosos figuran: a) una auténtica oportunidad de consultar a las personas 
afectadas: b) un plazo suficiente y razonable de notificación a todas las 
personas afectadas con antelación a la fecha prevista para e l  desalojo: 
c) facilitar a todos los interesados, en un plazo razonable, información 
relativa a los desalojos previstos y, en su caso, a los fines a que se destinan 
las tierras o las viviendas; d)  la presencia de funcionarios del gobierno 
o sus representantes en el desalojo, especialmente cuando éste afecte 
a grupos de personas: e) identificación exacta de todas las personas que 
efectúen el desalojo: f) no efectuar desalojos cuando haga muy mal tiempo 
o de noche, salvo que las personas afectadas den su consentimiento; g) 
ofrecer recursos jurídicos: y h) ofrecer asistencia jurídica siempre que 
sea posible a las personas que necesiten pedir reparación a los tribunales. 

16. Los desalojos no deberían dar lugar a que haya personas que se queden 
sin vivienda o expuestas a violaciones de otros derechos humanos. Cuando 
los afectados por el desalojo no dispongan de recursos , el Estado Parte 
deberá adoptar todas las medidas necesarias, en la mayor medida que 
permitan sus recursos, para que se proporcione otra vivienda, 
reasentamiento o acceso a tierras productivas, según proceda. 

17. El Comité sabe que varios proyectos de desarrollo financiados por 
instituciones internacionales en los territorios de Estados Partes han 
originado desalojos forzosos. Respecto de ellos, el Comité recuerda su 
Observación general N° 2 (1990) que dice,  entre otras cosas, 
que los organismos internacionales deberían evitar escrupulosamente toda 
participación en proyectos que, por ejemplo [ ... } fomenten o fortalezcan 
la discriminación contra individuos o grupos contraria o las disposiciones 
del Pacto, o que entrañen la expulsión o desplazamiento en gran escala 
de seres humanos sin proporcionarles toda la protección y compensación 
adecuadas [ . .. ] En cada una de las fases de los proyectos de desarrollo 
debería hacerse todo lo posible para que se tengan en cuento los derechos 
reconocidos en los Pactos"6. 

18. Algunos organismos, como el Banco Mundial y la Organización de Cooperación 
y Desarrollo Económicos (OCDE) han aprobado directrices en materia de 
reubicación y/o reasentamiento a fin de limitar los sufrimientos humanos 
causados por los desalojos forzosos. Esas prócticas suelen ser el corolario 
de proyectos de desarrollo en gran escala, como la construcción de presas 

6 E/1990/23, anexo In, párrs. 6 y 8 d). 
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y otros proyectos importantes de producción de energía. Es esencial la 
plena observancia de esas directrices, en la medida en que reflejan las 
obl igaciones contenidas en el Pacto, tanto por los propios organismos como 
por los Estados Partes en el Pacto. A este respecto, el Comité recuerda 
lo señalado en la Declaración y Programa de Acción de Viena en el sentido 
de que.: "el desarrollo propicio el disfrute de todos los derechos humanos, 
pero la falta de desarrollo no puede invocarse como justificación para 
limitar los derechos humanos internacionalmente reconocidos" (porte r,  
pórr. 10). 

19. En las directrices aprobadas por el Comité para la presentación de informes 
se pide o los Estados Partes que proporcionen diversas informaciones 
directamente relacionados con la próctica de los desalojos forzosos, entre 
ellas información sobre: a) "el número de personas expulsadas de su vivienda 
en los últimos cinco años y el número de personas que carecen actualmente 
de protección jurídica contra la expulsión arbitraria o cualquier otro tipo 
de desahucioll; b) Jas Hleyes relativas a los derechos de los inquilinos a 
la seguridad de ocupación, la protección frente al desahucio" y c) "las 
leyes que prohíban todo tipo de desahucio·'7 . 

20. Se pide también información en cuanto a las "medidas adoptadas, entre 
otras circunstancias, durante programas de renovación urbana, proyectos 
de nuevo desarrollo, mejora de lugares, preparación de acontecimientos 
internacionales (olimpiadas, exposiciones universales, conferencias, etc.), 
camparras de embellecimiento urbano, etc., que garanticen la protección 
contra la expulsión y la obtención de una nueva vivienda sobre la base de 
acuerdo mutuo, por parte de cualquier persona que viva en los lugares de 
que se trate o cerca de ellos"8. Sin embargo son pocos los Estados Partes 
que han incluido en sus informes al Comité la información solicitada. 
En consecuencia, el Comité reitera la importancia que asigna a la recepción 
de esa información. 

21. Algunos Estados Partes han señalado que no disponen de información de 
ese tipo. El Comité recuerda que la vigilancia efectiva del derecho a una 
vivienda adecuada, bien sea por el gobierno interesado o por el Comité, 
es imposible si no se cuenta con los datos apropiados y por ello solicita a 
todos los Estados Partes que velen por que se reúnan los datos necesarios 
y se incluyan en los informes presentados en virtud del Pacto. 

1 E/C.1211990/B. anexa IV. 

a Ibíd. 
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8. Relación entre las sanciones económicas y el respeto de los 
derechos económicos, sociales y culturales· 

1. Es cada vez más frecuente la imposición de sanciones económicas, 
internacionales, regionales y unilaterales. El objeto de la presente 
Observación general es subrayar que, independientemente de las 
circunstancias, esas sanciones deben siempre tener plenamente en cuenta 
las disposiciones del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales. El Comité no discute en modo alguno la necesidad de imponer 
sanciones cuando sea apropiado de conformidad con el Capítulo VII de la 
Carta de los Naciones Unidas o de otras normas aplicables de derecho 
internacional. Pero también se deben considerar plenamente aplicables 
en tales cosos las disposiciones de lo Corta que se refieren a los derechos 
humanos (Arts. 1, 55 Y 56). 

2. En el decenio de 1990 el Consejo de Seguridad impuso sanciones de diversa 
índole y duración en relación con Sudáfrica, Iraq-Kuwait, partes de la 
ex Yugoslavia, Somalia, la Jamahiriya Árabe libia, liberia, Haití, Angola, 
Rwanda y el Sudón. Las consecuencias de las sanciones para el disfrute 
de los derechos económicos, socia/es y culturales han sido evocadas ante 
el Comité. en diversos casos referidos o Estados Partes en el Pacto y sobre 
algunas de ellas se ha informado periódicamente, lo que ha dado al Comité 
la oportunidad de examinar detenidamente la situación. 

3. Si bien los efectos de las sanciones varían de un caso a otro, el Comité 
es consciente de que casi siempre producen consecuencias dramáticas en 
los derechos reconocidos en el Pacto. Así, por ejemplo, con frecuencia 
originan perturbaciones en /0 distribución de suministros alimentarios, 
farmacéuticos y sanitarios, comprometen la calidad de los alimentos y la 
disponibilidad de agua potable, perturban gravemente el funcionamiento 
de los sistemas básicos de salud y educación y socavan el derecho al trabajo. 
Además, cabe citar entre las consecuencias indeseadas el refuerzo del 
poder de minorías opresoras, la aparición prácticamente inevitable de un 
mercado negro y la generación de grandes beneficios inesperados para 
los grupos de privilegiados que lo administran, el aumento del control que 
las minorías gobernantes ejercen sobre la población en general y la 
restricción de oportunidades de búsqueda de asilo o de expresión de 
oposición política. Aunque los fenómenos mencionados en la frase anterior 

* Comité de derechos económicos, sociales y culturale.s. Observación �neral No. 8 relativa 
a lo relación entre las sanciones económica y el respeto de los derechos económicos, sociales 
y culturales. 17° período de sesiones. 1997. Figura en el documento E/1998/22. 
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tienen un carácter esencialmente político, ejercen asimismo un importante 
efecto adicional en el disfrute de los derechos económicos, sociales y 
culturales. 

4 .  Al considerar las sanciones, resulto esencial distinguir entre el objetivo 
básico que se persigue al ejercer una presión política y económica sobre 
lo minoría gobernante del país para persuadirla a que respete el derecho 
internacional y lo imposición colateral de sufrimientos a los grupos más 
vulnerables del país en cuestión. Por esa razón, 105 regímenes de sanciones 
establecidos por el Consejo de Seguridad incluyen en la actualidad 
exenciones de carácter humanitario destinadas a permitir el flujo de bienes 
y servicios esencia/es destinados a fines humanitarios, Se parte de la 
suposición general de que esas exenciones garantizan el respeto básico 
de los derechos económicos, sociales y culturales del país de que se trate. 

5. Sin embargo, diversos estudios recientes de los Naciones Unidas y de 
otras fuentes que han analizado las consecuencias de los sanciones han 
l legado a lo conclusión de que esas exenciones no producen el efecto 
deseado. Además, el ámbito de las exenciones es muy l imitado. 
No contemplan, por ejemplo, la cuestión del acceso o la enseñanza primaria 
ni prevén lo reparación de las infraestructuras esenciales para proporcionar 
agua potable, atención médica adecuado, etc. El Secretario General indicó 
en 1995 que ero necesario evaluar las consecuencias potenciales de las 
sanciones antes de imponerlos y garantizar la prestación de asistencia 
humanitaria o los grupos vulnerables! . En un importante estudio preparado 
el año siguiente paro la Asamblea General por la Sra. Gra�a Machel, relativo 
a las repercusiones de los conflictos armados sobre los niños, se afirmaba 
que "los exenciones de carácter humanitario pueden ser ambiguas y se 
interpretan en formo arbitrario e incongruente ... Las demoras, lo confusión 
y la denegación de solicitudes de importación de bienes humanitarios 
esenciales pueden causar uno escasez de recursos... [Sus efectos] 
inevitablemente tienen consecuencias más graves para los pobresl12• 
Un estudio más reciente, fechado en 1997, llegaba o la conclusión de que 
los procedimientos de examen establecidos por los diversos comités de 
sanciones creados por el Consejo de Seguridad "siguen siendo engorrosos 
y los organismos de ayudo siguen tropezando con dificultades a la hora 
de obtener lo aprobación de exenciones poro determinados suministros ... 
[Los1 comités descuidan problemas más importantes, como son los 

! "Suplemento de "Un programa de paz" (A/50/60·S/t995/t), pórrs. 66 o 76. 

2 -Repercusiones de los conflictos armados en los niños: Nota del Secretorio General- ( ... 1 
51/306. anuo), párr. 128. 
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infracciones comerciales y gubernamentales en forma de mercado negro, 
comercio ilícito y corrupción11) . 

6. Del elevado número de estudios generales y específicos realizados se 
desprende con todo claridad que se presto atención insuficiente o los 
efectos de las sanciones sobre los grupos vulnerables. Sin embargo, esos 
estudios no han examinado específicamente por diversos rozones las 
consecuencias nefastas que se siguen paro el disfrute de los derechos 
económicos, sociales y culturales. De hecho es evidente que en la mayoría 
de los casos, si no en todos, esos consecuencias no se han tenido en cuenta 
o no han recibido la atención que merecen. Es, pues, necesario incorporar 
una dimensión relacionado con los derechos humanos en los deliberaciones 
sobre este temo. 

7. El Comité considera que los disposiciones del Pacto, reflejadas 
prácticamente todas en otros instrumentos de derechos humanos y en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, no se pueden considerar 
inoperantes o en modo alguno inaplicables solamente por el hecho de que 
se hoya tomado la decisión de imponer sanciones por consideraciones 
relacionadas con lo paz y la seguridad internacionales. Así como lo 
comunidad internacional insiste en que todo Estado objeto de sanciones 
debe respetar los derechos civiles y políticos de sus ciudadanos, así también 
ese Estado y lo propia comunidad internacional deben hacer todo lo posible 
por proteger como mínimo el contenido esencial de los derechos económicos, 
sociales y culturales de las personas afectadas de dicho Estado (véase 
también la Observación general N° 3 (1990), pórr. 10). 

8. Aunque esta obligación de cada Estado deriva del compromiso que le impone 
la Corta de las Naciones Unidas de promover el respeto de los derechos 
humanos de todos, conviene también recordar que todos los miembros 
permanentes del Consejo de Seguridad han firmado el Pacto, aunque dos 
de ellos (Chino y Estados Unidos de América) no lo han ratificado aún. 
La mayoría de los miembros no permanentes en un período determinado 
son también Partes. Cada uno de esos Estados ha asumido, de conformidad 
con el párrafo 1 del artículo 2 del Pacto, el compromiso de "adoptar medidos, 
tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación 
internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de 

) L. Mineor y otros, Toword More Humane and Effective Sonctions MonagetnlU1t: Enhancing 
the Capacity of the United /lJat/ons System. Resumen ejecutivo. Estudio preparado a petici6n 
del Departomento de Asuntos Humanitarios de los Nociones Unidas en nombre del Comité 
Permanente entre Organismos, 6 de octubre de 1997, 
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los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los 
medios apropiados . . .  , la pleno efectividad de los derechos aquí reconocidos". 
Cuando el Estado afectado es también un Estado Parte, los demás Estados 
son doblemente responsables de respetar y tener en cuenta las obligaciones 
pertinentes. Si se imponen sanciones a Estados que no son porte en el 
Pacto, se aplicarán en todo caso los mismos principios, teniendo en cuento 
que los derechos económicos, sociales y culturales de los grupos vulnerables 
se consideran parte del derecho internacional general, como lo demuestro, 
por ejemplo, la ratificación cosi universal de la Convención sobre los Derechos 
del Niño y el rango de la Declaración Universal de Derechos Humanos. 

9. Aunque el Comité no tiene competencia alguna en relación en las decisiones 
de imponer o no sanciones, tiene sin embargo la responsabilidad de vigilar 
el cumplimiento del Pacto por todos los Estados Partes. Cuando se adoptan 
medidas que impiden a un Estado Parte cumplir las obligaciones que le impone 
el Pacto, el Comité debe ocuparse oportunamente de los términos de las 
sanciones y de lo formo en que se aplican. 

10. El Comité cree que de estas consideraciones se desprenden dos categorías 
de obligaciones. La primera se refiere al Estado afectado. La imposición 
de sanciones no anula ni atenúa en modo alguno las obl igaciones pertinentes 
de ese Estado Parte. Como en otras situaciones comparables, esos 
obl igaciones adquieren una importancia próctica mayor en tiempos 
particularmente difíciles. Por consiguiente, el Comité está l lamado a 
examinar con el mayor cuidado si el Estado de que se trate ha adoptado 
medidas l/hasta el máximo de los recursos de que disponga" para 
proporcionar la mayor protección posible a los derechos económicos, sociales 
y culturales de los individuos que viven bajo su jurisdicción. Aunque las 
sanciones disminuirán inevitablemente la capacidad del Estado afectado 
de financiar o apoyar algunas de las medidas necesarias, el Estado sigue 
teniendo la obligación de eliminar toda discriminación en el disfrute de 
esos derechos y de adoptar todas los medidas posibles, incluidas las 
negociaciones con otros Estados y la comunidad internacional, para reducir 
al mínimo las consecuencias negativas sobre los derechos de los grupos 
vulnerables de la sociedad. 

11 .  La segunda categoría de obligaciones se refiere a la parte o partes 
responsables de la imposición, el mantenimiento o la aplicación de las 
sanciones, ya se trate de la comunidad internacional, de una organización 
internacional o regional, o de un Estado o un grupo de Estados. A este 
respecto, el Comité considera que del reconocimiento de los derechos 
humanos económicos, sociales y culturales se desprenden lógicamente tres 
conclusiones. 
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12. La primera es que esos derechos deben ser tenidos plenamente en cuenta 
al diseñar el régimen de sanciones apropiado. Sin endosar ninguna medida 
particular a este respecto, el Comité toma nota de propuestas como las 
que piden la creación de un mecanismo de las Naciones Unidas para prevenir 
y detectar los efectos de las sanciones, la elaboración y aceptación de 
un conjunto más transparente de principios y procedimientos basados en 
el respeto de los derechos humanos, la determinación de un número mayor 
de bienes y servicios exentos, la autorización a organismos técnicos 
reconocidos para que determinen las exenciones necesarias, la mejora de 
la dotación de recursos de todo tipo de los comités de sanciones, la 
identificación más precisa de las vulnerabilidades de aquellos cuya conducta 
desea modificar la comunidad internacional y la introducción de una mayor 
flexibilidad general. 

13. La segunda conclusión es que durante todo el período de vigencia de las 
sanciones se debe proceder a una vigilancia efectiva, en todo caso requerida 
por las disposiciones del Pacto. Cuando una entidad externa asume una 
responsabil idad incluso parcial por la situación de un país (ya sea en el 
marco del Capítulo VII de la Carta o de cualquier otro instrumento), asume 
también inevitablemente la responsabilidad de hacer todo lo que esté a 
su alcance para proteger los derechos económicos, sociales y culturales 
de la población afectada. 

14. La tercera conclusión es que la entidad externa tiene la obligación de 
"adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la 
cooperación internacionales. especialmente económicas y técnicas" para 
responder a todo sufrimiento desproporcionado impuesto a los grupos 
vulnerables del país de que se trate. 

15. Adelantándose a la objeción de que las sanciones entrañan casi por definición 
una grave violación de los derechos económicos, sociales y culturales s i  
pretenden conseguir sus objetivos, el Comité toma nota de la  conclusión 
de un importante estudio de las Naciones Unidas en el sentido de que es 
posible adoptar udecisiones para aliviar el sufrimiento de los niños o reducir 
al mínimo otras consecuencias nefastas sin comprometer los objetivos 

políticos de las sanciones"· . Ello se aplica igualmente a la situación de 
todos los grupos vulnerables. 

16. Al adoptar esta Observación general. el único objetivo que persigue el 
Comité es poner de relieve el hecho de que los habitantes de un país dado 

• Ibíd. 
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no pierden sus derechos económicos, sociales y culturales fundamentales 
porque se haya demostrado que sus dirigentes han violado normas relativas 
a la paz y lo seguridad internacionales. No se pretende apoyar ni estimular 
a esos dirigentes ni tampoco socavar los intereses legítimos de la comunidad 
internacional por que se respeten las disposiciones de la Carta de las 
Naciones Unidas y los principios generales del derecho internacional. 
Se trota más bien de insistir en que no se debe responder a un 
comportamiento ilícito con otro comportamiento ilícito que no preste 
atención a los derechos fundamentales subyacentes que legitiman esa acción 
colectiva. 

9. La aplicación interna del Pacto' 

A. El deber de dar efecto al Pacto en el ordenamiento jurídico interno 

1.  En su Observación general N° 3 (1990) sobre la índole de las obl igaciones 
de los Estados Partes (párrafo 1 del artículo 2 del Pacto Y • el Comité abordó 
cuestiones relacionadas con la índole y el alcance de las obligaciones de 
los Estados Partes. En la presente Observación general se trata de aclarar 
más ciertos elementos de la declaración anterior. La obligación fundamental 
que deriva del Pacto es que los Estados Partes den efectividad a los derechos 
reconocidos en él. Al exigir que los gobiernos lo hagan upar todos los medios 
apropiadosu, el Pacto adopta un planteamiento amplio y flexible que permite 
tener en cuenta las particularidades del sistema legal y administrativo de 
cada Estado, así como otras consideraciones pertinentes. 

2. Pero esta flexibilidad coexiste con la obligación de cada Estado Parte de 
utilizar todos los medios de que disponga para hacer efectivos los derechos 
reconocidos en el Pacto. A este respecto, hay que tener presentes las 
prescripciones fundamentales de la legislación internacional sobre derechos 
humanos. Por eso, las normas del Pacto han de ser reconocidas en el 
ordenamiento jurídico interno a través de los medios adecuados: las personas 
individuales o los grupos agraviados han de disponer de medios adecuados 
de reparación, o de recurso, y se han de establecer mecanismos adecuados 
para garantizar la responsabi lidad de los gobiernos . 

.. Comité de derechos económicos. socialu y culturales. ObservaciÓn general No. 9 relativo 
o la aplicación interflO del Pacto. 190 período de sesiones, 1998. Figura en e.1 documento 
EIl999/22. 

I E/1991123. anexo Irl. 

147 



DERECIIOI EcoHoIIJC06, SocIAUS y CL'Ln:1W.M 

3. Las cuestiones relacionados con lo aplicación interno del Pacto deben 
considerarse teniendo en cuenta dos principios del derecho internacional: 
el primero, reflejado en el articulo 27 de la Convención de Viena sobre el 
derecho de los tratados2 , es que ItUna porte no podrá invocar los 
disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento 
de un tratado". En otras palabras, los Estados deben modificar el 
ordenamiento jurídico interno en la medida necesaria para dar efectividad 
o los obl igaciones dimanantes de los tratados en los que sean Parte. 
El segundo principio está reflejado en el artículo 8 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos, según el cual "Toda persona tiene derecho a un 
recurso efectivo, ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare 
contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
constitución o por la ley". El Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales no contiene ningún equivalente directo del apartado 
b) del párrafo 3 del artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, que obliga a los Estados Partes, entre otras cosas, a desarrollar 
"las posibilidades de recurso judicial". No obstante, los Estados Partes 
que pretendan justificar el hecho de no ofrecer ningún recurso jurídico 
interno frente a las violaciones de los derechos económicos, sociales y 
culturales tendrán que demostrar o bien que esos recursos no son "medios 
apropiados" según los términos del párrafo 1 del artículo 2 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, o bien que, 
a la vista de los demás medios utilizados, son innecesarios. Esto será difícil 
demostrarlo, y el Comité entiende que, en muchos casos, los demás medios 
utilizados puedan resultar ineficaces si no se refuerzan o complementan 
con recursos judiciales. 

B. La situación del Pacto en el ordenamiento jurídico interno 

4. En general, las normas internacionales sobre derechos humanos 
jurídicamente vinculantes deben operar directa e inmediatamente en el 
sistema jurídico interno de cada Estado Parte, permitiendo así a los 
interesados reclamar la protección de sus derechos ante los jueces y 
tribunales nocionales. El artículo en que se requiere que se agoten los 
recursos internos refuerza la primacía de los recursos nacionales a este 
respecto. La existencia y el desarrollo de los procedimientos internacionales 
para atender las reclamaciones individuales es importante, pero en último 
instancia tales procedimientos sólo vienen a complementar los recursos 
nacionales efectivos. 

t Naciones Unidos, Recue/1 des Traités, vol. 1155. póg. 443. 
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5. El Pacto no estipula los medios concretos que pueden utilizarse para aplicarlo 
en el ordenamiento jurídico nacional. Además, no existe ninguna disposición 
que obligue a su incorporación general a la legislación nacional o que se 

; le conceda un valor jurídico determinado en ella. Si bien corresponde a 
cada Estado Parte decidir el método concreto para dar efectividad a los 
derechos del Pacto en la legislación nacional, los medios utilizados deben 
ser apropiados en el sentido de producir resultados coherentes con el 
pleno cumplimiento de las obl igaciones por el Estado Parte. Los medios 
elegidos están sometidos también a consideración dentro del examen por 
el Comité del cumplimiento por el Estado Parte de las obl igaciones que le 
impone el Pacto. 

6. El  análisis de las prácticas de los Estados con respecto al Pacto muestra 
que han util izado diversos planteamientos. Algunos Estados no han hecho 
nada concreto en absoluto. Entre los que han tomado medidas, unos 
han transformado el Pacto en legislación i nterna, complementando o 
enmendado la legislación ya vigente, sin invocar los términos específicos 
del Pacto. Otros lo han adoptado o incorporado a su legislación interna, 
de forma que mantienen intactos sus términos y se les da validez formal 
en el ordenamiento jurídico nacional. Esto se ha hecho frecuentemente 
mediante disposiciones constitucionales en las que se concede prioridad 
a las disposiciones de los tratados internacionales sobre derechos 
humanos con respecto a cualquier ley interna contradictoria. 
El planteamiento del Pacto por los Estados depende considerablemente 
del planteamiento que se haga de los tratados en general en e l  
ordenamiento jurídico interno. 

7. Sin embargo, cualquiera que sea la metodología preferida, varios principios 
se derivan del deber de dar efectividad al Pacto, por lo que han de 
respetarse. En primer lugar, los medios elegidos para dar cumplimiento 
al Pacto tienen que garantizar el cumplimiento de las obligaciones derivadas 
del mismo. Para determinar cuál es la mejor forma de dar eficacia jurídica 
a los derechos reconocidos en el Pacto es importante tener en cuento la 
necesidad de asegurar la justiciabi/ idad (véase párrafo 10 infra). 
En segundo lugar, ha de tenerse en cuento qué medios han resultado más 
eficaces en el país de que se trote poro garantizar lo protección de otros 
derechos humanos. Si los medios utilizados poro dar efectividad al Pacto 
difieren significativamente de los util izados para dar efectividad a otros 
tratados sobre derechos humanos, debe haber una razón imperiosa para 
ello, teniendo en cuenta que las formulaciones utilizadas en el Pacto son, 
en gran medida, comparables a las de los tratados sobre derechos civiles 
y políticos. 
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8. En tercer lugar, aunque el Pacto no obligue formalmente a los Estados a 
incorporar sus disposiciones a la legislación interna, esta solución es 
aconsejable. La incorporación directa evita los problemas que podrían 
derivarse de la traducción de las obligaciones del tratado para incluirlas 
en la legislación nacional, y permite a los interesados invocar directamente 
los derechos reconocidos en el Pacto ante los tribunales nacionales. 
Por estas razones, el Comité recomiendo firmemente la adopción formal 
del Pacto o su incorporación a lo legislación nacional. 

e Lo función de los recursos legoles 

¿Recursos legoles o judiciales? 

9. El derecho a un recurso efectivo no debe interpretarse necesariamente 
en el sentido de que exige siempre un recurso judicial. Los recursos 
administrativos en muchos casos son adecuados, y quienes viven bajo la 
jurisdicción de un Estado Parte tienen la expectativa legítima de que, sobre 
la base del principio de buena fe, todas las autoridades administrativas, 
al adoptar decisiones, tendrán en cuenta las disposiciones del Pacto. Esos 
recursos administrativos deben ser accesibles, no onerosos, rápidos y 
eficaces. También es conveniente muchas veces establecer un derecho 
último de apelación judicial con respecto a los procedimientos administrativos 
de este tipo. Por el mismo motivo, hay algunas obligaciones, como las 
referentes a la no discriminación) (aunque sin l imitarse en modo alguno a 
ellas), respecto de las cuales parecería indispensable el establecimiento 
de algún tipo de recurso judicial para que pudieran considerarse cumplidas 
las prescripciones del Pacto. En otras palabras, cuando un derecho reconocido 
en el Pacto no se puede ejercer plenamente sin una intervención del poder 
judicial, es necesario establecer recursos judiciales. 

Justiciabilidad 

10. En lo relativo a los derechos civiles y políticos, generalmente se da por 
supuesto que es fundamental la existencia de recursos judiciales frente 
a las violaciones de esos derechos. Lamentablemente, en lo relativo a 
los derechos económicos, sociales y culturales, con demasiada frecuencia 
se parte del supuesto contrario. Esta discrepancia no está justificada 
ni por la naturaleza de los derechos ni por las disposiciones pertinentes 
del Pacto. El Comité ya ha aclarado que considera que muchas de las 

J De conformidad con el párrafo 2 del articulo 2 del Pacto. los Estados ·se comprom&ten o 
garantizor el ejercicio de los derecnos· que se enuncian en el Pacto "sin discriminación alguno", 
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disposiciones del Pacto pueden apl icarse inmediatamente. Así, en la  
Observación general N° 3 (1990) se citaban, a título de ejemplo, los 
siguientes artículos del Pacto: el artículo 3, el inciso i) del apartado a) 
del artículo 7, el artículo 8, el párrafo 3 del artículo 10, el apartado a) 
del párrafo 2 y del artículo 13, los párrafos 3 y 4 del artículo 13 y el párrafo 
3 del artículo 15. A este respecto, es importante distinguir entre 
justiciabilidad (que se refiere a las cuestiones que pueden o deben resolver 
los tribunales) y las normas de apl icación inmediata (que permiten su 
aplicación por los tribunales sin más disquisiciones). Aunque sea necesario 
tener en cuenta el planteamiento general de cada uno de los sistemas 
jurídicos, no hay ningún derecho reconocido en el Pacto que no se pueda 
considerar que posee en la gran mayoría de los sistemas algunas dimensiones 
significativas, por lo menos, de justiciabil idad. A veces se ha sugerido 
que las cuestiones que suponen una asignación de recursos deben remitirse 
a las autoridades políticas y no a los tribunales. Aunque haya que respetar 
las competencias respectivas de los diversos poderes, es conveniente 
reconocer que los tribunales ya intervienen generalmente en una gama 
considerable de cuestiones que tienen consecuencias importantes para los 
recursoS disponibles. La adopción de una clasificación rígida de los derechos 
económicos, sociales y culturales que los sitúe, por definición, fuero del 
ámbito de los tribunales sería, por lo tonto, arbitraria e incompatible con 
el principio de que los dos grupos de derechos son indivisibles e 
interdependientes. También se reduciría drásticamente - la capacidad de 
los tribunales para proteger los derechos de los grupos más vulnerables 
y desfavorecidos de la sociedad. 

Aplicación inmediata 

11. El Pacto no niega la posibilidad de que puedan considerarse de aplicación 
inmediata los derechos que contiene en sistemas en que se prevé tal opción. 
Es más, en el momento de su redacción se rechazaron con firmeza los 
intentos de incluir en el Pacto una disposición específica en el sentido 
de que no tenía apl icación inmediata. En la mayoría de los Estados, la 
determinación de que la disposición de un tratado es, o no es, de aplicación 
inmediata corresponde a los tribunales, no al poder ejecutivo ni al legislativo. 
Para poder desempeñar efectivamente esta función hay que informar a 
los jueces y a los tribunales competentes de la naturaleza y las 
consecuencias del Pacto y de la importante función que desempeñan los 
recursos judiciales en su apl icación. Por ejemplo, cuando las actuaciones 
judiciales afectan a gobiernos, éstos deben fomentar las interpretaciones 
de las leyes nacionales que den efecto a sus obligaciones derivadas del 
Pacto. Del mismo modo, en la formación judicial se debe tener en cuenta 
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la justiciabilidad del Pacto. Es especialmente importante evitar cualquier 
suposición a priori de que las normas no deben considerarse de aplicación 
inmediata. De hecho, muchas de ellas están redactadas en unos términos 
que son, por lo menos, tan claros y concretos como los de otros tratados 
sobre derechos humanos, cuyas disposiciones consideran generalmente los 
tribunales de aplicación inmediata. 

D. El trato del Pacto en los tribunales internos 

12. En las directrices revisadas del Comité relativas a la forma y el contenido 
de los informes que han de presentar los Estados Partes se pide a éstos 
que faciliten información acerca de si las disposiciones del Pacto "pueden 
ser invocadas ante los tribunales de justicia, otros tribunales o autoridades 
administrativas y apl icadas por éstos directamente"· . Algunos Estados 
han facilitado esa información, pero en los informes futuros debe atribuirse 
mayor importancia a este elemento. En particular, el Comité pide a los 
Estados Partes que proporcionen detalles sobre cualquier jurisprudencia 
importante de sus tribunales internos en que se haga uso de las disposiciones 
del Pacto. 

13.  Sobre la base de la información disponible, está claro que las prácticas 
de los Estados son diversas. El Comité observa que algunos tribunales 
han aplicado las disposiciones del Pacto directamente o como criterio de 
interpretación. Otros tribunales están dispuestos a reconocer, en principio, 
la trascendencia del Pacto para la interpretación de la legislación interna, 
pero en la práctica la incidencia de sus disposiciones en los razonamientos 
de los tribunales o las sentencias es muy limitada. Otros tribunales se 
han negado a reconocer ningún tipo de efecto legal al Pacto cuando los 
interesados han querido remitirse a él. En la mayoría de los países, los 
tribunales todavía están lejos de recurrir suficientemente a las disposiciones 
del Pacto. 

14. Dentro de los límites del ejercicio adecuado de sus funciones de examen 
judicial, los tribunales deben tener en cuenta los derechos reconocidos 
en el Pacto cuando sea necesario para garantizar que el comportamiento 
del Estado está en consonancia con las obligaciones dimanantes del Pacto. 
La omisión por los tribunales de esta responsabilidad es incompatible con 
el principio del imperio del derecho, que siempre ha de suponerse que incluye 
el respeto de las obligaciones internacionales en materia de derechos 
humanos . 

• Véase E/1991123, anvco IV, seco A, pórr. 1, apartodo d), inciso ¡vl. 
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15. Generalmente se acepta que la legislación interna debe ser interpretada 
en la medida de lo posible de forma que se respeten las obligaciones 
jurídicas internacionales del Estado. Por eso, cuando un responsable de 
las decisiones internas se encuentre ante la alternativa de una 
interpretación de la legislación interna que pondría al Estado en conflicto 
con el Pacto y otra que permitiría a ese Estado dar cumplimiento al mismo, 
el derecho internacional exige que se opte por esta última. Las garantías 
de igualdad y no discriminación deben interpretarse, en la mayor medida 
posible, de forma que se facilite la plena protección de los derechos 
económicos, sociales y culturales. 

10. Lo función de los instituciones nocionales de derechos 
humanos en /0 protección de los derechos económicos; socia/es 

y culturales' 

1 .  En virtud del párrafo 1 del artículo 2 del Pacto, cada Estado Parte se 
compromete 110 adoptar medidas [ ... ] para lograr progresivamente, por todos 
los medios apropiados [ . . .  ] la plena efectividad de los derechos [ . . .  ] 
reconocidos [en el Pacto]lI. El Comité observa que uno de esos medios, que 
permite adoptar disposiciones importantes, es la labor de las instituciones 
nacionales para la promoción y protección de los derechos humanos. En los 
últimos años han proliferado tales instituciones, y tanto la Asamblea General 
como la Comisión de Derechos Humanos han impulsado firmemente esa 
tendencia. La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos ha establecido un importante pr09i'ama encaminado 
a ayudar y alentar a los Estados en relación con las instituciones nacionales. 

2. Estas instituciones abarcan desde las comisiones nacionales de derechos 
humanos, pasando por las oficinas de los ombudsmen y por los IIdefensoresll 
del interés público y de otros derechos humanos, hasta los defensores del 
pueblo. En muchos casos, la institución ha sido establecida por el gobierno, 
goza de un alto grado de autonomía con respecto al ejecutivo y al legislativo, 
tiene plenamente en cuenta las normas internacionales de derechos humanos 
aplicables al país interesado y está encargada de realizar diversas actividades 
para promover y proteger los derechos humanos. Tales instituciones se 

Comité. de derechos económicos, sociales y culturales. Observación generol No. 10 relativo 
a la función de las instituciones nacionales de derechos humanos en lo protección de los 
derechos económicos, sociales y culturales. 19" periodo de sesiones, 1998. Figura en el 
documento E/1999/22. 
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han establecido en Estados con tradiciones jurídicas muy diferentes y de 
muy distinta situación económica. 

3. El Comité señala que las instituciones nacionales desempeñan un papel que 
puede ser decisivo en la promoción y la garantía de la indivisibilidad y la 
interdependencia de todos los derechos humanos. Desgraciadamente, con 
demasiada frecuencia no se ha reconocido a la institución esa función, o 
ésta ha sido descuidada o considerada de baja prioridad por la institución. 
Es indispensable, pues, que se preste plena atención a los derechos 
económicos, sociales y culturales en todas las actividades pertinentes de 
esas instituciones nacionales. La lista que sigue da una idea de los tipos 
de actividades que las instituciones nacionales pueden emprender (y en 
algunos casos ya han emprendido) en relación con estos derechos: 
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a) El fomento de programas de educación e información destinados 
a mejorar el conocimiento y la comprensión de Jos derechos 
económicos, sociales y culturales, tanto entre la población en general 
c.amo en determinados grupos, por ejemplo en la administración 
pública, el poder judicial, el sector privado y el movimiento laboral: 

b) El minucioso examen de las leyes y las disposiciones administrativas 
vigentes, así como de los proyectos de ley y otras propuestas, para 
cerciorarse de que son compatibles con los requisitos estipulados 
en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales; 

c) La prestación de asesoramiento técnico o la realización de estudios 
en relación con los derechos económicos, sociales y culturales, 
inclusive a petición de las autoridades públ icas o de otras instancias 
apropiadas; 

d) La determinación de criterios nacionales de referencia que permitan 
medir el grado de cumplimiento de las obl igaciones que impone 
el Pacto; 

e) La realización de investigaciones y estudios con vistas a determinar 
la medida en que se llevan a la práctica determinados derechos 
económicos, sociales y culturales, bien sea dentro del Estado en 
general. o en determinadas esferas o en relación con determinados 
comunidades particularmente vulnerables: 

f) La vigilancia de la observancia de derechos específicos que se 
reconocen en el Pacto y la preparación de informes al respecto 
dirigidos a las autoridades públicas y o la sociedad civil; y 



g) E l  examen de las reclamaciones en que se aleguen violaciones de 
los normas aplicables en materia de derechos económicos, sociales 
y culturales dentro del Estado. 

4. El Comité encarece a los Estados Partes que velen por que en los mandatos 
asignados a todas las instituciones nacionales de derechos humanos se preste 
una atención apropiada a los derechos económicos, sociales y culturales, y 
pide a los Estados Partes que en los informes que presenten al Comité 
incluyan detalles tanto sobre los mandatos como sobre las principales 
actividades de esas instituciones. 

1 J. Planes de acción para la enseñanza primaria· 

1. El artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales exige a los Estados Partes que aún no hayan podido instituir 
lo enseñanza primario obligatorio y gratuito, que se comprometan o elaborar 
y adoptar, derttro de un plazo, de dos años un plan detallado de acción 
poro la aplicación progresivo. dentro de un plazo razonable de años fijado 
en el plan, del principio de la enseñanza obligatorio y gratuita para todos. 
Pese o las obligaciones asumidas de conformidad con el artículo 14, varios 
Estados Partes no han redactado ni aplicado un plan de acción para la 
enseñanza primaria obl igatoria y gratuita. 

2. El derecho a la educación, reconocido en los artículos 13 y 14 del Pacto, 
así como en otros tratados internacionales, tales como la f"onvención sobre 
los Derechos del Nifío y la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer. es de vital importancia. Se ha 
clasificado de distinta manera como derecho económico, derecho social 
y derecho cultural. Es, todos esos derechos al mismo tiempo. También, 
de muchas formas, es un derecho civil y un derecho político, ya que se 
sitúa en el centro de la realización pleno y eficaz de esos derechos. A 
este respecto, el derecho o la educación es el epítome de la indivisibilidad 
y lo interdependencia de todos los derechos humanos. 

3. En consonancia con lo cloro e inequívoca obligación que les impone el artículo 
14, todos los Estados Partes tienen el deber de presentar al Comité un 
plan de acción planeado según el modelo especificado en el párrafo 8 ¡nfra. 

Comité de d�r�chos �con6micos. sociales y culturales. Obsl!rvación gl!nl!ral No. 11 rl!lativa 
a los planes dI! acc ión para la I!nseñanra primaria (artfculo 14). 200 período de sesiones, 
1999. Figura �n �I documento E/C.12/t999/4. 
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Esta obligación tiene que respetarse escrupulosamente dado que se estima 
que en los países en desarrollo 130 millones de niños en edad escolar, de 
los cuales aproximadamente dos tercios son niñas, no tienen acceso a la 
enseñanza primaria" . El Comité es plenamente consciente de que hay muchos 
factores diversos que dificultan el cumplimiento por los Estados Partes 
de su obligación de elaborar un plan de acción. Por ejemplo, los programas 
de ajuste estructural que comenzaron en el decenio de 1970, las crisis de 
la deuda que siguieron en el decenio de 1980 y las crisis financieras de 
fina/es del decenio de 1990, así como otros factores, han aumentado 
considerablemente la medida en que se deniega el derecho a la enseñanza 
primaria. Ahora bien, estas dificultades no pueden eximir a los Estados 
Partes de la obl igación de adoptar y presentar al Comité un plan de acción, 
según lo previsto en el artículo 14 del Pacto. 

4. Los planes de acción preparados por los Estados Partes en el Pacto, de 
conformidad con el artículo 14, son especialmente importantes dado que 
la labor del Comité ha mostrado que la falta de oportunidades educacionales 
para esos niños es también una de las caU$QS de que sean víctimas de muchas 
otras violaciones de los derechos humanos. Por ejemplo, esos niños, que 
quizá vivon en una pobreza abyecta y llevan una vida sana, son particularmente 
vulnerables al trabajo forzoso y otras formas de explotación. Además, 
existe uno relación directa entre, por ejemplo, el nivel de matrícula de 
niñas en la escuela primario y uno disminución considerable de los matrimonios 
infantiles. 

5. El artículo 14 contiene diversos elementos que deberían ser ampliados a 
la luz de la amplia experiencia adquirida por el Comité con el examen de 
los informes de los Estados Partes. 

6. Obligatoriedad El elemento de obligatoriedad sirve para destacar el hecho 
de que ni los padres ni los tutores, ni el Estado, tienen derecho a tratar 
como optativo la decisión de si el niño debería tener acceso a /0 enseñanza 
primario. Análogamente, la prohibición de la discriminación por motivo de 
sexo en el acceso a la educación, que se exige también en los artículos 2 y 
3 del Pacto, queda puesto más de relieve por esta exigencia. Sin embargo, 
debería subrayarse que la obligatoriedad solamente se puede justificar si 
la educación ofrecida es de calidad adecuada, es pertinente para el niño y 
promueve la realización de otros derechos del niño. 

7. GratUIdad El carácter de este requisito es inequívoco. El derecho se formula 

.. viese en general. UNICEF. Estado mundial de la infancia, /999. 
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de manera expresa para asegurar la disponibilidad de enseñanza primaria 
gratuita para el niño, los padres o los tutores. Los derechos de matrícula 
impuestos por el Gobierno, las autoridades locales o la escuela, así como 
otros costos directos, son desincentivas del disfrute del derecho que pueden 
poner en peligro su reolización. Con frecuencia pueden tener también efectos 
altamente regresivos. Su eliminación es una cuestión que debe ser tratada 
en el necesario plan de acción. Los gastos indirectos, tales como los derechos 
obligatorios cargados a los padres (que en ocasiones se presentan como 
voluntarios cuando de hecho no lo son) o la obligación de llevar un uniforme 
relativamente caro, también pueden entrar en la misma categoría. Otros 
gastos indirectos pueden ser permisibles, a reserva de que el Comité los 
examine caso por caso. Esta disposición no está en modo alguno en conflicto 
con el derecho reconocido en el párrafo 3 del artículo 13 del Pacto para 
los padres y los tutores Itde escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas 
de las creados por las autoridades públicas". 

8. Adopción de un plan detallado. Se exige 01 Estado Porte que adopte un 
plan de acción en un plazo de dos años. Esto debe entenderse en el sentido 
de los dos años siguientes a la entrada en vigor del Pacto poro el Estado 
de que se trate, o los dos años siguientes a un ulterior cambio de 
circunstancias que hubiera l levado a la inobservancia de la obligación 
pertinente. La obligación es constante y los Estados Partes a los que Se 
aplique la disposición en virtud de la situación correspondiente no estarán 
exentos de la obligación por no haber adoptado medida alguna en el plazo 
de dos años. El plan debe abarcar todas las medidas que sean necesarias 
para garantizar cada uno de los componentes necesarios del derecho y debe 
ser lo suficientemente detallado como para conseguir la aplicación plena 
del derecho. Es de vital importancia la participación de todos los sectores 
de la sociedad civil en la elaboración del plan y es esencial que existan 
algunos medios para evaluar periódicamente los progresos y garantizar la 
responsabilidad. Sin estos elementos se socavaría la importancia del artículo. 

9. Obligaciones. El Estado Parte no puede eludir la obligación inequívoca de 
adoptar un plan de acción alegando que no dispone de los recursos necesarios. 
Si pudiera eludirse la obl igación de este modo, no se justificaría el requisito 
singular contenido en el artículo 14 que, prácticamente por definición, se 
aplica a las situaciones que se caracterizan por la insuficiencia de recursos 
financieros. Del mismo modo y por la misma razón, la referencia que se 
hace en el párrafo 1 del artículo 2 y en el artículo 23 del Pacto a "la asistencia 
y la cooperación internacionales!! es de especial importancia en esta situación. 
Cuando esté claro que un Estado carezca de recursos financieros y de los 
conocimientos necesarios para Helaborar y adoptar" un plan detallado, la 
comunidad internacional tendrá la obligación clara de prestar asistencia. 
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10. Aplicación progresiva. El plan de acción debe tener como objetivo el logro 
de la aplicación progresiva del derecho a la enseñanza primaria obl igatoria 
y gratuita, previsto en el artículo 14. Al contrario que la disposición 
contenida en el párrafo 1 del artículo 2, el artículo 14 especifica que de 
todas formas la fecha meta debe ser "un número razonable de años!> y, 
además, que el calendario deberá ser "fijado en el plan". Es decir, el plan 
debe fijar específicamente una serie de fechas concretas de aplicación 
para cada fase de la aplicación progresivo del plan. Ello subraya tanto la 
importancia como la inflexibil idad relativa de la obl igación de que se trata. 
Además, hay que destacar a este respecto que las demás obl igaciones del 
Estado Parte, tales como la no discriminación, han de aplicarse de forma 
plena e inmediata. 

11.  El Comité pide a todos los Estados Partes para los cuales sea pertinente 
el artículo 14 que garanticen el pleno cumplimiento de sus disposiciones 
y que el plan de acción que elaboren Se presente al Comité como parte 
integrante de los informes exigidos por el Pacto. Además, en 105 casos 
apropiados. el Comité alienta a los Estados Partes a recabar la asistencia 
de los organismos internacionales competentes, en particular la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT), el Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrol lo (PNUD), la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), el Fondo de las Naciones 
Unidas para la Infancia (UNICEF), el Fondo Monetario Internacional (FMI) 
y el Banco Mundial, tanto en la preparación de los planes de acción previstos 
en el artículo 14 como en su aplicación ulterior. El Comité también pide 
a los organismos internacionales pertinentes que presten asistencia a los 
Estados en la mayor medida posible para que satisfagan sus obligaciones 
con carácter urgente. 

J 2. El derecho a una alimentación adecuada" 

Introducción y premisas bósicas 

1.  El  derecho a una alimentación adecuada está reconocido en diversos 
instrumentos de derecho internacional. El Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales trota el derecho a una alimentación 
adecuada más extensamente que cualquier otro instrumento internacional. 

Comité de. dere.chos econ6micos, sociales y culturales. Observación generol No. 12 relotiva 
01 derecho o una olimentación odecuado. 200 pe.ríodo de sesiones, 1999. Figuro en e.1 documento 
E/C.1211999/5. 
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En el párrafo 1 del artículo 11 del Pacto, los Estados Partes reconocen 
"el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, 
incluso al imentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua 
de las condiciones de existencial!, y en el párrafo 2 del artículo 11 reconocen 
que posiblemente deberán adoptarse medidas más inmediatas y urgentes 
para garantizar "el derecho fundamental de toda persona a estar protegida 
contra el hambre" y la mal nutrición. El derecho a una al imentación adecuada 
es de importancia fundamental para el disfrute de todos los derechos. Ese 
derecho se aplica a todas las personas; por ello la frase del párrafo 1 del 
artículo 11 I!para sí y su familia" no entraña ninguna limitación en cuanto a 
la aplicabil idad de este derecho a los individuos o a los hogares dirigidos 
por una mujer. 

2. El Comité ha acumulado una información considerable acerca del derecho 
a la alimentación adecuada examinando los informes que han ido presentando 
los Estados Partes desde 1979. El Comité ha observado que aunque hay 
directrices sobre la presentación de información relativa al derecho a la 
alimentación adecuada, tan sólo unos pocos Estados Partes han proporcionado 
información precisa y suficiente para permitir al Comité determinar la 
situación actual en los países del caso con respecto a este derecho y para 
determinar qué obstáculos se presentan para su disfrute. Esta Observación 
general tiene como fin señalar las principales cuestiones que el Comité 
considera de importancia en relación con el derecho a la alimentación 
adecuada. A I preparar la presente Observación general se atiende a la 
solicitud formulada por los Estados Miembros durante la Cumbre Mundial 
sobre la Alimentación de que se definieran mejor los derechos relacionados 
con la alimentación que se mencionan en el artículo 11 del Pacto, y a la 
invitación especial que se hizo al Comité de que prestara atención especial 
al Plan de Acción de la Cumbre y continuase vigilando la aplicación de las 
medidas concretas que se estipulaban en el artículo 11 del Pacto. 

3. Atendiendo pues a esas solicitudes, el Comité: examinó la documentación 
y los informes pertinentes de la Comisión de Derechos Humanos y la 
Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías 
relativos al derecho a la alimentación adecuada como derecho humano; dedicó 
un día de debate general a esta cuestión en su 17° período de sesiones 
de 1997, teniendo en consideración el proyecto de código internacional de 
conducta sobre el derecho humano a una alimentación adecuada preparado 
por diversas organizaciones no gubernamentales internacionales; participó 
en dos reuniones de consulta sobre el derecho a la al imentación adecuada 
como derecho humano organizadas por la Oficina del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACDH) en Ginebra, en 
diciembre de 1997, y en Roma, en noviembre de 1998, conjuntamente con 

159 



la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación 
(FAOl, y tomó nota de sus informes finales. En abril de 1999 el Comité 
participó en un simposio sobre las bases y los aspectos políticos de un enfoque 
de derechos humanos de los programas y políticas de alimentación y nutrición, 
organizado por el Comité Administrativo de Coordinación/Subcomité de 
Nutrición en su 26° período de sesiones celebrado en Ginebra, organizado 
por la OACDH. 

4. El Comité afirma que el derecho a una al imentación adecuada está 
inseparablemente vinculado a la dignidad inherente de la persono humana 
y es indispensable para el disfrute de otros derechos humanos consagrados 
en la Carta Internacional de Derechos Humanos. Es también inseparable 
de la justicia social, pues requiere lo adopción de políticas económicas, 
ambientales y sociales adecuadas, en los planos nacional e internacional, 
orientadas a la erradicación de la pobreza y 01 disfrute de todos los derechos 
humanos por todos. 

5. Pese a que la comunidad internacional ha reafirmado con frecuencia la 
importancia del pleno respeto del derecha a una alimentación adecuada, 
se advierte una disparidad inquietante entre las formas que se fijan en el 
artículo 11 del Pacto y la situación que existe en muchas partes del mundo. 
Más de 840 millones de personas de todo el mundo. la mayoría de ellas de 
países en desarrollo, sufren de hambre crónica; mil lones de personas sufren 
hambrunas causadas por los desastres naturales, el aumento de la incidencia 
de los conflictos civiles y las guerras en algunas regiones y el uso de los 
alimentos como arma política. El Comité observa que s i  bien los problemas 
del hambre y la mal nutrición suelen ser especialmente agudos en los países 
en desarrollo, la malnutrición, la subnutrición y otros problemas relacionados 
con el derecho a una alimentación adecuada y el derecho a estar protegido 
contra el hambre existen también en algunos de los países económicamente 
más desarrollados. Básicamente, las raíces del problema del hambre y la 
mal nutrición no están en la falta de alimento sino en la falta de acceso a 
los alimentos disponibles, por porte de grandes segmentos de la población 
del mundo entre otras razones, a causa de la pobreza. 

Contenido normativo de los párrafos 1 y 2 del artículo 11 

6. El derecho o lo alimentación adecuada se ejerce cuando todo hombre, mujer o 
niílo, yo sea sólo o en común con otros, tiene acceso físico y económico, 
en todo momento, a la alimentación adecuada o a medios para obtenerla. 
El derecho a la alimentación adecuada no debe interpretarse, por 
consiguiente, en forma estrecha o restrictiva asimilándolo a un conjunto 
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de calorías, proteínas y otros elementos nutritivos concretos. El derecho 
a la alimentación adecuada tendrá que alcanzarse progresivamente. 
No obstante, los Estados tienen la obligación básica de adoptar las medidas 
necesarias para mitigar y aliviar el hambre tal como se dispone en el párrafo 2 
del artículo 11, incluso en caso de desastre natural o de otra índole. 

Adecuación y sostembi/idad de la disponibilidad de los alimentos y del acceso 
a éstos 

7. El concepto de adecuación es particularmente importante en relación con 
el derecho a la alimentación puesto que sirve para poner de relieve una 
serie de factores que deben tenerse en cuenta al determinar si puede 
considerarse que ciertas formas de alimentos o regímenes de alimentación 
a las que se tiene acceso son las más adecuadas en determinadas 
circunstancias a los fines de lo dispuesto en el artículo 11 del Pacto. El 
concepto de sostenibi/idad está íntimamente vinculado al concepto de 
alimentación adecuada o de seguridad alimentaria, que entraña la posibilidad 
de acceso a los alimentos por parte de las generaciones presentes y futuras. 
El significado preciso de "adecuación" viene determinado en buena medida 
por las condiciones sociales, económicas, culturales, climáticas, ecológicas 
y de otro tipo imperantes en el momento, mientras que el de IIsostenibilidad" 
entraña el concepto de disponibilidad y accesibil idad a largo plazo. 

8. El Comité considera que el contenido básico del derecho a la alimentación 
adecuada comprende lo siguiente: 

la disponibil idad de alimentos en cantidad y calidad suficientes para 
satisfacer las necesidades alimentarias de los individuos, sin sustancias 
nocivas, y aceptables para una cultura determinada; 

la accesibil idad de esos alimentos en formas que sean sostenibles y 
que no dificulten el goce de otros derechos humanos. 

9. Por necesidades alimentarias se entiende que el régimen de alimentación 
en conjunto aporta una combinación de productos nutritivos para el 
crecimiento físico y mental, el desarrollo y el mantenimiento, y la actividad 
física que sea suficiente para satisfacer los necesidades fisiológicos humanos 
en todas las etapas del ciclo vital,  y según el sexo y la ocupación. 
Por consiguiente, será preciso adoptar medidas para mantener, adaptar o 
fortalecer la diversidad del régimen y las pautas de alimentación y consumo 
adecuadas, incluida la lactancia materna, al tiempo que se garantiza que 
los cambios en la disponibilidad y acceso a los alimentos mínimos no afectan 
negativamente a la composición y la ingesta de alimentos. 
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10. A l  decir sin sustancias nocivas se fijan los requisitos de la inocuidad de 
105 alimentos y una gama de medidas de protección tanto por medios públicos 
como privados para evitar la contaminación de los productos alimenticios 
debido o lo adulteración y/o la mala higiene ambiental o la manipulación 
incorrecta en distintas etapas de la cadena alimentaria; debe también 
procurarse determinar y evitar o destruir las toxinas que se producen 
naturalmente. 

11.  Que los al imentos deban ser aceptables para una cultura o unos 
consumidores determinados significa que hay que tener también en cuenta, 
en la medida de lo posible, los valores no relacionados con la nutrición 
que se asocian a los alimentos y el consumo de alimentos, así como las 
preocupaciones fundamentadas de los consumidores acerca de la naturaleza 
de los alimentos disponibles. 

12. Por disponibi/idadse entienden los posibil idades que tiene el individuo de 
alimentarse ya sea directamente, explotando la tierra productiva u otras 
fuentes naturales de alimentos, o mediante sistemas de distribución, 
elaboración y de comercialización que funcionen adecuadamente y que puedan 
trasladar los alimentos desde el lugar de producción o donde sea necesario 
según la demanda. 

13. La accesibilidad comprende la accesibil idad económica y física: 

162 

La accesibi lidad económica implica que los costos financieros personales 
o familiares asociados con la adquisición de los alimentos necesarios para 
un régimen de alimentación adecuado deben estar a un nivel tal que no 
se vean amenazados o en peligro la provisión y la satisfacción de otras 
necesidades básicas. La accesibil idad económica se aplica a cualquier tipo 
o derecho de adquisición por el que las personas obtienen sus alimentos 
y eS una medida del grado en que es satisfactorio para el disfrute del 
derecho a la alimentación adecuada. Los grupos socialmente vulnerables 
como las personas sin tierra y otros segmentos particularmente 
empobrecidos de la población pueden requerir la atención de programas 
especiales. 

La accesibilidad física implica que la alimentación adecuada debe ser 
accesible a todos, incluidos los individuos físicamente vulnerables, tales 
como los lactantes y Jos niños pequeños, las personas de edad, los 
discapacitados físicos, los moribundos y las personas con problemas médicos 
persistentes, tales como los enfermos mentales. Será necesario prestar 
especial atención y, a veces, conceder prioridad con respecto a la 
accesibil idad de los alimentos a las personas que viven en zonas propensas 



a los desastres y a otros grupos particularmente desfavorecidos. Son 
especialmente vulnerables muchos grupos de pueblos indígenas cuyo acceso 
a las tierras ancestrales puede verse amenazado. 

Obligaciones y violaciones 

14. La índole de las obl igaciones jurídicas de los Estados Partes se enuncia 
en el artículo 2 del Pacto y se ha tratado en la Observación general N° 3 
(1990) del Comité. La principal obl i9ación es la de adoptar medidas para 
lograr progresivamente el pleno ejercicio del derecho a una alimentación 
adecuada. Ello impone la obligación de avanzar lo más rápidamente posible 
para alcanzar ese objetivo. Cada uno de los Estados Partes se compromete 
a adoptar medidas para garantizar que toda persona que se encuentre 
bajo su jurisdicción tenga acceso al mínimo de alimentos esenciales 
suficientes inocuos y nutritivamente adecuados para protegerla contra 
el hambre 

15. El derecho a la alimentación adecuada, al igual que cualquier otro derecho 
humano, impone tres tipos o niveles de obligaciones a los Estados Partes: 
las obl igaciones de respetar, proteger y realizar. A su vez, la obligación 
de realizar entraña tanto la obligación de facilitar como la obligación 
de hacer efectivo· '. La obl igación de respetar el acceso existente a 
una alimentación adecuada requiere que los Estados no adopten medidas 
de ningún tipo que tengan por resultado impedir ese acceso. La obligación 
de proteger requiere que el Estado Parte adopte medidas para velar 
por que las empresas o los particulares no priven a las personas del 
acceso a una alimentación adecuada. La obligación de realizar ( facilitar) 
significa que el Estado debe procurar iniciar actividades con el fin de 
fortalecer el acceso y la utilización por parte de la población de los 
recursos y medios que aseguren sus medios de vida, incluida la seguridad 
a l imentaria. Por último, cuando un individuo o un grupo sea incapaz, 
por razones que escapen a su contro l ,  de disfrutar el derecho a una 
alimentación adecuada por los medios a su alcance, los Estados tienen 
la obl igación de realizar (hacer efectivo) ese derecho d irectamente. 
Esta obligación también se aplica a las personas que son víctimas de 
catástrofes naturales o de otra índole . 

.• IniciallTlV\te. se. propusieron tres nive.les de. obligaciones: re.spdar, proteger y ayudar/realizar 
(véase El derecho a una alimentación adecuada como derecho humano. Serie estudios N° 1 
Nue.va York (publicación de los Nociones Unidos, N" de venta: S.89.XIV.2}). El nivel intermedio 
�facil¡tar· se ha propu�to como categoría del Comité, pero éste ha decidido mantener los 
tres niveles de obligación. 

163 



DUECIlOS Eco� .. tcOS. Socwzs y CULn.'JtAlJtS 

16. Algunas de las medidas a estos distintos niveles de obligación de los Estados 
Partes tienen un carácter más inmediato, mientras que otras tienen un 
carácter de más largo plazo, para lograr gradualmente el pleno ejercicio 
del derecho a la alimentación. 

17. El Pacto se viola cuando un Estado no garantiza la satisfacción de, al menos, 
el nivel mínimo esencial necesario para estar protegido contra el hambre. 
Al determinar qué medidas u omisiones constituyen una violación del derecho 
a la alimentación, es importante distinguir entre la falta de capacidad y 
la falta de voluntad de un Estado para cumplir sus obl igaciones. En el 
caso de que un Estado Parte aduzca que la limitación de sus recursos le 
impiden facilitar el acceso a la alimentación a aquellas personas que no 
son capaces de obtenerla por sr mismas, el Estado ha de demostrar que 
ha hecho todos los esfuerzos posibles por utilizar todos los recursos de 
que dispone con el fin de cumplir, con carácter prioritario, esas obligaciones 
mínimas. Esta obligación dimana del párrafo 1 del artículo 2 del Pacto 
en el que se obliga a cada Estado Parte a tomar las medidas necesarias 
hasta el máximo de los recursos de que disponga, tal como señaló 
anteriormente el Comité en el párrafo 10 de su Observación general N° 
3. El Estado que aduzca que es incapaz de cumplir esta obligación por 
razones que están fuera de su control, tiene, por tanto, la obligación de 
probar que ello es cierto y que no ha logrado recabar apoyo internacional 
para garantizar la disponibilidad y accesibilidad de los alimentos necesarios. 

18. Por otra parte, toda discriminación en el acceSo a los alimentos, así como 
a los medios y derechos para obtenerlos, por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, edad, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social, 
con el fin o efecto de anular u obstaculizar la igualdad en el disfrute o 
ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales constituye una 
violación del Pacto. 

19. Las violaciones del derecho a la alimentación pueden producirse por actos 
realizados d irectamente por los Estados o por otras entidades 
insuficientemente regulados por los Estados. Entre ellos cabe señalar: 
derogar o suspender oficialmente la legislación necesaria para seguir 
disfrutando el derecho a la alimentación; negar el acceso a los alimentos 
a determinados individuos o grupos, tanto si la discriminación se basa en 
la legislación como si es activa; impedir el acceso a la ayuda alimentaria 
de carácter humanitario en los conflictos internos o en otras situaciones 
de emergencia; adoptar legislación o políticas que sean manifiestamente 
incompatibles con obligaciones jurídicas anteriores relativas al derecho 
a la alimentación; y no controlar las actividades de individuos o grupos 
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para evitar que violen el derecho a la alimentación de otras personas; o ,  
cuando es el Estado, no tener en cuenta sus obl igaciones jurídicas 
internacionales relativas al derecho a la al imentación al concertar acuerdos 
con otros Estados o con organizaciones internacionales. 

20. Aunque solamente los Estados son Partes en el Pacto y son, por lo tanto, 
los responsables últimos del cumplimiento de éste, todos los miembros 
de la sociedad, a saber, los particulares, las familias, las comunidades 
locales, las organizaciones no gubernamentales, las organizaciones de la 
sociedad civil y el sector empresarial privado, son responsables de la 
realización del derecho a una alimentación adecuada. El Estado debería 
crear un medio que facilitara el ejercicio de esas responsabil idades. El 
sector empresarial privado, tanto nacional como transnacional, debería 
actuar en el marco de un código de conducta en el que se tuviera presente 
el respeto del derecho a una alimentación adecuada, establecido de común 
acuerdo con el gobierno y la sociedad civil. 

Aplicación en el plano nacional 

21. Los medios más adecuados para aplicar el derecho a una alimentación 
adecuada variarán inevitablemente y de modo considerable de un Estado 
Parte a otro. Cada Estado tendrá un margen de elección para decidir 
sus propios enfoques. pero el Pacto especifica claramente que cada Estado 
Parte adoptará las medidas que sean necesarias para garantizar que todas 
las personas queden l ibres del hambre y que puedan disfrutar lo más pronto 
posible del derecho a una alimentación adecuada. Esto exigirá aprobar 
una estrategia nacional que garantice la seguridad alimentaria y de nutrición 
para todos, sobre la base de los principios de los derechos humanos que 
definen los objetivos, y formular las políticas y los indicadores 
correspondientes. También deberán identificarse los recursos disponibles 
para cumplir los objetivos y la manera de aprovecharlos más eficaz en 
función de los costos. 

22. La estrategia debe basarse en una determinación sistemática de las medidas 
y actividades políticas pertinentes en cada situación y contexto, derivadas 
del contenido normativo del derecho a una alimentación adecuada y 
especificadas en relación con los niveles y caracteres de las obligaciones 
del Estado Parte a que se refiere el párrafo 15 de la presente Observación 
general. Esto facilitará la coordinación entre los ministerios y las 
autoridades regionales y locales y asegurará que las políticas y decisiones 
administrativas conexas cumplan las obligaciones que impone el artículo 11 
del Pacta. 
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23 .  la formulación y aplicación de estrategias nacionales para el derecho a 
la  alimentación exige e l  pleno cumplimiento de los princ ip ios de 
responsabilidad, transparencia, participación popular, descentralización, 
capacidad legislativa e independencia de la magistratura. Es esencial un 
buen gobierno paro la realización de los derechos humanos, incluida la 
eliminación de la pobreza, y para asegurar medios de vida satisfactorios 
para todos. 

24. Deben diseñarse mecanismos institucionales adecuados para establecer 
un proceso representativo que permita formular una estrategia, 
aprovechando para el lo todos los conocimientos internos disponibles 
relativos o los alimentos y Jo nutrición. la estrategia debe determinar 
las responsabil idades y el morco temporal de aplicación de los medidas 
necesarios. 

25. la estrategia se ocupará de todas las cuestiones y medidas críticas relativas 
a todos los aspectos del sistema alimentario, en particular la producción, 
elaboración, distribución, comercialización y consumo de alimentos sanos, 
así como las medidas paralelos en materia de salud, educación, empleo y 
seguridad social. Hay que procurar gestionar y utilizar de modo más 
sostenible los recursos alimentarios naturales y de otro tipo en los niveles 
nacional, regional, local y doméstico. 

26. lo estrategia debe prestar una atención especial a lo necesidad de prevenir 
lo discriminación en el acceso a los alimentos o a los recursos destinados 
o al imentos. Esto debe incluir los siguientes elementos: garantías de un 
acceso completo y equitativo a los recursos económicos, especialmente 
para las mujeres, incluido el derecho a heredar y a poseer tierras y otros 
bienes, y de acceso al crédito, a los recursos naturales y o una tecnología 
adecuada; medidas para respetar y proteger el trabajo por cuenta propia 
y los trabajos remunerados de modo que aseguren una vida digno para 
los asalariados y sus familias (como estipula el inciso ii) del párrafo a) 
del artículo 7 del Pacto); mantener registros sobre los derechos a la tierra 
(inclUidos los bosques). 

27. Los Estados Partes, como un componente de su obligación de proteger 
los recursos alimentarios básicos paro el pueblo, deben adoptar medidas 
adecuadas tendientes a garantizar que las actividades del sector 
privado y de lo sociedad civi l  sean conformes con el derecho o la 
a l imentación. 

28. Incluso en los lugares donde un Estado se enfrenta con limitaciones graves 
de recursos causados por un proceso de ajuste económico, por la recesión 
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económica, por condiciones cl imáticas u otros factores, deben aplicarse 
medidas para garantizar que se cumpla el derecho o una alimentación 
adecuada especialmente para grupos de población e individuos vulnerables. 

Referencias y legislación morco 

29. Al  aplicar las estrategias específicas de cada país señaladas supra, los 
Estados deben establecer referenci�s verificables paro la subsiguiente 
vigilancia nacional e internacional. En relación con ello, los Estados deben 
considerar la posibil idad de aprobar una ley morco como instrumento básico 
de aplicación de la estrategia nacional para el derecho a la alimentación. 
En la ley marco deben f igurar disposiciones sobre el fin pretendido; las 
metas u objetivos que deben lograrse y el marco temporal que se fijará 
poro lograr estos objetivos: los medios mediante los cuales podría 
conseguirse el fin buscado en términos generales, en especial la colaboración 
deseada con la sociedad civil y el sector privado y con organizaciones 
internacionales: la responsabilidad institucional del proceso: y los 
mecanismos nacionales para vigilar el proceso, así como los posibles 
procedimientos de recurso. Los Estados Partes al preparar las referencias 
y la legislación marco deben buscar la participación activa de organizaciones 
de la sociedad civil. 

30. Programas y organismos adecuados de las Naciones Unidas deben prestar 
asistencia, si así se les solicita, para preparar la legislación marco y revisar 
las leyes sectoriales. La FAO, por ejemplo, tiene experiencia y 
conocimientos acumulados considerables sobre los leyes en materia de 
alimentación y agricultura. El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia 
(UNICEF) tiene experiencia equivalente sobre los leyes relativas al derecho 
a una alimentación adecuada para lactantes y niños mediante la protección 
materna y del niño, inc/uidas leyes para promover el amamantamiento, y 
sobre la reglamentación de la comercialización de sustitutos de la leche 
materna. 

Vigilancia 

31 .  Los Estados Partes deberán preparar y mantener mecanismos para vigilar 
los progresos tendentes a lo realización del derecho a una alimentación 
adecuada para todos, determinar los factores y d if icu ltades que 
obstaculizan el cumplimiento de sus obligaciones y facilitar la adopción 
de medidos legislativas y administrativas de corrección, inc/uidas medidas 
para aplicar las obligaciones en virtud del párrafo 1 del articulo 2 y del 
artículo 23 del Pacto. 
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Recursos y responsabilidad 

32. Toda persona o grupo que sea víctimo de una violación del derecho a una 
alimentación adecuada debe tener acceso a recursos judiciales adecuados 
o a otros recursos apropiados en los planos nacional e internacional. Todas 
las víctimas de estas violaciones tienen derecho a una reparación adecuada 
que puede Gdoptar la forma de restitución, indemnización, compensación 
o garantías de no repetición. Los defensores nacionales del pueblo y las 
comisiones de derechos humanos deben ocuparse de las violaciones del 
derecho a la alimentación. 

33 .  La incorporación en el orden jurídico interno de los instrumentos 
internacionales que reconocen el derecho a la alimentación o el 
reconocimiento de su aplicabil idad puede mejorar de modo importante el 
alcance y la eficacia de las medidas de remedio y deben alentarse en todos 
los casos. Los tribunales estarán entonces en condiciones de juzgar las 
violaciones del contenido básico del derecho a la alimentación refiriéndose 
de modo directo a las obligaciones en virtud del Pacto. 

34. Se invita a los jueces y otros miembros de la profesión letrada a prestar 
uno mayor atención a los violaciones del derecho a la alimentación en el 
ejercicio de sus funciones. 

35. Los Estados Partes deben respetar y proteger la labor de los defensores 
de los derechos humanos y otros miembros de la sociedad civil que prestan 
asistencia a grupos vulnerables para que realicen su derecho a una 
alimentación adecuada. 

Obligaciones internacionales 

Estados Partes 

36. Animados por el espíritu del Artículo 156 de la Carta de las Naciones Unidas, 
la Declaración de Roma sobre Seguridad Al imentaria Mundial y las 
disposiciones del párrafo 2 del artículo 2, el artículo 11, el párrafo 2 del 
artículo 15 y el artículo 23 del Pacto, los Estados Partes deben reconocer 
el papel fundamental que corresponde a la cooperación internacional y 
reafirmar su decisión de adoptar. en colaboración con otros Estados o 
por separado, medidos que aseguren la pleno realización del derecho o 
una alimentación adecuado. Los Estados Portes 01 aplicar este compromiso 
deben adoptar medidas para respetar el disfrute del derecho a la 
alimentación en otros países, proteger este derecho, facilitar el acceso 
a la alimentación y prestar lo necesaria asistencia cuando sea preciso. 
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Los Estados Partes deben asegurarse de que, en los acuerdos 
internacionales, se preste la debida atención al derecho a una alimentación 
adecuada, y examinar lo posibi l idad de elaborar con tal f in nuevos 
instrumentos jurídicos internacionales. 

37. Los Estados Portes deben abstenerse en todo momento de imponer 
embargos o medidas semejantes a los alimentos que pongan en peligro el 
acceso a la alimentación en otros países. Los alimentos no deben usarse 
nunca como instrumento de presión política o económica. En tal sentido, 
el Comité afirma las convicciones expuestas en su Observación general 
N° 8 sobre la relación entre las sanciones económicas y el respeto de 
105 derechos económicos, sociales y culturales. 

Estados y organizaciones internacionales 

38. Los Estados tienen la responsabilidad conjunta e individual, de conformidad 
con la Carta de las Naciones Unidas, de cooperar para prestar socorro 
en casos de desastre y asistencia humanitaria en casos de emergencia, 
incluida asistencia a refugiados y personas desplazadas internamente. 
Cada Estado debe contribuir a esta tarea de conformidad con sus 
capacidades. Tienen particular importancia a este respecto y deben 
fortalecerse la función del Programa Mundial de Alimentos (PMA) y de 
la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Uni das para los 
Refugiados (ACNUR), y cada vez más la del UNICEF y de la FAO. Debe 
asignarse prioridad en la asistencia alimentaria a las poblaciones más 
vulnerables. 

39. La asistencia alimentaria debe prestarse, en la medida de lo posible, de 
modo que no afecte negativamente a los productores locales y a los 
mercados locales y debe organizarse de manera que facilite el retorno a 
la autosuficiencia alimentario de los beneficiarios. La asistencia debe 
basarse en las necesidades de los beneficiarios previstos. Los productos 
que figuren en el comercio internacional de alimentos o en los programas 
de asistencia deben ser sanos y ser aceptables cultural mente para la 
población receptora. 

Las Naciones Unidas y otras organizaciones internacionales 

40. Tiene uno especial importancia la función de los organismos de las Naciones 
Unidas, incluida la función que se realiza por conducto del Marco de 
Asistencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo dentro de los países 
para promover la realización del derecho a la al imentación. Deben 
mantenerse las iniciativas coordinadas encaminadas a realizar el derecho 
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a la alimentación a fin de mejorar la coherencia y la interacción entre 
todos los participantes, incluidos los distintos componentes de la sociedad 
civil. Las organizaciones que se encargon de la alimentación, la FA O, el PMA 
y el Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola (FIDA), juntamente con 
el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUDl. el UNICEF. 
el Banco Mundial y los bancos regionales de desarrollo, deben cooperar 
con mayor eficacia, aprovechar sus respectivos conocimientos técnicos, 
en la realización del derecho a la alimentación en el plano nacional, con el 
debido respeto a sus mandatos individuales. 

41. Las instituciones financieras internacionales, especialmente el Fondo 
Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial, deben prestar una mayor 
atención a la protección del derecho a la alimentación en sus políticas de 
concesión de préstamos y acuerdos crediticios y en las medidas 
internacionales para resolver la crisis de la deuda. En todos los programas 
de ajuste estructural debe procurarse que se garantice la protección del 
derecho a la alimentación, de conformidad con el párrafo 9 de la 
Observación general N° 2 del Comité. 

13. El derecho o la educación" 

1. La educación es un derecho humano intrínseco y un medio indispensable 
de realizar otros derechos humanos. Como derecho del ámbito de la 
autonomía de la persona, la educación es el principal medio que permite a 
adultos y menores marginados económica y socialmente salir de la pobreza 
y participar plenamente en sus comunidades. La educación desempeña un 
papel decisivo en la emancipación de la mujer, la protección de los niños 
contra la explotación laboral, el trabajo peligroso y la explotación sexual, 
la promoción de los derechos humanos y la democracia, la protección del 
medio ambiente y el control del crecimiento demográfico. Está cada vez 
más aceptada la idea de que la educación es una de las mejores inversiones 
f inancieras que los Estados pueden hacer, pero su importancia no es 
únicamente práctica pues dispone de una mente instruida, inteligente y activa, 
con l ibertad y amplitud de pensamiento, es uno de los placeres y recompensas 
de la existencia humana. 

2. El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales dedica 
dos artículos al derecho a la educación, los artículos 13 y 14. El artículo 13. 

Comité de derechos econ6m¡cos. sociales y culturales. Observaci'ón generol No. 13 relatiYO 
al derecho a la educación (art. 13). 21" período de sesiones. 1999. Figuro en el documento 
E/C.1211999/l0. 
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la disposición más extensa del Pacto, es el artículo de alcance más amplio 
y más exhaustivo sobre el derecho a la educación de toda la l itigación 
internacional sobre los derechos humanos. El Comité ya ha aprobado la 
Observación general N° 11 sobre el artículo 14 (planes de acción para la 
enseñanza primaria); la Observación general N° 11 Y la presente son 
complementarias y deben examinarse conjuntamente. El Comité sabe que, 
para mil lones de personas de todo el mundo, el disfrute del derecho a la 
educación sigue siendo un objetivo lejano. Más aún, en muchos casos, este 
objetivo se aleja cada vez más. El Comité también tiene conciencia de los 
extraordinarios obstáculos estructurales y de otro tipo que impiden lo 
aplicación plena del artículo 13  en muchos Estados Partes. 

3.  Con miras a ayudar a los Estados Partes a aplicar el Pacto y cumplir sus 
obligaciones en materia de prestación de informes, esta Observación general 
está consagrada al contenido normativo del artículo 1 3  (parte I, párrs. 4 
a 42), a algunas de las obl igaciones que de él se desprenden (parte II, 
párrs. 43 a 57) y a algunas violaciones caracterizadas (parte II, párrs. 58 
y 59). En la parte III se recogen breves observaciones acerca de las 
obligaciones de otros agentes que los Estados Partes. Se basa en la amplia 
experiencia adquirida por el Comité en el examen de los informes de los 
Estados Partes a lo largo de muchos años. 

1. Contenido normotivo del artículo 13 

Párrafo 1 del artículo 13 - Propósitos y objetivos de la educación 

4. Los Estados Partes convienen en que toda la enseñanza, ya sea pública o 
privada, escolar o extraescolar, debe orientarse hacia los propósitos y 
objetivos que Se definen en el párrafo 1 del artículo 13. El Comité observa 
que estos objetivos de la educación reflejan los propósitos y principios 
fundamentales de las Naciones Unidas, consagrados en los Artículos 1 y 2 
de la Carta. Se encuentran asimismo, en su mayor parte, en el párrafo 2 
del artículo 26 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, si bien 
el párrafo 1 del artículo 13 amplía la Declaración desde tres puntos de vista: 
la educación debe orientarse al desarrollo del sentido de la dignidad de la 
personalidad humana, debe capacitar a todas las personas para participar 
efectivamente en uno sociedad libre y debe favorecer lo comprensión entre 
todos los grupos étnicos, y entre los naciones y los grupos raciales y 
religiosos. De todos esoS objetivos de la educación que son comunes 01 
párrafo 2 del artículo 26 de la Declaración Universal de Derechos Humanos 
y al párrafo 1 del artículo 13  del Pacto, acaso el fundamental sea el que 
afirma que "la educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la 
personalidad humana". 
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5. El Comité toma nota de que, desde que la Asamblea General aprobó el Pacto 
en 1966, otros instrumentos internacionales han seguido desarrollando los 
objetivos a los que debe dirigirse la educación y, por consiguiente, considera 
que los Estados Partes tienen la obligación de velar por que la educación 
se adecue a los propósitos y objetivos expuestos en el párrafo 1 del artículo 
13 ,  interpretados a la luz de la Declaración Mundial sobre Educación para 
Todos (Jomtien (Tailandia), 1990) (art. 1), la Convención sobre los Derechos 
del Niño (párrafo 1 del artículo 29), la Declaración y Plan de Acción de Viena 
(parte r, párr. 33,  y parte Ir, párr. 80), y el Plan de Acción para el Decenio 
de las Naciones Unidas para la educación en la esfera de los derechos 
humanos (párr. 2). Todos estos textos tienen grandes coincidencias con 
el párrafo 1 del artículo 13 del Pacto, pero también inc/uyen elementos 
que no están contemplados expresamente en él, por ejemplo, referencias 
concretas a la igualdad entre los sexos y el respeto del medio ambiente. 
Estos nuevos elementos están implícitos y reflejan una interpretación 
contemporánea del párrafo 1 del artículo 13.  La opinión del Comité se 
sustenta en el amplio apoyo que los textos que se acaba de mencionar han 
recibido en todas las regiones del mundo1• 

Párrafo 2 del artículo 13 - El derecho a recibir educación, observaciones 
generales 

6. Si bien la aplicación precisa y pertinente de los requisitos dependerá de 
las condiciones que imperen en un determinado Estado Parte, la educación 
en todas sus formas y en todos los niveles debe tener las siguientes cuatro 
características interrelacionadas2 : 

I L.a Declaración Mundial sobre Educación para Todos fue aprobada por 155 delegaciones 
gubernamental�; la Declaración y Plan di! Acción de Viena fue aprobada por 171 delegaciones 
gubernamentalu; la Convención sobre los Derechos del Niffo ha sido ratificada o suscrito 
por 191 Estados Part�; I!I Plan de Acción para el Decenio di! las Nocion� Unidas para la 
Educación en la �fera de los derechos humanos fue aprobado por ..:onsenso en una r�olución 
de la Asamblea General. 

Z Este planteamiento corresponde 01 marco anoJítico general seguido a propósito de los derechas 
a una vivienda y una alimentación adecuadas y o la labor de la Relatora Especial de las 
Nociones Unidas sobre el Derecho a la Educación. En su Observación general � 4, el Comité 
se refiere a varios factores que influyen en el derecho o uno vivienda de esas características: 
lo MdisponibilidadM, la MasequibilidadM, lo MoccesibilidadM y la Madecuación culturalM. En su 
Observación general N° 12, el Comité se refiere a varios elementos del derecho o una 
alimentación adecuado como lo Mdisponibilidod·, lo ·aceptabilidadM y la ·accesibilidadM, En 
su informe preliminar a lo Comisión de Derechos Humanos, la Relatora Especial sobre el 
derecho o la educación menciona Mcuotro características fundamentales que deben tener 
las escuelas primarios: lo disponibilidad, la accesibilidad, la aceptabilidad y la adaptabilidad" 
(EICNA/l999/49, pó". 50). 
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OSSERVt.CIONU r.1t/I� VIL COMITI!: DI DERECHOS tcONOM1COS. 50CIALU y C 1Jl.T\J1W.UI 

a) Disponibilidad Debe haber instituciones y programas de enseñanza 
en cantidad suficiente en el ámbito del Estado Parte. Las condiciones 
para que funcionen dependen de numerosos factores, entre otros, 
el contexto de desarrollo en el que actúan; por ejemplo, los 
instituciones y los programas probablemente necesiten edificios 
u otra protección contra los elementos, instalaciones sanitarias para 
ambos sexos, agua potable, docentes calificados con salarios 
competitivos, materiales de enseñanza, etc.: algunos necesitarán 
además bibl iotecas, servicios de informático, tecnología de la 
información, etc. 

b) Accesitn'lidad Las instituciones y los programas de enseñanza han 
de ser accesibles o todos, sin discriminación, en el ámbito del Estado 
Parte. La accesibil idad consta de tres dimensiones que coinciden 
parcialmente: 

i)  No discriminación. La educación debe ser accesible a todos, 
especialmente a los grupos no vulnerables de hecho y de 
derecho, s in discriminación por ninguno de los  motivos 
prohibidos (véanse los párrafos 3 1  a 37 sobre la no 
discriminación): 

i i)  Accesibilidad material. La educación ha de ser asequible 
materialmente, ya sea por su localización geográfica de acceso 
razonable (por ejemplo, uno escuela vecinal) o por medio de 
la tecnología moderna (mediante el acceso a programas de 
educación a distancia): 

¡j i) Accesibilidad económica. La educación ha de estar al alcance 
de todos. Esta dimensión de la accesibilidad está condicionada 
por las diferencias de redacción del párrafo 2 del artículo 
13 respecto de la enseñanza primaria, secundaria y superior: 
mientras que la enseñanza primaria ha de ser gratuita para 
todos, se pide a los Estados Partes que implanten gradualmente 
la enseñanza secundaria y superior gratuita. 

c)  Aceptabilidad La forma y el fondo de la  educación, comprendidos 
los programas de estudio y los métodos pedagógicos, han de ser 
aceptables (por ejemplo, pertinentes, adecuados cultura/mente y 
de buena calidad) para los estudiantes y, cuando proceda, los padres; 
este punto está supeditado a los objetivos de la educación 
mencionados en el párrafo 1 del artículo 13 y a las normas mínimas 
que el Estado apruebe en materia de enseffanza (véanse los párrafos 
3 y 4 del artículo 13). 
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d) Adaptabilidad La educación ha de tener la flexibilidad necesaria 
para adaptarse a las necesidades de sociedades y comunidades en 
transformación y responder a las necesidades de los alumnos en 
contextos culturales y sociales variados. 

7. A l  considerar la correcta aplicación de estas IIcaracterísticas 
interrelacionadas y fundamentalesll, se habrán de tener en cuenta ante 
todo los superiores intereses de los alumnos. 

Apartado a) del párrafo 2 del artículo 13 - El derecho a la enseñanza primaria 

8. Lo enseñanza primario comprende los elementos de disponibi l idad, 
accesibil idad, aceptabil idad y adaptabilidad que son comunes o lo educación 
en todas sus formas y en todos los niveles3 • 

9. Paro la interpretación correcta de "enseñanza primariall, el Comité se guío 
por lo Declaración Mundial sobre Educación poro Todos, donde se afirma: 
OIEI principal sistema paro impartir lo educación básica fuera de lo familia 
es lo escuela primaria. La educación primaria debe ser universal, garantizar 
la satisfacción de las necesidades básicas de aprendizaje de todos los niños 
y tener en cuenta la cultura, las necesidades y los posibil idades de la 
comunidad" (art. 5). La Declaración define " las necesidades básicas de 
aprendizaje" en su artículo 14• Si bien enseñanza primaria no es sinónimo 
de educación básica, hay uno estrecha correlación entre ambas. A este 
respecto, el Comité suscribe la posición del UNICEF: "la enseñanza primaria 
es el componente más importante de la educación básica!'!! . 

10. Según la formulación del apartado al del párrafo 2 del artículo 13 ,  la 
enseñanza primaria tiene dos rasgos distintivos: es "obligatoria" y 
"asequible a todos gratuitamente". Véanse los observaciones del Comité 
sobre ambas expresiones en los párrafos 6 y 7 de lo Observación general 
N° 11 sobre el artículo 14 del Pacto. 

) Viase el párrafo 6. 

� Lo Declaración define Mios necesidades básicos de aprendizaje" como "herramientas esenciales 
poro el aprendizaje (como lo lectura y lo escrituro, lo expresión oral, el cálculo, lo solución 
de problemas) y los contenidos básicos del aprendizaje (conocimientos teóricos y prácticos, 
volares y aptitudes) necesarios poro que los seres humanos puedan sobrevivir, desarrollar 
plenamente sus capacidades, vivir y trabajor con dignidad, participar plenamente en el 
desarrollo, mejorar lo calidad de su vida, tomar decisiones fundamentados y continuar 
aprendiendo· (art, 1). 

5 Advocacy kit, Bas;c EduCO';on 1999 (UNICEF), Sec.! pág.1. 
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Apartado b) del párrafo 2 del artIculo 13 - El derecho a la enseñanza secundaria 

11. La enseñanza secundaria comprende los elementos de disponibilidad, 
accesibil idad, aceptabilidad y adaptabilidad que son comunes a la enseñanza 
en todas sus formas y en todos los niveles6, 

12. Aunque el contenido de la enseñanza secundaria varía entre los Estados 
Partes y con el correr del tiempo, implica la conclusión de la educación 
básica y la consolidación de los fundamentos del desarrollo humano y del 
aprendizaje a lo largo de toda la vida. Prepara a los estudiantes para la 
enseñanza superior y profesional7. El apartado b) del párrafo 2 del 
artículo 13 se aplica a la enseñanza secundaria "en sus diferentes formas", 
reconociéndose con ello que la enseñanza secundaria exige planes de estudio 
flexibles y sistemas de instrucción variados que se adapten a las necesidades 
de los alumnos en distintos contextos sociales y culturales. E l  Comité 
estimula la elaboración y la aplicación de programas "alternativos" en 
paralelo con los sistemas de las escuelas secundarias normales. 

13.  De conformidad con el apartado b) del párrafo 2 del artículo 13 ,  la 
enseñanza secundaria debe "ser generalizada y hacerse accesible a todos, 
por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación 
progresiva de la enseñanza gratuita!!. La expresión "generalizada" significa, 
en primer lugar, que la enseñanza secundaria no depende de la aptitud o 
idoneidad aparentes de un alumno y en segundo lugar, que se impartirá 
en todo el Estado de forma tal que todos puedon acceder a el/a en igualdad 
de condiciones. Véase en e l  párrafo 10 supra la interpretación que el 
Comité hace de "accesible". Para la interpretación de lIaccesible" por el 
Comité, véase el párrafo 6 supra. La expresión "por cuantos medios sean 
apropiados" refuerza el argumento de que los Estados Partes deben adoptar 
criterios variados e innovadores en lo que respecta a la enseñanza secundaria 
en distintos contextos sociales y culturales. 

14. "La implantación progresiva de la enseñanza gratuitall significa que, s i  
bien los Estados deben atender prioritariamente a la  enseñanza primaria 
gratuita, también tienen la obl igación de adoptar medidas concretas 
para implantar la enseñanza secundaria y superior gratuitas. Véase el 
párrafo 7 de la Observación general N° 11 sobre el artículo 14 en lo  
que respecta a las observaciones generales del Comité sobre e l  significado 
de IIgratuito" . 

• Véase el pórrafo 6. 

1 Vwe la Closificocitfn mfl!rnocional normalizada de la educación, 1997. UNESCO. párr. 52. 
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Enseñanza técnica y profesional 

15, La enseñanza técnica y profesional forma parte del derecho a la educación 
y del derecho al trabajo (párrafo 2 del artículo 6). El apartado b) del 
párrafo 2 del artículo 13 presenta la enseñanza técnica y profesional como 
parte de la enseñanza secundaria, lo que refleja su importancia especial 
en ese nivel de la ense;{anza, El párrafo 2 del artículo 6, en cambio, no 
menciona la enseñanza técnica y profesional en relación con un nivel 
específico de educación, por entender que tiene un papel más amplio, ya 
que permite Uconseguir un desarrollo económico, social y cultural constante 
y la ocupación plena y productiva", Asimismo, en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos Se afirma que "lo instrucción técnica y profesional 
habrá de ser generalizada" (párrafo 1 del artículo 26). En consecuencia, 
el Comité considera que la enseñanza técnica y profesional constituye un 
elemento integral de todos los niveles de la enseñanza'l. 

16. La iniciación al mundo del trabajo y la tecnología no debería limitarse o 
programas de enseñanza técnica y profesional concretos, sino entenderse 
como componente de la enseñanza general. Con arreglo a la Convención 
de la UNESCO sobre lo Enseñanza Técnica y Profesional (1989), esa 
enseñanza se refiere a "todas las formas y niveles del proceso de educación 
que incluye, además de los conocimientos generales, el estudio de las 
técnicas y de las disciplinas afines, la adquisición de habilidades prácticas, 
de conocimientos prácticos y de aptitudes, y la comprensión de los 
diferentes oficios en los diversos Sectores de la vida económica y social" 
(párrafo a) del artículo 1) Entendido de esta forma, perspectiva adaptada 
igualmente en determinados Convenios de la OIT9 , el derecho a la enseñanza 
técnica y profesional abarca los siguientes aspectos: 

a} Capacita a los estudiantes para adquir ir conocimientos y 
competencias que contribuyan a su desarrollo personal, su  
posibilidad de valerse por sí  mismos y acrecienta la productividad 
de sus familias y comunidades, comprendido el desarrollo social 
y económico del Estado Parte; 

b) Tiene en cuenta las circunstancias sociales, culturales y educativas 
de la población en cuestión; las competencias, los conocimientos 
y los niveles de calificación necesarios en los diversos sectores 
de la economía: y el bienestar. la higiene y la seguridad laborales; 

• P�rsp�cti ... a ru09ida asimismo �n los Con ... �nios d� la OIT sobre desarrollo d� los r�cursos 
humanos, 1975 (N'" 142), Y sobr� política social (normas y objetivos bósicos), 1962 (W 117). 

, Véase la nota anterior. 
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c) Se ocupa de reciclar a los adultos cuyos conocimientos y 
competencias hayan quedado atrasados a causa de las 
transformaciones tecnológicas, económicas, laborales, sociales, 
etc.; 

d) Consiste en programas que den a los estudiantes, especialmente 
a los de los países en desarrollo, la posibilidad de recibir enseñanza 
técnica y profesional en otros Estados, con vistas a una 
transferencia y una adaptación de tecnología correctas; 

e) En el contexto de las disposiciones del Pacto relativas a la no 
discriminación y la igualdad, consiste en programas encaminados 
a promover la enseñanza destinada a las mujeres, las niñas, los 
jóvenes no escolarizados, los jóvenes sin empleo, los hijos de 
trabajadores migrantes, los refugiados, las personas con 
discapacidad y otros grupos desfavorecidos. 

Apartado e) del párrafo 2 del artículo 13 - El derecho a la enseñanza superior 

17. La enseñanza superior comprende los elementos de disponibi l idad, 
accesibilidad, aceptabilidad y adaptabil idad, que son comunes a la enseñanza 
en todas sus formas y en todos los niveles'°. 

18. Si bien el apartado c) del párrafo 2 del artículo 13  sigue la misma tónica 
del apartado b) del párrafo 2 del artículo 13, no hace referencia ni a la 
educación "en sus diferentes formas" ni concretamente a la enseñanza 
técnica y profesional, omisiones que reflejan sólo una diferencia entre 
el apartado b) y el c) del párrafo 2 del artículo 13 en relación con la 
prioridad atribuida. Para que la enseñanza superior responda a las 
necesidades de los alumnos en distintos contextos sociales y culturales, 
es preciso que los planes de estudio sean flexibles y los sistemas de 
instrucción variados, con utilización incluso de la enseñanza a distancia; 
por consiguiente, en la práctica, tanto la enseñanza secundaria como superior 
han de estar disponibles !len diferentes formas". En cuanto a la inexistencia 
en el apartado e) del párrafo 2 del artículo 13, de referencia a la enseñanza 
técnica y profesional, el párrafo 2 del artículo 6 del Pacto y el párrafo 1 
del artículo 26 de la Declaración Universal de Derechos Humanos significan 
que la enseñanza técnica y profesional forma parte integral de todos los 
niveles de enseñanza, comprendida la superiorl l. 

10 Viase. e.l párl"Ofo 6. 

11 Véase el pórrafo 15. 
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19. La tercera diferencia, y la más significativa, entre los apartados b) y c) 
del párrafo 2 del artículo 13 estriba en que, si bien lo enseoonza secundario 
"debe ser generalizada y hacerse accesible a todos", lo enseñanza superior 
"debe hacerse igualmente accesible o todos, sobre lo base de lo capacidad 
de codo uno". Según el aportado c) del párrafo 2 del artículo 13 ,  lo 
enseñanza superior no "debe ser genera/izadal!, sino sólo disponible "sobre 
lo base de lo capacidad", capacidad que habrá de valorarse con respecto 
o los conocimientos especializados y lo experiencia de cado cual. 

20. Teniendo en cuenta que la redacción de los apartados b) y c) del párrafo 2 
del artículo 13 es lo misma (por ejemplo "lo implantación progresivo de la 
enseñanza gratuita"), 'léanse las observaciones anteriores sobre el aportado 
b) del párrafo 2 del artículo 13. 

Apartado d) del párrafo 2 del artIculo 13 - El derecho a la educación 
fundamental 

21. Lo educación fundamental comprende los elementos de disponibilidad, 
accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad que son comunes a lo enseñanza 
en todas sus formas y en todos los niveleslZ• 

22. En términos generales, la educación fundamental corresponde a la enseñanza 
básica, según lo expuesto en lo Declaración Mundial sobre Educación para 
Todosl J. Con arreglo 01 apartado d) del párrafo 2 del artículo 13,  las 
personas "que no hayan recibido o terminado el ciclo completo de instrucción 
primaria" tienen derecho a la educación fundamental, o a la enseñanza 
básica, conforme a la definición que figura en la Declaración Mundial sobre 
Educación paro Todos. 

23. Puesto que todos tienen el derecho de satisfacer sus IInecesidades básicas 
de aprendizaje", con arreglo a la Declaración Mundial, el derecho a la 
educación fundamental no se limita a los que "no hayan recibido o terminado 
el ciclo completo de instrucción primaria". E l  derecho a lo educación 
fundamental se aplico a todos los que todavía no han satisfecho sus 
"necesidades básicas de aprendizaje". 

24. Debe hacerse hincapié en que el goce del derecho a la educación 
fundamental no está l imitado por la edad ni el sexo; se aplico o niños, 
jóvenes y adultos, incluidas las personas mayores. La educación fundamental, 
por consiguiente, es un componente integral de la educación de adultos y 

IZ VÚJse Id párrafo 6. 

1) Véase el pórrafo 9. 

178 



de la educación permanente. Habida cuenta de que la educación fundamental 
es un derecho de todos los grupos de edad, deben formularse planes de 
estudio y los correspondientes sistemas que sean idóneos para alumnos 
de todas las edades. 

Apartado e) del párrafo 2 del artículo 13 - El sistema escolar; sistema 
adecuado de becas; condiciones materiales del cuerpo docente 

25. La exigencia de ··proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar 
en todos los ciclos de la enseñanza" significa que el Estado Parte tiene 
la obl igación de formular una estrategia global de desarrollo de su sistema 
escolar, la cual debe abarcar la escolarización en todos los niveles, pero 
el Pacto exige que los Estados Partes den prioridad a la enseñanza primaria 
(véase el párrafo 51). "Proseguir activamente" indica que, en cierta medida, 
la estrategia global ha de ser objeto de prioridad gubernamental y, en 
cualquier caso, ha de apl icarse con empeño. 

26. La exigencia de " implantar un sistema adecuado de becas" debe leerse 
conjuntamente con las disposiciones del Pacto relativas a la igualdad y la 
no discriminación; el sistema de becas debe fomentar la igualdad de acceso 
a la educación de las personas procedentes de grupos desfavorecidos. 

27. Aunque el Pacto exige Umejorar continuamente las condiciones materiales 
del cuerpo docente", en la práctica las condiciones generales de trabajo 
de los docentes han empeorado y en muchos Estados Partes han llegado 
en los últimos años a niveles inaceptablemente bajos. Esta situación no 
sólo no se corresponde con el apartado e) del párrafo 2 del artículo 13, 
sino que es un grave obstáculo para la plena realización del derecho de 
los alumnos a la educación. El Comité observa también la relación que existe 
entre el apartado e) del párrafo 2 del artículo 13 ,  el párrafo 2 del 
artículo 2 y los artículos 3 y 6 a 8 del Pacto, que tratan del derecho de 
los docentes a organizarse y negociar colectivamente, y señala a la atención 
de los Estados Partes lo Recomendación relativa a la Situación del Personal 
Docente (1966) hecho conjuntamente por la UNESCO y la OIT y la  
Recomendación relativa a la condición del personal docente de la enseñanza 
superior, de la UNESCO (1997), y los insta a informar sobre las medidas 
que adopten para velar por que todo el personal docente goce de unas 
condiciones y una situación acordes con su función. 

Párrafos 3 Y 4 del artículo 13 - El derecho o lo libertad de enseñanza 

28. El párrafo 3 del artículo 13  contiene dos elementos, uno de los cuales eS 
que los Estados Partes se comprometen a respetar la libertad de los padres 
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y tutores legales para que sus hijos o pupilos reciban una educación religiosa 
o moral conforme a sus propias conviccionesl�. En opinión del Comité, este 
elemento del párrafo 3 del artículo 13 permite la enseñanza de temas como 
la historia general de las religiones y la ética en las escuelas públicas, 
siempre que se impartan de forma imparcial y objetiva, que respete la 
libertad de opinión, de conciencia y de expresión. Observa que la enseñanza 
pública que incluya instrucción en una determinada religión o creencia no 
se atiene al párrafo 3 del artículo 13,  salvo que se estipulen exenciones 
no discriminatorias o alternativas que se adapten a los deseos de los padres 
y tutores. 

29. El segundo elemento del párrafo 3 del artículo 13 es la libertad de los 
padres y tutores legales de escoger para sus hijos o pupilos escuelas 
distintas de las públicas, "siempre que aquéllas satisfagan las normas 
mínimas que el Estado prescriba o apruebe". Esa disposición se 
complementa con el párrafo 4 del articulo 13,  que afirma " la  l ibertad de 
los particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de 
enseñanza", siempre que satisfagan los objetivos educativos expuestos 
en el párrafo 1 del artículo 13 y determinadas normas mínimas. Estas 
normas mínimos pueden referirse a cuestiones como la admisión, los planes 
de estudio y el reconocimiento de certificados. Las normas mínimas, a 
su vez, han de respetar los objetivos educativos expuestos en el párrafo 1 
del artículo 13. 

30. Con arreglo al párrafo 4 del artículo 13, todos, incluso los no nacionales, 
tienen la l ibertad de establecer y dirigir instituciones de enseñanza. La 
l ibertad se aplica también a las "entidades", es decir personas jurídicas 
o instituciones, y comprende el derecho a establecer y dirigir todo tipo 
de instituciones de enseñanza, incluidas guarderías. universidades e 
instituciones de educación de adultos. En aplicación de los principios de 
no discriminación, igualdad de oportunidades y participación real de todos 
en la sociedad, el Estado tienen la obligación de velar por que la l ibertad 
consagrada en e l  párrafo 4 del artículo 13  no provoque disparidades 
extremadas de posibilidades en materia de instrucción para algunos grupos 
de la sociedad. 

l' Lo cual reproduce lo dicho en el párrafo 4 del artículo 18 del Pacto Internacional de Deil!.chas 
Civiles y Políticos. (Viase lo Observación general N" 22 del Comit¿ de Derechos Humanos 
acerca del artículo 18, 48° período de sesiones, 1993). El Comité de Derechos Humanos 
observo que el carócter esencial del mencionado artículo se reflejO en el hecho de que no 
se puede derogar esto disposición, ni siquiera en épocas de emergencia público. como se 
dice en el párrafo 2 del artículo 4 del Pacto. 
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Artículo 13 - Temas especiales de amplia aplicación 

No discriminación e igualdad de trato 

31 .  La prohibición de la discriminación, consagrada en el pórrafo 2 del artículo 2 
del Pacto, no está supeditada ni a una implantación gradual ni a la 
disponibil idad de recursos; se aplica plena e inmediatamente a todos los 
aspectos de la educación y abarca todos los motivos de discriminación 
rechazados internacionalmente. El Comité interpreta el párrafo 2 del 
artículo 2 y el artículo 3 a la luz de la Convención de la UNE seo relativa 
a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza y de 
las disposiciones pertinentes de la Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer. la Convención sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, la Convención 
sobre los Derechos del Niño y el Convenio de la OIT sobre poblaciones 
indígenas y tribales (Convenio N° 169) Y desea recalcar las cuestiones que 
a continuación se exponen. 

32. La adopción de medidos especiales provisionales destinadas a lograr la 
igualdad de hecho entre hombres y mujeres y de los grupos desfavorecidos 
no es una violación del derecho de no discriminación en lo que respecta a 
la educación, siempre y cuando esas medidas no den Jugar al mantenimiento 
de normas no equitativas o distintas para Jos diferentes grupos, y a 
condición de que no se mantengan una vez alcanzados Jos objetivos a cuyo 
logro estaban destinadas. 

33. En algunas circunstancias, se considerará que la existencia de sistemas 
o instituciones de enseñanza separados para los grupos definidos por las 
categorías a que se refiere el párrafo 2 del artículo 2 no constituyen una 
violación del Pacto. A este respecto, el Comité ratifica el artículo 2 de 
la Convención de lo UNESCO relativa a la lucha contra las discriminaciones 
en la esfera de la enseñanza (1960Y'. 

I� Con arreglo al articulo 2: "En el caso de que el Estado las admito. los situaciones siguientes 
no serán consideradas como constitutivos de discriminación en el sentido del artículo 1 de 
lo presente Convención: 

o) La creación o el mantenimiento de sistemas o establecimientos de et"LSeñonza separados poro 
los alumnos de sexo masculino y paro los de sexo femenino, siempre que esos sistemas o 
establecimientos ofrezcan facilidades equivalentes de acceso a la enseñanza, dispongan de 
un personal docente igualmente calificado, así como de localu escolares y de un equipo de 
¡gual calidad y permitan seguir los mismos programas de utudio o programas equivalentes: 

b) Lo creación o el mantenimiento. por motivos de orden religioso o lingüístico, de sistemas o 
establecimientos separados que proporcionen uno ensei'l'anza conforme a los deseos de los 
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34, E l  Comité toma nota del artículo 2 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño, y del aportado el del artículo 3 de la Convención de la UNESCO 
relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza 
y confirma que el printipio de la no discriminación se aplica a todas las 
personas en edad escolar que residan en el territorio de un Estado Parte, 
comprendidos los no nacionales y con independencia de su situación 
jurídica. 

35. Las agudas disparidades de las políticas de gastos que tengan como resultado 
que la calidad de la educación sea distinta para las personas que residen 
en diferentes lugares pueden constituir una discriminación con arreglo 
al Pacto. 

36. El Comité ratifica el párrafo 35 de la Observación general N° 5, que se 
refiere a la cuestión de las personas con discapacidad en el marco del 
derecho o la educación, y los párrafos 36 a 42 de la Observación general N° 
6 ,  relativos a la cuestión de las personas mayores en relación con los 
artículos 13 a 1 5  del Pacto. 

37. Los Estados Partes deben supervisar cuidadosamente la enseñanza, 
comprendidas las correspondientes políticas. instituciones, programas, 
pautas de gastos y demás prácticas. a fin de poner de manifiesto cualquier 
discriminación de hecho y adoptar las medidas para subsanarla. Los datos 
relativos o la  educación deben desglosarse según los motivos de 
discriminación prohibidos. 

Libertad académica y autonomfa de las institucioneS 6 

38. A la luz de los numerosos informes de los Estados Partes examinados por 
el Comité, la opinión de éste es que sólo se puede disfrutar del derecho 

podr�s ° tutores legales de los alumnos, si lo participación �n esos sistemas o la asistencia 
a estos establecimientos es facultativa y si la enseñanza en �lIos proporcionado se ajusta 
Q los normas que las autoridades compe.tentes puedon haber fijado o aprobado, particularmente 
poro la ens�Ranza d�1 mismo grado; 

c) La creación o el mantenimiento de establ�cimientas de enseñanza privados, siempre que la 
finalidad de esos establecimientos no sea la de lograr la exclusión de cualquier grupo, sino 
la de ar'\o:dir nuevos posibilidades de enseñanza o los que proporciono. el poder público, y 
siempre que funcionen de conformidad con eso finalidad, y que. la enseñanza dado correspondo 
a las normas que hayan podido prescribir o aprobar los autoridades competentes, 
particulQrm�nte poro lo enseñanza d�1 mismo grado·, 

t. Viase lo Recomendación de lo UNESCO relativa o lo condición del personal docente de la 
enseñanza superior (1997). 
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a la educación si va acompañado de la l ibertad académica del cuerpo docente 
y de los alumnos. En consecuencia, aunque la cuestión no se menciona 
expresamente en el artículo 13,  es conveniente y necesario que el Comité 
formule algunas observaciones preliminares sobre la l ibertad académica. 
Como, según la experiencia del Comité, el cuerpo docente y los alumnos 
de enseñanza superior son especialmente vulnerables a las presiones 
políticas y de otro tipo que ponen en peligro la libertad académica, en 
las observaciones siguientes se presta especial atención a los instituciones 
de la enseñanza superior, pero el Comité desea hacer hincapié en que el 
cuerpo docente y los alumnos de todo el sector de la educación tienen 
derecho a la l ibertad académica y muchas de las siguientes observaciones 
son, pues, de aplicación general. 

39. Los miembros de la comunidad académica son l ibres, individual o 
colectivamente, de buscar, desarrollar y transmitir el conocimiento y 
las ideas mediante la investigación, la docencia, el estudio, el debate, 
la documentación, la producción, la creación o los escritos. La l ibertad 
académica comprende la l ibertad del individuo para expresar l ibremente 
sus opiniones sobre la institución o el sistema en el que trabaja, para 
desempeñar sus funciones sin discriminación ni miedo a la represión 
del Estado o cualquier otra institución, de participar en organismos 
ocadémicos profesionales o representativos y de disfrutar de todos 
los derechos humanos reconocidos internacionalmente que se apliquen 
a los demás habitantes del mismo territorio. El disfrute de la libertad 
académica conlleva obligaciones, como el deber de respetar la l ibertad 
académica de los demás, velar por la discusión ecuánime de las opiniones 
contrarias y tratar a todos sin discriminación por ninguno de los motivos 
prohibidos. 

40. Para el disfrute de la l ibertad académica es imprescindible la autonomía 
de las instituciones de enseñanza superior. La autonomía es el grado 
de autogobierno necesario paro que sean eficaces las decisiones 
adoptados por las instituciones de enseñanza superior con respecto a 
su labor académica, normas, gestión y actividades conexas. Ahora bien, 
el autogobierno debe ser compatible con los sistemas de fiscalización 
pública, especialmente en lo que respecta a la financiación estatal. 
Habida cuenta de las considerables inversiones públ icas destinadas a 
la enseñanza superior, es preciso llegar a un equilibrio correcto entre 
la autonomía institucional y la obligación de rendir cuentas. Si bien no 
hay un único modelo, las disposiciones institucionales han de ser 
razonables, justas y equitativas y, en la medida de lo posible, transparentes 
y participativas. 
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DUEalOS EcoNO/olICOS. SocIAlES y CULrulW...E.S 

Disc iplina en las escuelasl1 

41. En opinión del Comité, los castigos físicos son incompatibles con el principio 
rector esencial de la legislación internacional en materia de derechos 
humanos, consagrado en los Preámbulos de lo Declaración Universal de 
Derechos Humanas y de ambos Pactos: la dignidad humanas. Otros 
aspectos de la disciplina en la escuela también pueden ser incompatibles 
con la dignidad humana, por ejemplo la humillación pública. Tampoco es 
admisible que ningún tipo de disciplino infrinja los derechos consagrados 
por el Pacto, por ejemplo, el derecho a la alimentación. Los Estados Partes 
han de adoptar las medidas necesarias para que en ninguna institución 
de enseñanza, pública o privada, en el ámbito de su jurisdicción, se apliquen 
formas de disciplina incompatibles con el Pacto. El Comité acoge con 
satisfacción los iniciativas emprendidas por algunos Estados Partes que 
alientan activamente a las escuelas a introducir métodos IIpositivos", no 
violentos, de disciplina escolar. 

Limitaciones 01 artículo 13 

42. E l  Comité desea hacer hincapié en que el artículo 4 del Pacto, relativo a 
las l imitaciones legalmente permisibles, tiene por objeto fundamental 
proteger los derechos individuales, no la indulgencia ante la imposición 
de limitaciones por parte del Estado. Así pues, un Estado Parte que cierre 
una universidad u otra institución de enseñanza por motivos como la 
seguridad nacional o el mantenimiento del orden público tiene la obl igación 
de justificar esa grave medida respecto de cada uno de los elementos 
definidos en el artículo 4. 

2. Los obligaciones y violaciones de los Estados Partes 

Obligaciones jurídicas generales 

43. Si bien el Pacto dispone su puesta en práctica gradual y reconoce las 
restricciones debidas a las limitaciones de los recursos disponibles, impone 

17 A.I redactor este párrafo, el Comité na tomado nota de lo evolución de la práctico seguido 
en todo el sistema de defensa de. los derecnos numanos. por ejemplo lo interprdoción que 
nace el Comité de los Derecnos del Niño del párrafo 2 del artículo 28 de lo Convención 
sobre los Derecnos del Niño y lo interpretación que el Comité de Derechos Humanos hoce 
del artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Ci .... i1es y Políticos. 

l' El Comité observo que, si bien no figuro en el párrafo 2 del artículo 26 de lo Declaración, 
los redactores del Pacto Internacional de Derechos Econ6micos. Sociales y Culturales 
incluyeron expresamente Jo dignidad de lo persona numano entre los objetivos que debe 
perseguir obligatoriamente todo educación (pórrafo 1 del artículo 13). 
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OUSERVAClOIIES OEllERAILS D IL COlolrrt oc Dli:RICHOS ECOHOIolICOS, 9OC1AU:S y CULTURALES 

también a los Estados Partes diversas obligaciones con efecto inmediato'9. 
los Estados Partes tienen obl igaciones inmediatas respecto del derecho 
a la educación, como la "garantía" del "ejercicio de los derechos ... sin 
discriminación algunall (párrafo 2 del artículo 2) y la obl igación de lIadoptar 
medidas" (párrafo 1 del artículo 2 )  para lograr la plena aplicación del 
artículo 1320, Estas medidas han de ser " del iberadas, concretas y orientadas 
lo más claramente posible" hacia el pleno ejercicio del derecho a la 
educación. 

44. El ejercicio del derecho a la educación a lo largo del tiempo, es decir, 
"gradualmente", no debe interpretarse como una pérdida del sentido de 
las obl igaciones de los Estados Partes. Realización gradual quiere decir 
que los Estados Partes tienen la obl igación concreta y permanente "de 
proceder lo más expedita y eficazmente posible" para la plena aplicación 
del artículo 132 1. 

45. la admisión de medidas regresivas adoptadas en relación con el derecho 
a la educación, y otros derechos enunciados en el Pacto, es objeto de 
grandes prevenciones. Si deliberadamente adopta alguno medida regresiva, 
el Estado Parte tiene la obligación de demostrar que fue implantada tras 
la consideración más cuidadosa de todas las alternativas y que se justifica 
plenamente en relación con la totalidad de los derechos previstos en el 
Pacto y en el contexto del aprovechamiento pleno del máximo de los recursos 
de que se disponga e l  Estado Parte2 2. 

46. El derecho a la educación, como todos los derechos humanos, impone tres 
tipos o niveles de obligaciones a los Estados Partes: lus obligaciones de 
respetar, de proteger y de cumplir. A su vez, la obligación de cumplir 
consta de la obligación de facilitar y la obl igación de proveer. 

47. la obligación de respetar exige que los Estados Partes eviten las medidas 
que obstaculicen o impidan el disfrute del derecho a la educación. 
la obligación de proteger impone a los Estados Partes adoptar medidas 
que eviten que el derecho a la educación sea obstaculizado por terceros. 
la de dar cumplimiento (facilitar) exige que los Estados adopten medidas 
positivas que permitan a individuos y comunidades disfrutar del derecho 
a la educación y les presten asistencia. Por último, los Estados Partes 

19 Véasle la Oburvación general N° 3. párrafo l. dlel Comité. 

10 Véau la Oburvación genleral � 3, párrafo 2 ,  dlel Comité. 

ZI VéQSIe la Obsuvación ge.nleral N° 3. párrafo 9, del Comité. 

u Véosle la Obsuvación glenleraJ N° 3, párrafo 9, del Comité. 
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tienen la obligación de dar cumplimiento (facilitar el) al derecho a la 
educación. Como norma general, los Estados Partes estón obligados a dar 
cumplimiento a (facilitar) un derecho concreto del Pacto cada vez que un 
individuo o grupo no puede, por razones ajenas a su voluntad, poner en 
práctica el derecho por sí mismo con los recursos a su disposición. 
No obstante, el alcance de esta obligación está supeditado siempre al texto 
del Pacto. 

48. A este respecto, es preciso insistir en dos elementos del artículo 13.  En 
primer lugar. está claro que en el artículo 13 se considera que los Estados 
tienen la principal responsabilidad de la prestación directa de la educación 
en la mayor parte de las circunstancias; los Estados Partes reconocen. 
por ejemplo, que "se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema 
escolar en todos los ciclos de la enseñanza!! (apartado e) del párrafo 2 
del artículo 13). En segundo lugar, habida cuenta de las diferencias de 
redacción del párrafo 2 del artículo 13 en lo que respecta a la enseñanza 
primaria, secundaria, superior y fundamental, los parámetros por los que 
se mide la obligación del Estado Parte de cumplir (facilitar) no son los 
mismos para todos los niveles de la enseñanza. En consecuencia, a la luz 
del texto del Pacto, la obligación de los Estados Portes de cumplir (facilitar) 
se acrecienta en relación con el derecho a la educación, pero el alcance 
de esta obligación no es el mismo respecto de todos los niveles de educación. 
El Comité observa que esta interpretación de la obligación de cumplir 
(faCilitar) respecto del artículo 13 coincide con el derecho y la práctica 
de numerosos Estados Partes. 

Obligaciones jurídicas concretas 

49. Los Estados Partes han de velar por que los planes de estudio, en todos 
los niveles del sistema educativo, estén orientados a los objetivos definidos 
en el párrafo 1 del artículo 13l3. Asimismo, tienen la obl igación de establecer 
y mantener un sistema transparente y eficaz para comprobar si la educación 

II Existen numerosos recursos poro prestar ayuda o los Estados Portes a este respecto, como 
lo obra de la UNESCO Guide.lines for Curriculum ond Te.xfbook De.velopme.nf in Infe.rnational 
Educaf/M (ED/ECS/HCI). Uno de los objetivos del pórrafo 1 del artículo 13 es "fortalecer 
el respeto por los derechos humanos y los libertades fundomentales-; en este contexto. 
los Estados Portes deben examinar los iniciativos puestos en práctico en el morco del Decenio 
de los Naciones Unidas para la Educoción en la esfera de los Derechos Humonos son 
especialmente instructivos el Plan de Acción poro el DecenIO, aprobado por lo Asamblea 
Gene:rol en 1996 y 105 dire:ctrice.s poro los piones nacionales de acción e:n materia de educación 
en lo esfe:ra de 105 dere:chos humanos. establecidos por lo Oficina del Alto Comisionado de: 
los Naciones Unidos paro 105 Derechos Humanos o efe:ctos de prestar osistencia o 105 Estados 
en lo odopci6n de medidos en el morco del Decenio. 
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se orienta o no realmente a los objetivos educativos que se exponen en 
el párrafo 1 del artículo 13. 

50. En lo  que respecta al párrafo 2 del artículo 13, los Estados tienen las 
obl igaciones de respetar, proteger y l levar a efecto cada una de las 
"características fundamentales" (disponibil idad, accesibilidad, aceptabilidad 
y adaptabilidad) del derecho a la educación. Por ejemplo, la obligación del 
Estado de respetar la disponibil idad de la educación se demuestra no 
cerrando escuelas privadas; la de proteger la accesibil idad de la educación, 
velando por que terceros, incluidos padres y empleadores, no impidan que 
las niñas asistan a la escuela: la de llevar a efecto (facilitar) la aceptabilidad 
de la educación, adoptando medidas positivas para que la educación sea 
culturalmente aceptable para las minorías y las poblaciones indígenas, y 
de buena calidad para todos; la obl igación de llevar a efecto (facilitar) 
la adaptabilidad de la educación, formulando planes de estudio y dotándolos 
de recursos que reflejen las necesidades contemporáneas de los estudiantes 
en un mundo en transformación: y la de llevar a efecto (facilitar) la 
disponibil idad de la educación, implantando un sistema de escuelas, entre 
otras cosas construyendo aulas, estableciendo programas, suministrando 
materiales de estudio, formando maestros y abonándoles sueldos 
competitivos a nivel nacional. 

51. Como ya se ha observado, las obl igaciones de los Estados Partes respecto 
de la enseñanza primaria, secundaria, superior y fundamental no son 
idénticas. Habida cuenta de la redacción del párrafo 2 del artículo 13,  
los Estados Partes están obligados a dar prioridad a la implantación de 
la enseñanza primaria, gratuita y obligator¡a2�. Refuerza e::.;a interpretación 
del párrafo 2 del artículo 13 la prioridad que Se do o lo enseñanza primaria 
en el artículo 14. La obl igación de proporcionar instrucción primario a 
todos es un deber inmediato de todos los Estados Partes. 

52. En cuanto a los apartadas b) a d) del párrafo 2 del artículo 13,  los Estados 
Partes tienen la obligación inmediato de "adoptar medidas" (párrafo 1 del 
artículo 2) para implantar la enseñanza secundaria, superior y fundamentol 
para todos en su jurisdicción. Como mínimo, el Estado Parte debe adoptar 
y aplicar una estrategia nacional de educación que establezca la enseñanza 
secundaria, superior y fundamental, de conformidad con el Pacto. Esto 
estrategia debe contar con mecanismos, como indicadores y criterios de 
referencia, relativos al derecho a la educación que permitan una supervisión 
estricta de los progresos realizados. 

l� Paro �l significado d� "obligotoriab y "gratuita". v�ans� los pórrafos 6 y 7 d� la Observación 
ge.n�rol N° 1 1  sobre el articulo 14. 
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53. Con arreglo al apartado e) del párrafo 2 del artículo 13, los Estados Partes 
tienen la obl igación de velar por que exista un sistema de becas de 
enseñanza que ayude a los grupos desfavorecidos2!5. La obligación de 
"proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en todos los ciclos 
de la enseñanza" subraya la responsabilidad primordial de los Estados Partes 
de garantizar directamente el derecho a la educación en la mayoría de 
las circunstancias26• 

54. Los Estados Partes tienen la obligación de establecer lilas normas mínimas ... 
en materia de enseñanzall que deben cumplir todas las instituciones de 
enseñanza privadas establecidas con arreglo a los párrafos 3 y 4 del 
artículo 13. Deben mantener, asimismo, un sistema transparente y eficaz 
de supervisión del cumplimiento de esas normas. Ningún Estado Parte 
tiene la  ob l igación de financiar las instituciones establecidas de 
conformidad con los párrafos 3 y 4 del artículo 13, pero s i  un Estado 
decide hacer contribuciones financieras a instituciones de enseñanza 
privada, debe hacerlo sin discriminación basada en alguno de los motivos 
prohibidos. 

55. Los Estados Partes tienen la obligación de velar por que ni las comunidades 
n i  las familias dependan del trabajo infantil. El Comité reafirmo en 
particular la importancia de la educación poro erradicar el trabajo infantil 
y de las obligaciones establecidas en el párrafo 2) del artículo 7 del Convenio 
de la OIT sobre las peores formas de trabajo infantil ,  1999 (Convenio 
N° 182)". Además, habida cuenta de lo dispuesto en el párrafo 2 del 
artículo 2, los Estados Partes tienen la obligación de suprimir los 
estereotipos sexuales y de otro tipo que impiden acceder a la instrucción 
a las nirlas, las mujeres y otros grupos desfavorecidos. 

56. En su Observación general N° 3 ,  el Comité señaló la obl igación de todos 
los Estados Partes de "adoptar medidas, tanto por separado como mediante 

Z'J Este sistema, en los casos oportunos, serio un objetivo particularmente apropiado de ta 
asistencia y lo cooperoción internacionales previstas en el párrafo 1 del artículo 2. 

Z6 En el morco de lo enseí'lonzo básica. el UNICEF ha observado lo siguiente: ·sólo el Estado ... 
puede reunir todos los componentes en un sistema educativo coherente. pero flexible" 
(UNICEF. Estado mundial de la infancia 1999, "la revolución educativo", pág. n). 

27 Según el párrafo 2 del artículo 7. ·todo Miembro deberá adoptar. teniendo en cuento lo 
importoncio de lo educoci6n paro lo eliminación del trobajo infantil, medidas efectivos y en 
un plazo determinado con el fin de: ... c) asegurar o todos tos niños que hoyon sido liberados 
de los peores formas de trabajo infantil el acceso o lo enseñanza básica gratuito y, cuando 
seo posible y adecuado. o lo formación profesionol" (Convenio de lo OIT sobre las peores 
formas de trabajo infantil, 1999, N° 182). 

188 



la asistencia y cooperación internacionales, especia/mente económicas y 
técnicas", para el pleno ejercicio de los derechos reconocidos en el Pacto, 
como el derecho a la educaciónl8. El párrafo 1 del artículo 2 y el artículo 23 
del Pacto, el Artículo 56 de la Carta de las Naciones Unidas, el artículo 10 
de la Declaración Mundial sobre Educación para Todos y el párrafo 34 
de la parte I de la Declaración y Programa de Acción de Viena destacan 
la obligación de los Estados Partes en lo referente a la prestación de la 
asistencia y cooperación internacionales para el pleno ejercicio del derecho 
a la educación. Respecto de la negociación y la ratificación de acuerdos 
internacionales, los Estados Partes deben adoptar medidas para que estos 
instrumentos no afecten negativamente al derecho a la educación. 
Del mismo modo, tienen la obligación de que sus acciones como miembros 
de las organizaciones internacionales, comprendidas las instituciones 
financieras internacionales, tengan debidamente en cuenta el derecho a 
la educación. 

57. En su Observación general N° 3, el Comité confirmó que los Estados Partes 
tienen "una obligación mínima de asegurar la satisfacción de, por lo menos, 
niveles esenciales de cada uno de los derechos" enunciados en el Pacto, 
incluidas las "formas más básicas de enseñanza". En el contexto del 
artículo 13 ,  esta obligación mínima comprende: el velar por el derecho 
de acceso a las instituciones y programas de enseñanza públicos sin 
discriminación alguna; por que la enseñanza corresponda a los objetivos 
expuestos en el párrafo 1 del artículo 13; proporcionar enseñanza primaria 
a todos, de conformidad con el apartado al del párrafo 2 del artículo 13; 
adoptar y aplicar una estrategia nacional de educación que abarque la 
enseñanza secundaria, superior y fundamental; y velar por la l ibre elección 
de la educación sin la intervención del Estado ni de terceros, a reserva 
de la conformidad con las normas mínimas en materia de enseñanza 
(párrafos 3 y 4 del artículo 13 l. 

Violaciones 

58. Cuando se aplica el contenido normativo del artículo 13 (parte I) a las 
obl igaciones generales y concretas de los Estados Partes (parte II), se 
pone en marcha un proceso dinámico que facilita la averiguación de las 
violaciones del derecho a la educación, las cuales pueden producirse 
mediante la acción directo de los Estados Partes (por obra) o porque no 
adopten las medidas que exige el Pocto (por omiSión). 

�. VéaSE la Observación gEnEral N" 3. párrafos 13 y 14 dEl Comité. 
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59. Ejemplos de violaciones del artículo 13  son: /0 adopción de leyes, o la 
omisión de revocar leyes que discriminan a individuos o grupos, por cualquiera 
de los motivos prohibidos, en la esfera de la educación; el no adoptar 
medidas que hagan frente a una discriminación de hecho en la educación; 
la apl icación de planes de estudio incompatibles con los objetivos de la 
educación expuestos en el párrafo 1 del artículo 13; el no mantener un 
sistema transparente y eficaz de supervisión del cumplimiento del párrafo 1 
del artículo 13: el no implantar, con carácter prioritario, la enseñanza 
primaria obl igatoria y gratuita para todos; el no adoptar "medidas 
deliberadas, concretas y orientadas" hacia la implantación gradual de la 
enseñanza secundario, superior y fundamental, de conformidad con los 
apartados b) Q d) del párrafo 2 del artículo 13: la prohibición de instituciones 
de enseñanza privadas; el no velar por que las instituciones de enseñanza 
privadas cumplan con las "normas mínimas" de educación que disponen Jos 
párrafos 3 y 4 del artículo 13: la negación de la libertad académica del 
cuerpo docente y de los alumnos: el cierre de instituciones de enseñanza 
en épocas de tensión política sin ajustarse a lo dispuesto por el artículo 4. 

3. Las obligaciones de agentes distintos de los Estados Partes 

60. Habida cuenta del artículo 22 del Pacto para Jo aplicación del artículo 13,  
tiene especial importancia el  papel de los organismos especializados de 
los Naciones Unidas, incluso por conducto del Marco de Asistencia de las 
Naciones Unidos para el Desarrol lo a nivel nacional. Se deben mantener 
esfuerzos coordinados para lograr el ejercicio del derecho a la educación, 
a f in de intensificar la coherencia y la interacción entre todos los 
participantes, incluidos los diversos componentes de la sociedad civil . 
La UNESCO, el PNUD, el UNlCEF, la OlT, el Banco Mundial, los bancos 
regionales de desarrollo,  el Fondo Monetario Internacional y otros 
organismos pertinentes del sistema de las Naciones Unidas han de aumentar 
su cooperación respecto de la aplicación del derecho a la educación a nivel 
nacional, respetando sus respectivos mandatos específicos y aprovechando 
las competencias de cada uno. En particular, las instituciones financieras 
internacionales, sobre todo el Banco Mundial y el Fondo Monetario 
Internacional, deberían prestar más atención a la protección del derecho 
a la educación en sus políticas de préstamos, de acuerdos de crédito, 
programas de ajuste estructural y medidas adoptadas para hacer frente 
a la crisis de la deuda2\l. Cuando examine los informes de los Estados 
Partes, el Comité analizará las consecuencias de la asistencia prestada 
por otros agentes que los Estados Partes en la capacidad de los Estados 

19 Véase lo Oburvación general � 2, párrafo 9 del Comité. 
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Partes de cumplir las obligaciones dimanantes del artículo 13. La adopción 
de un planteamiento fundado en los derechos numanos por los organismos 
especializados. los programas y los órganos de las Naciones Unidos facilitará 
enormemente la puesta en práctica del derecho a la educación. 

14. El derecho al disfrute del más alto nivel pasible de salud 

1 .  La salud es un derecho humano fundamental e indispensable para el ejercicio 
de los demás derechos humanos. Todo ser humano tiene derecho al disfrute 
del más alto nivel posible de salud que le permita vivir dignamente. La 
efectividad del derecho a la salud se puede alcanzar mediante numerosos 
procedimientos complementarios, como la formulación de políticas en materia 
de salud. la aplicación de los programas de salud elaborados por la 
Organización Mundial de la Salud (OMS) o la adopción de instrumentos 
jurídicos concretos. Además, el derecho a la salud abarca determinados 
componentes aplicables en virtud de la ley' . 

2. Numerosos instrumentos de derecho internacional reconocen el derecho 
del ser humano a la salud. En el párrafo 1 del artículo 25 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos se afirma que "toda persona tiene derecho 
a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud 
y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica 
y los servicios sociales necesarios". El Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales contiene el artículo más exhaustivo del 
derecho internacional de los derechos humanos sobre el derecho a la salud. 
En virtud del párrafo 1 del artículo 12 del Pacto, los Estados Partes reconocen 
"el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud 
física y mental" ,  mientras que en el párrafo 2 del artículo 12 se indican, a 
título de ejemplo, diversas "medidas que deberán adoptar los Estados Partes ... 
a fin de asegurar la plena efectividad de este derechotl• Además, el derecho 
a la salud se reconoce, en particular, en el inciso iv) del apartado e) del 
artículo 5 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación Racial, de 1965; en el apartado f) del párrafo 1 
del artículo 11 y el artículo 12 de la Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer, de 1979; así como en el 

Comité de derechos económicos, sociales y culturales. Observación general No. 14 relativa 
al derecho 01 disfrute de mós alto nmd posible de salud (art. 12). 220 período de sesiones, 
11  de mayo 2000. 

Por ejemplo, el prinCipio de /'lO discriminación respecto de los establecimientos, bienes y 
servicios de salud es legalmente aplicable en muchas jurisdicciones I'Iacionales. 
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artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño, de 1989. Varios 
instrumentos regionales de derechos humanos, como la Carta Social Europea 
de 1961 en su forma revisada (art. 11), la Carta Africana de Derechos 
Humanos y de los Pueblos, de 1981 (art. 16), y el Protocolo adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, de 1988 (art. lO), también reconocen 
el derecho a la salud. Análogamente, el derecho a la salud ha sido proclamado 
por la Comisión de Derechos Humanos2 , así como también en la Declaración 
y Programa de Acción de Viena de 1993 y en otros instrumentos 
internacionales) . 

3 .  El derecho a la salud está estrechamente vinculado con el ejercicio de otros 
derechos humanos y depende de esos derechos, que se enuncian en la Carta 
Internacional de Derechos, en particular el derecho a la alimentación. a 
la vivienda. al trabajo. a la educación, a la dignidad humana, a la vida, a la 
no discriminación, a la igualdad. a no ser sometido a torturas, a la vida 
privada, al acceso a la información y o la l ibertad de asociación. reunión y 
circulación. Esos y otros derechos y l ibertades abordan los componentes 
integrales del derecho a lo salud. 

4. Al elaborar el artículo 12 del Pacto, la Tercera Comisión de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas no adoptó la definición de la salud que figura 
en el preámbulo de la Constitución de lo OMS, que concibe la salud como 
lIun estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente 
como ausencia de afecciones o enfermedades". Sin embargo. la referencia 
que en el párrafo 1 del artículo 12 del Pacto se hace al "más alto nivel posible 
de salud física y mental" no se limita al derecho a la atención de la salud. 
Por el contrario. el historial de la elaboración y la redacción expresa del 
párrafo 2 del artículo 12 reconoce que el derecho a la salud abarca una 
amplia gama de factores socioeconómicos que promueven las condiciones 
merced a las cuales las personas pueden l levar una vida sana, y hace ese 
derecho extensivo a los factores determinantes básicos de la salud. como 
la alimentación y la nutrición, la vivienda. el acceso a agua limpia potable 

1 En su ruolución 1989/11. 

, Los Principios para la prot�cción de los enfermos me:ntal� y para el m�joromiento de la 
at�nción d� la salud m�ntal. aprobados por lo Asamblea Ge.nual de las Nocion� Unidas en 1991 
(resolución 46/119), y la observación general N" 5 del Comité sobr� personas con discapacidad 
s� aplican a los enf�rmos m�ntoles; el Programa d� Acción de la Conferencia Internacional 
sobre la Población y el Desarrollo, celebrada en El Cairo en 1994, y la Declaración y Programa 
d� Acción d� la Cuarta Conferencio Mundial sobr� lo Muj�r, c�l�brodo �n Beijing �n 1995, 
contienen definicionu de la salud reproductiva y d� la salud de la mujer. 
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y a  condiciones sanitarias adecuadas, condiciones de trabajo seguras y sanas 
y un medio ambiente sano. 

5. El Comité eS consciente de que para millones de personas en todo el mundo 
el pleno disfrute del derecho a la salud continúa siendo un objetivo remoto. 
Es más, en muchos casos, sobre todo por lo que respecta a las personas 
que viven en la pobreza, ese objetivo es cada vez más remoto. E l  Comité 
es consciente de que los formidables obstáculos estructurales y de otra 
índole resultantes de factores internacionales y otros factores fuera del 
control de los Estados impiden la plena realización del artículo 12 en muchos 
Estados Partes. 

6. Con el fin de ayudar a los Estados Partes a aplicar el Pacto y cumplir sus 
obl igaciones en materia de presentación de informes, esta observación 
general Se centra en el contenido normativo del artículo 12 (parte I). en 
las obligaciones de los Estados Partes (parte II), en las violaciones (parte IIr) 
y en la apl icación en el plano nacional (parte IV), mientras que la parte V 
versa sobre las obl igaciones de actores distintos de los Estados Partes. 
La observación general se basa en la experiencia adquirida por el Comité 
en el examen de los informes de los Estados Partes a lo largo de muchos 
años. 

1. Contenido normativo del artículo 12 

7. El pórrafo 1 del artículo 12 define el derecho a la salud, y el pórrafo 2 del 
artículo 12 da algunos ejemplos de las obligaciones contraídas por los Estados 
Partes. 

8. El derecho a la salud no debe entenderse como un derecho a estar sano. 
El derecho a la salud entraña l ibertades y derechos. Entre las l ibertades 
figura el derecho a controlar su salud y su cuerpo, con inclusión de la libertad 
sexual y genésica, y el derecho a no padecer injerencias, como el derecho 
a no ser sometido a torturas ni a tratamientos y experimentos médicos no 
consensuales. En cambio, entre los derechos figura el relativo a un sistema 
de protección de lo salud que brinde a las personas oportunidades iguales 
para disfrutar del más alto nivel posible de salud. 

9. El concepto del umás alto nivel posible de salud", a que se hace referencia 
en el párrafo 1 del artículo 12, tiene en cuenta tanto las condiciones biológicas 
y socioeconómicas esenciales de la persona como los recursos con que cuenta 
el Estado. Existen varios aspectos que no pueden abordarse únicamente 
desde el punto de vista de la relación entre el Estado y los individuos; 
en particular, un Estado no puede garantizar la buena salud ni puede brindar 
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protección contra todas las causas posibles de la mala salud del ser humano. 
Así, los factores genéticos, la propensión individual a una afección y la 
adopción de estilos de vida malsanos o arriesgados suelen desemperlar un 
papel importante en lo que respecta a la salud de la persona. Por lo tanto, 
el derecho o lo salud debe entenderse como un derecho al disfrute de todo 
uno goma de facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarios poro 
alcanzar el más alto nivel posible de salud. 

10. Desde la adopción de los dos Pactos Internacionales de las Naciones Unidas 
en 1966, la situación mundial de la salud se ha modificado de manera 
espectacular, al paso que el concepto de la salud ha experimentado cambios 
importantes en cuanto a su contenido y alcance. Se están teniendo en 
cuenta más elementos determinantes de la salud, como la distribución de 
los recursos y las diferencias basadas en la perspectiva de género. Uno 
definición más amplia de la salud también tiene en cuenta inquietudes de 
carácter social, como las relacionadas con la violencia o el conflicto armadcf. 
Es más, enfermedades anteriormente desconocidas, como el virus de la 
inmunodeficiencia humana y el síndrome de la inmunodeficiencia adquirida 
(VIH/SIDA), y otras enfermedades, como el cáncer, han adquirido mayor 
difusión, así como el rápido crecimiento de la población mundial, han opuesto 
nuevos obstáculos al ejercicio del derecho a la salud, lo que ha de tenerse 
en cuenta al interpretar el artículo 12. 

11.  El Comité interpreta el derecho o la so/ud, definido en el apartado 1 del 
artículo 12, como un derecho inclusivo que no sólo abarca la atención de 
salud oportuna y apropiada sino también los principales factores 
determinantes de la salud, como el acceso 01 agua limpia potable y a 
condiciones sanitarios adecuadas, el suministro adecuado de alimentos sanos, 
una nutrición adecuada, una vivienda adecuada, condiciones sanas en el 
trabajo y el medio ambiente, y acceso a la educación e información sobre 
cuestiones relacionadas con la salud, incluida la salud sexual y reproductiva. 
Otro aspecto importante es la participación de la población en todo el 
proceso de adopción de decisiones sobre las cuestiones relacionadas con 
la salud en los planos comunitario, nacional e internacional. 

12. El derecho a la salud en todas sus formas y a todos los niveles abarca 
los siguientes elementos esenciales e interrelacionados, cuya aplicación 

4 Artículo 3 común a los ConvV1ios dE GinEbra rElativos a la protEcción dE las víctimas dE la 
gUErra (1949); apartado a) dEl párrafo 2 dEl artículo 75 dEl Protocolo adicional 1 rElativo 
a la protEcción dE las víctimas dE los conflictos armados intErnacionalES (19n); apartado a) 
dEl artículo 4 dEl Protocolo adicional II rElativo a la protEcción dE las víctimas dE tos conflictos 
armados sin caráctEr intErnacional (1977). 
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OBS EltVloCiONES GENERALES DEL COMTTt DE DElItCHOS tCONÓMlCOG, SOCtALIt8 Y CUL1\IltALES 

dependerá de las condiciones prevalecientes en un determinado Estado 
Parte: 

a) Dispombilidad. Cada Estado Parte deberá contar con un número 
suficiente de establecimientos, bienes y servicios públicos de salud 
y centros de atención de la salud, así como de programas. La 
naturaleza precisa de los establecimientos, bienes y servicios 
dependerá de diversos factores, en particular el nivel de desarrollo 
del Estado Parte. Con todo, esos servicios incluirán los factores 
determinantes básicos de la salud, como agua limpia potable y 
condiciones sanitarias adecuadas, hospitales, clínicas y demás 
establecimientos relacionados con la salud, personal médico y 
profesional capacitado y bien remunerado habida cuenta de las 
condiciones que existen en el país, así como los medicamentos 
esenciales definidos en el Programa de Acción sobre medicamentos 
esenciales de la OMS�. 

b) AcceSIbilidad Los establecimientos, bienes y servicios de salud6 
deben ser accesibles a todos, sin discriminación alguna, dentro de 
la jurisdicción del Estado Parte. La accesibilidad presenta cuatro 
dimensiones superpuestos: 

i) No discriminación: los establecimientos, bienes y ServIcIos 
de salud deben ser accesibles, de hecho y de derecho, a los 
sectores más vulnerables y marginados de la población, sin 
discriminación alguna por cualquiera de los motivos prohibidos' . 

j i) Accesibilidad física: los establecimientos, bienes y servicios 
de salud deberán estar al alcance geográfico de todos los 
Sectores de la población, en especial los grupos vulnerables 
o marginados, como las minorías étnicas y poblaciones indígenas, 
las mujeres, los niños, los adolescentes, las personas mayores, 
las personas con discapacidades y las personas con VIH/SIDA. 
La accesibilidad también implica que los servicios médicos y 

5 Véase lo Listo modelo de medicamentos esenciales de lo OMS, revisado en diciembre de 1999, 
Información sobre medicamentos de lo OMS, vol. 13, N" 4, 1999 . 

• Salvo que se estipule expresamente otra coso al respecto, toda referencia en esto observación 
general a los establecimientos, bienes y servicios de salud ahorca los factores determinantes 
esenciales de la salud a que se hace referencia en los párrafos 11 y 12 a) de esta observación 
general. 

1 Véanse los pórrafos 18 y 19 de esto observación general. 
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los factores determinantes básicos de la salud, como el aguo 
l i mpio potable y los servicios sanitarios adecuados, se 
encuentran a uno distancia geográfica razonable, incluso en 
lo que se refiere a las zonas rurales. Además, lo accesibilidad 
comprende el acceso adecuado o los edificios paro las personas 
con discapacidades. 

i i i )  Accesibilidad económica (asequibilidad): los establecimientos, 
bienes y servicios de salud deberán estar al alcance de todos. 
Los pagos por servicios de atención de la salud y servicios 
relacionados con los factores determinantes básicos de la salud 
deberán basarse en el principio de la equidad, a fin de asegurar 
que esos servicios, sean públicos o privados, estén al alcance 
de todos, incluidos los grupos socialmente desfavorecidos. La 
equidad exige que sobre los hogares más pobres no recaiga 
una carga desproporcionada, en lo que se refiere a los gastos 
de salud, en comparación con los hogares más ricos. 

iv) Acceso a la información: ese acceso comprende el derecho 
de solicitar, recibir y difundir información e ideas" acerca 
de las cuestiones relacionados con la salud. Con todo, el acceso 
a la información no debe menoscabar el derecho de que los 
datos personales relativos a la salud sean tratados con 
confidencialidad. 

c) Aceptabilidad Todos los establecimientos, bienes y servicios de 
salud deberán ser respetuosos de la ética médica y cultura/mente 
apropiados, es decir respetuosos de la cultura de las personas, las 
minorías, los pueblos y las comunidades, a lo par que sensibles a 
los requisitos del género y el ciclo de vida, y deberán estar 
concebidos para respetar la confidencialidad y mejorar el estado 
de salud de las personas de que se trate. 

d) Calidad Además de aceptables desde el punto de vista cultural, 
los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán ser también 
apropiados desde el punto de vista científico y médico y ser de 
buena calidad. Ello requiere, entre otras cosas, personal médico 
capacitado, medicamentos y equipo hospitalario científicamente 
aprobados y en buen estado. agua limpia potable y condiciones 
sanitarias adecuados. 

• Véan el párrafo 2 del artículo 19 del Pacto Internacional de Derechas Civiles y Politicos. 
En esta observación general se hoce especial hincapié en el acceso ala información debida 
o lo importancia particular de esta cuestión en relación con lo salud. 
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13 .  La lista incompleta de ejemplos que figura en el párrafo 2 del artículo 
12 sirve de orientación para definir las medidas que deben adoptar los 
Estados. En dicho párrafo se dan algunos ejemplos genésicos de las medidas 
que se pueden adoptar a partir de la definición amplia del derecho a la 
salud que figura en el párrafo 1 del artículo 12 ,  con la consiguiente 
i lustración del contenido de ese derecho, según se señala en los párrafos 
siguientes9 . 

Apartado a) del pórrafo 2 del artículo 12. El derecho o lo salud 
materna, infantil y reproductiva 

14. La disposición relativa a "la reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad 
infanti l ,  y el sano desarrollo de los niños" (apartado al del párrafo 2 del 
artículo 12)10 se puede entender en el sentido de que es preciso adoptar 
medidas para mejorar la salud infantil y materna, los servicios de salud 
sexuales y genésicos, incluido el acceso a la planificación de la familia, la 
atención anterior y posterior al parto! 1, los servicios obstétricos de urgencia 

f En las publicacion� y la práctica ace;rca del de;recho o Jo salud, se me;ncionon con fre;cuencia 
tres nivet� de atenci6n de lo salud, o saber: la at�nción primaria de la salud, que verso 
�e"cialmente sobre tos enfermedades comun� y relativamente leves y es prestado por 
los prof�ionales de lo salud y/o los médicos generalmente; capacitados que prestan servicios 
dentro de; Jo comunidad o un pre;cio re;lativamente bajo; Jo atención secundaria d� la salud 
prestada en centros, por lo general hospitales, que se relaciono esencialmente con 
enfermedades leves o enfermedades graves relativamente comunes que no se pueden tratar 
en el plano comunitario y requieren lo intervención de profesionales de lo salud y médicos 
especialmente capaCitados, equipo especial y, en ocasiones, atenciones hospitalarias de; los 
pacientes a un costo relativamente mós alto; la at�nción terciaria d� la salud dispensado 
en unos pocos centros, que; se ocupo esencialmente de un número reducido de enfermedade;s 
leves o graves que requieren lo intervención de profesionales y médicos especialmente 
capacitados, así como equipo especial, y es con frecuencia relativamente coro. Puesto que 
las modalidades de atención primaria, secundaria y terciario de la salud se superponen con 
frecuencia y están a menudo interrelacionados entre sí, el uso de esto tipología no facilita 
invariablemente criterios de distinción suficientes que se;on de; utilidad poro evaluar los 
niveles de atención de la salud que los Estados Partes deben garantizar, por Jo que; es de 
escasa utilidad paro comprender el contenido normativo del artículo 12. 

lO Según lo OMS, lo toso de mortinatolidad yo no suele utilizarse; en sustituci6n de ello se 
utilizan los tasas de mortalidad infantil y de nii'los menores de 5 años. 

11 El término prenatal significo existente; o presente antes del nacimiento. (En los estadísticas 
médicos, el período comienzo con lo terminaci6n de los 28 semanas de gestaci6n y termina, 
según los distintas definiciones, entre uno y cuatro se;manos antes del nacimiento); por el 
contl"Orio, el té.rmino neonatalaborca el período correspondiente o las cuatro primeros semanas 
después del nacimiento; mientras que el término postnatol se refiere a un acontecimie;nto 
posterior 01 nacimiento. En esto observación general se utilizan exclusivamente los términos 
prenatal y postnotal, que son más genéricos. 
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y el acceso a la información, así como a los recursos necesarios para actuar 
con arreglo a esa informaciónl 2. 

Apartado b) del párrafo 2 del artículo 12. El derecho a la higiene 
del trabajo y del medio ambiente 

15. "El mejoramiento de todos los aspectos de lo higiene ambiental e industrial" 
(apartado b) del párrafo 2 del artículo 12) entraña, en particular, la adopción 
de medidos preventivas en lo que respecta a los accidentes laborales y 
enfermedades profesionales: la necesidad de velar por el suministro 
adecuado de agua limpia potable y la creación de condiciones sanitarias 
básicos: la prevención y reducción de la exposición de la población a 
sustancias nocivas tales como radiaciones y sustancias químicas nocivas 
u otros factores ambientales perjudiciales que afectan directa o 
indirectamente a lo salud de los seres humanosll. Además, la higiene 
industrial aspira a reducir al mínimo, en la medida en que ello sea 
razonablemente viable, las causas de los peligros paro la salud resultantes 
del medio ambiente laboraJl4. Además, el apartado b) del párrafo 2 del 
artículo 12 abarca la cuestión relativa a la vivienda adecuada y las 
condiciones de trabajo higiénicos y seguras, el suministro adecuado de 
alimentos y uno nutrición apropiada, y disuade el uso indebido de alcohol 
y tabaco y el consumo de estupefacientes y otras sustancias nocivas. 

Apartado c) del párrafo 2 del artículo 12. El derecho a la prevención 
y el tratamiento de enfermedades, y la lucha contra ellas 

16. liLa prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas. endémicas, 
profesionales y de otra índole, y la lucho contra ellas" (apartado c) del 

Q La salud genésica significa que lo mujer y el hombre están en libertad poro decidir si deseon 
reproducirSe!: y en qui momento, y tienen el derecho de estar informados y tener acceso o 
mitodos de planificaci6n fomiliar seguros, eficaces, asequibles y aceptables de su elección, 
así como el derecho de acceso a los pf".rtinentes servicios de atención de la salud que. por 
ejemplo, permitirán a lo mujer pasar sin peligros las etapas de embarazo y parto. 

n A este respecto, el Comiti toma nota del principio 1 de lo Declaración de Estocolmo de 1972. 
en el que se afirma que Mel ,",ombre tiene el derecho fundamental a la libertad, la igualdad 
y el disfrute de condiciones de vida adecuadas en un medio de calidad tal que le permita 
llevar uno vida digna y gozar de bienestarM• así como de la evolución reciente del derec,",o 
internacional, en particular la resolución 45/94 de la Asamblea General sobre la necesidad 
de asegurar un medio ambiente sano paro el bienestar de los personas; del principio 1 de 
lo Declaración de Rio de Janeiro; de los instrumentos regionales de derec,",os humanos y 
del artículo 10 del Protocolo de San Salvador o lo Convención Americano sobre Derechos 
Humanos. 

1" Pórrafo 2 del artículo 4 del Convenio N° 155 de la OIT. 
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párrafo 2 del artículo 12) exigen que se establezcan programas de 
prevención y educación para hacer frente a las preocupaciones de salud 
que guardo n relación con el comportamiento, como las enfermedades de 
transmisión sexual, en particular el VIH/SIDA, y las que afectan de forma 
adversa a la salud sexual y genésica, y se promuevan los factores sociales 
determinantes de la buena salud, como la seguridad ambiental, la educación, 
el desarrollo económico y la igualdad de género. El derecho a tratamiento 
comprende la creación de un sistema de atención médica urgente en los 
casos de accidentes, epidemias y peligros análogos para la salud, así como 
la prestación de socorro en casos de desastre y de ayudo humanitaria en 
situaciones de emergencia. La lucho contra las enfermedades tiene que 
ver con los esfuerzos individuales y colectivos de los Estados paro facilitar, 
entre otras cosas, las tecnologías pertinentes, el empleo y la mejora de 
lo vigilancia epidemiológica y la reunión de datos desglosados, la ejecución 
o ampliación de programas de vacunación y otras estrategias de lucha contra 
las enfermedades infecciosas. 

Apartado d} del párrafo 2 del artículo 12. El derecho a establecimientos, 
bienes y servicios de salud} � 

17. liLa creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y 
servicios médicos en caso de enfermedad" (aportado d) del párrafo 2 del 
artículo 12), tanto físico como mentol, incluye el acceso igual y oportuno 
a los servicios de salud básicos preventivos, curativos y de rehabilitoción, 
así como o la educación en materia de salud; programas de reconocimientos 
periódicos; tratamiento apropiado de enfermedades, afecciones, lesiones 
y discapacidades frecuentes, preferiblemente en la propia comunidad; 
el suministro de medicamentos esenciales, y el tratamiento y atención 
apropiados de la salud mental. Otro aspecto importante es la mejoro y 
el fomento de la participación de la población en la prestación de servicios 
médicos preventivos y curativos, como lo organización del sector de la 
salud, el sistema de seguros y, en particular, la participación en las 
decisiones políticas relativas al derecho o la salud, adoptadas en los planos 
comunitario y nocional. 

Artículo 12 - Temas especiales de alcance general 

No discriminación e igualdad de trato 

18. En virtud de lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 2 y en el artículo 3, 
el Pacto prohíbe todo discriminación en lo referente al acceso a lo atención 

I� ViaSE el apartado b) del párrafo 12 y la noto 8 �. 
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de la salud y los factores determinantes básicos de la salud, así como a 
los medios y derechos para conseguirlo, por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o posición 
social, situación económica, lugar de nacimiento, impedimentos físicos o 
mentales, estado de salud (incluidos el VIH/SIDA), orientación sexual y 
situación política, social o de otra índole que tengan por objeto o por 
resultado la invalidación o el menoscabo de la igualdad de goce o el ejercicio 
del derecho a la salud. El Comité señala que se pueden aplicar muchas 
medidas, como las relacionadas con la mayoría de las estrategias y los 
programas destinados a eliminar la discriminación relacionada con la salud, 
con consecuencias f inancieras mínimas merced a la promulgación, 
modificación o revocación de leyes o a la difusión de información. El Comité 
recuerda el párrafo 12 de la observación general N° 3 en el que se afirma 
que incluso en situaciones de limitaciones graves de recursos es preciso 
proteger a los miembros vulnerables de la sociedad mediante la aprobación 
de programas especiales de relativo bajo costo. 

19. En cuanto al derecho a lo salud, es preciso hacer hincapié en la igualdad 
de acceso a la atención de la salud y a los servicios de salud. Los Estados 
tienen la obl igación especial de proporcionar seguro médico y los centros 
de atención de la salud necesarios a quienes carezcan de medios suficientes, 
y ,  al garantizar la atención de la salud y proporcionar servicios de salud, 
impedir toda discriminación basada en motivos internacionalmente 
prohibidos, en especial por lo que respecta a las obl igaciones fundamentales 
del derecho a la salud16. Una asignación inadecuada de recursos para la 
salud puede dar lugar a una discriminación que tal vez no sea manifiesta. 
Por ejemplo, las inversiones no deben favorecer desproporcionada mente 
a los servicios curativos caros que suelen ser accesibles únicamente a una 
pequeña fracción privilegiada de la población, en detrimento de la atención 
primaria y preventiva de salud en beneficio de una parte mayor de la 
población. 

La perspectiva de género 

20. El Comité recomienda que los Estados incorporen la perspectiva de género 
en sus políticas, planificación, programas e investigaciones en materia de 
salud a fin de promover mejor la salud de la mujer y el hombre. Un enfoque 
basado en la perspectivo de género reconoce que los factores biológicos 
y socioculturales ejercen uno influencia importante en lo solud del hombre 

16 Para las obligaciones fundamentales. véanse las pórrafos 43 y 44 de la presente. observación 
generol. 
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y la mujer. La desagregación, según el sexo, de los datos socioeconómicos 
y los dotos relativos a la salud es indispensable para determinar y subsanar 
las desigualdades en lo referente a la salud. 

La mujer y el derecho a la salud 

21. Para suprimir la discriminación contra lo mujer es preciso elaborar y aplicar 
una amplia estrategia nacional con miras a la promoción del derecho a la 
salud de la mujer a lo largo de toda su vida. Esa estrategia debe prever 
en particular las intervenciones con miras a la prevención y el tratamiento 
de las enfermedades que afectan o la mujer. así como políticas encaminadas 
a proporcionar a la mujer acceSo a una gama completa de atenciones de 
la salud de alta calidad y al alcance de ella, incluidos los servicios en materia 
sexual y reproductivo. Un objetivo importante deberá consistir en lo 
reducción de los riesgos que afectan o lo salud de Jo mujer, en particular 
lo reducción de Jos tasas de mortalidad materna y la protección de la mujer 
contra la violencia en el hogar. El ejercicio del derecho de la mujer a lo 
salud requiere que se supriman todas las barreras que se oponen al acceso 
de la mujer a los servicios de salud, educación e información, en particular 
en la esfera de la salud sexual y reproductiva. También es importante 
adoptar medidas preventivas, promocionales y correctivas para proteger 
a la mujer contra las prácticas y normas culturales tradicionales perniciosos 
que le deniegan sus derechos genésicos. 

Los ntños y adolescentes 

22. En el apartado a) del párrafo 2 del artículo 12 se pone de manifiesto la 
necesidad de adoptar medidas para reducir la mortinatalidad y la mortalidad 
infantil y promover el sano desarrollo de los niños. En los ulteriores 
instrumentos internacionales de derechos humanos Se reconoce que los 
niños y los adolescentes tienen derecho al disfrute del más alto nivel posible 
de salud y al acceso o centros de tratamiento de enfermedades17• En la 
Convención sobre los Derechos del Niño se exhorto o los Estados a que 
garanticen el acceso a los servicios esenciales de salud para el niño y su 
familia, incluido la atención anterior y posterior al porto de la madre. 
La Convención vincula esos objetivos con el acceso a la información, 
respetuosa del niño, sobre prevención y fomento de lo salud y la prestación 
de ayuda a las familias y comunidades para poner en práctica esas medidas. 
La aplicación del principio de no discriminación requiere que tanto los niñas 

17 Párrofo 1 d.d articulo 24 de. lo Conve.nción sobre los Duecnos del Niño. 
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como los niños tengan igual acceso a una alimentación adecuada, un entorno 
seguro y servicios de salud física y mental. Es preciso adoptar medidas 
eficaces y apropiadas para dar al traste con las perniciosas prácticas 
tradicionales que afectan a la salud de los niños, en especial de las niñas, 
entre las que figuran el matrimonio precoz, las mutilaciones sexuales 
femeninas y la alimentación y el cuidado preferentes de los niños varonesl8, 
Es preciso dar a los niños con discapacidades la oportunidad de disfrutar 
de una vida satisfactoria y decente y participar en las actividades de su 
comunidad. 

23, Los Estados Partes deben proporcionar a los adolescentes un entorno seguro 
y propicio que les permita participar en la adopción de decisiones que 
afectan a su salud, adquirir experiencia, tener acceso a la información 
adecuada, recibir consejos y negociar sobre las cuestiones que afectan 
a su salud. El ejercicio del derecho a la salud de los adolescentes depende 
de una atención respetuosa de la salud de los jóvenes que tiene en cuenta 
la confidencialidad y la vida privada y prevé el establecimiento de servicios 
adecuados de salud sexual y reproductiva. 

24. la consideración primordial en todos los programas y políticas con miras 
a garantizar el derecho a la salud del niño y el adolescente será el interés 
superior del niño y el adolescente. 

Personas mayores 

25. En lo que se refiere al ejercicio del derecho a la salud de las personas 
mayores, el Comité, conforme a lo dispuesto en los párrafos 34 y 3 5  de 
la observación general N° 6 (1995), reafirma la importancia de un enfoque 
integrado de la salud que abarque la  prevenc ión,  la curación y la  
rehabilitación, Esas medidas deben basarse en reconocimientos periódicos 
para ambos sexos; medidas de rehabilitación física y psicológica destinadas 
a mantener la funcionalidad y la autonomía de las personas mayores; y la 
prestación de atenciones y cuidados a los enfermos crónicos y en fase 
terminal, ahorrándoles dolores evitables y permitiéndoles morir con 
dignidad. 

Personas con discapacidades 

26, El Comité reafirma lo enunciado en el párrafo 34 de su observación general 
N° 5, en el que se aborda la cuestión de las personas con discapacidades 

l. Viosle lo rleSoluci6n WHA 47.10 de lo .... sombleo Mundial de lo Salud titulado -Salud die lo 
madrle y lel ni1\'o y planificación de lo fomilio: prácticos trodicionalleS nocivos poro lo salud 
die los mujeres y los nl1\'os, de. 1994, 
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en el contexto del derecho a la salud física y mental. Asimismo, el Comité 
subraya la necesidad de velar por que no sólo el Sector de la salud pública, 
sino también los establecimientos privados que proporcionan servicios de 
salud, cumplan el principio de no discriminación en el caso de las personas 
con discapacidades. 

Pueblos indígenas 

27. Habida cuenta del derecho y la práctica internacionales que están surgiendo. 
así como de las medidas adoptadas recientemente por los Estados en relación 
con las poblaciones indígenas19, el Comité estima conveniente identificar 
los elementos que contribuirían a definir el derecho a la salud de los pueblos 
indígenas. a fín de Que los Estados con poblaciones indígenas puedan aplicar 
más adecuadamente las disposiciones contenidas en el artículo 12 del Pacto. 
El Comité considera que los pueblos indígenas tienen derecho a medidas 
especificas que les permitan mejorar su acceso a los servicios de salud y 
a las atenciones de la salud. Los servicios de salud deben ser apropiados 
desde el punto de vista cultural, es decir, tener en cuenta los cuidados 
preventivos, las prácticas curativas y las medicinas tradicionales. Los 
Estados deben proporcionar recursos para que los pueblos indígenas 
establezcan, organicen y controlen esos servicios de suerte que puedan 
disfrutar del más alto nivel posible de salud física y mental. También 
deberán protegerse las plantas medicinales, los animales y los minerales 
que resultan necesarios para el pleno disfrute de la salud de los pueblos 
indígenas. El Comité observo que, en las comunidades indígenas, la salud 
del individuo se suele vincular con la salud de la sociedad en su conjunto 

19 Entre las recientes normas internacionales relativas a los pueblos indígenas cabe mencionar 
el Convenio N° 169 de lo OIT sobre pueblos indígenas y tribales en paises 
independientes (1989); los aportados e) y d) del artículo 29 y el artículo 30 de lo Convención 
sobre los Derechos del Niño (1989); el apartado j) del artículo 8 del Convenio sobre lo 
Diversidad 8iológica (1992), en los que se recomiendo o los Estados que respeten, preserven 
y conserven los conocimientos. innovaciones y prócticas de los comunidades indígenas; lo 
Agenda 21 de la Conferencia de los Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrolla (1992), en particular su capitulo 26, y la primera parte del párrafo 20 de la 
Declaración y Programo de Acción de Viena (1993) en el que se señala que los Estados deben 
adoptar de común acuerdo medidas positivos para aseguror el respeto de todos los derechos 
humanos de los pueblos indígenas, sobre la bose de no discriminación. Viase. también el 
preámbulo y el artículo 3 de Jo Convención Marco de las Naciones Unidos sobre el cambio 
climótico (1992), y el apartado e) del párrafo 2 del artículo 10 de lo Convención de los 
Naciones Unidas de lucha contro la desertificación en los países afectados por sequío grave 
o desertificación, en particular en África (1994). En los últimos años un creciente número 
de Estados han modificado sus constituciones y promulgado l4!:9islación en la que se reconocen 
los derechos especlficos de los pueblos indígenas. 
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y presenta una dimensión colectiva. A este respecto, el Comité considera 
que las actividades relacionadas con el desarrol lo  que inducen al 
desplazamiento de poblaciones indígenas, contra su voluntad, de sus 
territorios y entornos tradicionales, con la consiguiente pérdida por esas 
poblaciones de sus recursos alimenticios y la ruptura de su relación 
simbiótica con la tierra, ejercen un efecto perjudicial sobre a salud de 
esas poblaciones. 

Limitaciones 

28. Los Estados suelen utilizor las cuestiones relacionados con la salud pública 
paro justificar la limitación del ejercicio de otros derechos fundamentales. 
El Comité desea hacer hincapié en el hecho de que lo cláusula limitativa -
el artículo 4- tiene más bien por objeto proteger los derechos de los 
particulares, y no permitir la imposición de limitaciones por parte de los 
Estados. Por consiguiente, un Estado Parte que, por ejemplo. restringe 
la circulación de personas -o encarcelo o personas- con enfermedades 
transmisibles como el VIH/SIDA, no permite que los médicos traten o 
presuntos opositores de un gobierno, o se niega a vacunar a los integrantes 
de una comunidad contra graves enfermedades infecciosas, alegando motivos 
tales como la seguridad nacional o el mantenimiento del orden público, 
tiene lo obligación de justificar esas medidas graves en relación con cada 
uno de los elementos enunciados en el artículo 4. Esos restricciones deberán 
estar en consonancia con lo ley, incluidos las normas internacionales de 
derechos humanos, y ser compatibles con la naturaleza de los derechos 
amparados por el Pacto, en oras de los objetivos legítimos perseguidos, 
y ser estrictamente necesarias paro promover el bienestar general en una 
sociedad democrática. 

29. De conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 5, esas 
limitaciones deberán ser proporcionoles, es decir, deberán corresponder 
a la solución menos restrictiva de entre los tipos de limitaciones previstos. 
Aun cuando se permiten básicamente esas limitaciones por motivos de 
protección de la salud pública, su duración deberá ser limitada y estar 
sujeta a revisión. 

2. Obligaciones de los Estados Partes 

Obligaciones legoles de carácter general 

30. Si bien el Pacto establece la aplicación progresiva y reconoce los obstáculos 
que representan los limitados recursos disponibles, también impone a los 
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Estados Portes diversos obligaciones de efecto inmediato. Los Estados 
Portes tienen obligaciones inmediatas por lo que respecta 01 derecho a lo 
salud, como lo garantía de que ese derecho será ejercido sin discriminación 
alguna (párrafo 2 del artículo 2) y la obligación de adoptar medidas (párrafo 
1 del artículo 2) en aras de la plena realización del artículo 12. Esas medidas 
deberán ser deliberadas y concretas e ir dirigidas a la plena realización 
del derecho a la saludlo. 

31. La realización progresivo del derecho a la salud a lo largo de un determinado 
período no debe interpretarse en el sentido de que priva de todo contenido 
significativo las obl igaciones de los Estados Partes, Antes al contrario, 
la realización progresiva significa que 105 Estados Partes tienen la obligación 
concreta y constante de avanzar lo  más expedita y eficazmente posible 
hacia la plena realización del artículo 122 l. 

32, Al igual que en el caso de 105 demás derechos enunciados en el Pacto, existe 
una fuerte presunción de que no son permisibles las medidas regresivas 
adoptadas en relación con el derecho a lo salud, Si se adoptan cualesquiera 
medidas del i beradamente regresivas, corresponde al Estado Parte 
demostrar que se han apl icado tras el examen más exhaustivo de todas 
las alternativas posibles y que esas medidas están debidamente justificadas 
por referencia a la totalidad de los derechos enunciados en el Pacto en 
relación con la plena utilización de los recursos máximos disponibles del 
Estado ParteZ z. 

33, A l  igual que todos los derechos humanos, el derecho a la salud impone 
tres tipos o niveles de obligaciones o los Estados Partes: la obl igación 
de respetar, pro teger y cumplir. A su vez, la obl igación de cumplir 
comprende la ob l igación de fac i l itar, proporcionar y promoverZ3• 
La obl igación de respetar exige que los Estados se abstengan de injerirse 
directa o indirectamente en el disfrute del derecho a la salud. La 
obligación de proteger requiere que los Estados adopten medidas para 
impedir que terceros interfieran en la aplicación de las garantías prevista 

10 ViaSE la obSEl"\'ación gEnf:ral � 1 3  (párr. 43). 

I1 Véase lo observación general N° 3 (párr. 9), y la observación general N° 13 (pórr. 44). 

u Véase lo obsel"\'oción general N° 3 (pórr. 9), y lo observación general N° 13 (pórr. 45). 

u Según los observaciones generales � 12 Y N° 13, lo obligación de cumplir incorporo uno 
obligación de facilitar y una obligación de proporcionar. En lo presente obsel"\'oción genErar, 
lo obligación de cumplir también incorporo una obligación de promov�r habido cuenta de lo 
importancia crítico de lo promoción de lo salud en la labor realizado por lo OMS y otros 
organismos. 
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Du�tIOS EcoNONICOS. Socwz.:s y Cut T\IRAlES 

en el artículo 12. Por último, la obligación de cumplir requiere que los 
Estados adopten medidas apropiadas de carácter legislativo, 
administrativo, presupuestario, judicial o de otra índole para dar plena 
efectividad al derecho a la salud. 

Obligaciones legales específicas 

34. En particular, los Estados tienen la obl igación de respetar el derecho a 
la salud, en particular absteniéndose de denegar o limitar el acceso igual 
de todos las personas, incluidos, los presos o detenidos, los representantes 
de las minorías, los solicitantes de asilo o los inmigrantes ilegales, a los 
servicios de salud preventivos, curativos y paliativos: abstenerse de imponer 
prácticas discriminatorias como política de Estado: y abstenerse de imponer 
prácticas discriminatorias en relación con el estado de salud y las 
necesidades de la mujer. Además, las obl igaciones de respetar incluyen 
la obligación del Estado de abstenerse de prohibir o impedir los cuidados 
preventivos, las prácticas curativas y las medicinas tradicionales, 
comercializar medicamentos peligrosos y aplicar tratamientos médicos 
coercitivos, salvo en casos excepcionales para el tratamiento de 
enfermedades mentales o la prevención de enfermedades transmisibles 
y la lucha contra ellas. Esas excepciones deberán estar sujetas a 
condiciones específicas y restrictivas, respetando las mejores prácticas 
y las normas internacionales aplicables, en particular los Principios de las 
Naciones Unidas para la protección de los enfermos mentales y para el 
mejoramiento de la atención de la salud mental.24 Asimismo, los Estados 
deben abstenerse de limitar el acceso a los anticonceptivos u otro medios 
de mantener la salud sexual y genésica, censurar, ocultar o desvirtuar 
intencionalmente la información relacionada con la salud, incluida la 
educación sexual y la información al respecto, osi como impedir la 
participación del pueblo en los asuntos relacionados con la salud. Los 
Estados deben abstenerse asimismo de contaminar ilegalmente la atmósfera, 
el agua y la tierra, por ejemplo mediante los desechos industriales de las 
instalaciones propiedad del Estado, utilizar o ensayar armas nucleares, 
biológicas o químicas s i ,  como resultado de esos ensayos, se l iberan 
sustancias nocivas para la salud del ser humano, o limitar el acceSo a los 
servicios de salud como medida punitiva, por ejemplo durante confl ictos 
armados, en violación del derecho internacional humanitario. 

35. Las obligaciones de proteger incluyen, entre otras, las obl igaciones de 
los Estados de adoptar leyes u otras medidas para velar por el acceso 

l· Resolución 46/119 de la Asamble.a General (1991). 
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igual a la atención de la salud y los servicios relacionados con la salud 
proporcionados por terceros: velar por que la privatización del sector de 
la salud no represente una amenaza para la disponibilidad, accesibilidad, 
aceptabilidad y calidad de los servicios de atención de la salud: controlar 
la comercialización de equipo médico y medicamentos por terceros, y 
asegurar que los facultativos y otros profesionales de la salud reúnan las 
condiciones necesarias de educación, experiencia y deontología. Los Estados 
también tienen la obl igación de velar por que las prácticas sociales o 
tradicionales nocivas no afecten al occeso a la atención anterior y posterior 
al parto ni a la planificación de la familia: impedir que terceros induzcan 
a la mujer a someterse a prácticas tradicionales, por ejemplo a la mutilación 
de los órganos genitales femeninos; y de adoptar medidas para proteger 
a todos los grupos vulnerables o marginados de lo sociedad, en particular 
los mujeres, los niños, los adolescentes y las personas mayores, teniendo 
en cuenta los actos de violencia desde la perspectiva de género. Los Estados 
deben velar asimismo por que terceros no limiten el acceso de las personas 
a la información y los servicios relacionados con la salud. 

36. La obligación de cumplir requiere, en particular, que los Estados Partes 
reconozcan suficientemente el derecho a la salud en sus sistemas políticos 
y ordenamientos jurídicos nacionales, de preferencia mediante la aplicación 
de leyes, y adopten una política nocional de salud acompañada de un plan 
detallado para el ejercicio del derecho o la salud. Los Estados deben 
garantizar la atención de la salud, en particular estableciendo programas 
de inmunización contra las principales enfermedades infecciosas, y velar 
por el acceso igual de todos a los factores determinantes básicos de la 
salud, como alimentos nutritivos sanos y agua potable, servicios básicos 
de saneamiento y vivienda y condiciones de vida adecuadas. La 
infraestructura de la sanidad pública debe proporcionar servicios de salud 
sexual y genésica, incluida la maternidad segura, sobre todo en las zonas 
rurales. Los Estados tienen que velar por la apropiada formación de 
facultativos y demás personal médico, la existencia de un número suficiente 
de hospitales, clínicas y otros centros de salud, así como por la promoción 
y el apoyo a la creación de instituciones que prestan asesoramiento y 
servicios de salud mentol, teniendo debidamente en cuenta Jo distribución 
equitativa a lo largo del país. Otras obligaciones incluyen el establecimiento 
de un sistema de seguro de salud público, privado o mixto que Sea asequible 
a todos, el fomento de las investigaciones médicas y la educación en materia 
de salud, así como la organización de campañas de información, en particular 
por lo que se refiere al VIH/SIDA, la salud sexual y genésica, las prócticas 
tradicionales, la violencia en el hogar, y el uso indebido de alcohol, tabaco, 
estupefacientes y otras sustancias nocivas. Los Estados también tienen 
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la obligación de adoptar medidas contra los peligros que para la salud 
representan la contaminación del medio ambiente y las enfermedades 
profesionales, así como también contra cualquier otra amena2a que se 
determine mediante datos epidemiológicos. Con tal fin, los Estados deben 
formular y aplicar políticas nacionales con miras a reducir y suprimir la 
contaminación del aire, el agua y el suelo, incluida la contaminación causada 
por metales pesados tales como el plomo procedente de la gasolina. 
Asimismo, los Estados Partes deben formular, aplicar y revisar 
periódicamente una política nacionol coherente destinada a reducir al mínimo 
los riesgos de accidentes laborales y enfermedades profesionales, así como 
formular una política nacional coherente en materia de seguridad en el 
empleo y servicios de salud25• 

37. La obligación de cump/ir ( facilitar) requiere en particular que los Estados 
adopten medidas positivas que permitan y ayuden a los particulares y las 
comunidades disfrutar del derecho a la salud. Los Estados Partes también 
tienen la obligación de cumplir ( facilitar) un derecho específico enunciado 
en el Pacto en los casos en que los particulares o los grupos no están en 
condiciones, por ra20nes ajenas a su voluntad, de ejercer por sí mismos 
ese derecho con ayuda de los medios a su disposición. La obligación de 
cumpl¡r (promover)el derecho a la salud requiere que los Estados emprendan 
actividades para promover, mantener y restablecer la salud de la población. 
Entre esas obligaciones figuran las siguientes: i) fomentar el reconocimiento 
de los factores que contribuyen al logro resultados positivos en materio 
de salud, por ejemplo la reali2ación de investigaciones y el suministro de 
información; ii) velar por que los servicios de salud Sean apropiados desde 
el punto de vista cultural y el personal sanitario sea formado de manera 
que recon02ca y responda a las necesidades concretas de los grupos 
vulnerables o marginados; iii) vejar por que el Estado cumpla sus obligaciones 
en lo referente a la difusión de información apropiada acerca de la forma 
de vivir y la al imentación sanas, as; como acerca de las prácticas 

a Forman porte Integrante de eso politica lo identificación, determinación, autorización y control 
de materiales, equipo, sustancias, agentes y procedimientos de. trobojo peligrosos: Jo facilitación 
o los trabajadores de información sobre. lo salud, y lo facilitación, en coso necesario, de 
ropo y equipo de protección; el cumplimiento de leyes y reglamentos merced o inspecciones 
adecuadas; el requisito de notificación de occidentes laborales y enfermedades profesionales: 
lo organización de encuestas sobre occidentes y enfermedades graves, y lo elaboración de 
estadísticos anuales: fa protección de fas trabajadores y sus representantes contro los medidos 
disciplinorias de que son obje.to por actuar de conformidad con uno político de eso clase, y 
lo prestación de servicios de salud en el trabajo con funciones esencialmente preventivos. 
VÉase el Convenio N° 155 de la OIT sobre seguridad y salud de los trabajadores y medio 
ambiente de trabajo (1981) y el Convenio N° 161 de lo OIT sobre los servicios de salud en 
el trabajo (1985). 
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tradicionales nocivas y la disponibilidad de servicios: Iv) apoyar a las 
personas a adoptar, con conocimiento de causa, decisiones por Jo que 
respecta a su salud. 

Obligaciones internacionales 

38. En su observación general N° 3 el Comité hizo hincapié. en la obl igación 
de todos los Estados Partes de adoptar medidas, tanto por separado como 
mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente 
económicas y té.cnicas, para dar plena efectividad a los derechos reconocidos 
en el Pacto, como el derecho a la salud. Habida cuenta de lo dispuesto 
en el Artículo 56 de la Carta de las Naciones Unidas, en las disposiciones 
específicas del Pacto (párrafos 1 y 2 del artículo 12 y artículos 22 y 23) 
Y en la Declaración sobre atención primaria de la salud, de Alma-Ata, los 
Estados Partes deben reconocer el papel fundamental de la cooperación 
internacional y cumplir su compromiso de adoptar medidas conjuntas o 
individuales para dar plena efectividad al derecho a la salud. A este 
respecto, se remite a los Estados Partes a la Declaración de Alma-Ata, 
que proclama que la grave desigualdad existente en el estado de salud 
de la población, especialmente entre los países desarrollados y los país 
en desarrol l o ,  así como dentro de cada país, eS política, social y 
económicamente inaceptable y, por tanto, motivo de preocupación común 
para todos los paísesZ6• 

39. Para cumplir las obligaciones internacionales que han contraído en virtud 
del artículo 12,  los Estados Partes tienen que respetar el disfrute del 
derecho a la salud en otros países e impedir que terceros conculquen ese 
derecho en otros países siempre que puedan ejercer influencia sobre esos 
terceros por medios legales o políticos, de conformidad con la Carta de 
las �aciones Unidas y el derecho internacional aplicable. De acuerdo con 
los recursos de que dispongan, los Estados deben facilitar el acceso a 
Jos establecicmientos, bienes y recursos de salud esenciales en otros países, 
siempre que sea posible, y prestar la asistencia necesaria cuando 
corresponda21• Los Estados Partes deben velar por que en los acuerdos 
internacionales se preste la debida atención al derecho a la salud, y, con 
tal fin, deben considerar la posibilidad de elaborar nuevos instrumentos 
legales. En relación con la concertación de otros acuerdos internacionales, 

l-. Artículo II de la Decfaración de Alma-Ata, informe de la Conferencia Internacional sobre 
Atención Primaria de Salud, celebrada en Almo-Ata del 6 01 12 de septiembre de 1978, en; 
Organización Mundial de lo Salud, ·Serie de Salud poro TodosM, Na 1, OMS, Ginebra, 1978. 

'l7 Viase el pórrafo 45 de lo presente obser .... oci6n general. 
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los Estados Partes deben adoptar medida para cerciorarse de que esos 
instrumentos no afectan adversamente al derecho a la salud. Análogamente, 
los Estados partes tienen la obligación de velar por que sus acciones en 
cuanto miembros de organizaciones internacionales tengan debidamente 
en cuenta el derecho a la salud. Por consiguiente, los Estados Partes que 
sean miembros de instituciones financieras internacionales, sobre todo 
del Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial y los bancos regionales 
de desarrollo, deben prestar mayor atención a lo protección del derecho 
a la salud influyendo en las políticos y acuerdos crediticios y las medidas 
internacionales adoptadas por esas instituciones. 

40. De acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas y las resoluciones 
pertinentes de la Asamblea General de las Naciones Unidas y de la Asamblea 
Mundial de la Salud, los Estados Partes tienen la obligación individual y 
solidaria de cooperar en la prestaci6n de ayuda en casos de desastre y 
de asistencia humanitaria en situaciones de emergencia, incluida la 
prestación asistencia a los refugiados y los desplazados dentro del país. 
Cada Estado debe contribuir a esta misión hasta el máximo de su capacidad. 
Al proporcionar ayuda médica internacional y al distribuir y administrar 
recursos tales como el agua limpia potable, los alimentos, los suministros 
médicos y la ayudo financiera, hay que otorgar prioridad a los grupos más 
vulnerables o marginados de la población. Además, dado que algunas 
enfermedades son fácilmente transmisibles más allá de las fronteras de 
un Estado, recae en la comunidad internacional la responsabilidad solidaria 
por solucionar este problema. Los Estados Partes económicamente 
desarrollados tienen una responsabilidad y un interés especiales en ayudar 
a los Estados en desarrollo más pobres a este respecto. 

41. Los Estados Partes deben abstenerse en todo momento de imponer 
embargos o medidas análogas que restrinjan el suministro a otro Estado 
de medicamentos y equipo médico adecuados. En ningún momento deberá 
utilizarse la restricción de esos bienes como medio de ejercer presión 
política o económica. A este respecto, el Comité recuerda su actitud, 
expuesta en su observación general N° 8, con respecto a la relación 
existente entre las sanciones económicas y el respeto de los derechos 
económicos, sociales y culturales. 

42. Si bien sólo los Estados son Partes en el Pacto y. por consiguiente, son 
los que, en definitiva, tienen la obligación de rendir cuentas por cumplimiento 
de éste, todos los integrantes de la sociedad -particulares, inc/uidos los 
profesionales de la salud, las familias, las comunidades locales, las 
organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales, las 
organizaciones de la sociedad civil y el sector de la empresa privada- tienen 
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responsabilidades en cuanto a la realización del derecho a la salud. Por 
consiguiente, los Estados Partes deben crear un clima que facilite el 
cumplimiento de esas responsabil idades. 

Obligaciones básicas 

43. En la observación general N° 3 ,  el Comité confirma que los Estados Partes 
tienen la obl igación fundamental de asegurar como mínimo la satisfacción 
de niveles esenciales de cada uno de los derechos enunciados en el Pacto, 
incluida la atención primaria básica de la salud. Considerada conjuntamente 
con instrumentos más recientes, como e l  Programa de Acción de la 
Conferencia Internacional sobre Población y Desarroll028, la Declaración 
de Alma-Ata ofrece una orientación inequívoca en cuanto a las obligaciones 
básicas dimanantes del artículo 12. Por consiguiente, el Comité considera 
que entre esas obligaciones básicos figuran, como mínimo, las siguientes: 

a) Garantizar el derecho de acceso a los centros, bienes y servicios 
de salud sobre una base no discriminatoria, en especial por lo que 
respecta o los grupos vulnerables o marginados; 

b) Asegurar el acceso a una alimentación esencial mínima que sea 
nutritiva, adecuada y segura y garantice que nadie padezca hambre; 

c) Garantizar el acceso a un hogar, una vivienda y unas condiciones 
sanitarios básicos, así como a un suministro adecuado de agua limpia 
potable; 

d) Facilitar medicamentos esenciales, según las definiciones periódicas 
que figuran en el Programa de Acción sobre Medicamentos Esenciales 
de la OMS; 

e) Velar por una distribución equitativa de todas las instalaciones, 
bienes y servicios de salud; 

f) Adoptar y aplicar, sobre la base de las pruebas epidemiológicas, 
una estrategia y un plan de acción nacionales de salud pública para 
hacer frente a las preocupaciones en materia de salud de toda la 
población; la estrategia y el plan de acción deberán ser elaborados, 
y periódicamente revisados, sobre la base de un proceso participativo 

2B Informe de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo, Cairo, 5 a 13 
de septiembre de 1994 (publicación de las Naciones Unidas, � de vento: E.95.XIII.l8), 
capítulo I, resolución 1, anexo, capítulos VII y VIII. 
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y transparente; esa estrategia y ese plan deberán prever métodos, 
como el derecho a indicadores y bases de referencia de la salud 
que permitan vigilar estrechamente los progresos realizados: el 
proceso mediante el cual se concibe la estrategia y el plan de acción, 
así como el contenido de ambos, deberá prestar especial atención 
a todos los grupos vulnerables o marginados. 

44. El Comité confirma asimismo que entre las obl igaciones de prioridad 
comparables figuran las siguientes: 

a) Velar por la atención de la salud genésica, materna (prenatal y 
postnatal) e infantil; 

b) Proporcionar inmunización contra las principales enfermedades 
infecciosas que tienen lugar en la comunidad; 

c) Adoptar medidas para prevenir, tratar y combatir las enfermedades 
epidémicas y endémicas; 

d)  Impartir educación y proporcionar acceso a la información relativa 
a los principales problemas de salud en la comunidad, con inclusión 
de los métodos para prevenir y combatir esas enfermedades; 

e) Proporcionar capacitación adecuada al personal del sector de la salud, 
incluida la educación en materia de salud y derechos humanos. 

45. Para disipar toda duda, el Comité desea señalar que incumbe especialmente 
a los Estados Partes, así como a otros actores que estén en situación de 
prestar ayuda, prestar "asistencia y cooperación internacionales, en especial 
económica y técnica"z9. que permita a los países en desarrollo cumplir sus 
obligaciones bósicas y otras obligaciones a que se hace referencia en los 
párrafos 43 y 44 supra. 

3. Violaciones 

46. Al aplicar el contenido normativo del artículo 12 (parte 1) a las obl igaciones 
de los Estados Partes (parte 11), se pone en marcha un proceso dinámico 
que facilita la identificación de las violaciones del derecho a la salud. 
En los párrafos que figuran a continuación se ilustran las violaciones del 
artículo 12. 

H Párrafo 1 del artículo 2 del Pacto. 
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47. A l  determinar qué acciones u omisiones equivalen a una violación del derecho 
a la salud, es importante establecer una distinción entre la incapacidad 
de un Estado Parte de cumplir las obl igaciones que ha contraído en virtud 
del artículo 12 y la renuencia de dicho Estado Q cumplir esas obligaciones. 
Ello se desprende del párrafo 1 del artículo 12 ,  que Se refiere al mós alto 
nivel posible de salud, así como del párrafo 1 del artículo 2 del Pacto, en 
virtud del cual cada Estado Parte tiene la obl igación de adoptar las medidas 
necesarias hasta el máximo de los recursos de que disponga. Un Estado 
que no esté dispuesto a utilizar el máximo de los recursos de que disponga 
para dar efectividad al derecho a la salud viola las obl igaciones que ha 
contraído en virtud del artículo 12. Si la limitación de recursos imposibilita 
el pleno cumplimiento por un Estado de las obl igaciones que ha contraído 
en virtud del Pacto, dicho Estado tendrá que justificar no obstante que 
se ha hecho todo lo posible por utilizar todos los recursos de que dispone 
para satisfacer, como cuestión de prioridad, las obligaciones sePraladas 
supra. Cabe señalar sin embargo que un Estado Parte no puede nunca ni 
en ninguno circunstancia justificar su incumplimiento de los obl igaciones 
básicas enunciadas en el párrafo 43 supra, que son inderogables. 

48. Las violaciones del derecho a la salud pueden producirse mediante la acción 
directa de los Estados o de otras entidades que no estén suficientemente 
reglamentadas por los Estados. La adopción de cualesquiera medidas 
regresivas que sean incompatibles con las obl igaciones básicas en lo  
referente a l  derecho a la  salud, a que se hace referencia en e l  
párrafo 43 supra, constituye una violaci6n del derecho a la  salud. Entre 
las violaciones resultantes de actos de comisión figura la revocación o 
suspensión formal de la legislación necesaria para el continuo disfrute 
del derecho a la salud, o la promulgación de legislación o adopción de políticas 
que sean manifiestamente incompatibles con las preexistentes obligaciones 
legales nacionales o internacionales relativas al derecho a la salud. 

49. Los Estados también pueden conculcar el derecho a la salud al no adoptar 
las medidas necesarias dimanantes de las obligaciones legales. Entre las 
violaciones por actos de omisión figuran el no adoptar medidas apropiadas 
para dar plena efectividad al derecho universal a disfrutar del más alto 
nivel posible de salud física y mental, el no contar con una política nacional 
sobre la seguridad y la salud en el empleo o servicios de salud en el empleo, 
y el no hacer cumplir las leyes pertinentes. 

Violaciones de las obligaciones de respetar 

50. Las violaciones de las obl igaciones de respetar son las acciones, políticas 
o leyes de los Estados que contravienen las normas establecidas en el 
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artículo 12 del Pacto y que son susceptibles de producir lesiones corporales, 
una morbosidad innecesaria y una mortalidad evitable. Como ejemplos de 
ello cabe mencionar la denegación de acceso a los establecimientos, bienes 
y servicios de salud a determinadas personas o grupos de personas como 
resultado de la discriminación de iure o de facto; la ocultación o 
tergiversación deliberadas de la información que reviste importoncia 
fundamental para la protección de lo salud o para el tratamiento: 
la suspensión de la legislación o la promulgación de leyes o adopción de 
políticas que afectan desfavorablemente al disfrute de cualquiera de los 
componentes del derecho a la salud; y el hecho de que el Estado no tenga 
en cuenta sus obligaciones legales con respecto al derecho a la salud al 
concertar acuerdos bi laterales o multi laterales con otros Estados, 
organizaciones internacionales u otras entidades, como, por ejemplo, las 
empresas multinacionales. 

Violaciones de las obligaciones de proteger 

51. Las violaciones de las obligaciones de proteger dimanan del hecho de que 
un Estado no adopte todas las medidas necesarias para proteger, dentro 
de su jurisdicción, a los personas contra las violaciones del derecho a la 
salud por terceros. Figuran en esta categoría omisiones tales como la no 
regulación de las actividades de particulares, grupos o empresas con objeto 
de impedir que esos particulares, grupos o empresas violen el derecho a 
la salud de los demás; la no protección de los consumidores y los 
trabajadores contra las prácticas perjudiciales para la salud, como ocurre 
en el caso de algunos empleadores y fabricantes de medicamentos o 
alimentos; el no disuadir la producción, la comercialización y el consumo 
de tabaco, estupefacientes y otras sustancias nocivas; el no proteger a 
los mujeres contra lo violencia, y el no procesar a los autores de la misma; 
el no disuadir la observancia continua de prácticas médicos o culturales 
tradicionales perjudiciales; y el no promulgar o hacer cumplir las leyes a 
fin de impedir la contaminación del agua, el aire y el suelo por las industrias 
extractivas y manufactureras. 

Violaciones de la obligación de cumplir 

52. Los violaciones de las obligaciones de cumplir se producen cuando los Estados 
Partes no adoptan todas las medidas necesarias para dar efectividad al 
derecho a la salud. Cabe citar entre ellas la no adopción o aplicación de 
una política nacional de salud con miras a garantizar el derecho a la salud 
de todos; los gastos insuficientes o la asignación inadecuada de recursos 
públicos que impiden el disfrute del derecho a la salud por los particulares 
o grupos, en particular las personas vulnerables o marginadas; la no vigilancia 
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del ejercicio del derecho a la salud en el plano nacional, por ejemplo 
mediante la elaboración y aplicación de indicadores y bases de referencia: 
el hecho de no adoptar medidas para reducir la distribución no equitativa 
de 105 establecimientos, bienes y servicios de salud; la no adopción de un 
enfoque de la salud basado en lo perspectiva de género; y el hecho de no 
reducir los tosas de mortalidad infantil y materna. 

4. Aplicación en el plano nacional 

Legislación marco 

53. Las medidos viables más apropiadas para el ejercicio del derecho a lo salud 
variarán significativamente de un Estado a otro. Cada Estado tiene un 
margen de discreción 01 determinar qué medidas son 105 más convenientes 
para hacer frente a sus circunstancias específicas. No obstante, el Pacto 
impone claramente a coda Estado lo obl igación de adoptar las medidas 
que sean necesarias paro que toda persona tenga acceso o 105 
establecimientos, bienes y servicios de salud y pueda gozar cuanto antes 
del más alto nivel posible de salud física y mentol. Para ello es necesario 
adoptar uno estrategia nacional que permita o todos el disfrute del derecho 
a la salud, basada en los principios de derechos humanos que definan los 
objetivos de esa estrategia, y formular políticas y establecer 105 indicadores 
y las bases de referencia correspondientes del derecho a lo salud. 
La estrategia nacional en materia de salud también deberá tener en cuenta 
los recursos disponibles para alcanzar 105 objetivos fijados, así como el 
modo más rentable de utilizar esos recursos. 

54. A l  formular y ejecutar las estrategias nacionales de salud deberán 
respetarse, entre otros, 105 principios relativos a la no discriminación y 
lo participación del pueblo. En particular, un factor integrante de toda 
político, programa o estrategia con miras al cumplimiento de las obligaciones 
gubernamentales en virtud del artículo 12 es el derecho de 105 particulares 
y grupos a participar en el proceso de adopción de decisiones que puedan 
afectar a su desarrollo. Para promover la salud, la comunidad debe 
participar efectivamente en la fijación de prioridades, la adopción de 
decisiones, la planificación y la aplicación y evaluación de las estrategias 
destinadas a mejorar la salud. Sólo podrá asegurarse la prestación efectiva 
de servicios de salud si los Estados garantizan la participación del pueblo. 

55. La estrategia y el plan de acción nacionales de salud también deben basarse 
en los principios de rendición de cuentos, la transparencia y la independencia 
del poder judicial, ya que el buen gobierno es indispensable para el efectivo 
ejercicio de todos los derechos humanos, incluido el derecho a la salud. 
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A fin de crear un clima propicio al ejercicio de este derecho, los Estados 
Partes deben adoptar las medidas apropiadas para cerciorarse de que, al 
desarrollar sus actividades, el sector de la empresa privada y la sociedad 
civil conozcan y tengan en cuenta la importancia del derecho a la salud. 

56. Los Estados deben considerar la posibil idad de adoptar una ley marco para 
dar efectividad a su derecho a uno estrategia nacional de salud. La ley 
morco debe establecer mecanismos nacionales de vigilancia de la aplicación 
de las estrategias y planes de acción nacionales de salud. Esa ley deberá 
contener disposiciones sobre 105 objetivos que deban alcanzarse y los plazos 
necesarios para ello: 105 medios que permitan establecer las cotas de 
referencia del derecho a la salud; la proyectado cooperación con la sociedad 
civil, incluidos los expertos en salud, el sector privado y las organizaciones 
internacionales; la responsabilidad institucional por la ejecución de la 
estrategia y el plan de acción nocionales del derecho a la salud; y los posibles 
procedimientos de apelación. Al vigilar el proceso conducente al ejercicio 
del derecho a la salud, los Estados Partes deben identificar los factores 
y las dificultades que afectan 01 cumplimiento de sus obl igaciones. 

Indicadores y bases de referencia del derecho o lo salud 

57. Las estrategias nacionales de salud deben identificar los pertinentes 
indicadores y bases de referencia del derecho a la salud. El objetivo de 
los ind icadores debe consistir en vigi lar,  en los planos nacional e 
internacional, las obligaciones asumidos por el Estado Parte en virtud del 
artículo 12. Los Estados podrán obtener una orientación respecto de los 
indicadores pertinentes del derecho a lo salud -que permitirán abordar 
los distintos aspectos de eSe derecho- de la labor que realizan al respecto 
la OMS y el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF). 
Los indicadores del derecho a la salud requieren un desglose basado en 
los motivos de discriminación prohibidos. 

58. Una vez identificados los pertinentes indicadores del derecho a la salud, 
se pide a los Estados Parte que establezcan las bases nacionales de 
referencia apropiadas respecto de cada indicador. En relación con la 
presentación de informes periódicos, el Comité emprenderá con el Estado 
Parte un proceso de determinación del alcance de la aplicación. Dicho 
proceso entraño el examen conjunto por el Estado Parte y el Comité de 
los indicadores y bases de referencia nacionales, lo que a su vez permitirá 
determinar los objetivos que deban alcanzarse durante el próximo período 
de presentación del informe. En los cinco años siguientes, el Estado Parte 
utilizará esas bases de referencia nacionales para vigilar la aplicación del 
artículo 12. Posteriormente, durante el proceso ulterior de presentación 
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de informes, el Estado Parte y el Comité determinarán si se han logrado 
o no esos bases de referencia, así como las razones de las dificultades 
que hayan podido surgir. 

Recursos y rendición de cuentas 

59. Toda persona o todo grupo que sea víctima de una violación del derecho 
a la salud deberá contar con recursos judiciales efectivos u otros recursos 
apropiados en los planos nacional e internacionapo. Todas las víctimas 
de esas violaciones deberán tener derecho a una reparación adecuada, 
que podrá adoptar la forma de restitución, indemnización, satisfacción o 
garantías de que no se repetirán los hechos. Los defensores del pueblo, 
las comisiones de derechos humanos, los foros de consumidores, las 
asociaciones en pro de los derechos del paciente o las instituciones análogos 
de cada país deberán ocuparse de las violaciones del derecho a la salud. 

60. La incorporación en el ordenamiento jurídico interno de los instrumentos 
internacionales en los que Se reconoce el derecho a la salud puede ampliar 
considerablemente el alcance y la eficacia de las medidas correctivas, por 
lo que debe alentarse en todos los casosl 1. La incorporación permite que 
los tribunales juzguen los casos de violaciones del derecho a la salud, o 
por lo menos de sus obligaciones fundamentales, haciendo referencia directa 
al Pacto. 

61. Los Estados Partes deben alentar a los magistrados y demás jurisconsultos 
a que, en el desempeño de sus funciones, presten mayor atención a la 
violación al derecho a la salud. 

62. Los Estados Partes deben respetar, proteger, facilitar y promover la labor 
realizada por los defensores de los derechos humanos y otros 
representantes de la sociedad civil con miras a ayudar a los grupos 
vulnerables o marginados a ejercer su derecho a la salud. 

5. Obligaciones de los actores que no sean Estados Partes 

63. El papel desempeñado por los organismos y programas de las Naciones 
Unidas, y en particular la función esencial asignada a la OMS para dar 

JO Con ind�pendencio d� que 10$ gM.lpos en cuanto tales puedan presentar re.cursos como titulares 
indiscutibles de d�rechos, los Estados Portes están obligados por las obligociof'leS col�ctivo.s 
e individuales enunciadas en el artículo 12. LO$ d�rechos colectivos revisten importancia 
crítico en lo esfero de lo salud; lo político contemporáneo de salud pública se baso en gran 
medido en lo prevención y lo promoción, enfoques que van esencialmente dirigidas a los grupos. 

JI Véase la Observación general N° 2, porro 9. 
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efectividad al derecho a la salud en los planos internacional, regional y 
nacional, tiene especial importancia, como también la tiene lo función 
desempeñada por el UNICEF en lo que respecta al derecho a la salud de 
los niños. A l  formular y aplicar sus estrategias nacionales del derecho a 
la salud, los Estados Partes deben recurrir a la cooperación y asistencia 
técnica de la OMS. Además, al preparar sus informes, los Estados Partes 
deben utilizar la información y los servicios de asesoramiento amplios de 
la OMS en lo referente a la reunión de datos, el desglose de los mismos 
y la elaboración de indicadores y bases de referencia del derecho a la 
salud. 

64. Además, es preciso mantener los esfuerzos coordinados para dar efectividad 
al derecho a la salud a fin de reforzar la interacción entre todos los actores 
de que se trata, en particular los diversos componentes de la sociedad 
civil. Conforme al o dispuesto en los artículos 22 y 23 del Pacto, la OMS, 
la Organización Internacional del Trabajo,  el Programa de las Naciones 
unidas para el Desarrollo, el UNICEF, el Fondo de Población de las Naciones 
Unidas, el Banco Mundial, los bancos regionales de desarrollo, el Fondo 
Monetario Internacional, la Organización Mundial del Comercio y otros 
órganos pertinentes del sistema de las Naciones Unidas deberán cooperar 
eficazmente con los Estados Partes, aprovechando sus respectivos 
conocimientos especializados y respetando debidamente sus distintos 
mandatos, para dar efectividad al derecho a la salud en el plano nacional. 
En particular, las instituciones financieras internacionales, especialmente 
el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, deberán prestar 
mayor atención a la protección del derecho a la salud en sus políticas de 
concesión de préstamos, acuerdos crediticios y programas de ajuste 
estructural. Al examinar los informes de los Estados Partes y la capacidad 
de éstos para hacer frente a las obligaciones dimanantes del artículo 12,  
el  Comité examinará las repercusiones de la asistencia prestada por todos 
los demás actores. La adopción por los organismos especializados, programas 
Y órganos de las Naciones Unidas de un enfoque basado en los derechos 
humanos facilitará considerablemente el ejercicio del derecho a la salud. 
Al examinar los informes de los Estados Partes, el Comité también tendrá 
en cuenta el papel desempeñado por las asociaciones profesionales de la 
salud y demás organizaciones no gubernamentales en lo referente a las 
obl igaciones contraídas por los Estados en virtud del artículo 12. 

65. El papel de la OMS, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
paro los Refugiados, el Comité Internacional de lo Cruz Roja y la Media 
Luna Rojo, y e l  UNICEF, así como también las organizaciones no 
gubernamentales y las asociaciones médicas nacionales, reviste especial 
importancia en relación con la prestación de socorros en casos de desastre 
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y la ayuda humanitaria en situaciones de emergencia, en particular la 
asistencia prestada a los refugiados y Jos desplazados dentro del país. 
En la prestación de ayuda médica internacional y la distribución y gestión 
de recursos tales como el agua potable. los alimentos y 105 suministros 
médicos, así como de ayuda financiera, debe concederse prioridad a los 
grupos más vulnerables o marginados de la población. 
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Recomendaciones de 

órganos internacionales 

de derechos humanos 

al Estado colombiano, 

sobre derechos 

económicos, sociales 

y culturales 





1 .  Recomendaciones de órganos internacionales 

de derechos humanos al Estado colombiano 

sobre los derechos económicos, sociales y 

culturales 

1 . 1 .  Aspectos generales 

206. La Alta Comisionada insta al Gobierno a aumentar esfuerzos tendientes 
a garantizar al conjunto de la población y a lo largo del territorio nacional, 
el pleno ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales de 
conformidad con los tratados internacionales ratificados por Colombia. 

(Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos. E/CN4/ 
1998/16, párr. 206). 

2. Que adopte todas las medidas necesarias para garantizar que la observancia 
de los derechos económicos, sociales y culturales no sea disminuida en ningún 
aspecto con el transcurso del tiempo. 

(Comisión Interamericano de Derechos Humanos. OEA/Ser.L/V/ILJ02, doc. 
9 rev. 1, Capítulo III, D, párr. 2). 

1 . 2. Derecho a lo educación 

198. El Comité recomienda también que el Gobierno adopte todas las medidas 
necesarias para asegurar el derecho a Ja educación primaria gratuita para 
todos. El Comité recomienda asimismo que el Gobierno adopte medidas 
para mejorar la calidad de la educación secundaria y las condiciones 
materiales del personal docente. 

(Comité de Derechos Económicos, Socia/es y Cultura/es, ONU, E/C/12/1995/ 
18, párr. 198: o E/C.12/1995/12, párrs. 198: a E/1996/22, párrs. 198). 

360. El Comité sugiere que se tomen medidas para fortalecer el sistema 
educacional, sobre todo en las zonas rurales, a fin de mejorar la calidad 
de la enseñanza y reducir la alta tasa de deserción escolar. Debería 
considerarse la posibil idad de incluir los derechos del niño en los programas 
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de estudio escolares, en particular en el marco del Decenio de las Naciones 
Unidas para la educación en la esfera de los derechos humanos. 

(Comité de los Derechos del Niño, ONU. A/51/41, párr. 360; o CRC/C/15/ 
Add.30, párr. 20; o CRC/C/38, párr. 96). 

3. Que adopte todas las medidos necesarias poro mejorar las condiciones 
materiales del personal docente y de las escuelas del país y para garantizar 
el derecho efectivo a una educación primaria gratuita para todos. El Estado 
debería adoptar medidas para mejorar la calidad de la educación a todos 
los niveles. 

(Comisión Interamericano de Derechos Humanos. OEA/Ser.L/V/IL102, doc. 
9 rev. 1, Capítulo III, O, párr. 3). 

Véase además las recomendaciones siguientes: 

E/CN 4/2000/71, párr. 65; E/CN4/2000/83/Add.1, párr. 123, citadas en el 
capítulo 8, título 2 "Programas de asistencia humanitaria"',; 

A/52/40, párr. 307, referida en el capítulo 10, título 2 "Comunidades indÍgenas:· 

A/50/38, párr. 609; A/54/38, párrs. 385-386, contenidas en el capítulo 17, 
título 3 "Discriminación contra lo mujer"'; 

OEA/Ser.L/V/II.102, doc. 9 rev. 1, Cap. XII. E, párr. 13; A/54/38, párrs. 
367,368,397-400; mencionadas en el capítulo 17, título 5 "Perspectiva de 9énero 
en las políticas estatales�' 

OEA/Ser.L/V/II.102, doc. 9 rev. 1, Cap. XIII, G, párrs. 7-8; E/CN 4/2000/ 
71, Anexo Ir, párr. 32, que aparecen en el capítulo 18, título 2 "Derechos de 
los niños�' 

E/CN4/1999/8, párr. 147, citada en el capítulo 23, título 1 "Alta Comisionada 
de Naciones Unidas para los Derechos Humanos� 

1.3. Derecho o lo viviendo 

e) mejorar la oferta de vivienda. en particular de viviendas económicas para 
los sectores más pobres, tanto en zonas urbanas como rurales, y asignar 
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recursos para suministrar a toda lo población aguo potable y servicios de 
alcantarillado. 

(Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ONU. E/C/12/1995/ 
18, párr. 200- e: o E/C.12/1995/12, párr. 200- e: o E/1996/22, párr. 200-
e). 

Véase también las siguientes recomendaciones: 

E/CN.4/2000/71, párr. 65-· E/CN.4/2000/83/Add.1, párr. 201, citadas en el 
capítulo 8, título 2 ·Programas de asistencia humanifaria"; 

A/54/18, párr. 475, referida en el capítulo 10, título 1 ·Comunidades 
afrocolombianas":" 

E/CN. 4/2000/71, Anexo I� párr. 32, contenida en el capítulo 18, título 2 
-Derechos de los niños". 

1 . 4. Distribución de la riqueza 

285. La Alto Comisionada toma nota con preocupacton de la grave criSIS 
económico que aflige al país. e insta al Gobierno a focalizar las políticas 
económicos y sociales hacia los más desfavorecidos . con el fin de lograr 
una reducción significativa de la pobreza y de la brecho de ¡nequidad. 
(Alta Comisionada de las Naciones Unidas para Derechos Humanos, E/ 
CN .4/2001/15) 

613. El Comité señaló que las políticas de i9ualdad debían intensificarse en 
relación con las mujeres más pobres y con menor nivel de formación y 
superar las diferencias que todavía existieran entre las mujeres de las 
zonas urbanas y las de las zonas rurales. 

(Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, ONU. A/ 
50/38, párr. 613) 

193. E l  Comité recomienda que el Gobierno, por medio de sus programas de 
desarrollo económico y una modificación del sistema impositivo y fiscal, 
que se está examinando actualmente, aborde el problema de la distribución 
poco equitativa de la riqueza con objeto de combatir eficazmente la 
pobreza que caracteriza al país. El Comité también recomienda que se 
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realicen esfuerzos concertados para mejorar la eficacia de los programas 
de desarrollo económico y social de Colombia. 

194. El Comité recomienda que el Gobierno siga dando prioridad a los esfuerzos 
para aliviar la situación de las comunidades indígenas, las personas 
desplazadas, las personas sin hogar y otras personas que viven al margen 
de la sociedad. El Comité insta al Gobierno a que garantice que se atiendan 
las necesidades más básicas de esas personas, independientemente de 
cualquier otra estrategia a largo plazo. 

(Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ONU E/C/12/1995/ 
18, pórrs. 193-194: o E/C.12/1995/12, párrs. 193-194: o E/1996/22, párrs. 
193-194). 

1.  Que a través de programas de desarrollo económico y de otro tipo, aborde 
el problema de la distribución ¡nequitativa de la riqueza en Colombia, con 
el propósito de combatir efectivamente la pobreza que caracteriza la 
situación de numeroSOS segmentos de la población. El Estado también debería 
emprender un esfuerzo concertado para mejorar la eficacia de los programas 
de desarrollo social y económico vigentes. 

(Comisión Interamericano de Derechos Humanos. OEA/Ser.L/V/ILJ02, doc. 
9 rey. 1, Capftulo III. D, párr. 1). 

178. La Alta Comisionada insta al Estado colombiano a que tome las medidas 
adecuadas para garantizar el disfrute de los derechos económicos, sociales 
y culturales, teniendo como prioridad lograr la reducción progresiva de 
las condiciones de inequidad que sufre el país. Recomienda, a su vez, 
evaluar los efectos de las políticas de ajuste económico sobre la población 
más vulnerable, para garantizar unas condiciones mínimas de calidad de 
la vida. 

(Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos. E/CN .4/ 
1999/8, párr. 178), 

201. Lo Alta Comisionada reitera al Estado colombiano la obligación de adoptar 
todas las medidas adecuada para garantizar el goce de los derechos 
económicos, sociales y culturales, focalizar las inversiones y políticas 
públicas hacia la población más desfavorecida, reducir progresivamente 
la ¡nequidad para hacer accesible a toda la población los derechos básicos 
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esenciales, evaluar periódicamente las consecuencias de las políticas de 
ajuste estructural, y mejorar el sistema de indicadores para la medición 
de los logros en este campo. Insta igualmente al seguimiento de las 
recomendaciones formuladas a Colombia por el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (E/C.12/1995/12, párrs. 21 a 30). 

(Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos. E/CN4/ 
2000/11, párr. 201). 

Véase además: 

E/CN 4/1995/50/Addl, párr. 11, citado en el capítulo 8, título 3 "Retorno, 
reasentamiento y consolidación económ¡ca� 

1.5. Estadísticas socia/es (indicadores) 

201. El Comité considera que sería conveniente mejorar el sistema de 
estadísticas sociales basado en los indicadores pertinentes, para lograr 
que e l  Gobierno y todas las instituciones interesadas puedan evaluar 
objetivamente los problemas y los progresos efectuados en la esfera de 
los derechos económicos, sociales y culturales. 

(Comité de Derechos Econámicos, Socioles y Culturales, ONU. E/C.12/1995/ 
18, párr. 201; o E/C.12/1995/12, párr. 201; o E/1996/22, párr. 201). 

Véase además las siguientes recomendaciones: 

E/CN 4/2000/11, párr. 201, citado en el capítulo 6, título 4 "Distribución de 
la riqueza�' 

A/54/18, párr. 475, referido en el capítulo lO, título 1 "Comunidades 
afrocolombianas�' 

OEA/Ser.L/V/ILJ02, doc. 9 rev. 1, Cap. XII, E, párr. lO, mencionado en el 
capítulo 17. título 5 -Perspectiva de género en políticas estatales�' 

OEA/Ser.L/V/ILI02, doc. 9 rev. 1, Cap. XIII, G, párr. 3, que aparece en el 
capítulo 18, título 2 -Derechos de los ntños�' 

A/47/18, párr. 157. citada en el capítulo 23, título 4 ·Comité para la Eliminación 
de la Discriminación Raciar 
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1.6. Políticas d� �mp/�o 

281. La Alta Comisionada urge al Estado a garantizar a 105 trabajadores 
amenazados su vida, su integridad y el ejercicio de la l ibertad sindical. 
Exhorta a las autoridades a concertar esfuerzos con los empleadores 
para facilitar 105 traslados de los sindicalistas amenazados cuando éstos 
lo requieran. A su vez, insta al Estado a reglamentar el ejercicio del 
derecho de huelgo en los servicios públicos y a armonizar con las 
disposiciones internacionales la legislación interna, en particular, la referida 
al trabajo de menores. Exhorta además al seguimiento de las 
recomendaciones de los órganos de la OlT. 

(Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, E/CN 4/ 
2001/15) 

Véase: 

A/54/18, párr. 476, citada en el capítulo lO, título 1 ·Comunidades 
afrocolombianas:· 

A/54/38, párrs. 387-388, referidas en el capítulo 17, título 3 "Discriminación 
contra la mujer"; 

A/54/38, párrs. 367-368, mencionadas en el capítulo 17. título 5 "Perspectiva 
de género en políticas estatoles� 

1 . 7. Políticas socia/�s (gasto social) 

200. El Comité considera también que el Gobierno de Colombia debería: 

a) mejorar la formación de las "madres comunitariasH y regularizar su situación 
laboral, tratándolas a todos los fines como trabajadores empleados por 
una tercera persona; 

b) combatir la práctica de no utilizar las partidas presupuestarias asignadas 
a gastos sociales en el presupuesto general del Estado y garantizar que 
esos asignaciones se utilicen a los fines para los que se previeron: 

(Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ONU. E/C12/1995/ 
18, párr. 200- a, b: o E/C.12/1995/12, párr. 200- a, b: o E/1996/22, párr. 
200- a, b). 
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Véase además las siguientes recomendaciones: 

OEA/Ser.L/V/IL102, doc. 9 rev. 1, Cap. III, D, párr. 1/ E/CN.4/20OD/11, 
párr. 201, citadas en el capítulo 6, título 4 -Distribución de la riqueza",; 

OEA/Ser.L/V/IL102, doc. 9 rev. 1, Cap. III. D, párr. 4,' E/CN.4/1995/50/ 
AddJ, pórr. 120; referidas en el capítulo 8, título 2 MProgramas de asistencia 
humanitaria"; 

E/CN.4/1995/50/Add1, párr. 119, contenida en el capítulo 8, título 3 "Retorno, 
reasentamiento y consolidación económica�' 

OEA/Ser.L/V/IL102, doc. 9 rev. 1, Cap. XI, H párr. 5.' A/54/18, párr. 476,' 
mencionados en el capítulo JO, título 1 "Comunidades afrocolombianas�' 

OEA/Ser.L/V/ILJ02, doc. 9 rev. 1, Cap. XII. E. párrs. 11-13,' E/CN.4/1999/ 
8, párr. 179,' A/54/38, párrs. 367.368, 397-4OD,' que aparecen en el capítulo 
17, título 5 ·Perspectiva de género en políticas estatales�' 

A/51/41, párr. 356,' OEA/Ser.L/V/ILI02, doc. 9 rev. 1, Cap. XIII, G, párrs. 
1, 3, 4, 7. 8,' A/54/38, párrs. 379-380/ E/CN. 4/2ODO/n párr. 64,' citadas 
en el capítulo 18, título 2 "Derechos de los niños� 

229 




